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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY ORGÁNICA DE

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, A CARGO DE LA

DIPUTADA MARIBEL AGUILERA CHÁIREZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Maribel Aguilera Cháirez, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 32 de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, de conformi-
dad con lo siguiente

Exposición de Motivos

Esta iniciativa es una versión actualizada de la presen-
tada el primero de septiembre de 2020. Así, a conti-
nuación se presenta la exposición de motivos en virtud
de lo siguiente:

Actualmente la política migratoria en México se ha
enfocado en dar atención a los migrantes mexicanos
que trabajan fuera del país, principalmente en Estados
Unidos. A través de la red de consulados operados por
la Secretaría de Relaciones Exteriores, los migrantes
mexicanos en el exterior reciben la protección del Go-
bierno de México con asesoría y defensa legal. Por su
parte, el Instituto Nacional de Migración, adscrito a la
Secretaría de Gobernación, es el organismo que se en-
carga de vigilar y garantizar el derecho de los migran-
tes extranjeros que llegan a México, basando sus prin-
cipios en el respeto al artículo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en el que se reconocen los derechos humanos de la
población migrante, con independencia de su condi-
ción jurídica en el país.

Estas acciones gubernamentales, sin embargo, no se
han enfocado en ubicar y atender a las familias de los
migrantes que se quedan en México, ni en mejorar las
condiciones de vida de sus comunidades de origen, a
pesar de que el envío de remesas es un factor de im-
pulso para la economía en México –considerando el
peso que tienen en el ingreso nacional–. Lo anterior re-

presenta una violación a los derechos humanos de es-
tas familias que se concentran en las entidades del pa-
ís donde la falta de oportunidades educativas y labora-
les son limitadas, aquellas en las que con frecuencia se
vulnera el derecho de las personas a gozar de una vida
en familia, con condiciones de bienestar y desarrollo
integral.

Durante décadas el gobierno ha sido omiso en atender
la desintegración familiar por causa de la migración de
al menos uno de sus integrantes que, en la mayoría de
los casos, viajan a Estados Unidos para trabajar, casi
siempre, de manera ilegal. La desintegración de las fa-
milias mexicanas por causa de la migración trae con-
secuencias psicoemocionales en el ámbito privado y
familiar (trastornos emocionales, drogadicción, alco-
holismo, abusos físicos y psicológicos).

Más de 258 millones de migrantes en todo el mundo
viven fuera de su país de nacimiento, representan 3.4
por ciento de la población de la Tierra y contribuyen
con 9 por ciento al PIB mundial –7 billones de dólares
al año–, lo que equivale a 45 por ciento del producto
interno de Estados Unidos. El desamparo y la xenofo-
bia han llevado a la desaparición de 3 mil 341 migran-
tes en las rutas migrantes de todo el mundo en lo que
va de 2019. Además, cada año migran 27 millones de
personas, de las cuales 80 por ciento son niñas, niños
y jóvenes que abandonan sus países.1

Siguiendo los datos de la Encuesta Nacional de la Di-
námica Demográfica de 2018, el Inegi reporta que en
México hay 642 mil 345 hogares de migrantes. Este
dato resulta de un cálculo estadístico que permite ha-
cer una aproximación al total de hogares en México
con al menos un integrante que ha realizado un movi-
miento emigratorio internacional de agosto de 2013 a
octubre de 2018, teniendo como referencia que en Mé-
xico hay 35 millones 316 mil 306 hogares.

Se estima que cerca de 13 millones de migrantes me-
xicanos (Banco de México) que viven actualmente en
los Estados Unidos envían en promedio a nuestro país
321 dólares al mes, por concepto de remesas, lo cual
representa una derrama económica de 39 mil millones
de dólares. Asimismo, 87 por ciento de su salario (al-
rededor de 2,190 dólares) es gastado en Estados Uni-
dos; además 1 de cada 25 empresas son propiedad de
inmigrantes mexicanos y generan anualmente 17 mil
millones de dólares en ingresos. Se estima que lo me-
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xicanos contribuyen con 8 por ciento del PIB en ese
país, siguiendo las estimaciones de la Secretaría de
Relaciones Exteriores.

Según datos del Banco de México, de 2000 a la fecha
las remesas familiares han ido en aumento. En el se-
xenio de Vicente Fox se registró un ingreso de 98 mil
163 millones de dólares por concepto de remesas,
mientras que para finales de diciembre de 2018 se re-
gistraron 160 mil 409 millones de dólares.2

Tan sólo en 2018 se contabilizó un total de 33 mil 480
millones de dólares mientras que al término de 2019 se
alcanzó 36 mil millones de dólares, según cifras del
Banco de México. Aunque la relación del crecimiento
de remesas no necesariamente es proporcional al au-
mento de la migración, del año 2000 al año 2010, la
población migrante a Estados Unidos pasó de 17 mi-
llones 220 mil 424 a 19 millones 747 mil 511 personas
(Inegi, 2010).

Las remesas son destinadas en su mayoría al consumo
de productos y servicios. Si consideramos que el go-
bierno de México recauda fondos a través del cobro de
impuestos, principalmente el 16% del IVA, podemos
decir que alrededor 130 mil 400 millones de pesos de
ingresos al erario público se obtienen de manera indi-
recta de las remesas (el cálculo se hace sobre un total
de 36 mil millones de dólares que se enviaron a Méxi-
co por concepto de remesas).

BBVA estima que el envío de remesas al final del año
2020 caerá en 17 por ciento, cifra que probablemente
alcanzará 29 mil 900 millones de dólares, poco más de
6 mil millones de dólares menos que en 2019, periodo
en el que se registraron 36 mil millones de dólares. Pa-
ra marzo de 2020 ingresaron en México 4 mil millones
de dólares por concepto de remesas, sin embargo, la
cifra decreció en el mes de abril, en el que se registró
una cifra de 2mil 861 millones de dólares, mientras
que en el mes de mayo se tiene un ligero incremento
como 3 mil 379 millones de dólares (Banco de Méxi-
co, 2020).

En los últimos años, el tema migratorio ha representa-
do un factor de desgaste entre México y Estados Uni-
dos, por lo que es primordial abonar en el fortaleci-
miento de esta relación bilateral a través de un plan
que contenga la migración, evite la desintegración de
las familias por esta razón, y genere las condiciones

para la repatriación y la reintegración de los migrantes
mexicanos a la vida familiar, a la actividad económi-
ca, social y cultural: una política de puerta giratoria.

A lo anterior se agrega el hecho de que las empresas co-
mo Western Union cobran 7.49 por ciento de comisión
por cada envío menor de mil dólares que se hace a Mé-
xico, esto quiere decir que por un envío de 300 dólares
(2 mil 925 pesos mexicanos), cifra promedio que los
migrantes envían a México, se cobran alrededor de
22.47 pesos, lo cual representa un valor total de 57 mil
691 millones de pesos; casi 50 por ciento al monto to-
tal que el gobierno recaudaría a través de los impues-
tos. Las remesas se han vuelto recursos mal distribui-
dos, al estar enfocados en el consumo y no en la
inversión de proyectos productivos que permitan a las
familias hacer crecer sus ingresos al margen de los re-
cursos enviados por sus familiares en Estados Unidos.

México tiene una deuda con las y los mexicanos que
se han visto obligados a migrar para trabajar en otro
país y sostener a sus familias. Paradójicamente la des-
integración familiar por causa de la migración benefi-
cia al país con el ingreso de 36 mil millones de dóla-
res por concepto de remesas (según estimaciones del
Banco de México para diciembre de 2019), lo cual re-
presenta la principal fuente de inversión extranjera.

En consecuencia, el Gobierno de México debe obser-
var este fenómeno desde sus distintas aristas, evitando
con ello la migración forzada, a través de acciones
concretas encaminadas a brindar protección y atención
integral a las familias de los migrantes que residen en
Estados Unidos. Por ello, es necesario atender este
problema central con una estrategia de contención y de
reacción a través de un plan de acción que brinde aten-
ción integral a las familias de los migrantes y las vin-
cule con las acciones del gobierno de México.

• Reintegración del migrante con su familia

• Empoderamiento de las familias en México

• Evitar que el resto de la familia se vaya a EEUU

• Contener y atender el fenómeno migratorio

• Rentabilidad y productividad de las remesas

• Repatriar voluntariamente
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Considerando lo anterior, esta iniciativa de ley busca
ser parte fundamental de la construcción de una políti-
ca pública encaminada a dar atención a las familias de
los migrantes, a través de la vinculación institucional,
y que busque generar las condiciones para impulsar el
desarrollo económico de las familias y sus comunida-
des, con la finalidad de lograr su reintegración y evitar
el desplazamiento de alguno de sus miembros a Esta-
dos Unidos.

Fundamentación jurídica

El marco jurídico de protección a los derechos de los
migrantes y sus familias se encuentra contenido prin-
cipalmente en la Convención Internacional sobre la
protección de los Derechos de Todos los Trabajadores
Migratorios y sus Familias, documento que establece
normas mínimas que los Estados parte deben aplicar a
trabajadores migratorios y a sus familias. La Conven-
ción forma parte del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Culturales y Sociales (PIDECS), el cual,
junto al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos (PIDCP), es parte de los instrumentos que des-
arrollan el contenido de la Declaración Universal de
los Derechos Humanos, tal como se muestra a conti-
nuación:

Declaración Universal de los Derechos Humanos

La Declaración Universal de Derechos Humanos
adoptada y proclamada por la Asamblea General en su
resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948, se
basa en el ideal común de que todos los pueblos y na-
ciones deben esforzarse en lograr que tanto los indivi-
duos como las instituciones promuevan, mediante la
enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos
y libertades, su reconocimiento y aplicación universa-
les entre los pueblos de los Estados Miembros como
entre los de los territorios colocados bajo su jurisdic-
ción.3

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(PIDCP) entró en vigor el 23 de marzo de 1976, y fue
abierto a ratificación por la Asamblea General en su
resolución 2200 A (XXI). Este pacto, ajustado a la De-
claración Universal de Derechos Humanos, establece
que el ideal del ser humano libre puede realizarse en el
disfrute de las libertades civiles y políticas siempre y

cuando los estados garanticen las condiciones para re-
alizar y ejercer estos derechos.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales

En tanto que el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Culturales y Sociales (PIDECS), aprobado
por la Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU), tiende a proteger los derechos
de igualdad material o aquellos por los que es posible
alcanzar la satisfacción de las necesidades básicas de
las personas y el máximo nivel posible de vida digna
(Comisión Nacional de los Derechos Humanos).

Ambos tratados desarrollan el contenido de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos y son obliga-
torios para los Estados que han manifestado su con-
sentimiento, como es el caso del Estado mexicano, que
se adhirió al PIDESC y al PIDCP el 23 de marzo de
1981, entrando en vigor en nuestro país el 12 de mayo
de ese año.

Convención Internacional sobre la Protección de
los Derechos de Todos los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familias

En el marco de defensa de los derechos humanos (el
PIDESC y el PIDCP) se encuentra la Convención In-
ternacional sobre la Protección de los Derechos de To-
dos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, adop-
tada por la Asamblea General en la resolución 45/158,
el 18 de diciembre de 1990, en Nueva York, Estados
Unidos, la cual México ratificó el 8 de marzo de 1999
–entró en vigor el 13 de agosto de 1999, durante el se-
xenio de Ernesto Zedillo–. El objetivo de la conven-
ción “es establecer normas mínimas que los Estados
Parte deben aplicar a las y los trabajadores migratorios
y a sus familiares, independientemente de su condi-
ción migratoria” (Unidad de Política Migratoria,
2013).

La Convención debe ser aplicada en todos los mo-
mentos del proceso de migración, desde la preparación
de la migración, la salida del país de origen, durante el
tránsito o cruce de países hasta el país de acogida, en
todo el tiempo de estancia en un país extranjero y has-
ta el momento de retorno al país de origen” (Unidad de
Política Migratoria, 2013).
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Conforme al principio de indivisibilidad de los dere-
chos humanos, el cual indica que todos y cada uno de
estos derechos son fundamentales para garantizar la
dignidad de las personas, la convención señala que los
derechos humanos de los trabajadores migrantes esta-
rán garantizados aún por encima del reconocimiento
de su ciudadanía en el país de destino, pues se consi-
dera que es “éticamente incorrecto y jurídicamente no
permitido establecer distinciones en el ejercicio de los
derechos humanos” (Unidad de Política Migratoria,
2013).

En los artículos 42 y 44 de la convención está conte-
nido el reconocimiento de los derechos de los familia-
res de los trabajadores migratorios.

De esta forma, el artículo 42 establece:

1. Los Estados parte considerarán la posibilidad de
establecer procedimientos o instituciones que per-
mitan tener en cuenta, tanto en los Estados de ori-
gen como en los Estados de empleo, las necesida-
des, aspiraciones u obligaciones especiales de los
trabajadores migratorios y sus familiares y conside-
rarán también, según proceda, la posibilidad de que
los trabajadores migratorios y sus familiares tengan
en esas instituciones sus propios representantes li-
bremente elegidos.

A través de un Consejo Consultivo que atiende la po-
lítica de gobernanza interviene el Estado, la población
afectada que se va a beneficiar con la política pública,
la población de la región y las organizaciones civiles
para que apoyen en todos los sentidos y se obtenga
evaluación directa de la población y las mejoras que se
le pueden hacer.

Mientras que en el artículo 44 se exige a

1. Los Estados Partes reconocer que la familia es el
grupo básico natural y fundamental de la sociedad y
tiene derecho a protección por parte de la sociedad
y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas pa-
ra asegurar la protección de la unidad de la familia
del trabajador migratorio.

2. Los Estados Partes tomarán las medidas que esti-
men apropiadas y entren en la esfera de su compe-
tencia para facilitar la reunión de los trabajadores
migratorios con sus cónyuges o con aquellas perso-

nas que mantengan con el trabajador migratorio una
relación que, de conformidad con el derecho aplica-
ble, produzca efectos equivalentes al matrimonio, al
igual que con sus hijos solteros menores de edad
que estén a su cargo.

Entre los Estados que han ratificado el pacto se en-
cuentra México y otros países.

Con fecha de 30 de agosto de 2019, habían ratificado
la convención Albania, Argelia, Argentina, Azerbai-
yán, Bangladesh, Belice, Bolivia, Bosnia Herzegovi-
na, Burkina Faso, Cabo Verde, Chile, Colombia, Ecua-
dor, Egipto, El Salvador, Filipinas, Ghana, Guatemala,
Guinea, Guyana, Honduras, Indonesia, Jamaica, Kir-
guistán, Lesoto, Libia, Malí, Marruecos, Mauritania,
México, Mozambique, Nicaragua, Níger, Nigeria, Pa-
raguay, Perú, Ruanda, Senegal, Serbia, Seychelles, Sri
Lanka, San Vicente y las Granadinas, Siria, Tayikistán,
Timor oriental, Turquía, Uganda, Uruguay y Venezue-
la.

Además, varios países han firmado la Convención, pe-
ro aún no la han ratificado. Esto significa que su go-
bierno ha manifestado su intención de adherirse a la
Convención, pero no está obligado a hacerlo en el de-
recho internacional. Estos países son: Armenia, Benín,
Camboya, Camerún, Chad, Comores, Congo, Gabón,
Gambia, Guinea-Bisáu, Liberia, Montenegro, Palaos,
Santo Tomé y Príncipe, Serbia, Sierra Leona, Togo.

Hasta el momento, los países que han ratificado la
Convención son fundamentalmente países de origen
de los migrantes. Para estos países, la Convención es
un instrumento importante para proteger a sus ciuda-
danos en el exterior.

Reforma de la Constitución Política en materia mi-
gratoria

En los Tratados Internacionales se exige la interven-
ción del Estado para garantizar los derechos humanos,
tal como se reconoce en nuestra Constitución federal y
la Convención Americana de los Derechos Humanos.
Este esquema trajo consigo la reforma constitucional
publicada en el Diario Oficial de la federación el 10 de
junio de 2011 vino a marcar un antes y un después en
el marco jurídico mexicano referente a los derechos
humanos.
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El principal cambio se hizo en el Capítulo I de la
Constitución Política que pasó de titularse “De las ga-
rantías individuales” a ser nombrado “De los derechos
humanos y sus garantías”. Al incluirse la categoría de
derechos humanos en nuestra carta magna, en automá-
tico estos pasan a ser el eje transversal de los ordena-
mientos jurídicos nacionales, incluyendo aquellos en
materia migratoria.

De esta forma, las reformas a los artículos 11 y 33 de
la Constitución Política en materia migratoria. En la
modificación al artículo 11 ya se incluye el concepto
de persona, en lugar de hombre, y se reconoce el dere-
cho para “entrar en la república, salir de ella, viajar por
su territorio y mudar de residencia”, sin dejar de esta-
blecer ciertas limitaciones a la libertad de tránsito de
los extranjeros vinculadas con las leyes de emigración,
inmigración y salubridad general de la República.

Ley de Migración (2011)

Es fundamental resaltar la importancia de la Ley de
Migración de 2011, la cual establece que México es un
país de origen, tránsito y destino, y cuyo objetivo prin-
cipal es regular los flujos migratorios en el territorio
nacional. Lo anterior quiere decir que su aplicabilidad
impacta en los derechos de los migrantes, pero tam-
bién en las comunidades o territorios de origen en Mé-
xico.

De acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Migración,
la política migratoria del Estado mexicano es el con-
junto de decisiones estratégicas para alcanzar objeti-
vos determinados que, con fundamento en los princi-
pios generales y demás preceptos contenidos en la
presente Ley, se plasman en el Reglamento, normas
secundarias, diversos programas y acciones concretas
para atender el fenómeno migratorio de México de
manera integral, como país de origen, tránsito, destino
y retorno de migrantes.

Los principios en los que debe sustentarse la política
migratoria del Estado mexicano son los siguientes:

- Respeto irrestricto de los derechos humanos de los
migrantes, nacionales y extranjeros, sea cual fuere
su origen, nacionalidad, género, etnia, edad y situa-
ción migratoria, con especial atención a grupos vul-
nerables como menores de edad, mujeres, indíge-
nas, adolescentes y personas de la tercera edad, así

como a víctimas del delito. En ningún caso una si-
tuación migratoria irregular preconfigurará por sí
misma la comisión de un delito ni se prejuzgará la
comisión de ilícitos por parte de un migrante por el
hecho de encontrarse en condición no documenta-
da.

- Tener congruencia y que el Estado mexicano ga-
rantice la vigencia de los derechos que reclama pa-
ra sus connacionales en el exterior, en la admisión,
ingreso, permanencia, tránsito, deportación y retor-
no asistido de extranjeros en su territorio.

- Tener un enfoque integral acorde con la compleji-
dad de la movilidad internacional de personas, que
atienda las diversas manifestaciones de migración
en México como país de origen, tránsito, destino y
retorno de migrantes, considerando sus causas es-
tructurales y sus consecuencias inmediatas y futu-
ras.

- Una responsabilidad compartida con los gobiernos
de los diversos países y entre las instituciones na-
cionales y extranjeras involucradas en el tema mi-
gratorio.

- Hospitalidad y solidaridad internacional con las
personas que necesitan un nuevo lugar de residen-
cia temporal o permanente debido a condiciones ex-
tremas en su país de origen que ponen en riesgo su
vida o su convivencia, de acuerdo con la tradición
mexicana en este sentido, los tratados y el derecho
internacional.

- Facilidad para la movilidad internacional de per-
sonas, salvaguardando el orden y la seguridad. Este
principio reconoce el aporte de los migrantes a las
sociedades de origen y destino. Al mismo tiempo,
pugna por fortalecer la contribución de la autoridad
migratoria a la seguridad pública y fronteriza, a la
seguridad regional y al combate contra el crimen or-
ganizado, especialmente en el combate del tráfico o
secuestro de migrantes, y a la trata de personas en
todas sus modalidades.

- La complementariedad de los mercados laborales
con los países de la región, como fundamento para
una gestión adecuada de la migración laboral acor-
de a las necesidades nacionales.
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- Equidad entre nacionales y extranjeros, como in-
dica la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, especialmente en lo que respecta a la
plena observancia de las garantías individuales, tan-
to para nacionales como para extranjeros.

- Reconocimiento a los derechos adquiridos de los
inmigrantes, en tanto que los extranjeros con arrai-
go o vínculos familiares, laborales o de negocios en
México han generado una serie de derechos y com-
promisos a partir de su convivencia cotidiana en el
país, aun cuando puedan haber incurrido en una si-
tuación migratoria irregular por aspectos adminis-
trativos y siempre que el extranjero haya cumplido
con las leyes aplicables.

- Unidad familiar e interés superior de la niña, niño
y adolescente, como criterio prioritario de interna-
ción y estancia de extranjeros para la residencia
temporal o permanente en México, junto con las ne-
cesidades laborales y las causas humanitarias, en
tanto que la unidad familiar es un elemento sustan-
tivo para la conformación de un sano y productivo
tejido social de las comunidades de extranjeros en
el país.

- Integración social y cultural entre nacionales y ex-
tranjeros residentes en el país con base en el multi-
culturalismo y la libertad de elección y el pleno res-
peto de las culturas y costumbres de sus
comunidades de origen, siempre que no contraven-
gan las leyes del país.

- Facilitar el retorno al territorio nacional y la rein-
serción social de los emigrantes mexicanos y sus fa-
milias, a través de programas interinstitucionales y
de reforzar los vínculos entre las comunidades de
origen y destino de la emigración mexicana, en pro-
vecho del bienestar familiar y del desarrollo regio-
nal y nacional.

El Poder Ejecutivo determinará la política migratoria
del país en su parte operativa, para lo cual deberá re-
coger las demandas y posicionamientos de los otros
Poderes de la Unión, de los gobiernos de las entidades
federativas y de la sociedad civil organizada, tomando
en consideración la tradición humanitaria de México y
su compromiso indeclinable con los derechos huma-
nos, el desarrollo y la seguridad nacional, pública y
fronteriza.4

Se propone crear el Programa Nacional de Aten-
ción a Familias Mexicanas con Migrantes en el Ex-
terior

Tomando en consideración la legislación vigente en
materia de los derechos de los trabajadores migrantes
y sus familias, en esta iniciativa se propone que sea a
través de un programa operado por la Secretaría del
Bienestar por el cual se fomente y se conduzca la po-
lítica para las familias mexicanas que residan en terri-
torio nacional y que cuenten con al menos un inte-
grante viviendo en el extranjero, que tenga como
objetivo inhibir la migración de los connacionales al
extranjero, fortalezca el tejido social e impulse el auto
sustento con el desarrollo regional y nacional de los te-
rritorios donde residen las familias mexicanas con mi-
grantes en el exterior.

Para la creación del Programa Nacional de Atención a
Familias Mexicanas con Migrantes en el Exterior se
propone una iniciativa que reforme la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal.

La operación del programa corresponderá a la Secre-
taría del Bienestar. En este sentido se deben realizar
las adiciones y reformas siguientes:

1. Que se reforme la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal en la que se prevean las fa-
cultades que tiene la Secretaria de Bienestar, en ma-
teria de atención a las familias de los migrantes para
la creación del Programa Nacional de Atención a
Familias Mexicanas con Migrantes en el Exterior.

2. Que se prevea en artículos transitorios la creación
e implementación del Programa y la modificación
en el Reglamento Interior de la secretaría.

Adicionando el siguiente párrafo:
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Cuadro comparativo

Por las razones anteriores se somete a consideración
del pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona la fracción
V Bis al artículo 32 del Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal

Artículo único. Se adiciona la fracción V Bis, y se re-
corren las subsecuentes, al artículo 32 del Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 32. A la Secretaría de Bienestar corresponde
el despacho de los siguientes asuntos:

I. a V. …

V. Bis. Fomentar y conducir la política pública
para las familias mexicanas que residan en terri-
torio nacional, y que cuenten con un integrante
viviendo en el extranjero, la cual busque inhibir
la migración de los connacionales al extranjero,
fortalezca el tejido social e impulse el autosus-
tento con el desarrollo regional y nacional de las
familias de los migrantes a través de la imple-
mentación de programas específicos para dar
atención a familias mexicanas con migrantes en
el exterior.

VI. a XXIV.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara? en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá ajustar el Regla-
mento Interior de la Secretaría de Gobernación a la
presente ley en un plazo no mayor de 60 días a partir
de su vigencia.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas, “ONU cifra en 244 millo-

nes los migrantes que viven fuera de su país”, Departamento de

Asuntos Económicos y Sociales. Disponible en <www.un.org/de-

velopment/desa/es/news/population/international-migrants.html>

2 Banco de México, Sistema de información económica, portal del

Banco de México, México, 2019, 

https://www.banxico.org.mx/SieInternet/consultarDirectorioInter-

netAction.do?accion=consultarCuadro&idCuadro=CE81&sec-

tor=1&locale=es

3 Unidad de Política Migratoria “La protección de derechos hu-

manos de las personas migrantes, páginas 1-585.

4 Congreso de la Unión, Ley de Migración 2011, Diario Oficial de

la Federación, México, 2011. Disponible en http://www.diputa-

dos.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lmigra/LMigra_orig_25may11.pdf

Dado en la Sede de la Cámara de Diputados, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Maribel Aguilera Cháirez (rúbrica)
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QUE ADICIONA Y REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO

DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO B DEL

ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE TELE-
TRABAJO, SUSCRITA POR EL DIPUTADO JUAN CARLOS RO-
MERO HICKS E INTEGRANTES DE LOS GRUPOS PARLA-
MENTARIOS DEL PAN, DEL PRI Y PRD

El suscrito, diputado Juan Carlos Romero Hicks, y las
y los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional; así como los coordinadores de los
Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario
Institucional, René Juárez Cisneros; de Movimiento
Ciudadano, Fabiola Loya Hernández; y del Partido de
la Revolución Democrática, Verónica Juárez Piña, del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, presentan para su análisis y dictamen la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na y reforma diversos artículos de la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, en
materia de teletrabajo, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Frente a los compromisos del Estado mexicano de ga-
rantizar el derecho al trabajo a todas las personas y de
avanzar en el cumplimiento de compromisos interna-
cionales, el teletrabajo se convierte en una opción via-
ble que produce beneficios a la sociedad, a las organi-
zaciones y al medio ambiente.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi) considera al teletrabajo como el conjunto de acti-
vidades que pueden ser llevadas a cabo remotamente
(fuera del lugar de trabajo) y que precisan para ello, el
uso intensivo de tecnologías de la información y la co-
municación. 

De acuerdo con la definición de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT), el teletrabajo es la forma
de trabajo efectuada en el domicilio del trabajador o en
lugares o establecimientos ajenos al empleador, que
implica el uso de nuevas tecnologías que facilitan la
comunicación. Este tipo de trabajo debe tener la ca-
racterística de ser permanente y no eventual, prestado

por personas físicas y no empresas, lo que significa
que hay una relación laboral de subordinación que
puede ser medida por el control de la empresa sobre el
trabajo.

Es importante señalar que el teletrabajo no altera la na-
turaleza de los poderes de dirección, solo adquiere la
modalidad de transmitir órdenes por vía remota, por lo
que no supone condiciones laborales distintas a las
propias de una relación laboral presencial. Implica fle-
xibilidad en la relación laboral con un amplio margen
de disponibilidad empresarial y un reforzamiento de
los poderes de dirección, porque no se da en el lugar
de trabajo sino fuera de él, ya sea en el domicilio o el
telecentro.

La OIT ha promovido la modalidad de teletrabajo des-
de hace más de diez años como un medio que permite
la inclusión laboral, así como mejorar la conciliación
vida-trabajo e incrementar la productividad en las or-
ganizaciones.

Esta modalidad permite al teletrabajador combinar de
forma aceptable y satisfactoria la vida laboral y la fa-
miliar; dedicar más tiempo a la familia y participar en
tareas como el cuidado de los hijos, ancianos o perso-
nas con alguna discapacidad; así como reducir el es-
trés que causa los desplazamientos de casa a oficina y
al revés, al tiempo de reducir riesgos de trabajo, dis-
minuir la contaminación y, en general, evitar costos
económicos al país y en la salud de la población.

El teletrabajo también tiene un efecto multiplicador en
los procesos de modernización del Estado y el cierre
de la brecha digital. La reforma en telecomunicaciones
busca generar un entorno favorable que contempla in-
fraestructura, accesibilidad, conectividad, tecnologías
de la información y comunicación, así como habilida-
des digitales para que cada vez más hogares y empre-
sas cuenten con equipos de cómputo y banda ancha, lo
que implicará que más mexicanos tendrán más posibi-
lidades de estar conectados y contar con medios que
les permitan acceder a un empleo.

En particular, el teletrabajo reviste importancia en de-
terminadas situaciones como emergencias sanitarias o
desastres, al contribuir a cumplir con las responsabili-
dades y objetivos de las organizaciones, al significales
menos espacio físico utilizado, al tiempo de permitir-
les transitar hacia un sistema de control por objetivos
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y resultados donde importa la calidad del trabajo rea-
lizado y el cumplimiento de los plazos previstos para
ello.

En la Ley General de Protección Civil se establece la
obligación de las instituciones públicas, privadas y so-
ciales de contar con un plan de continuidad de opera-
ciones sobre actividades sustantivas en caso de que se-
an afectadas por un agente perturbador, donde el
teletrabajo resulta un instrumento fundamental para
cumplir este cometido.

Actualmente, por motivo de la pandemia, el teletraba-
jo es la modalidad laboral que ha permitido la conti-
nuidad de actividades en muchas organizaciones. De
acuerdo con estadísticas de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social de marzo de 2020, 70 por ciento de
las actividades laborales podrían desarrollarse de ma-
nera remota con base en el empleo de las tecnologías
de la información y comunicación.

La Encuesta en Hogares sobre Disponibilidad y Uso

de Tecnologías de la Información señala que en 2019
más de 22 millones de personas (22 millones 47 mil
124) usan computadora para actividades laborales.
Mientras que los resultados del Censo de Población y
Vivienda 2020, muestran que 52.1 por ciento de las vi-
viendas tienen acceso a internet y 37.6 por ciento tie-
nen computadora, laptop o tablet en su hogar, lo que
visibiliza las posibilidades de impulsar el teletrabajo.

Recientemente, la OIT ha desarrollado diversas guías
para fomentar el teletrabajo durante la pandemia y
después de ésta, como una herramienta importante pa-
ra garantizar la continuidad operativa y proporcionar
un marco flexible para empresas privadas y organis-
mos del sector público para elaborar o actualizar sus
propias políticas y prácticas de teletrabajo.

Desde el 30 de marzo de 2020 que se declaró la emer-
gencia sanitaria en nuestro país a causa de la epidemia
de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2
(Covid-19) por parte del Consejo de Salubridad, hasta
la fecha se han ampliado los periodos para el regreso
laboral de forma presencial para los trabajadores de
los sectores privado, social y público.

Por parte del Ejecutivo federal, se encuentran diversos
acuerdos publicados en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 31 de julio de 2020; 18 de septiembre de

2020; 30 de septiembre de 2020; 21 de diciembre de
2020 y 8 de enero de 2021, para establecer criterios
aplicables a la Administración de los Recursos Huma-
nos en las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal, a fin de mitigar la propagación
acelerada del Covid-19, indicando el trabajo a distan-
cia con base en el uso de las tecnologías de la infor-
mación.

El último acuerdo publicado el 8 de enero de 2021 se-
ñala que, la Ciudad de México concentra la mayor
cantidad de dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, y que dicha entidad federativa
se encuentra en riesgo máximo (fase rojo) conforme al
semáforo de riesgo epidemiológico determinado por la
Secretaría de Salud, desde el pasado 19 de diciembre
de 2020, situación que obliga a mantener la operación
de la Administración Pública Federal, en consonancia
con la política de sana distancia y reducción de movi-
lidad, poniendo énfasis en el trabajo a distancia y la
prevalencia en la utilización de tecnologías de infor-
mación y comunicación, por lo que se establece la ex-
tensión de la modalidad de trabajo a distancia hasta el
30 de abril de 2021.

En este contexto, tanto el Poder Judicial, el Poder Le-
gislativo, así como los organismos autónomos han op-
tado por sesionar a distancia o de forma semipresen-
cial. Se ha utilizado el teletrabajo durante la pandemia
como una medida que permite priorizar la salud de los
trabajadores y sus familias, al tiempo de continuar las
actividades laborales en cumplimiento de las funcio-
nes sustantivas de estas instituciones públicas.

En el panorama internacional, existen algunos países
que cuentan con legislación y políticas públicas espe-
cíficas sobre teletrabajo, como: Costa Rica, Ecuador,
Colombia, Argentina, Estados Unidos, España y la
Unión Europea.

En México, a pesar de que existían diversas iniciativas
en materia de teletrabajo y que algunas empresas lle-
van más de diez años operando en esta modalidad, el
tema no había sido legislado de forma adecuada para
responder al avance de las tecnologías de la informa-
ción y comunicación y a las nuevas dinámicas de tra-
bajo.

Fue hasta la reciente reforma a la Ley Federal del Tra-
bajo publicada en el Diario Oficial de la Federación, el
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pasado 11 de enero de 2021, que se sentaron las bases
para definir las características propias del teletrabajo,
y reconocer que esta modalidad laboral implica la eje-
cución de actividades intelectuales por medio de las
tecnologías digitales, no exentas de supervisión y con-
trol por parte del empleador.

La legislación aprobada establece que los teletrabaja-
dores deberán gozar de un trabajo decente y con igual-
dad de trato en cuanto a remuneración, capacitación,
formación, seguridad social, acceso a mejores oportu-
nidades laborales y demás condiciones laborales que
la ley laboral garantiza a los trabajadores en la moda-
lidad presencial. También mandata la obligación de la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social para expedir
una norma oficial mexicana para establecer las obliga-
ciones en materia de salud, seguridad y previsión de
riesgos profesionales por las actividades a desarrollar
en la modalidad de teletrabajo.

En este marco fue elaborada la presente iniciativa que
tiene como objeto regular el teletrabajo en la Ley Fe-
deral para los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Consti-
tucional. Los suscribientes reconocemos la necesidad
de dar certeza jurídica a miles de trabajadores de las
Dependencias y Entidades del Poder Ejecutivo Fede-
ral, como de los Poderes de la Unión, del gobierno de
la Ciudad de México, y demás instituciones públicas y
organismos descentralizados regidos por esta ley,
quienes actualmente, ante la emergencia sanitaria, se
encuentran laborando en esta modalidad de trabajo y
que, podrían seguir haciéndolo de forma consecuente
una vez superada la pandemia.

Tomando en cuenta lo expuesto con anterioridad, esta
iniciativa contiene una definición de teletrabajo y enu-
mera algunas de sus características del teletrabajo, asi-
mismo determina que en esta modalidad laboral los
trabajadores tendrán los mismos derechos de trabajo
digno, igualdad de trato en cuanto a remuneración, ca-
pacitación, formación, seguridad social, acceso a me-
jores oportunidades laborales, así como a la protección
de sus datos personales y derecho a la intimidad, y de
asociación sindical. Aunado a lo anterior, las depen-
dencias, entidades e instituciones públicas deberán ga-
rantizar condiciones óptimas para que sus trabajadores
desempeñen sus funciones de manera presencial y re-
mota.

La iniciativa también reconoce derechos y obligacio-
nes de los trabajadores y titulares públicos respecto a
la modalidad de teletrabajo. Además, contempla la in-
clusión del tema por parte de los sindicatos en sus es-
tatutos, así como el establecimiento de mecanismos de
comunicación y difusión, que permitan a los trabaja-
dores a distancia: afiliarse libremente, formar parte de
las negociaciones colectivas e interponer quejas o su-
gerencias a través de medios digitales.

Es importante destacar, que a diferencia de la regula-
ción que se hizo, en esta materia en la Ley Federal del
Trabajo, esta iniciativa no establece supervisión del te-
letrabajo con cámaras de video y micrófonos ni la
obligación de inspección, al considerar la naturaleza
de las instituciones públicas, cuyo diseño difiere de las
empresas privadas. Aunado a que actualmente, cada
institución pública determina de forma interna cómo
medir el desempeño de los trabajadores.

Las legisladoras y los legisladores de los diversos gru-
pos parlamentarios que suscribimos esta propuesta, es-
tamos seguros que con esta iniciativa contribuimos, en
primer lugar, a dar certidumbre a los trabajadores del
Estado que laboran en la modalidad a distancia; y en
segundo lugar, a la transición a un nuevo paradigma
laboral que llegó para quedarse, basado en la revolu-
ción de las tecnologías de información y comunica-
ción y en la necesidad de un cambio cultural que be-
neficia a las esferas social, económica y política, y que
además nos permite utilizar el talento humano que
existe a lo largo y ancho del país, generando condicio-
nes de equidad en las contrataciones y relaciones la-
borales de las instituciones públicas.

El nuevo paradigma laboral debe permear tanto al sec-
tor privado como al sector público, a fin de generar
cambios en: la movilidad, el medio ambiente, la salud
de las personas, la adopción de nuevas tecnologías, la
innovación en los métodos y tiempos de trabajo, entre
otros, todo ello con el fin de construir sociedades más
incluyentes y participativas, que coadyuven a elevar la
calidad de vida de las personas.

En virtud de lo anteriormente expuesto, proponemos
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que adicionan los artículos, 2o. Bis, 9o. Bis,
9o. Ter, 12 Bis, una fracción XI al artículo 43, 44
Bis, una fracción V al artículo 77 y se reforma el ar-
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tículo 19, todos de la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apar-
tado B) del Artículo 123 Constitucional

Artículo Único. Se adicionan los artículos, 2o. Bis,
9o. Bis, 9o. Ter, 12 Bis, una fracción XI al artículo 43,
44 Bis, una fracción V al artículo 77 y se reforma el ar-
tículo 19, todos de la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B)
del Artículo 123 Constitucional, para quedar como si-
gue:

Artículo 2o. Bis. El teletrabajo es una forma de or-
ganización laboral subordinada que consiste en el
desempeño de actividades remuneradas, en lugares
distintos a las sedes de las dependencias, entidades
e instituciones públicas. Debido a que esta modali-
dad de trabajo no requiere la presencia física de los
trabajadores se utilizan, primordialmente, tecnolo-
gías de información y comunicación para el desem-
peño de las actividades.

Para efectos de la modalidad de teletrabajo, se en-
tenderá por tecnologías de información y comuni-
cación, al conjunto de servicios, infraestructura, re-
des, software, aplicaciones informáticas y
dispositivos que, tienen como propósito facilitar las
tareas y funciones en las sedes de trabajo, así como
las que se necesitan para la gestión y transforma-
ción de la información, en particular los compo-
nentes tecnológicos que permiten crear, modificar,
almacenar, proteger y recuperar esa información.

Artículo 9o. Bis. Toda persona trabajadora, con-
templada en la presente ley, que desempeñe más del
40 por ciento de sus actividades fuera de las sedes
de trabajo, ya sea en su domicilio particular o en
otro domicilio elegido por la persona, y que utilice
primordialmente las tecnologías de la información
y comunicación, se considerará dentro de la moda-
lidad de teletrabajo, rigiéndose por las disposicio-
nes de esta ley.

No será considerado teletrabajo, aquel que se reali-
ce de forma ocasional o esporádica.

Artículo 9o. Ter. La modalidad de teletrabajo res-
petará los derechos de trabajo digno, igualdad de
trato en cuanto a remuneración, capacitación, for-
mación, seguridad social, acceso a mejores oportu-

nidades laborales, derecho a la intimidad y protec-
ción de sus datos personales, relación sindical y de-
más condiciones que ampara la presente ley a los
trabajadores presenciales que prestan sus servicios
en las sedes de las dependencias, entidades o insti-
tuciones públicas.

Artículo 12 Bis. Las dependencias, entidades e ins-
tituciones públicas de los Poderes de la Unión, a
que se refiere el artículo 1o. de esta ley, deberán in-
cluir el teletrabajo en su marco normativo interno,
para garantizar a las personas trabajadoras bajo
esta modalidad, las condiciones que permitan el
adecuado desempeño de sus funciones, de confor-
midad a lo previsto en la fracción XI del artículo
43.

Artículo 19. En ningún caso el cambio de funciona-
rios de una dependencia y la modalidad de trabajo
podrá afectar los derechos de los trabajadores. 

En la modalidad de teletrabajo, las personas traba-
jadoras mantendrán contacto con el mando supe-
rior jerárquico, a través del uso de tecnologías de
información y comunicación.

Artículo 43. Son obligaciones de los titulares a que
se refiere el artículo 1o. de esta ley:

I. a X. …

XI. En la modalidad de teletrabajo, además de lo
que determina el presente artículo:

a. Cumplir con las condiciones especiales de
seguridad y salud de la norma oficial mexica-
na en materia de teletrabajo.

b. Determinar la naturaleza y características
del trabajo, así como establecer el monto del
salario, fecha y lugar o forma de pago.

c. Estipular los mecanismos de contacto y su-
pervisión entre las partes para el desempeño
de actividades, así como la duración y distri-
bución de horarios, siempre que no excedan
los máximos legales.

d. Supervisar el trabajo garantizando el dere-
cho a la intimidad de las personas trabajado-
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ras bajo la modalidad de teletrabajo, y respe-
tando el marco jurídico aplicable en materia
de protección de datos personales.

e. Respetar el derecho a la desconexión de las
personas trabajadoras en la modalidad de te-
letrabajo al término de la jornada laboral.

f. Proporcionar, instalar y encargarse del
mantenimiento de los equipos necesarios pa-
ra el teletrabajo como equipo de cómputo, si-
llas ergonómicas, impresoras, entre otros;

g. Establecer los mecanismos de capacita-
ción y asesoría necesarios para garantizar la
adaptación, aprendizaje y el uso adecuado
de las tecnologías de la información de las
personas trabajadoras en la modalidad de
teletrabajo, con especial énfasis en aquellas
que cambien de modalidad presencial a tele-
trabajo.

h. Asumir los costos derivados del teletrabajo,
incluyendo, en su caso, el pago de servicios de
telecomunicación y la parte proporcional de
electricidad.

i. Implementar mecanismos que preserven la
seguridad de la información y datos utiliza-
dos por las personas trabajadoras en la mo-
dalidad de teletrabajo.

j. Inscribir a las personas trabajadoras en la
modalidad de teletrabajo al régimen obliga-
torio de la seguridad social.

k. Observar una perspectiva de género que
permita conciliar la vida personal y la dispo-
nibilidad de las personas trabajadoras bajo la
modalidad de teletrabajo en la jornada labo-
ral.

Artículo 44 Bis. En la modalidad de teletrabajo,
además de las enunciadas en el artículo 44, son
obligaciones de la persona trabajadora:

I. Tener cuidado en la guarda y conservación de
equipos, materiales y útiles que le sean otorgados
para el desempeño de sus funciones.

II. Informar con oportunidad sobre los costos
pactados para el uso de los servicios de teleco-
municaciones y del consumo de electricidad, de-
rivados del teletrabajo.

III. Obedecer y conducirse con apego a las dis-
posiciones en materia de seguridad y salud en el
trabajo establecidas en la ley y reglamentos res-
pectivos.

IV. Atender y utilizar los mecanismos y sistemas
operativos para la supervisión de sus activida-
des.

V. Atender las políticas y mecanismos de protec-
ción de datos utilizados en el desempeño de sus
actividades, así como las restricciones sobre su
uso y almacenamiento.

VI: Entregar en tiempo y forma el trabajo solici-
tado por su superior jerárquico.

VII. Observar las condiciones especiales de segu-
ridad y salud de la norma oficial mexicana en
materia de teletrabajo.

Artículo 77. Son obligaciones de los sindicatos:

I. a IV. …

V. Incluir la modalidad de teletrabajo en sus es-
tatutos, a fin de establecer mecanismos de comu-
nicación y difusión, que permitan a los trabaja-
dores a distancia: afiliarse libremente, formar
parte de las negociaciones colectivas e interpo-
ner quejas o sugerencias a través de medios digi-
tales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las dependencias, entidades e instituciones
públicas de los Poderes de la Unión tendrán 90 días a
la entrada en vigor de este decreto para adecuar su nor-
matividad interna en materia de teletrabajo, a reserva
de que deban complementarla en cuanto se publique la
Norma Oficial Mexicana correspondiente. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputados: Juan Carlos Romero Hicks, Verónica Juárez Piña, Fa-

biola Loya Hernández y René Juárez Cisneros. (Rúbrica.)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR LOS DIPUTADOS CLAUDIA PASTOR BADILLA Y RE-
NÉ JUÁREZ CISNEROS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

Quien suscribe, diputada Claudia Pastor Badilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
previsto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, promuevo la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona
un párrafo décimo séptimo y se recorren los párra-
fos subsecuentes del artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el
propósito de prohibir el uso de programas sociales
con fines electorales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

El 27 de diciembre de 2019, la Sala Regional Especia-
lizada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, dentro del expediente SRE-PSC-71/2019,
resolvió el procedimiento sancionador de órgano cen-
tral formado con motivo de la denuncia presentada por
el Partido de la Revolución Democrática, en la que se
controvertía la implementación de una campaña por
medio de diversas acciones llevadas a cabo por con-
ducto de los denominados servidores de la nación y

sus coordinadores, tales como el levantamiento de un
censo y la distribución de programas sociales, median-
te la cual promocionaban el nombre y logros del pre-
sidente Andrés Manuel López Obrador, toda vez que
para el desarrollo de sus actividades portaban chale-
cos, mochilas, gorras y gafetes con alusiones al mis-
mo, además de que visitaban a las ciudadanas y ciuda-
danos en sus domicilios con el propósito de registrar a
los posibles beneficiarios y entregar tarjetas bancarias
relacionadas con dichos programas sociales.

En su sentencia, la citada autoridad jurisdiccional de-
terminó la existencia de una violación al artículo 134,
párrafos séptimo y octavo, de la Constitución Federal,
en virtud de que el nombre del presidente de la repú-
blica fue incluido en la indumentaria utilizada por di-
chos servidores de la nación para llevar a cabo sus fun-
ciones como brigadistas a nivel nacional, lo cual
constituye propaganda gubernamental con elementos
de promoción personalizada, pues se promovió el
nombre, logros y compromisos del actual presidente
de la república, misma que –además– dichos servido-
res públicos promocionaron a través de diversas publi-
caciones sus respectivas redes sociales.

En el contexto de la utilización y entrega de programas
sociales, el día 10 de marzo de 2020, la Cámara de Di-
putados aprobó el proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, mediante el
cual se elevó a rango constitucional la obligación del
Estado de entregar recursos económicos a personas
con discapacidad, mayores de sesenta y ocho años y
becas para estudiantes de todos los niveles de educa-
ción pública.

Esta reforma constitucional fue aprobada sin ningún
cambio por el Senado de la República, el 24 de marzo
de 2020, por lo que el 8 de mayo siguiente, se publicó
en el Diario Oficial de la Federación.

II. Propósito de la Iniciativa

En la reforma constitucional del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se adicionaron los párrafos décimo cuarto, déci-
mo quinto y décimo sexto, para contemplar algunos
programas sociales del gobierno federal en las obliga-
ciones a cargo del Estado, en los siguientes términos:
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“Artículo 4. (…)

El Estado garantizará la entrega de un apoyo eco-
nómico a las personas que tengan discapacidad per-
manente en los términos que fije la Ley. Para reci-
bir esta prestación tendrán prioridad las y los
menores de dieciocho años, las y los indígenas y las
y los afromexicanos hasta la edad de sesenta y cua-
tro años y las personas que se encuentren en condi-
ción de pobreza. 

Las personas mayores de sesenta y ocho años tienen
derecho a recibir por parte del Estado una pensión
no contributiva en los términos que fije la Ley. En
el caso de las y los indígenas y las y los afromexi-
canos esta prestación se otorgará a partir de los se-
senta y cinco años de edad. 

El Estado establecerá un sistema de becas para las y
los estudiantes de todos los niveles escolares del
sistema de educación pública, con prioridad a las y
los pertenecientes a las familias que se encuentren
en condición de pobreza, para garantizar con equi-
dad el derecho a la educación.”

Como se observa, con dichos párrafos se establece a
nivel constitucional la obligación del Estado de otor-
gar prestaciones económicas a las personas con disca-
pacidad permanente, a las mayores de sesenta y ocho
años y a todos los estudiantes del sistema de educación
pública.

Si bien dichas disposiciones constitucionales no refie-
ren expresamente que los apoyos económicos tienen la
naturaleza de programas sociales, lo cierto es que re-
visten ese carácter, según lo dispuesto en la fracción
XVII, del artículo 3 de la Ley General de Desarrollo
Social, donde se define a los programas de desarrollo
social como las acciones que promueven el ejercicio
de los derechos económicos, sociales y culturales, pa-
ra el bienestar general de la persona y las familias, en
especial las de escasos recursos, o que están contem-
plados dentro de los grupos sociales vulnerables, o en
iniciativas sociales productivas en el medio rural y ur-
bano.

Así, de conformidad con la citada Ley General de Des-
arrollo Social, los programas sociales cuentan con las
siguientes características:

-Son prioritarios y de interés público;

-Deben destinarse, por lo menos, a combatir la po-
breza a través de la educación, la salud, la alimen-
tación, la generación de empleo e ingreso, autoem-
pleo y capacitación; seguridad social y programas
asistenciales; infraestructura social básica y fomen-
to al sector social de la economía

-Garantizan el pleno ejercicio de los derechos so-
ciales consagrados en la Constitución federal, y

-La planeación debe incluir programas sociales mu-
nicipales, estatales, institucionales, regionales y es-
peciales, así como el Programa Nacional de Des-
arrollo Social y el Plan Nacional de Desarrollo.

Estos programas de asistencia social se nutren de re-
cursos públicos, por lo que su utilización, administra-
ción, distribución y destino debe ajustarse a la norma-
tiva constitucional y legal que regula esa materia.

En ese sentido, el principio de imparcialidad en el ma-
nejo de recursos públicos que rige al servicio público
fue incorporado al sistema electoral vigente, en el artí-
culo 134 de nuestra Carta Magna, con el propósito de
impedir el uso del poder público en favor o en contra
de cualquier partido político, coalición o candidatura a
un cargo de elección popular, y la promoción persona-
lizada de servidores públicos con fines electorales, en
aras de garantizar el principio de equidad en las con-
tiendas electorales.

En el ámbito electoral y, en particular, en el rubro de
lo penal, el uso de programas de sociales con fines
electorales se ha considerado como una conducta gra-
ve, pues la utilización de un cargo público para favo-
recer o perjudicar a una fuerza política transgrede va-
rios principios de rango constitucional en la materia,
de ahí que su comisión amerita prisión preventiva ofi-
ciosa, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Las prestaciones económicas recibidas por las perso-
nas con discapacidad permanente, los adultos mayores
de sesenta y ocho años y los estudiantes del sistema
educativa público, deben ser otorgadas por el Estado
en estricto apego y armonía con las referidas disposi-
ciones constitucionales; es decir, dichos recursos de-
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ben ser manejados con imparcialidad por los servido-
res públicos competentes, a fin de evitar influir en la
contienda electoral. 

En ese sentido y dado que estos programas sociales ya
se han utilizado indebidamente para favorecer a una
fuerza política, resulta menester precisar expresamen-
te, mediante la adición de un párrafo al texto constitu-
cional, la naturaleza de los apoyos económicos men-
cionados, a fin de que las y los gobernados tengan la
certeza y la posibilidad de conocer las reglas que son
aplicables a dichas prestaciones.

Esta iniciativa tiene como finalidad primordial elimi-
nar viejas prácticas gubernamentales de obtener bene-
ficios –de cualquier índole- en la contienda electoral
gracias a la indebida utilización, gestión, administra-
ción o ejecución de programas sociales.

III. Orden Normativo

El artículo 134, párrafo séptimo, de la Constitución fe-
deral establece que los servidores públicos de la Fede-
ración, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México
tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con im-
parcialidad los recursos públicos que están bajo su res-
ponsabilidad, sin influir en la equidad de la competen-
cia entre los partidos políticos.

El propósito de esta disposición constitucional es cla-
ro en cuanto dispone que las y los servidores públicos
deben actuar con suma cautela, cuidado y responsabi-
lidad en el uso de recursos públicos (económicos, ma-
teriales y humanos), que se les entregan y disponen en
el ejercicio de su encargo, es decir, que destinen los re-
cursos para el fin propio del servicio público corres-
pondiente, mas aún cuando se trata de la operación e
implementación de programas sociales, dada la finali-
dad que tienen de satisfacer necesidades básicas de
grupos vulnerables económica y socialmente.

Por su parte, la finalidad del octavo párrafo del artícu-
lo 134 constitucional es prohibir que los servidores pú-
blicos utilicen propaganda gubernamental resaltando
su nombre, imagen y logros, para hacer promoción
personalizada con o sin recursos públicos.

En relación con lo anterior, el artículo 41, base III,
apartado C, segundo párrafo, de la Constitución, así

como el diverso 209 de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, establecen que du-
rante el tiempo que comprendan las campañas electo-
rales federales y locales y hasta la conclusión de la
jornada comicial, deberá suspenderse la difusión en
los medios de comunicación social de toda propagan-
da gubernamental, tanto de los poderes federales y es-
tatales, como de los municipios, las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México y cualquier otro
ente público. Las únicas excepciones son las campa-
ñas de información de las autoridades electorales, las
relativas a los servicios educativos y de salud, o las ne-
cesarias para la protección civil en casos de emergen-
cia. 

Por su parte, el artículo 17 Bis, fracción III, incisos a),
d) y e), de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal establece, respectivamente, que las de-
pendencias o entidades responsables de la ejecución
de programas para entregar un beneficio social directo
a la población, deben ejecutar el programa con estric-
to apego a las reglas de operación; incluir en la difu-
sión de cada programa la leyenda siguiente: “Este pro-
grama es público, ajeno a cualquier partido político.
Queda prohibido el uso para fines distintos a los esta-
blecidos en el programa”; así como realizar acciones
de orientación y difusión con los beneficiarios para ga-
rantizar su transparencia y evitar cualquier uso ilegal
del mismo.

A su vez, el artículo 28 de la Ley General de Desarro-
llo Social señala que la publicidad y la información re-
lativa a los programas de desarrollo social, deberán
identificarse con el Escudo Nacional en los términos
que establece la ley correspondiente e incluir la leyen-
da: “Este programa es público, ajeno a cualquier parti-
do político. Queda prohibido el uso para fines distin-
tos al desarrollo social”.

Adicionalmente, la información relativa a desarrollo
social debe ser pública, según lo previsto en el artícu-
lo 70, fracción XV, de la Ley General de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública, en el que se or-
dena la publicación de toda aquella información sobre
los programas sociales, tanto de los sujetos a reglas de
operación establecidas en el Decreto de Presupuesto
de Egresos como otros programas, acciones y proyec-
tos desarrollados por las entidades gubernamentales y
que implican la erogación y/o uso de recursos y bien-
es públicos. 
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La información publicada debe organizarse en ocho
rubros temáticos: tipo, identificación, presupuesto, re-
quisitos de acceso, evaluación, indicadores, ejecución
y padrón de beneficiarios. 

De acuerdo con el Instituto Nacional Electoral, no
sólo la publicidad de las reglas de operación, sino
también de la información relativa a todo recurso pú-
blico que se ejerza para la ejecución de los programas
sociales, actualmente está sujeta a las reglas de trans-
parencia y rendición de cuentas. Por tanto, si no se
cumple, ello constituiría un indicio de que los mis-
mos son sujetos de manipulación con fines electora-
les.1

Por otra parte, el artículo 449, párrafo 1, incisos b), c),
y e), de la Ley General, establece que constituyen in-
fracción a la ley en cita por parte de las autoridades y
los servidores públicos, según sea el caso, de cual-
quiera de los Poderes de la Unión; de los poderes lo-
cales; de los órganos de gobierno municipales o alcal-
días, órganos constitucionales autónomos, y cualquier
otro ente público, cuando incurran en: 

1. La difusión, por cualquier medio, de propaganda
gubernamental dentro del periodo que comprende
desde el inicio de las campañas electorales hasta el
día de la jornada electoral inclusive, con excepción
de la información relativa a servicios educativos y
de salud, o la necesaria para la protección civil en
casos de emergencia. 

2. El incumplimiento del principio de imparcialidad
establecido en el artículo 134, párrafo séptimo, de
la Constitución, cuando la conducta afecte la equi-
dad de la competencia entre los partidos políticos,
entre los aspirantes, precandidatos o candidatos du-
rante los procesos electorales. 

3. La utilización de programas sociales y de sus re-
cursos, del ámbito federal, estatal y municipal, o de
la Ciudad de México, con la finalidad de inducir o
coaccionar a los ciudadanos para que se abstengan
o voten a favor o en contra de cualquier partido po-
lítico o candidatura.

En ese orden de ideas, vale la pena mencionar solo de
manera informativa, las regulaciones locales existen-
tes en el estado de México y Veracruz.

El artículo 18 de Ley de Desarrollo Social del Estado
de México establece que el gobierno local deberá pu-
blicar las reglas de operación de los Programas de
Desarrollo Social, los convenios de coordinación con
las autoridades federales y municipales e incluir la si-
guiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a
cualquier partido político. Queda prohibido su uso pa-
ra fines distintos al Desarrollo Social. Quien haga uso
indebido de los recursos de este programa deberá ser
denunciado y sancionado ante las autoridades confor-
me a lo que dispone la Ley de la materia”.

A su vez, los artículos 17 y 18 de la Ley de Desarrollo
Social y Humano para el Estado de Veracruz de Igna-
cio de la Llave disponen esencialmente que el gobier-
no estatal y los municipios implementarán campañas
de difusión con el objeto de informar a la población
del contenido, reglas de operación y beneficios de los
programas de desarrollo social que se apliquen en el
Estado; y que toda publicidad e información relativa a
los programas de desarrollo social deberá incluir la si-
guiente leyenda: “Este programa es de carácter públi-
co, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibi-
do su uso para fines distintos al desarrollo social”.

En el ámbito jurisdiccional, la Sala Superior del Tri-
bunal Electoral al resolver el expediente SUP-JRC-
384/2016, estableció que los programas sociales con-
llevan la realización de diversos actos y actividades
que se traducen en la implementación de prácticas y
políticas preventivas, y las referentes a la aplicación,
administración, promoción y control de los recursos
materiales y económicos de que dispongan la federa-
ción, las entidades federativas y los municipios, en sus
respectivos ámbitos de aplicación.

Aunado a lo anterior, constituye un criterio jurispru-
dencial de la autoridad jurisdiccional electoral federal,
que los beneficios de tales programas sociales no pue-
dan ser entregados en eventos masivos o en una mo-
dalidad que no se encuentre justificada, por lo que las
autoridades y servidores públicos están obligados a te-
ner un deber de cuidado especial, con el fin de que ta-
les beneficios sean entregados, de tal manera, que no
implique una conducta o modalidad que pueda generar
un impacto negativo o poner en riesgo los principios
que rigen las contiendas electorales.2

De las disposiciones normativas anteriormente citadas
se desprende que los programas sociales deben encon-
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trarse desligados de la materia electoral, para evitar fa-
vorecer o perjudicar a cualquier aspirante, precandida-
to, candidato, partido político o en general, cualquier
participante de la contienda electoral.

IV. Justificación de la Iniciativa

Como punto de partida, vale la pena tener presente que
en el expediente SRE-PSC-71/2019 del índice de la
Sala Regional Especializada, referido en el apartado
de antecedentes, se denunció la implementación de
una campaña orquestada desde el gobierno federal,
por conducto de los denominados servidores de la na-
ción y sus coordinadores, para el levantamiento de un
censo y la distribución de programas sociales, median-
te la cual promocionaban el nombre y logros del pre-
sidente Andrés Manuel López Obrador, visitaban a las
ciudadanas y ciudadanos en sus domicilios y les regis-
traban en un base de datos para entregar tarjetas ban-
carias relacionadas con dichos programas sociales.

Como se anticipó, el citado órgano jurisdiccional tuvo
por acreditada la infracción constitucional y la respon-
sabilidad de diversos servidores públicos por incurrir
en propaganda gubernamental con elementos de pro-
moción personalizada, lo cual está expresamente pro-
hibido en el artículo 134, párrafos 7 y 8, de la Consti-
tución federal, por lo que ordenó a las autoridades
involucradas imponer la sanción correspondiente.

No obstante lo anterior, en las últimas semanas se ha
hecho público que una gran parte del padrón electoral
–que es beneficiario de los principales programas en
materia de bienestar, como adultos mayores y discapa-
citados– ha sido la población objetivo del gobierno fe-
deral para aplicar las vacunas contra el virus SARS-
CoV-2 (Covid-19). En el esquema utilizado por el
gobierno federal, esto puede constituir una nuevamen-
te conducta infractora y reiterada de propaganda elec-
toral de Morena por medio de los denominados servi-
dores de la nación, que lejos de ser empleados
públicos, fungen como reclutadores políticos a favor
del partido político del presidente de la república.3

Conforme al criterio del Tribunal Electoral, dichas ac-
tuaciones constituyen un claro ejemplo del uso de pro-
gramas sociales para fines electorales, pues de manera
muy oportunista, se está montando un falso escenario
ante las y los mexicanos a fin de perfilar y promocio-
nar al partido político mayoritario como el responsable

de la vacunación que nos ayudará ulteriormente a su-
perar la pandemia global que nos azota.

Sin embargo, los programas sociales, así como las
obras y servicios públicos que realiza el gobierno en
cualquiera de sus tres niveles, no pertenecen a partido
político, coalición o candidatura alguna, sino que se
pagan con los impuestos de todas y todos.

Influir en la contienda electoral supone un acto graví-
simo, por la naturaleza de dichos programas sociales al
significar instrumentos que sirven para acortar la bre-
cha de la desigualdad entre los distintos sectores so-
ciales, de tal forma que, no podemos tomar con ligere-
za su uso indebido.

La iniciativa de adición al artículo 4o. constitucional
que se propone, abonará a erradicar ese tipo de con-
ductas y permitirá el ejercicio libre y genuino del vo-
to, al igual que ayudará a desterrar prácticas que aten-
tan contra la libertad y autenticidad del sufragio, así
como al adecuado desarrollo de la función pública
electoral.

Lo anterior resulta indispensable para la tutela del
ejercicio del derecho al voto libre y la equidad en la
competencia electoral, pues con ello se preservan las
condiciones que contribuyen a evitar acciones que
generen presión sobre el electorado, así como medi-
das que permiten garantizar que la ejecución de los
programas sociales a cargo del poder público en to-
dos los niveles de gobierno se realice con apego a su
objeto y a las reglas de operación establecidas, evi-
tando su vinculación con algún partido político o
candidato y su utilización para un fin distinto al des-
arrollo social, en el marco de los procesos electorales
correspondientes.

El texto constitucional nos indica que la utilización de
los programas sociales debe orientarse bajo el criterio
de las buenas prácticas en la aplicación de los recursos
públicos, pues constituyen actividades que se llevan a
cabo para la satisfacción de una necesidad colectiva de
interés público, de ahí que debe prevalecer en todo
tiempo el carácter institucional que conforme a la nor-
mativa debe caracterizarlos, lo que excluye cualquier
actividad o modalidad que los vincule con algún ser-
vidor público determinado, a fin de evitar cualquier
uso indebido o pernicioso de los mismos.
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V. Contenido de la Iniciativa

Con base en lo expuesto, la presente iniciativa preten-
de especificar que los apoyos económicos que el Esta-
do debe otorgar, contemplados en los párrafos décimo
cuarto, décimo quinto y décimo sexto del artículo 4o.
constitucional, tienen la naturaleza de programas so-
ciales y, por ende, deben seguir las reglas de operación
de los artículos 41 y 134 constitucionales. 

Para tal efecto, se propone adicionar un párrafo déci-
mo séptimo y recorrer los párrafos subsecuentes del
artículo 4o. constitucional, para precisar que los pro-
gramas sociales a los que hacen referencia los tres pá-
rrafos anteriores, es decir, aquellos destinados a las
personas con discapacidad permanente, adultos mayo-
res de sesenta y ocho años y estudiantes del sistema
educativo público, no podrán ser usados con fines
electorales y se sujetarán a las normas aplicables en la
materia.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en la segunda columna la propuesta de adición
resaltada en negritas:

Por lo anteriormente expuesto, en mi carácter de dipu-
tada federal integrante de la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, someto a consideración de esta
honorable soberanía el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona un párrafo décimo
séptimo y se recorren los párrafos subsecuentes del
artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, con el propósito de prohibir
expresamente el uso de programas sociales con fi-
nes electorales

Artículo Único. Se adiciona un párrafo décimo sépti-
mo y se recorren los párrafos subsecuentes del artícu-
lo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. La mujer y el hombre…

…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…

Está prohibida la utilización de programas sociales
y de sus recursos, del ámbito federal, estatal, muni-
cipal y de la Ciudad de México, descritos en este ar-
tículo y equivalentes, con la finalidad de inducir o
coaccionar a ciudadanía para votar a favor o en
contra de cualquier partido político o persona can-
didata, o cualquier otro fin electoral. El incumpli-
miento de lo anterior será sancionado conforme a
las leyes aplicables en la materia.

…

…
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Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/historico/conteni-

do/recursos/IFE-v2/DS/DS-CG/DS-SesionesCG/CG-acuer-

dos/2017/01_Enero/CGex201701-13/CGex201701-13-ap-4.pdf 

2 jurisprudencia 19/2019, del tribunal electoral del poder judicial

de la federación, de rubro y texto: Programas sociales. Sus benefi-

cios no pueden ser entregados en eventos masivos o en modalida-

des que afecten el principio de equidad en la contienda electoral.-

De la interpretación teleológica, sistemática y funcional de los ar-

tículos 41, Base IIl, Apartado C, segundo párrafo, y 134, párrafos

séptimo, octavo y noveno, de la Constitución Política de los Esta-

dos Unidos Mexicanos, se concluye que, en principio, no existe el

deber específico de suspender la entrega de los beneficios de los

programas sociales durante las campañas electorales, debido a su

finalidad; sin embargo, atendiendo a los principios de imparciali-

dad, equidad y neutralidad que deben observarse en los procesos

electorales, los beneficios de los programas sociales no pueden ser

entregados en eventos masivos o en modalidades que afecten el

principio de equidad en la contienda electoral, toda vez que las au-

toridades tienen un especial deber de cuidado para que dichos be-

neficios sean entregados, de tal manera, que no generen un impac-

to negativo o se pongan en riesgo los referidos principios.

3 https://www.reporteindigo.com/reporte/por-uso-electoral-de-va-

cuna-pan-denuncia-ante-fgr-a-amlo-y-los-siervos-de-la-nacion/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY DE

AYUDA ALIMENTARIA PARA LOS TRABAJADORES, A CAR-
GO DEL DIPUTADO MARIO OSUNA MEDINA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, José Mario Osuna Medina, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley de
Ayuda Alimentaria para los Trabajadores, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La armonización legislativa es un acto de justicia, y
una de las motivaciones para su ejecución es el deseo
de incorporar la realidad social y las condiciones en
que las mujeres de México se encuentran con respecto
a los diversos ámbitos que conforman nuestra vida fa-
miliar, social, laboral o política.

Ya que a lo largo del tiempo muchas de estas relacio-
nes conllevaron acciones de discriminación, margina-
ción o subordinación, las cuales deben ser erradicadas
para alcanzar una convivencia saludable y libre.

La mayoría de nuestros ordenamientos normativos lo-
cales aún distan de lograr un equilibrio entre géneros;
entre éstos, las oportunidades de equidad son limita-
das, y pareciera que se excluye la participación de las
mujeres y las niñas en la conformación de soluciones
a problemas sociales, políticos y económicos.

Lo que a su vez incide en la forma como nos desarro-
llamos individualmente y, por consiguiente, en la so-
ciedad.

Es obligación como diputadas y como diputados inte-
grantes de la LXIV Legislatura y como integrantes de
la Legislatura de la Paridad de Género resaltar el prin-
cipio de igualdad entre la mujer y el hombre, asegu-
rando por ley y otros medios apropiados, la realización
práctica de ese principio.

Como integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo considero de suma importancia la moder-
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nización de la legislación, ya es de suma importancia
que las leyes visibilicen a las mujeres y a los hombres.

Esta legislación visibiliza a las trabajadoras y a los tra-
bajadores ya que en términos generales se encuentra
en extremos alimenticios, pues mientras muchos de
sus integrantes presentan problemas de obesidad y so-
brepeso al tener una vida sedentaria y no hacer ejerci-
cio físico, otros, presentan enfermedades relacionadas
con la desnutrición, aspectos que desde luego inciden
en la calidad de vida de los trabajadores mexicanos.

En virtud de que los trabajadores mexicanos tienen un
ingreso que oscila entre uno y tres salarios mínimos,
que les permite adquirir una canasta básica elemental,
es la razón por la que su dieta alimenticia no es en la
cantidad y calidad deseable, lo que ha generado que en
ellos abunden la obesidad y la falta de energía que au-
nado a la carencia de ejercicio nos ha alejado muchísi-
mo del perfil saludable deseado.

Para mayor comprensión se presenta el siguiente cua-
dro comparativo

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado some-
to a consideración de esta soberanía el siguiente

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley de Ayuda Alimentaria para los Tra-
bajadores

Artículo Único. Se reforma el artículo 1o.; artículo
2o., fracción IV; artículo 3o.; artículo 5o.; artículo 6o.;
artículo 7o.; artículo 10; artículo 13; artículo 14 y el
artículo 15 de la Ley de Ayuda Alimentaria para los
Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 1o. La presente Ley tiene por objeto promo-
ver y regular la instrumentación de esquemas de ayu-
da alimentaria en beneficio de las y los trabajadores,
con el propósito de mejorar su estado nutricional, así
como de prevenir las enfermedades vinculadas con
una alimentación deficiente y proteger la salud en el
ámbito ocupacional.

Artículo 2o. Para efectos de la presente Ley se enten-
derá por:

I a III. …

IV. Trabajadoras y trabajadores. A las mujeres y
hombres que prestan a una persona física o moral
un trabajo personal subordinado, que sus relaciones
laborales se encuentren comprendidas en el aparta-
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do A del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 3o. Los patrones podrán optar, de manera vo-
luntaria o concertada, por otorgar a sus trabajadoras
y trabajadores ayuda alimentaria en alguna de las mo-
dalidades establecidas en esta Ley o mediante combi-
naciones de éstas.

…

Artículo 5o. La ayuda alimentaria tendrá como objeti-
vo que las y los trabajadores se beneficien del consu-
mo de una dieta correcta. Las características específi-
cas de una dieta correcta serán las que la Secretaría de
Salud establezca en las normas.

Artículo 6o. La Secretaría de Salud, en coordinación
con la Secretaría, definirá e instrumentará campañas
nacionales, dirigidas específicamente a las y los traba-
jadores, en materia de promoción de la salud y orien-
tación alimentaria, incluyendo mensajes para mejorar
su estado nutricional y prevenir la desnutrición, el so-
brepeso y la obesidad.

Artículo 7o. Los patrones podrán establecer esquemas
de ayuda alimentaria para las y los trabajadores me-
diante cualquiera de las modalidades siguientes:

I. a II. … 

…

Artículo 10. Los patrones deberán mantener un control
documental suficiente y adecuado para demostrar que
la ayuda alimentaria objeto de esta Ley ha sido efecti-
vamente entregada a sus trabajadoras y trabajadores.

Artículo 13. Con el propósito de fomentar el estableci-
miento de los esquemas de ayuda alimentaria en las di-
versas modalidades a que se refiere el artículo 7o. de
esta Ley y alcanzar los objetivos previstos en el artí-
culo 5o. de la misma, los gastos en los que incurran los
patrones para proporcionar servicios de comedor a sus
trabajadoras y trabajadores, así como para la entrega
de despensas o de vales para despensa o para consumo
de alimentos en establecimientos, serán deducibles en
los términos y condiciones que se establecen en la Ley
del Impuesto sobre la Renta y en la Ley del Impuesto
Empresarial a Tasa Única y los ingresos correspon-

dientes del trabajador se considerarán ingresos exentos
por prestaciones de previsión social para el trabajador,
en los términos y límites establecidos en la Ley del
Impuesto sobre la Renta y no formarán parte de la ba-
se de las aportaciones de seguridad social en los tér-
minos y condiciones que para el caso dispongan las le-
yes de seguridad social.

Artículo 14. La Secretaría elaborará y difundirá una
campaña nacional permanente encaminada a promo-
ver los beneficios para los patrones y las y los trabaja-
dores vinculados al otorgamiento de ayuda alimentaria
en los términos, las modalidades y condiciones previs-
tos en esta Ley. Para la incorporación en las campañas
de referencias a los beneficios en materia de salud
ocupacional, la Secretaría se coordinará con la Secre-
taría de Salud.

Artículo 15. … 

… 

I. a III. …

IV. Tres representantes de organizaciones naciona-
les de las y los trabajadores, y

V. … 

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado José Mario Osuna Medina (rúbrica)
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QUE ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES DE LOS IMPUESTOS AL VALOR AGREGADO, Y
ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, A CARGO DE

LA DIPUTADA GERALDINA ISABEL HERRERA VEGA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Geraldina Isabel Herrera Vega, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción
V al artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y se deroga el inciso c) de la fracción II del
artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con información del Instituto Mexicano
del Seguro Social, la crisis económica a causa de la
Pandemia provocó una pérdida histórica de empleos
formales en nuestro país, de marzo a julio más de un
millón de mexicanos perdió su empleo. De esta canti-
dad, 55 por ciento eran personas menores de 29 años y
de este sector en particular, 75 por ciento de los despi-
dos se vincularon con jóvenes que trabajaban en em-
presas de subcontratación.1

A la pérdida de empleos formales, sumémosle más de
10.4 millones de personas que trabajaban en la infor-
malidad y que por disposición oficial tuvieron que sus-
pender sus actividades a partir de marzo.2 Durante 2 o
3 meses de confinamiento por semáforo rojo, esta po-
blación no recibió ningún ingreso u apoyo económico
y a pesar de que han regresado a las calles en busca del
sustento económico, no han recuperado el nivel de in-
gresos que obtenían a principios de año.

De los que conservaron su empleo, algunos fueron
sorprendidos con reducción de sueldos y/o de sus pres-
taciones. De acuerdo con un análisis realizado por la
Comisión Nacional de Salarios Mínimos, el confina-
miento llevó a los empleadores a tomar esas medidas,
pero esto deberá ser corregido una vez que se reanime
la economía.3

Para concluir con la perspectiva económica, presento
un dato que permite dimensionar las dificultades que
están enfrentando millones de mexicanas y mexica-
nos. De acuerdo con los resultados de agosto, la En-
cuesta Nacional de Ocupación y Empleo del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, 56.9 millones de
trabajadores perciben entre uno y dos salarios míni-
mos, por lo que, con menos de 8 mil pesos al mes mi-
llones de familias tienen que cubrir los gastos y nece-
sidades de entre 3 y 4 integrantes.4 Claro está, si no
han sufrido una disminución en su ingreso durante los
últimos meses.

Ahora, si se cumple con la estimación de las autorida-
des sanitarias a nivel internacional respecto a la impo-
sibilidad de contener la propagación del virus en el úl-
timo bimestre del año a causa de las bajas temperaturas
y con la amenaza de confundir la enfermedad con in-
fluenza. Un escenario así podría tornarse catastrófico
en materia de empleos y posiblemente regresaríamos a
color rojo en el semáforo epidemiológico y nuevamen-
te se congelarían las actividades económicas.

Con dichas restricciones económica a muchas familias
les resulta imposible apoyar a sus hijos con la compra
de un teléfono inteligente y cubrir el costo de los ser-
vicios de telecomunicación. Eso es reflejo de niñas, ni-
ños, adolescentes y jóvenes con mal cierre del ciclo es-
colar 2019-2020 que tuvo que concluirse a través del
uso de medios digitales.

Por tal motivo, el mejor escenario de la educación,
desde preescolar hasta bachillerato, en este momento
radica en la interacción que alumnos, profesores y pa-
dres y madres de familia puedan tener a través de me-
dios digitales, clases a través de videollamadas por in-
ternet, y entrega de tareas, asesorías académicas y
evaluaciones por medios telemáticos.

El reto que enfrentan hoy en día las familias mexicanas
en materia de conectividad se confirma con datos de la
Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tec-
nologías de la Información en los Hogares de 2019. Se
estima que en México sólo 44 por ciento de los hoga-
res tienen computadora y tan sólo 56.4 por ciento de las
familias mexicanas tienen acceso a internet.5

La misma fuente refiere que, mientras en asentamien-
tos urbanos 6 de cada 10 hogares están conectados a
internet, en los asentamientos rurales solamente 2 de
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cada 10 hogares gozan de dicho privilegio. Si habla-
mos de estratos económicos, 92 por ciento de la po-
blación en un estrato económico alto es usuaria de in-
ternet, pero en el estrato económico “bajo” sólo 4 de
cada 10 pueden costear dicho servicio y es en este sec-
tor de la población donde la gran mayoría de la pobla-
ción estudiantil estudia en instituciones públicas.

Pero no son sólo los estudiantes están sufriendo la falta
de conectividad, las Mipyme han tenido que cancelar los
servicios de internet para reducir sus gastos y evitar algún
despido. Por otro lado, cuántos artesanos, talleres o per-
sonas que realizan algún oficio apenas cubren el costo de
una recarga para poder mantener comunicación con los
escasos clientes que demandan sus servicios; cuántos em-
pleados o profesionales han tenido que absorber los cos-
tos de conectividad para estar enlazados con sus jefes y
sacar adelante sus compromisos en el trabajo.

La reforma constitucional de 2013 abarató el costo de
los servicios de telecomunicaciones, sin embargo, a
pesar de la competencia generada en dicho mercado
para miles de hogares mexicanos, en este momento
histórico en particular, con el desempleo en altos nive-
les y con el salario que tiene más de 50 por ciento de
la población, el costo de los servicios de telecomuni-
caciones sencillamente es incosteable.

En esta Cámara se ha dicho reiteradamente que la edu-
cación es el pilar más importante con el que el Estado
mexicano aspira a transformar a nuestra sociedad, so-
bra decir que todas las fuerzas políticas que integra-
mos el Congreso de la Unión hemos subrayado en
nuestras agendas legislativas el impulso de aquellas
iniciativas que abonen en la calidad de la enseñanza.
Sin embargo, hoy en día el acceso a internet es la va-
riable que lo define todo; estar conectado a la red de
redes amplifica las posibilidades de un mayor conoci-
miento y desarrollo de habilidades digitales.

La crisis que estamos viviendo demanda decisiones
contundentes en favor de la educación y de la econo-
mía de los que menos tienen. Si no es posible que los
servicios de telecomunicaciones sean gratuitos, estoy
convencida que lo que sí podemos hacer es aligerar el
costo de dichos servicios.

Por tal motivo, el propósito de esta iniciativa es la eli-
minación de la tasa impositiva tanto de IVA como de
IEPS a los servicios de internet.

Derivado de todo lo anterior, se propone adicionar una
fracción V al artículo 2o.A de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, así como se deroga el inciso c) de la
fracción II del artículo 2o de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, para quedar de la
siguiente manera:

Por lo antes expuesto, propongo la discusión y en su
caso la aprobación del siguiente proyecto de

Decreto que adiciona la fracción V al artículo 2o.-A
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y deroga
el inciso c) de la fracción II del artículo 2o. de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios

Primero. Se adiciona la fracción V al artículo 2o.-A
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar
como sigue:
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Artículo 2o.-A. El impuesto se calculará aplicando la
tasa de 0 por ciento a los valores a que se refiere esta
ley cuando se realicen los actos o actividades siguien-
tes:

I. a IV. …

V. Servicios que se proporcionen en territorio
nacional a través de una o más redes públicas de
telecomunicaciones.

Los actos o actividades a los que se les aplica la tasa
de 0 por ciento, producirán los mismos efectos legales
que aquellos por los que se deba pagar el impuesto
conforme a esta ley.

Segundo. Se deroga el inciso c) de la fracción II del
artículo 2o de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

I. …

II. En la prestación de los siguientes servicios:

A) y B)

C) Se deroga

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 El Economista, “Desempleo histórico”, 4 de junio de 2020, re-

cuperado de: https://www.eleconomista.com.mx/opinion/Desem-

pleo-historico-20200607-0024.html

2 Ídem.

3 El Economista, “‘Impacto al salario se corregirá conforme se re-

anime la economía’: Conasami”, 18 de agosto de 2020, recupera-

do de https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Impacto-al-sa-

lario-se-corregira-conforme-se-reanime-la-economia-Conasami-

20200818-0075.html

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Resultados de la

Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (Nueva Edición), pu-

blicada el 28 de septiembre de 2020, recuperado de: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2020/iooe/enoeNvaEdcion2020_09_28.pdf

5 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Estadísticas a pro-

pósito del Día Mundial de Internet (17 de mayo), datos naciona-

les, 14 de mayo de 2020, recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-

to/2020/EAP_Internet20.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Geraldina Isabel Herrera Vega (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY FEDERAL DE

LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLA-
MENTARIA DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTI-
TUCIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÉDGAR GUZMÁN

VALDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, Édgar Guzmán Valdez, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario de Encuentro Social,
de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 102, Apartado A, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I; 77, 78 y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración, la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción XI al artículo 43 de la
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Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, Reglamentaria del Artículo 123 Constitucional,
con base en la siguiente

Exposición de motivos

En México, las mujeres constituyen el único grupo
vulnerable que no es minoría y que según un estudio
sobre discriminación en contra de las mujeres del Con-
sejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Cona-
pred) con cifras de la Encuesta Nacional sobre Discri-
minación (Enadis), la discriminación de género
produce brechas importantes especialmente en los ám-
bitos educativo y laboral. Las mujeres representan po-
co más de la mitad de la población total en el país y
son el grupo más discriminado en términos de la es-
tructura social.

La discriminación, de acuerdo con el Comité de Dere-
chos Humanos del Sistema de Naciones Unidas, se de-
fine como “toda distinción, exclusión, restricción o
preferencia que se basen en determinados motivos co-
mo la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la
opinión política o de otra índole, el origen nacional o
social, la posición económica, el nacimiento o cual-
quier otra condición social y que tenga por objeto o
por resultado anular o menoscabar el reconocimiento,
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los
derechos humanos y libertades fundamentales de todas
las personas”.1

La problemática más grande es que generalmente la
discriminación hacia las mujeres se combina con otros
tipos de discriminación producidos por otras caracte-
rísticas sociales, económicas o culturales en las muje-
res.2 En el ámbito laboral las diferencias son suma-
mente notorias, por ejemplo, del total de población
femenina indígena el 58 por ciento se dedica exclusi-
vamente a las labores domésticas no remuneradas; pa-
ra la población femenina total la cifra se reduce a 36
por ciento.

En el mismo estudio realizado por el Conapred, en
2017,3 se enfatiza que la existencia de los altos índices
de desigualdad de género y violencia contra las muje-
res se desprende principalmente de los estereotipos so-
ciales, su normalización y su reproducción. El cual a la
letra dice: “Las ideas preconcebidas de lo que es o de-
be ser un hombre y una mujer (…) marcan importan-
tes aspectos de la vida de las personas, al limitar las

oportunidades para el acceso y disfrute de derechos,
como el trabajo, la educación, la participación en la vi-
da política y social, el disfrute de tiempo libre y recre-
ación, así como el derecho a vivir una vida libre de
violencia”.4

Estos prejuicios que dividen e imposibilitan a las muje-
res del goce efectivo de sus derechos afectan su entorno
social pero también sus posibilidades económicas res-
pecto de los hombres en todos los grupos sociales.

Es lamentable que en pleno 2021, las mujeres sigan
presentando mayores índices de pobreza, jornadas la-
borales más largas, menores niveles de contribución
social, ingresos más bajos y menos representatividad
en los puestos directivos y cargan con más del 90 por
ciento de las actividades domésticas y de cuidados aun
las mujeres que trabajan fuera de casa.

La brecha de género está directamente relacionada con
estereotipos, y algunas cifras que lo evidencian son:

• 23 de cada 100 hombres aseguran que las mujeres
deben ayudar más que los hombres en los quehace-
res del hogar.

• 19 de cada 100 hombres está en desacuerdo con
que las leyes laborales permitan que el padre y la
madre permanezcan el mismo tiempo con el recién
nacido.

• 18 de cada 100 hombres piensan que las mujeres
que fueron violadas sexualmente son responsables
de ello.

• 15 de cada 100 hombres están en desacuerdo con
que haya el mismo número de mujeres como de
hombres como candidatos en elecciones del país.

En México desde el 2012 la igualdad de género se ins-
taló como un eje transversal de la política pública. Y
en 2001 se creó el Instituto Nacional de las Mujeres
(Inmujeres) con el objetivo de erradicar la violencia
contra niñas y mujeres, así como garantizar su partici-
pación igualitaria en la vida política, social, cultural y
económica del país. Lamentablemente, pese a los es-
fuerzos realizados desde la legislación por igualar las
condiciones entre mujeres y hombres el camino hacia
la igualdad aún es largo, más aún en los ámbitos edu-
cativo y laboral.
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Las mujeres de entre 25 y 34 años conforman el grupo
más violentado en términos laborales. De este grupo
de edad el 29 por ciento afirmó que ha sido víctima al
menos una vez de algún tipo de discriminación, mal-
trato, descalificaciones o acoso. Mientras que el grupo
de mujeres de 65 años o más es el que presenta el ni-
vel más bajo de violencia laboral con el 13 por ciento
de mujeres víctimas.

Se ha comprobado que el grupo de entre 25 y 34 años,
es más vulnerable a la violación de los derechos labo-
rales, y que esto tiene que ver con los altos niveles de
discriminación ligados a la maternidad. La edad re-
productiva de las mujeres es el periodo en el que se
alcanzan los niveles más altos de rezago en compa-
ración con sus iguales hombres y en el que la bre-
cha salarial toca su punto máximo.

Dentro de los rubros que contempla el Inegi como vio-
lencia laboral el que prevalece mayoritariamente en el
grupo de mujeres con altos niveles académicos es el de
la discriminación, que puede estar ligada a la ma-
ternidad o a otras cuestiones de género, la cual se
expresa con prácticas como pedir una prueba de
embarazo a las mujeres antes de contratarlas o su-
birlas de puesto, despedirlas si se embarazan, no
pagarles lo mismo que a sus iguales hombres, des-
calificar su trabajo por su género o ponerles obstá-
culos para ascender. En nuestro país, al menos tres
de cada 10 mujeres han experimentado alguna de
estas situaciones.5

La proporción de mujeres con licenciatura o más que
trabaja en ocupaciones poco calificadas incrementa de
manera importante cuando están en edad reproductiva
y disminuye hasta que las mujeres cumplen 50 años o
más.

El 44 por ciento de las mujeres profesionistas de 20 a
39 años ocupa puestos de bajo rango, para las mujeres
mayores de 50 años se reduce a 33 por ciento y para
las mayores de 60 años cae hasta 13 por ciento, de
acuerdo con cifras de la Encuesta Nacional de Ocupa-
ción y Empleo (ENOE) del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi).6

En el PES, estamos convencidos de que todas y to-
dos debemos ejercer nuestros derechos en igualdad
y que la mujer, es soporte fundamental de la fami-
lia, y contribuye directamente con el bienestar de

ella, así como de la sociedad en general. Por ello, la
maternidad no debe ser un impedimento para su
desarrollo personal o profesional y/o una causa de
discriminación.7

El trabajo, no es solo un medio de producción, tam-
bién representa para cualquier ser humano una fuente
de desarrollo en el ámbito personal, cultural, social y
económico, situación que implica entonces, un medio
de realización personal el cual no debe ser limitado ni
condicionado. En ese sentido, nuestra Constitución
federal no es el último parámetro de control, sino el
sistema internacional de protección de derechos hu-
manos.

Por ello, en 2011 se reformó el artículo 1o. de la Cons-
titución federal, precisamente para enfatizar la supre-
macía de los derechos humanos y poner de relieve la
existencia del llamado “bloque de constitucionalidad”
para aludir a la incorporación de un “derecho interna-
cional de los derechos humanos” con rango constitu-
cional.

La Convención sobre la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer, suscrita por
México el 17 de julio de 1980, ratificada el 23 de mar-
zo de 1981, y publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF) el 12 de mayo de 1981, hace énfasis
desde su preámbulo en el importante papel de la mujer
en la maternidad, al indicar: “Teniendo presente el
gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al
desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente
reconocido, la importancia social de la maternidad y la
función de los padres en la familia y en la educación
de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer
en la procreación no debe ser causa de discriminación
sino que la educación de los niños exige la responsa-
bilidad compartida entre hombres y mujeres y la so-
ciedad en su conjunto...”8

Además, en diversos artículos se establece que:

“Artículo 3. Los Estados parte tomarán en todas las
esferas y, en particular, en las esferas política, so-
cial, económica y cultural, todas las medidas apro-
piadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar
el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el
objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los
derechos humanos y las libertades fundamentales
en igualdad de condiciones con el hombre.”
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“Artículo 4. 

1 La adopción por los Estados parte de medidas es-
peciales de carácter temporal encaminadas a acele-
rar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer
no se considerará discriminación en la forma defi-
nida en la presente Convención, pero de ningún mo-
do entrañará, como consecuencia, el mantenimien-
to de normas desiguales o separadas; estas medidas
cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de
igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados parte de medidas es-
peciales, incluso las contenidas en la presente Con-
vención, encaminadas a proteger la maternidad no
se considerará discriminatoria.” En este aspecto, se
sitúa la licencia por paternidad.”

“Artículo 5. Los Estados parte tomarán todas las
medidas apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la
eliminación de los prejuicios y las prácticas con-
suetudinarias y de cualquier otra índole que estén
basados en la idea de la inferioridad o superioridad
de cualquiera de los sexos o en funciones estereoti-
padas de hombres y mujeres;

b) Garantizar que la educación familiar incluya una
comprensión adecuada de la maternidad como fun-
ción social y el reconocimiento de la responsabili-
dad común de hombres y mujeres en cuanto a la
educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteli-
gencia de que el interés de los hijos constituirá la
consideración primordial en todos los casos.”

“Artículo 11.

1. Los Estados parte adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar, en
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres,
los mismos derechos, en particular: (...)

e) El derecho a la seguridad social, en particular en
casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invali-
dez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como
el derecho a vacaciones pagadas; (...)

2. A fin de impedir la discriminación contra la
mujer por razones de matrimonio o maternidad
y asegurar la efectividad de su derecho a traba-
jar, los Estados parte tomarán medidas adecua-
das para:

a. Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido
por motivo de embarazo o licencia de materni-
dad y la discriminación en los despidos sobre la
base de estado civil;

b. Implantar la licencia de maternidad con sueldo
pagado o con prestaciones sociales comparables sin
pérdida del empleo previo, la antigüedad o benefi-
cios sociales;

c. Alentar el suministro de los servicios sociales de
apoyo necesarios para permitir que los padres com-
binen las obligaciones para con la familia con las
responsabilidades del trabajo y la participación en
la vida pública, especialmente mediante el fomento
de la creación y desarrollo de una red de servicios
destinados al cuidado de los niños;

d. Prestar protección especial a la mujer durante el
embarazo en los tipos de trabajos que se haya pro-
bado puedan resultar perjudiciales para ella (...)

“Artículo 13.

Los Estados parte adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación con-
tra la mujer en otras esferas de la vida económi-
ca y social a fin de asegurar, en condiciones de
igualdad entre hombres y mujeres, los mismos
derechos.

Sin embargo, a pesar de esto, es de lamentarse que en
México aún siga existiendo una importante discrimina-
ción hacia las mujeres en la búsqueda y obtención de
cualquier empleo, y que estas siguen siendo desplazadas
en los procesos de selección por hombres u otras mujeres
que tienen un estado de civil solteras o que no pretenden
formar una familia. Es por ello, que nuestro deber como
legisladores, es adecuar el marco normativo que aún no
contemplan estas medidas afirmativas que aseguren que
las mujeres sean tratadas a la par que cualquier hombre. 

En nuestro país, la responsabilidad laboral se en-
cuentra regulada en el artículo 123 de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, particu-
larmente en el apartado B, relativo a las relaciones la-
borales entre los Poderes de la Unión, Gobierno del
Distrito Federal y sus trabajadores y en la Ley Fede-
ral de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitu-
cional.9

En este sentido, el objeto de la presente iniciativa es
adicionar una fracción al artículo 43 a la Ley Federal
para los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del artículo 123 Constitucio-
nal. A fin de que se prohíba exigir la presentación de
certificados médicos de no embarazo para el ingreso,
permanencia o ascenso en el empleo a cualquier mu-
jer.

Formar una familia es un derecho que se encuentra
consagrado en el artículo 4 constitucional, y la inten-
ción de cualquier mujer de hacerlo no debe ser una li-
mitante para su desarrollo profesional y laboral. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XI al
artículo 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B) del artículo 123 Constitucional

Artículo Único. - Se adiciona una fracción XI al ar-
tículo 43 de la Ley Federal para los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B)
del Artículo 123 Constitucional, para quedar como
sigue:

“Artículo 43.- …

I. a X. …

XI. No exigir la presentación de certificados mé-
dicos de no embarazo para el ingreso, perma-
nencia o ascenso en el empleo.”

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1http://hrlibrary.umn.edu/hrcommittee/Sgencom18.html#:~:text=

Si%20bien%20esas%20convenciones%20se,%2C%20el%20co-

lor%2C%20el%20sexo%2C 

2 https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Las-mujeres-en-

Mexico-son-el-unico-grupo-discriminado-que-no-es-minoria-

20191118-0022.html 

3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enadis/2017/

doc/enadis2017_resultados.pdf 

4 https://www.inegi.org.mx/programas/enadis/2017/ 

5 https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Mas-estudios-

pueden-significar-mas-violencia-laboral-para-las-mujeres-

20191006-0005.html 

6 https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Las-mujeres-en-

Mexico-son-el-unico-grupo-discriminado-que-no-es-minoria-

20191118-0022.html 

7 http://vidasinviolencia.inmujeres.gob.mx/ 

8 https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cedaw.aspx 

9 http://www.contraloriadf.gob.mx/contraloria/cursos/MARCO-

JURIDICO/paginas/rl.php

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado Édgar Guzmán Valdez (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 6O. Y 7O. DE

LA LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES

FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, SUSCRITA POR INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Las y los suscritos diputados, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica en la LXIV Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 77, 78 y
102, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someten a consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa que reforma y adicio-
nan el artículo 6, párrafo tercero y el artículo 7, frac-
ción I, de la Ley de Disciplina Financiera de las Enti-
dades Federativas y los Municipios, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

En México, el primer caso positivo de contagio tuvo
lugar día último de febrero,1 y fue reconocida como la
pandemia, el 23 de marzo de 2020 cuando el gobierno
federal tomó la decisión de adoptar el confinamiento
social. 

Han transcurrido casi un año, y, de entonces a la fecha,
los indicadores económicos, financieros, del empleo,
de la producción manufacturera, la construcción, del
consumo, y muchos más, que evidencian las penurias
y penalidades que padecen millones de mexicanas y
mexicanos a lo largo del territorio nacional, ante la
profunda crisis de salud, económica y social en que
naufragamos sin encontrar asideros para retornar a los
niveles previos a la pandemia.

No sobra subrayar que, la crisis económica no comen-
zó con la pandemia, la economía se había desacelera-
do desde el último trimestre de 2018. Se había parali-
zado en el segundo de 2019. Y le siguieron, tres
periodos en terreno negativo.

En 2020, en plena pandemia al desplomó (-) 18.7 por
ciento, (-) 8.6 por ciento y (-)4.6 por ciento 

Del segundo al cuarto trimestre, respectivamente. (Véa-
se gráfica 1).

Gráfica 1

Asimismo, por los elevados flujos comerciales con
nuestros vecinos del norte, en el marco del Tratado de
Libre Comercio, la economía mexicana, había logrado
mantener un magro promedio positivo de crecimiento
de 2.2 por ciento, en el periodo 2012-2018; no obstan-
te, al primer trimestre de 2019, pareciera se desvincu-
ló, pues, mientras la economía estadounidense creció
alrededor de 2.3 por ciento -su nivel más bajo desde
2016-,2 la economía mexicana se desacelero para si-
tuarse en cero por ciento.

Todo indica que, dicho resultado fue consecuencia de
la desarticulada gestión de la política económica, de
decisiones voluntaristas, -como la cancelación de la
construcción del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de
México (NAIM), por parte del presidente Andrés Ma-
nuel López Obrador, entre otras acciones, propiciaron
un clima de desconfianza en los agentes económicos
nacionales y cautela de los internacionales.

Ello, no obstante, que México ha salido bien librado,
en medio de las disputas comerciales de las disputas
comerciales entre China y Estados Unidos, pues mien-
tras las exportaciones a EUA, de la nación oriental ha-
bían descendido alrededor de 12 por ciento, las nacio-
nales crecieron más de 6 por ciento.3

En el plano nacional -como ya referíamos-, se sumó a
la ecuación, la ausencia de políticas contra cíclicas y
de apoyos a las pequeñas y medianas empresas y al
consumo, para contrarrestar los efectos de la pande-
mia, los subejercicios del presupuesto aprobado, -cata-
logados como política de austeridad en el ejercicio
presupuestal, para trasladarlos a PEMEX-, contrajo la
demanda en el mercado interno, en la demanda y el
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consumo, lo que nos sumió en la recesión e, hizo cre-
cer la deuda como porcentaje del PIB.

• Desempeño de la economía nacional en 2020 y sec-
tor externo

Con base en la Estimación Oportuna del Producto In-
terno Bruto -con series desestacionalizadas-, refleja un
decrecimiento de (-) 4.6 por ciento real en cuarto tri-
mestre de 2020, respecto a igual periodo de 2019. 

En términos anuales, la variación de la economía me-
xicana fue de (-) 8.5 por ciento. Cabe destacar que, la
economía logró recuperar al menos diez puntos de los
18.6 por ciento en que se había desplomado, en el se-
gundo trimestre de 2020. Sin duda, es uno de los peo-
res episodios en que la Nación mexicana ha transitado
en los últimos 88 años.

Por sectores, durante el cuarto trimestre de 2020 res-
pecto al de 2019, el sector servicios, fue el sector con
el menos dinamismo, al situarse en (-) 5-3 por ciento;
en tanto que el sector industrial, logró mejorar el rit-
mo, - por el influjo positivo del sector manufacturero
de exportación, en el intercambio con la economía
norteamericana-, aunque todavía se encuentra en terre-
no negativo, con (-) 3.4 por ciento; por su parte, las ac-
tividades primarias (Agricultura, otras), fueron las que
mejor desempeño registraron, al avanzar 4.9 por cien-
to. 

Sin dejar de tener presente la gravedad de las secuelas
de la crisis sanitaria derivada del flagelo del Covid-19
sobre la economía mexicana, especialmente, por el
confinamiento social, los resultados económicos, deri-
van, en gran medida, de la ausencia de una política
económica proactiva -contra cíclica- que apoye y esti-
mule los factores productivos, como las pequeñas y
medianas empresas, estímulos para mantener el em-
pleo o la creación de empleos; y, fundamentalmente,
detonen el mercado doméstico. 

De los componentes del PIB, el sector externo que
mejores resultados mostro, fue este sector, el que re-
gistró un superávit histórico en la balanza comercial
de 34 mil 476 millones de dólares. Ello, derivado de
una pronunciada debilidad de las importaciones, res-
pecto a las exportaciones, lo cual está asociado al fa-
vorable desempeño de la economía norteamericana,
atribuible a la política contra cíclica y de incentivos al

empleo, la redistribución del ingreso y el consumo,
desplegada en ese país. 

La actual administración gubernamental ha apostado
todo, a que nos remolque el dinamismo de la econo-
mía estadounidense, cuyo gobierno, instrumento una
política de incentivos fiscales y redistribución del in-
greso y el empleo, que, como ya señalábamos, impac-
to favorablemente en el crecimiento del PIB nortea-
mericano de 4 por ciento y la recuperación del empleo,
en plena pandemia. 

En consecuencia, nuestro intercambio comercial con
nuestro vecino en el marco del T-MEC, nos catapulto
a exportar a ese país 43 mil millones de dólares- só-
lo en diciembre de 2020-4 y, marcar un superávit his-
tórico en la balanza comercial; también, alcanzó, de
paso para potenciar el crecimiento histórico de las
remesas de nuestros connacionales a México y, de lo
cual, el presidente mexicano, se ufana y agradece co-
medidamente.

Empleo

Durante el último mes del año se cortó una racha de
cuatro meses en la reactivación del empleo, que conta-
bilizó de agosto a noviembre la creación de 555 mil
600 puestos de trabajo, luego de la pérdida de un mi-
llón 117 mil 854 plazas observada de marzo a julio a
causa del parón económico para frenar el avance del
Covid-19.

En términos netos, el 2020 terminó así con un saldo de
unos 647 mil despidos (la cifra exacta se conocerá a
partir del día 10 enero, cuando el IMSS emita el con-
teo oficial), lo que representa la destrucción de 3.2 por
ciento de los 20 millones 421,442 empleos registrados
ante el IMSS al 31 de diciembre del 2019.

• Estados frente al Covid-19

El panorama económico que atraviesan las Entidades
Federativas en todo el territorio nacional derivado de
la pandemia del Covid-19, presenta efectos devastado-
res. A continuación, se resaltan algunos indicadores
que enfrentan:

De acuerdo con los investigadores nacionales -del Co-
nacyt, adscritos al Centro de Investigaciones Socioe-
conómicas de la Universidad Autónoma de Coahuila-,
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Alejandro Dávila y Miriam Valdés,5 en el sector turís-
tico, “Cuatro estados de la frontera norte de México y
dos en los cuales se localizan los principales destinos
turísticos internacionales del país, registraron las ma-
yores contracciones relativas en el producto interno
bruto (PIB) como resultado de la aplicación de las me-
didas de emergencia sanitaria decretadas por las auto-
ridades federales para hacer frente a la pandemia por
Covid-19. 

Asimismo, estiman (…) que el paro en las actividades
no esenciales durante los meses de abril y mayo del
presente año, causaron pérdidas económicas equiva-
lentes a 11.2 por ciento del monto del PIB alcanzado
durante el 2019 en Chihuahua, 10.4 por ciento en So-
nora, 10.3 por ciento en Baja California, 10.2 por cien-
to en Baja California Sur, 9.7 por ciento en Quintana
Roo y 9.5 por ciento en Coahuila”.

En el primer caso, se trata de economías locales con
patrones de especialización productiva muy con-
centrados en actividades de manufactura de expor-
taciones, especialmente de las industrias automo-
triz y electrónica, en el segundo, de la oferta de los
servicios turísticos proporcionados especialmente en
las playas de Cancún y Los Cabos. Desde los primeros
días de junio se reiniciaron, en un clima de gran incer-
tidumbre, las actividades productivas en las plantas
manufactureras. 

La recuperación ha sido lenta, tanto por la instrumen-
tación de medidas para evitar la aceleración de los
contagios, como por la volatilidad en la demanda de
estos productos y un entorno económico enrarecido
por la entrada en vigor del T-MEC y por una actitud
francamente hostil a la inversión productiva, derivada
de los desatinos de gobierno de la 4T. 

Por la naturaleza de los servicios turísticos, la intensi-
dad de las interacciones sociales y la alta movilidad de
los clientes, la reactivación ha sido particularmente
compleja en este sector y seguirá siendo muy vulnera-
ble hasta que exista una vacuna efectiva o un trata-
miento específico para esta enfermedad.

En un segundo grupo encontramos estados que expe-
rimentaron caídas del PIB en un rango de 7.1 a 8.7 por
ciento: Aguascalientes (8.7 por ciento), Zacatecas (8.3
por ciento), San Luis Potosí (8.1 por ciento), Nuevo
León (8.1 por ciento), Tlaxcala (7.9 por ciento), Mo-

relos (7.5 por ciento), Estado de México (7.4 por cien-
to), Sinaloa (7.4 por ciento), Oaxaca (7.3 por ciento),
Tamaulipas (7.2 por ciento), Querétaro (7.1 por cien-
to) y Puebla (7.1 por ciento). En muchos de estos es-
tados también hay presencia importante de estableci-
mientos dedicados a la fabricación de productos de
transporte, sólo que, a diferencia del grupo previo,
cuentan con economías más diversificadas y con pre-
sencia de sectores menos afectados por la suspensión
de actividades no esenciales como, por ejemplo, la
producción de bienes del sector primario. Predominan
estados del Norte del país y del Altiplano Centro-Nor-
te.

En estos dos grupos se encuentran buena parte de los
estados cuyos gobernadores están pugnado por la re-
novación del pacto federal, que han impulsado direc-
trices propias para enfrentar la pandemia y que han
manifestado su desacuerdo con la nueva orientación
de la política energética del gobierno federal. Los
efectos económicos de la pandemia parecen estar ope-
rando como un catalizador que está favoreciendo la
conformación de alianzas políticas de gobernadores
frente al poder centralizado y unipersonal de Andrés
Manuel López Obrador. En estos procesos encontra-
mos titulares del Poder Ejecutivo de entidades locali-
zadas en tres regiones del país: Noreste, Occidente y
Altiplano Centro-Norte y con posibilidades de am-
pliarse al Noroeste y Centro de la República.

En un tercer grupo, se ubican estados con reduccio-
nes del PIB dentro de un rango entre 5.3 y 7 por
ciento: Hidalgo (7 por ciento), Jalisco (6.9 por ciento),
Guanajuato (6.9 por ciento), Nayarit (6.3 por ciento),
Durango (6.2 por ciento), Yucatán (6 por ciento), Co-
lima (5.6 por ciento), Veracruz (5.4 por ciento), Ciu-
dad de México (5.3 por ciento) y Guerrero (5.1 por
ciento). Son economías en las cuales el mercado inter-
no y las actividades esenciales son más importantes
(bienes del sector primario, industrias ligeras o servi-
cios estratégicos, como los financieros y de transporte
en los grandes nodos de las ciudades de México y
Guadalajara).

Finalmente, las cuatro entidades con las reducciones
del PIB más bajas durante el paro parcial de los meses
de abril y mayo fueron: Michoacán (3.7 por ciento),
Tabasco (3.6 por ciento), Chiapas (3.6 por ciento) y
Campeche (1.5 por ciento). Todas son productoras de
bienes primarios y, en el caso de Tabasco y Campeche,
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se “beneficiaron” de la debilidad de la 4T por los com-
bustibles fósiles, las emisiones de gases de efecto in-
vernadero y los monopolios públicos, pues la extrac-
ción de petróleo y su refinación fueron clasificadas
como actividades esenciales por el gobierno de AM-
LO, lo mismo que los programas y grandes proyectos
de inversión de la administración.

En la frontera norte y en el Sureste de México, en don-
de se localizan los principales destinos turísticos inter-
nacionales del país, registraron las mayores contrac-
ciones relativas en el producto interno bruto (PIB). 

Como resultado de la implementación de las medidas
de emergencia sanitaria decretadas por las autoridades
federales para hacer frente a la pandemia por Covid-19
y el paro en las actividades no esenciales durante los
meses de abril y mayo del presente año, causaron pér-
didas económicas equivalentes a 10.3 por ciento en
Baja California, 10.2 por ciento en Baja California
Sur, 9.7 por ciento en Quintana Roo.

Por la naturaleza de los servicios turísticos, la intensi-
dad de las interacciones sociales y la alta movilidad de
los clientes, la reactivación ha sido particularmente
compleja en este sector y seguirá siendo muy vulnera-
ble hasta que exista una vacuna efectiva o un trata-
miento específico para esta enfermedad.

Finanzas públicas

De acuerdo con la información disponible –más re-
ciente- de la Secretaría de Hacienda y Crédito Púbico,
se advierte una recaudación menor de ingresos presu-
puestarios, petroleros y tributarios de enero-diciembre
de 2020, respecto a lo programado. Lo que se explica,
por la desaceleración económica provocada por el
confinamiento social, pues presenta signos por demás
alarmantes y preocupantes.

En 2020, el gobierno federal y los estados de la Repú-
blica Mexicana tuvieron menores ingresos que los es-
timados. De acuerdo con el Informe de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público (SHCP),6 al cuarto tri-
mestre de 2020, sobresale un boquete de los ingresos
petroleros que, ascienden a casi 381 mil 490 millones
de pesos, lo que preocupa a las y los legisladores del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, que se dé continuidad a la política de res-
catar a la petrolera a costa de los ya conocidos sube-

jercicios presupuestales en la Administración Pública
y el traspaso a la petrolera nacional.

Por su parte, los ingresos tributarios sumaron 3 billo-
nes 338 mil 876 millones de pesos, cantidad que es
166 mil millones de pesos abajo del programado y
mayor en 0.8 por ciento en términos reales, respecto a
lo observado en 2019. 

Pero especialmente a “la recuperación de activos fi-
nancieros como política para evitar endeudamiento adi-
cional y desequilibrios macroeconómicos durante un
periodo particularmente incierto a nivel global en ma-
teria económica y financiera”: “FEIP se recuperaron
204 mil 9 millones de pesos, incluyendo 47 mil 354
millones de pesos que se recibieron por coberturas
petroleras; de otros Fideicomisos, 55 mil 252 millo-
nes de pesos, incluido el Fideicomiso del Nuevo Ae-
ropuerto de la Ciudad de México por 21 mil 634 mi-
llones de pesos; de ingresos derivados de
financiamiento por operaciones de colocaciones de
deuda, 42 mil 802 millones de pesos, y de entidades
paraestatales, 32 mil 283 millones de pesos” , expo-
ne Hacienda en su reporte del cuarto trimestre de 2020.

El déficit, en 2020 cerró en 674 mil 159.6 millones
de pesos; cifra, que vale destacar, rebasó en más de
127 mil millones el programado –aunque Hacienda es-
peraba fuera más agudo, según lo señalan en el Infor-
me Trimestral de las Finanzas Públicas y Deuda de
enero-diciembre de 2020-, pero, se atemperó –seña-
lan- por la elevada recaudación tributaria, obtenida del
impuesto sobre la renta –con medidas de mucho más
estrictas, contra las grandes empresas, así como a las
no devoluciones de IVA, entre otros.7 Sobre el parti-
cular, es conveniente tener en cuenta, que los adeudos
fiscales de las grandes empresas como la cancelación
de los ahorros en los fideicomisos, ya se agotaron. 

En este sentido, si bien el gobierno “evitó endeudar-
se”, lo más grave, es que, la economía tuvo su peor
año y desempeño en casi 9 décadas al decrecer (-) 8.5
por ciento. Endosando, con ello, las cifras de pobreza
en más de 10 millones de mexicanos, mayor desem-
pleo, quiebra de miles y miles de empresas, Y, sobre
todo, una recuperación con muy escasas expectativas
de crecimiento en los próximos años. 

La caída de la Recaudación Federal Participable
(RFP)
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Otro signo de preocupación de las y los legisladores
del perredistas es el desplome de la Recaudación Fe-
deral Participable (RFP), la severa contracción de
alrededor de 7.2 por ciento de variación real, equiva-
lente a 107 mil 716 millones de pesos, que significas
“menor pago de participaciones a los estados y muni-
cipios” que fueron “compensados parcialmente con
los Recursos del Fondo de Estabilización de los In-
gresos de las Entidades Federativas (FEIEF); por un
menor costo de financiamiento de 41 289 millones de
pesos y por un menor pago de Adefas y otros de 6 mil
millones de pesos”. Detalla Hacienda en el Informe
referido.

Esta situación es preocupante y alarmante, pues antici-
pa recortes en los próximos meses de 2021, en la re-
distribución de los ingresos para las entidades federa-
tivas y los municipios, debido a que las fuentes de
ingresos que son participables como son los ingresos
petroleros y los ingresos tributarios se han contraído
ostensiblemente por la crisis de salud, el confinamien-
to social y la pérdida de empleos y la quiebra de em-
presas, fundamentalmente.

Lo anterior, refleja la urgencia de que el gobierno cam-
bie de estrategia, pues la urgencia de medidas para en-
frentar esta situación es inaplazable, de lo contrario
empezará a impactar en la población que menores re-
cursos.

En general, la falta de programas económicos orien-
tados a atenuar los estragos de la pandemia por Co-
vid-19 favoreció el crecimiento de la desigualdad so-
cial, indica un estudio Sí por México, con datos del
Inegi.

El análisis revela que en los últimos seis meses la des-
igualdad se recrudeció significativamente, y que el go-
bierno de desentendió de apoyar con programas eco-
nómicos a los que perdieron sus empleos: “Entre
marzo y septiembre de 2020, los ingresos de los traba-
jadores en el 20 por ciento más pobre, cayeron 44 por
ciento, en relación con una caída de 8 por ciento entre
los trabajadores de mayores ingresos”.8

“En marzo de 2020, la población de mayores ingre-
sos tenía salarios 15 veces superiores a los obteni-
dos por los más pobres; seis meses después, la dis-
tancia aumentó 30 veces” 

• Modificaciones legales de la iniciativa propuesta 

El panorama descrito, nos muestra la realidad que atra-
viesan las entidades federativas, y por tanto resulta
evidente la necesidad de flexibilizar, excepcional-
mente el marco normativo de la Ley de Disciplina
financiera con el fin de que dichos niveles de go-
bierno estén en posibilidades de afrontar coyuntu-
ralmente las necesidades que requieren sus pobla-
ciones, sin dejar de observar los objetivos que
fueron delineados en los programas de gasto de la
Ley de Coordinación Fiscal.

Ello, en la medida de la ausencia de planes contra
cíclicos para impulsar la economía nacional, contra-
rrestar el desplome del empleo formal y también de
los millones de trabajadores en labores informales,
que resta por recuperar; la carencia de apoyos a las
empresas, a contra corriente de amplias y variadas
voces –tanto organismos nacionales como interna-
cionales- que anticipan un ciclo económico con es-
caso vigor y prolongada parálisis del ciclo econó-
mico.

Frente a este escenario referido, el Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, plantea
la reforma y adición a los artículos 6 y 7 de la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas
y Municipios, a fin de flexibilizar su margen de gas-
to, excepcionalmente, durante la crisis sanitaria y
económica. 

Lo anterior, tiene el propósito de adecuar el marco nor-
mativo en materia de balance fiscal presupuestario, en
la álgida coyuntura que padecen los estados y munici-
pios, y en aras de que encaren el desafío de alentar el
crecimiento económico en tiempos de la pandemia del
Covid-19 que las azota, pero sobre todo para estar en
posibilidades de atender las inevitables y urgentes de-
mandas sociales de sus poblaciones de en las más di-
versas y variadas, además de las de salud u otras de ca-
rácter económico.

La presente propuesta legislativa de las y los legisla-
dores del Grupo Parlamentario del PRD de la Cámara
de Diputados, se enmarca y cobra sentido en situacio-
nes de emergencia económica o por razones sanitarias
como la que actualmente estamos padeciendo por la
pandemia provocada por el Covid-19, lo que ha impo-
sibilitado que las empresas, comercios, personas físi-
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cas que laboren en el comercio formal e informal pue-
dan desarrollar su actividad sin riesgos de contagio.

Por último, en virtud de la importancia y la trascen-
dencia que representa para las familias mexicanas, las
y los legisladores del Grupo Parlamentario del PRD,
consideran esta iniciativa como parte de un plan in-
aplazable que reconsidere emprender un plan de con-
tingencia para detonar el mercado interno, para sacar
del bache de -8.5 a la economía nacional.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que se reforma y adicionan, el artículo 6,
párrafo tercero y el artículo 7, fracción I, de la Ley
de Disciplina Financiera de las Entidades Federati-
vas y los Municipios, a cargo de las y los diputados
integrantes, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática

Artículo único. Se reforman y adicionan el artículo 6
párrafo tercero y el artículo 7, fracción I, de la Ley
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas
y los Municipios, para quedar como sigue:

Artículo 6. …

…

Debido a razones excepcionales, como crisis sanita-
rias o económicas que afectara al país en su conjun-
to y se verifique la fracción I del artículo 6 de esta
Ley, las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupues-
to de Egresos podrán prever un Balance presupuestario
de recursos disponibles negativo. En estos casos, el
Ejecutivo de la Entidad Federativa, deberá dar cuenta a
la Legislatura local de los siguientes aspectos:

I. a III. …

…

…

Artículo 7.- Se podrá incurrir en un balance presu-
puestario de recursos disponibles negativo cuando:

I. Se presente una caída en el producto interno bru-
to nacional, en términos reales, o una crisis sanita-

ria, y lo anterior origine una caída en las participa-
ciones federales con respecto a lo aprobado en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, y ésta no
logre compensarse con los recursos que, en su caso,
reciban del Fondo de Estabilización de los Ingresos
de las Entidades Federativas en los términos del ar-
tículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria;

II. y III. …

Artículo Transitorio

Único. La presente ley entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Notas

1 https://www.forbes.com.mx/confirman-el-primer-caso-de-coro-

navirus-covid-19-en-mexico/

2 https://www.forbes.com.mx/economia-de-eu-crece-en-2019-pe-

ro-no-al-ritmo-que-prometio-trump/

3 https://www.elfinanciero.com.mx/economia/superavit-comer-

cial-de-mexico-con-eu-alcanza-cifra-sin-precedente-de-50-mil-

338-mdd

4 https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Exportaciones-tie-

nen-peor-caida-en-11-anos-pero-cerraron-2020-al-alza-20210129-

0019.html

5 https://www.eleconomista.com.mx/opinion/Economia-y-politi-

ca-en-los-estados-en-tiempos-del-Covid-19-20200628-0068.html

6 Informe de las Finanzas Públicas y Deuda enero-diciembre de

2020.

7 https://www.eleconomista.com.mx/economia/Los-ingresos-tri-

butarios-crecieron-0.7-en-el-2020-SAT-20210113-0019.html

8 https://diario.mx/nacional/crece-desigualdad-social-a-causa-de-

pandemia-20210119-1753060.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 9 de febrero de 2021. 

Diputados: Verónica Juárez Piña, José Guadalupe Aguilera Rojas,

Abril Alcalá Padilla, Ma. Guadalupe Almaguer Pardo, Jorge Casa-
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rrubias Vázquez, Mónica Almeida López, Mónica Bautista Rodrí-

guez, Frida Alejandra Esparza Márquez, Antonio Ortega Martínez,

Jesús de los Ángeles Pool Moo, Claudia Reyes Montiel, Norma

Azucena Rodríguez Zamora (rúbricas)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 462 BIS 2 A LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS ARTURO

ESCOBAR Y VEGA, ZULMA ESPINOZA MATA E INTEGRAN-
TES DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DEL PVEM Y

MORENA

Quienes suscriben, diputados Zulma Espinoza Mata
y Arturo Escobar y Vega, en representación de los di-
putados integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, así como los diputa-
dos Francisco Elizondo Garrido, Nayeli Arlen
Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo More-
no, Ana Patricia Peralta de la Peña y Érika Maria-
na Rosas Uribe, del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un artículo 462 Bis 2 a
la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El SARS-CoV-2, Covid-19, les ha costado la vida a
millones de personas y ha causado múltiples estragos
en la salud de la población de todo el mundo y, deri-
vado de las medidas sanitarias para evitar su propaga-
ción, consecuentemente, ha generado grandes afecta-
ciones en el ámbito económico y social al trastocar de
manera profunda la forma habitual de realizar un sin-
número de actividades. 

La magnitud de la crisis provocada por la pandemia
hizo que se aceleraran de manera extraordinaria los es-
fuerzos de la comunidad científica para encontrar la
vacuna que permita inmunizar a las personas y de esa
forma estar en condiciones de volver gradualmente a
la normalidad. 

Regularmente, una vacuna lleva muchos años para ser
desarrollada, a veces más de una década. En el caso de
la vacuna contra la Covid-19 su desarrollo ha tardado
menos de un año; esto se debe, además de la urgencia,
a la disponibilidad de tecnologías modernas y a la ex-
periencia acumulada recientemente en la producción
de vacunas contra otros coronavirus como el síndrome
respiratorio agudo grave y el síndrome respiratorio de
Oriente Medio (SARS y MERS, respectivamente, por
sus siglas en inglés).

A la fecha existen ya vacunas seguras desarrolladas
por diversos laboratorios de diferentes partes del mun-
do que garantizan una alta tasa de efectividad y que su-
ponen una luz de esperanza al final del túnel para que
la humanidad supere la pandemia.

El estatus de las vacunas relevantes para México al
comienzo del año 2021 se presenta en la siguiente ta-
bla:1

En este contexto, se han realizado diversos esfuerzos
en todo el mundo para lograr que la vacuna sea acce-
sible para toda la población y para afrontar el reto lo-
gístico que implica inmunizar a miles de millones de
personas alrededor del planeta.

Entre los esfuerzos llevados a cabo por la comunidad
internacional para la obtención de la vacuna está el
Acelerador de Acceso a las Herramientas contra la Co-
vid-19, un proyecto de colaboración global que se pu-
so en marcha a finales de abril de 2020, el cual reúne
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a gobiernos, organizaciones sanitarias, científicos, em-
presas, organizaciones de la sociedad civil y filántro-
pos para acelerar el fin de la pandemia mediante el
desarrollo y la asignación equitativa de las pruebas
diagnósticas, las vacunas y los tratamientos que el
mundo necesita. El Acelerador consta de cuatro pilares
de trabajo: diagnóstico, tratamiento, inmunización y el
fortalecimiento de los sistemas de salud.2

En cuanto respecta al pilar de inmunizaciones, se creó
el Mecanismo de Acceso Mundial a las Vacunas contra
la Covid-19, también llamado Covax. Este instrumento
tuvo como meta principal crear una cartera amplia, di-
versa y activamente gestionada de vacunas candidatas
contra la Covid-19 para potenciar al máximo la proba-
bilidad de éxito de varias de ellas, de manera que se
disponga finalmente de las mejores vacunas y que el
suministro sea suficiente y equitativo para los grupos
que tienen la máxima prioridad a nivel mundial.3

Nuestro país fue uno de los primeros en buscar con-
tratos de compra-venta con las empresas fabricantes
de vacunas con el fin de asegurar una cantidad sufi-
ciente para vacunar a toda la población mexicana.
Igualmente, México fue promotor y pionero de inicia-
tivas en las Naciones Unidad como lo es el mecanismo
Covax para asegurar que los países menos favorecidos
tuvieran un acceso justo y rápido a las vacunas contra
la Covid-19.

A la fecha México cuenta con el siguiente panorama
de acuerdos que suman un total de 210 millones de do-
sis aproximadamente, según los cuales los fabricantes
proporcionarán las vacunas a medida que estén dispo-
nibles:4

Asimismo, el gobierno de nuestro país, al igual que lo
han hecho otros gobiernos del mundo, ha establecido
ya planes de vacunación que priorizan la inmunización
de ciertos grupos poblacionales, por ejemplo, el perso-
nal médico que se encuentra en la primera línea de
combate en contra de la Covid-19, en primer lugar, y,
posteriormente, los adultos mayores y otros grupos
vulnerables por su condición de salud. 

De acuerdo al Plan Nacional de Vacunación contra la
Covid-19 presentado por el gobierno de México,5 de-
pendiendo de la disponibilidad de las vacunas por par-
te de los fabricantes, la inmunización se aplicará de la
siguiente manera a los diversos grupos poblacionales
en nuestro país:

Las pautas sobre cómo distribuir la vacunación se-
guidas por los diversos gobiernos del mundo están
basadas en las sugerencias de comités de científicos
y expertos en medicina e ingeniería que en términos
generales aconsejan: primero, administrar la vacuna
a los trabajadores de alto riesgo, a los centros de
atención médica y al personal de primeros auxilios;
luego, a los adultos mayores y a personas de todas las
edades que tienen múltiples afecciones médicas con
un mayor riesgo de contraer enfermedades; después,
inmunizar a los trabajadores que tienen trabajos real-
mente importantes para la sociedad y tienen un alto
riesgo de exposición, por ejemplo, maestros, perso-
nal escolar y otros trabajadores que realizan funcio-
nes que no pueden suspenderse; y, finalmente, estaría
el resto de la población. La principal prioridad al se-
guir el orden sugerido es maximizar el beneficio so-
cial reduciendo las tasas de muerte, discapacidad y
transmisión.

El pasado viernes 22 de enero, el presidente de la re-
pública, Andrés Manuel López Obrador, adelantó en
su conferencia de prensa matutina que había instruido
a la Secretaría de Salud para que emitiera un decreto
que permita a cualquier empresa o gobierno local del
país adquirir vacunas,6 lo cual hasta hace unas cuantas
semanas no era posible.

No obstante lo anterior, integrantes de la industria far-
macéutica aclararon que para que esto ocurra deben
pasar al menos tres meses, periodo en el que se espera
que los distintos laboratorios hayan ampliado su capa-
cidad de producción. “Las farmacéuticas a las que se
les haya aprobado en el país el uso de su vacuna debe-
rán cumplir con los contratos acordados con el gobier-
no y luego podrán vender a entes privados, o bien, a
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los gobiernos estatales”, señaló Arturo Morales Portas,
Presidente de la Asociación Mexicana de Laboratorios
Farmacéuticos (Amelaf).7

Las dificultades para el acceso a la vacuna por parte de
particulares han generado que algunas personas reali-
cen intentos indebidos para ser vacunados sin que for-
men parte de los grupos que los planes de vacunación
de las autoridades sanitarias han establecido como
prioritarios.

Apenas comenzó la aplicación de la vacuna en el te-
rritorio nacional, los medios de comunicación dieron
cuenta de un par de casos de servidores públicos en el
estado de México8 y en Coahuila9 que, abusando de su
posición, lograron acceder de manera indebida a ésta
para ellos y para algunos de sus familiares. Tristemen-
te, estos son sólo dos ejemplos de arbitrariedad y falta
de empatía con los demás que pudieran seguirse pre-
sentando en nuestro país hasta en tanto no se facilite y
agilice el acceso a las vacunas, lo cual, conviene acla-
rar, dependerá de la disponibilidad de dosis que garan-
ticen los fabricantes.

Abusos como los señalados no pueden permitirse y
merecen ser castigados, la vacuna en México es uni-
versal y gratuita, sin embargo, el acceso a la misma de-
be ser ordenado y de acuerdo con lo dispuesto por la
autoridad sanitaria. 

El artículo 462 Bis 1 de la Ley General de Salud ya
prevé aplicar de uno a nueve años de prisión y una
multa de cien a mil veces la unidad de medida y ac-
tualización al que por sí o por interpósita persona co-
bre en una institución pública de salud la aplicación de
una vacuna incluida en el Programa de Vacunación
Universal o destinada a acciones ordinarias o extraor-
dinarias de vacunación, así como al que, a sabiendas
de ello, venda las vacunas que sean propiedad de las
instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud.
Sin embargo, la Ley no prevé actualmente un castigo
para quienes, aprovechándose de su posición, accedan
a vacunas destinadas a acciones extraordinarias de va-
cunación como es el caso del Plan Nacional de Vacu-
nación contra la Covid-19.

Por lo anterior, proponemos adicionar un artículo 462
Bis 2 a la Ley General de Salud para establecer que se
aplicará de uno a nueve años de prisión y una multa de
cien a mil veces la unidad de medida y actualización al

servidor público que gestione, tramite, facilite o pro-
mueva el acceso indebido a vacunas, contraviniendo
lo dispuesto por las autoridades sanitarias en los pro-
gramas de inmunización extraordinaria en caso de epi-
demia grave, para sí o para su cónyuge, descendiente
o ascendiente, parientes por consanguinidad o afinidad
hasta el cuarto grado o cualquier tercero con el que
tenga vínculos afectivos, económicos o de dependen-
cia administrativa directa.

Para mayor claridad respecto a la modificación plante-
ada se presenta a continuación el siguiente cuadro
comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta Asamblea el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona un artículo 462 Bis 2
a la Ley General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 462 Bis 2 a la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como a continuación se
presenta:

Artículo 462 Bis 1. (…)

Artículo 462 Bis 2. Se aplicará de uno a nueve años
de prisión y una multa de cien a mil veces la Uni-
dad de Medida y Actualización al servidor público
que gestione, tramite, facilite o promueva el acceso
indebido a vacunas, contraviniendo lo dispuesto
por las autoridades sanitarias en los programas de
inmunización extraordinaria en caso de epidemia
grave, para sí o para su cónyuge, descendiente o
ascendiente, parientes por consanguinidad o afini-
dad hasta el cuarto grado o cualquier tercero con el
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que tenga vínculos afectivos, económicos o de de-
pendencia administrativa directa.

Artículo 463. (…)

Transitorios

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Notas

1 [1] Véase, Octavio Miramontes, Entendamos la vacuna contra

Covid-19 en México, Instituto de Física de la UNAM, 24 de di-

ciembre 2020-29 de enero de 2021. Disponible en: http://scifu-

nam.fisica.unam.mx/mir/corona19/vac/index_vac.html

2 Véase, OPS-OMS, Acceso a la vacuna contra el Covid-19 me-

diante el mecanismo Covax, 5 de octubre de 2020. Disponible en:

https://www.paho.org/es/noticias/5-10-2020-acceso-vacuna-con-

tra-covid-19-mediante-mecanismo-covax

3 Ibidem

4 Véase, Octavio Miramontes, Entendamos la vacuna contra Co-

vid-19 en México, op. cit.

5 Ibidem

6 [1] Véase, México autorizará que empresas y gobiernos locales

puedan adquirir vacunas Covid: AMLO, El Financiero, 22 de ene-

ro de 2021. Disponible en: https://www.elfinanciero.com.mx/sa-

lud/mexico-autorizara-que-empresas-y-gobiernos-locales-puedan-

adquirir-vacunas-covid-amlo

7 Véase, Perla Miranda e Ivette Saldaña, IP prevé esperar tres me-

ses para comprar vacunas, El Universal, 23 de enero de 2021. Dis-

ponible en: https://www.eluniversal.com.mx/nacion/ip-preve-es-

perar-tres-meses-para-comprar-vacunas

8 Véase, #LordVacuna: el funcionario de Edomex que usó “in-

fluencias” para que su familia fuera vacunada contra el Covid-19

y ahora será sancionado, Infobae, 30 de diciembre de 2020. Dis-

ponible en: 

https://www.infobae.com/america/mexico/2020/12/30/sera-san-

cionado-el-funcionario-de-edomex-que-uso-influencias-para-que-

su-familia-fuera-vacunada-contra-el-covid-19/

9 Véase, Jannet López Ponce, En Coahuila se cuelan 29 funciona-

rios en vacunación contra Covid-19, Milenio, 30 de diciembre de

2020. Disponible en: https://www.milenio.com/estados/coahuila-

cuelan-29-funcionarios-vacunacion-covid-19

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

(Rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 2O. Y 27 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
A CARGO DEL DIPUTADO ULISES GARCÍA SOTO, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Ulises García Soto, integrante de la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto, por el que se adicionan el Apartado D al artí-
culo 2o. y un tercer párrafo el artículo 27 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de reconocimiento de la Madre Tierra, al tenor
del siguiente

Planteamiento del problema

“Si supiera que el mundo se ha de acabar mañana,
hoy aún plantaría un árbol”: Martin Luther King hi-
jo.

La Madre Tierra comprende y reproduce a todos los
seres vivos, ecosistemas, biodiversidad y demás indi-
viduos que la componen; y por lo tanto la hacen im-
portante para nuestra subsistencia como sociedad,
pues ella nos da las herramientas para vivir en com-
plementariedad y armonía.
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La Madre Tierra tiene raíz desde la cosmovisión indí-
gena, pues nuestros pueblos indígenas reconocen a la
Tierra, Agua, Aire y Fuego como aquellos elementos
sagrados que le pertenecen y es por eso la importancia
de que ahora nosotros la reconozcamos y la preserve-
mos.

Hoy más que nunca debemos de cuidar a nuestra Ma-
dre Tierra, pues los pronósticos son deplorables, debi-
do a que hay científicos que auguran que nuestro pla-
neta entrara en un deterioro irreversible para el 2030 si
no se hace nada al respecto y se continua con un ca-
lentamiento global acelerado. Es importante para el
Estado mexicano que tome acciones respecto al tema,
a fin de evitar el daño ecológico y como primera ac-
ción se debe reconocer a la Madre Tierra desde la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Nuestros pueblos indígenas, reconocidos en el artícu-
lo segundo constitucional, son parte esencial para la
conformación de nuestra nación y como baluartes de
la Tierra y el equilibrio ecológico, el Estado debe re-
conocer y plasmar su visión sobre la Madre Tierra.

Incluir el precepto de la Madre Tierra, da paso a que se
tomen acciones en distintos ámbitos; por ejemplo, des-
de la educación básica se nos deben enseñar el apro-
vechamiento de los recursos renovables, acciones para
sustituir el uso de compuestos químicos que dañan el
ambiente y evitar aquello que no puede tener una se-
gunda vida útil. Asimismo, se generará una mayor
conciencia de la responsabilidad que todo individuo
tiene con su entorno. Además, será una piedra angular
para seguir incorporando medidas de protección a la
Madre Tierra, desde un punto de vista holístico.

Alrededor del mundo y en México, la Madre Tierra
parte desde una cosmovisión indígena, pues son los
pueblos originarios de México y Latinoamérica quie-
nes han reconocido el verdadero valor de los dones sa-
grados que la tierra nos ha dado. Por ejemplo, en al-
gunos países de centro y Sudamérica la “Pachamama”
(Madre Tierra), es deidad para los pueblos indígenas,
a la que se le debe de respetar y venerar por todos
aquellos dones dados.

En el Estado de Veracruz, se realiza la ceremonia Xo-
chitlali (Madre Tierra) en la que se le ofrecen flores,
incienso y velas con el fin de pedir fertilidad agrícola.

En el Estado de San Luis Potosí, la Madre Tierra es
una de sus principales deidades y por eso tienen la tra-
dición de enterrar el cordón umbilical de los recién na-
cidos para que el niño pueda recibir todos las riquezas
que da la tierra. Por su parte, los mayas tienen dueños
de cerros, animales, montes, etcétera, a los que elabo-
ran plegarias y ofrendas a fin de pedir permiso para ta-
lar, sembrar, o realizar cualquier alteración a sus ele-
mentos.1

Sin duda alguna, este tipo de acciones aún permiten
mantener una conexión entre la tierra y los seres vivos,
permitiendo conservar una relación de equilibrio e in-
cluso de felicidad con la naturaleza.

La Organización de las Naciones Unidas, el 22 de abril
de 2019 decretó que cada año, se conmemorara al Día
Internacional de la Madre Tierra, en que se reconoce a
la Tierra y sus ecosistemas que son los que nos pro-
porcionan la vida, además tiene el propósito de gene-
rar conciencia sobre la importancia de proteger a la
Tierra, para así construir un medio ambiente sosteni-
ble.

Desde esta misma tesitura la ONU ha hecho hincapié,
que los países miembros deben promover la educación
hacia el planeta y a los ecosistemas que nos rodean, a
fin de que a través de la educación se puedan tomar
medidas para combatir el cambio climático, y además
inspirar a la población a reconsiderar como interactua-
mos con el mundo natural, pues vivimos en un mundo
en donde el capitalismo ha sido parte de esta destruc-
ción natural.

La ONU incluso ha mencionado la importancia de cre-
ar una legislación que protejan los derechos de la Ma-
dre Tierra, asimismo ha reconocido a países como
Ecuador y Bolivia por los esfuerzos que han hecho pa-
ra que en su legislación se reconozca a la Madre Tie-
rra como sujeto colectivo de interés público. Un ejem-
plo, que es de felicitar es la Ley Marco de la Tierra y
Desarrollo Integral Para Vivir Bien, en la que se esta-
blece los fundamentos del desarrollo integran para vi-
vir con armonía y equilibrio con la Madre Tierra.2

México es un país diverso en ecosistemas y por eso lo
hace un país rico en recursos naturales, pues tan solo
en México se encuentra presente 12 por ciento de la di-
versidad terrestre del planeta, por lo que se considera
a nuestro país “megadiverso”. Por lo mismo, la con-
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servación y protección de los recursos naturales debe
considerarse como un tema central para la cuarta
transformación e incluso, un tema de seguridad nacio-
nal.

Gracias a la diversidad de ecosistemas en nuestro pa-
ís, miles de turistas nos visitan para poder admirar la
belleza de paisajes naturales que la Madre Tierra nos
ha otorgado. Por tales motivos, el pueblo de México
debe encontrarse agradecido, pues sin duda alguna, es-
tos dones nos han servido para generar sustento y ri-
queza a toda nuestra población e incluso después de
cientos de años de saqueos colonialistas y décadas del
neoliberalismo depredador.

Vivimos en una época en la que debemos hacer con-
ciencia para mitigar aquellos problemas que están aca-
bado poco a poco con la Madre Tierra, por eso generar
políticas ambientales debe ser primordial para cual-
quier Estado. Generar conciencia sobre el buen uso del
aprovechamiento de los recursos naturales es tarea de
todos y el reconocimiento a los dones que la Tierra nos
dio debe ser un agradecimiento que desde la Carta
Magna tiene que estar plasmado.

Argumentos

Los indígenas kogui, de la Sierra Nevada de Santa
Marta, Colombia, imbuidos por su milenario respeto
hacia la Madre Tierra, le hablan así a “hermanito me-
nor” (los blancos): “… Si no llegamos de común acuer-
do a aprender la Historia para respetar y cuidar todos
los seres vivos, piedras, árboles, animales y gente, el fi-
nal de este mundo se acerca. Por eso se habla mucho de
aprender, de comprender la Historia, pues todavía es
tiempo de vivir. No es tiempo todavía de acabamos, de
terminar. Por eso hay que enseñar y aprender unos a
otros; hermanito menor nos enseña y nosotros le ense-
ñarnos. Sería un acuerdo espiritual y material…”3

El objetivo de la presente iniciativa es incorporar a la
Constitución Política el concepto de la “Madre Tierra”
como objeto de derecho, y así reconocer una cosmovi-
sión que liga a todos los individuos, seres vivos y a
nuestro planeta, el cual debemos conservar y proteger
a fin de poder seguir disfrutando de sus innumerables
beneficios. 

Como se ha señalado anteriormente, la ONU ha reco-
nocido a la “Madre Tierra”, y por tanto, plasmar este

precepto en nuestra constitución política, más que in-
tentar plasmar un derecho o una obligación desde el
punto de vista del positivismo jurídico, atiende a la ne-
cesidad insertar en nuestra norma suprema los más al-
tos valores del ser Humano, que cabe señalar este es
un concepto comúnmente concebido por los pueblos
originarios de la nación.

Asimismo, es importante señalar que la presente ini-
ciativa se aborda desde un punto de vista laico; y pre-
tende ser un llamado a mantener la armonía entre
nuestro entorno natural y los individuos, no solamente
desde un punto de vista científico, en cuanto a los ele-
mentos físicos, químicos y biológicos que componen
el medio ambiente, sino desde un punto de vista holís-
ticos y hermenéutico, ya que solo con una compren-
sión amplia de la interrelación de los seres vivos y los
elementos naturales podremos valorar nuestro ecos,

nuestro hábitat, nuestro territorio nacional e incluso el
planeta Tierra.

En la primera parte de la presente iniciativa se propo-
ne incorporar un apartado “D” al artículo 2 de la Cons-
titución Política a efecto de incorporar el reconoci-
miento en nuestra norma suprema y como objeto de
derecho a la Madre Tierra; de la siguiente forma: “La
nación mexicana reconoce a la Madre Tierra como
sujeto colectivo de interés público, fuente de rique-
za y bienestar para todos los seres vivos”. Esta re-
forma es pertinente en el mencionado artículo 2 de la
Constitución debido a que versa sobre el reconoci-
miento de los pueblos y comunidades originarias de
nuestra nación, en consecuencia, el concepto de la Ma-
dre Tierra debe ser incorporado junto los preceptos
que atienden sobre la nación mexicana. Además, en el
multicitado artículo 2 se hace una mención de los re-
conocimientos constitucionales, como en el apartado
A, se prevé el reconocimiento al derecho a los pueblos
y comunidades indígenas, a su libre determinación y
autonomía. Por su parte, el Apartado C señala el reco-
nocimiento a las comunidades afromexicanas como
parte de la composición pluricultural de México. Es
por todo lo anterior que adicionar un apartado D al ar-
tículo 2o. para reconocer el concepto de la Madre Tie-
rra, resulta idóneo y pertinente.

De igual forma, la presente propuesta de decreto esta-
blece adicionar un párrafo al artículo 27 de la Consti-
tución Política, ya que es de explorado derecho que es-
te artículo nacido de la Revolución Mexicana versa

Gaceta Parlamentaria Martes 9 de febrero de 202142



sobre la Tierra y el interés social de su tenencia. De es-
ta manera se propone incorporar: “Los componentes
y sistemas de vida de la Madre Tierra como los son
el agua, la tierra, la flora, la fauna y todos los ele-
mentos naturales deben considerarse como dones
sagrados otorgados al pueblo de México. El interés
privado no estará por encima del interés superior
de la Madre Tierra”.

La presente iniciativa de reconocimiento constitucio-
nal de la “Madre Tierra”, pretende que la nación me-
xicana recobre su corresponsabilidad con todos los
elementos y riquezas naturales que se nos ha dotado
como país, y que sobre estos no se anteponga el inte-
rés económico, rapaz y depredador que tiene al borde
del colapso y la extinción a nuestros ecosistemas y a
gran número de especies. Por todo lo expuesto se pro-
ponen las presentes reformas constitucionales con el
siguiente:

Fundamento legal

El suscrito, en ejercicio de la facultad que confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 77,
numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración de esta Soberanía el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que adicionan el apartado D al artí-
culo 2o. y un tercer párrafo al artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de reconocimiento de la Madre
Tierra

Único. Se adicionan el apartado D al artículo 2o. y un
tercer párrafo al artículo 27 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reco-
nocimiento de la Madre Tierra, para quedar como si-
gue:

Artículo 2o. La nación mexicana es única e indivisi-
ble.

…

…

…

…

A. a C. …

D. La Nación mexicana reconoce a la Madre Tierra
como sujeto colectivo de interés público, fuente de
riqueza y bienestar para todos los seres vivos.

Artículo 27. La propiedad de las tierras y aguas com-
prendidas dentro de los límites del territorio nacional,
corresponde originariamente a la Nación, la cual ha te-
nido y tiene el derecho de transmitir el dominio de
ellas a los particulares, constituyendo la propiedad pri-
vada.

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de
utilidad pública y mediante indemnización. 

Los componentes y sistemas de vida de la Madre
Tierra como los son el agua, la tierra, la flora, la
fauna y todos los elementos naturales deben consi-
derarse como dones sagrados otorgados al pueblo
de México. El interés privado no estará por encima
del interés superior de la Madre Tierra.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.elsoldemexico.com.mx/analisis/La-Madre-Tierra-

en-la-cosmovisi%C3%B3n-ind%C3%ADgena-243210.html

2 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2017/04/la-pro-

teccion-de-la-madre-tierra-a-debate-en-la-onu/

3 Una visión general de la relación del hombre con la naturaleza,

http://repiica.iica.int/DOCS/B0540E/B0540E.PDF

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado Ulises García Soto (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTO-
RALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DE LOS ÁNGE-
LES AYALA DÍAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada federal María de los Ángeles
Ayala Díaz, y las diputadas y los diputados del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nume-
ral 1, fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el numeral 3
del artículo 156; y se adicionan el numeral 6 del artí-
culo 138, el numeral 3 del artículo 139 y, los numera-
les 6 y 7 del artículo 278, de la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La emergencia sanitaria derivada de la pandemia por
Covid-19 ha trastocado la forma de vida de la pobla-
ción a nivel mundial. Han cambiado las costumbres, la
manera de impartir la educación, el mercado laboral,
la convivencia social. Pero particularmente la salud y
economía a nivel global se han visto seriamente daña-
das.

Nuestro país no es la excepción. Actualmente en Mé-
xico existe una evidente lentitud en el avance del pro-
ceso de vacunación, así como el agravamiento de los
contagios de Covid-19, lo que sin duda extenderá a
más entidades el freno de la economía.

Según el reporte técnico de la Secretaría de Salud pre-
sentado el 25 de enero de 2021, el número de casos po-
sitivos confirmados por día fue de 8 mil 521; el núme-
ro de defunciones confirmadas por día por Covid-19
fue de 659; el número total de casos positivos confir-
mados fue de 1 millón 771 mil 740 y; el total de de-
funciones confirmadas en México por Covid-19 fue de
150 mil 273.

Por otro lado, según el Inegi, el Índice Global de la Ac-
tividad Económica de México (IGAE) registró en el
onceavo mes de 2020 un incremento de 0.9 por ciento

en su comparación mensual, lo que fue su menor alza
desde junio. A tasa anual, el IGAE registró un descen-
so de 3.5 por ciento, y con ello acumuló 17 meses en
terreno negativo.

En este contexto, la falta de una estrategia clara para
enfrentar la crisis sanitaria, económica y social, por
parte del gobierno federal, ha provocado que el confi-
namiento social se siga extendiendo, y que las empre-
sas y negocios que no son considerados como esencia-
les se mantengan cerrados.

En este escenario de emergencia sanitaria, están por
celebrarse las próximas elecciones el 6 de junio de
2021. De acuerdo con el Instituto Nacional Electoral
(INE), se renovará la Cámara de Diputados; 15 guber-
naturas; 30 congresos locales; mil 900 ayuntamientos
y juntas municipales; se prevé la participación de 94
millones 800 mil ciudadanas y ciudadanos inscritos en
el Padrón Electoral, para lo que será necesaria la ins-
talación de 161 mil casillas y la contratación de más de
50 mil Supervisores y Capacitadores Electorales.

Sin embargo, en medio de la emergencia de salud y de
crisis económica y social, el INE ha tenido que instru-
mentar diversas medidas extraordinarias encaminadas,
principalmente, a facilitar a las ciudadanas y ciudada-
nos con credenciales para votar vencidas que puedan
participar en las elecciones. De esta manera el órgano
responsable de organizar las elecciones, busca subsa-
nar los efectos que ha tenido la pandemia ocasionada
por el Covid-19 en los procedimientos y tramites que
los electores tienen que cumplir para estar en condi-
ciones de emitir su voto en las elecciones de 2021.

De acuerdo al comunicado de prensa número 179 pu-
blicado por el INE, el 30 de julio de 2020,1 el Conse-
jo General del INE aprobó que las credenciales para
votar que pierden vigencia el primero de enero de
2021, podrán ser utilizadas en las elecciones ordina-
rias o, en su caso, extraordinarias, que se celebren con
motivo de los procesos electorales federal y locales
2020-2021.

En ese sentido, las credenciales para votar que estén en
el supuesto referido deberán ser excluidas del padrón
electoral y de la lista nominal de electores, el día si-
guiente de la celebración de comicios del domingo 6
de junio de 2021, o los extraordinarios que en su caso
se deriven.
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De acuerdo al corte del padrón electoral al 30 de junio
de 2020, con esta medida se pretende garantizar el vo-
to y derecho a identificación de 4 millones 565 mil
942 ciudadanas y ciudadanos cuya credencial perderá
vigencia el día primero de enero de 2021.

Además, las consejeras y consejeros electorales deter-
minaron por unanimidad ampliar los plazos de la cam-
paña de actualización de la credencial para votar. Apar-
te de cumplir con regularidad las actividades de
actualización del padrón electoral y la lista nominal an-
tes de cada proceso electoral, para garantizar el derecho
a votar al mayor número de ciudadanas y ciudadanos,
en esta ocasión, considerando los efectos que ha tenido
la pandemia ocasionada por el Covid-19, proponen
modificaciones en los plazos de actualización de la cre-
dencial para votar e inscripción al Padrón Electoral.

Los plazos definidos por los consejeros del INE que-
daron de la siguiente manera: para los casos de ins-
cripción al padrón electoral y actualización de datos de
la credencial para votar, el plazo concluirá, en vez del
15 de diciembre como se tenía previsto, hasta el 10 de
febrero; mientras que para el caso de reposición o
reimpresión por robo o extravío sin cambio de datos
será hasta el 25 de mayo. Además, los ciudadanos po-
drán recoger su credencial para votar por actualización
o inscripción hasta el 10 de abril, y por reposición sin
cambio de datos hasta el 4 de junio.

Como se puede observar, si bien es cierto que el Con-
sejo General del INE llegó a estos acuerdos para mo-
dificar los plazos y garantizar el derecho a votar al ma-
yor número de ciudadanas y ciudadanos, también lo es
que este tipo de medidas en un escenario de emergen-
cia sanitaria o de pandemia no está previsto en la le-
gislación vigente.

Es evidente que la magnitud de la crisis en diferentes
vertientes por la que está atravesando el país, ha reba-
sado las herramientas y los recursos de todo tipo que
se tenían disponibles para cumplir con las políticas y
programas dirigidas a la población. De ahí la impor-
tancia de una reacción inmediata y de instrumentar
medidas y estrategias que hagan frente y mitiguen los
efectos de la crisis. Y precisamente uno de los ele-
mentos que se han visto superados es la legislación en
diversas materias. Sin duda, la emergencia sanitaria ha
mostrado que se requiere revisar y actualizar la legis-
lación que regula diferentes ámbitos.

Y una de esas materias es la electoral; por ello las ac-
ciones que está implementando el INE para permitir
que las y los ciudadanos emitan su voto en las próxi-
mas elecciones, a pesar de los efectos de la pandemia,
son pertinentes y resultan necesarias a pesar de no es-
tar previstas de manera expresa en la legislación elec-
toral, toda vez que se está buscando garantizar el dere-
cho de las y los ciudadanos a participar en las
elecciones con su voto.

Es por ello que a través de la presente iniciativa se bus-
ca darle permanencia en la ley a este tipo de acciones
y estrategias, tomando en consideración un escenario
de emergencia sanitaria. En este sentido, la iniciativa
propone que aquellos ciudadanos cuya credencial para
votar haya perdido su vigencia durante una emergen-
cia sanitaria, se les permita emitir su voto. Y se espe-
cifica que las credenciales para votar de esos ciudada-
nos deberán ser excluidas del padrón electoral y de la
lista nominal de electores, el día siguiente de la cele-
bración de las elecciones o los extraordinarios que en
su caso se deriven.

También propone que los plazos para actualizar y so-
licitar la inscripción en el padrón electoral, sean am-
pliados el tiempo necesario cuando se realicen elec-
ciones en situaciones de emergencia sanitaria o
pandemia. Además, para el caso de reposición de la
credencial para votar, cuando se haya extraviado, haya
sido robada o sufrido deterioro grave, también se plan-
tea que el plazo referido en la ley sea ampliado el tiem-
po necesario en un escenario de elecciones que se ce-
lebren en una emergencia sanitaria.

De esta manera se incorporan en la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales, disposi-
ciones legales que buscan contribuir a darle certeza ju-
rídica a procedimientos que no estaban previstos en un
escenario de emergencia sanitaria. Y que, como lo
muestran los hechos, no requirieron de la demanda de
recursos adicionales por parte del INE para su instru-
mentación. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de:

Decreto que reforma el numeral 3 del artículo 156;
y se adicionan el numeral 6 del artículo 138, el nu-
meral 3 del artículo 139 y, los numerales 6 y 7 del
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artículo 278, de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales

Artículo Único. Se reforma el numeral 3 del artícu-
lo 156; y se adicionan el numeral 6 del artículo 138,
el numeral 3 del artículo 139 y, los numerales 6 y 7
del artículo 278, de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, para quedar como si-
gue:

Artículo 138.

1. a 5. …

6. El plazo para actualizar el padrón electoral refe-
rido en el primer párrafo del presente artículo, se-
rá ampliado el tiempo necesario cuando se realicen
elecciones en situaciones de emergencia sanitaria o
pandemia.

Artículo139.

1. a 2. …

3. Los plazos para solicitar la inscripción en el pa-
drón electoral referidos en el presente artículo, se-
rán ampliados el tiempo necesario cuando se reali-
cen elecciones en situaciones de emergencia
sanitaria o pandemia.

Artículo 156.

1 a 2…

3. A más tardar el último día de enero del año en que
se celebren las elecciones, los ciudadanos cuya cre-
dencial para votar hubiera sido extraviada, robada o
sufrido deterioro grave, deberán solicitar su reposición
ante la oficina del Registro Federal de Electores co-
rrespondiente a su domicilio. El plazo referido en el
presente párrafo será ampliado el tiempo necesario
cuando las elecciones se celebren en situaciones de
emergencia sanitaria o pandemia.

4. a 5. …

Artículo 278.

1. a 5. …

6. En el caso de procesos electorales federal y loca-
les que se celebren en situaciones de emergencia sa-
nitaria o pandemia, los presidentes de casilla per-
mitirán emitir su voto a aquellos ciudadanos cuya
credencial para votar haya perdido su vigencia du-
rante la emergencia sanitaria.

7. En el caso referido en el párrafo anterior, las cre-
denciales para votar que estén en ese supuesto de-
berán ser excluidas del padrón electoral y de la lis-
ta nominal de electores, el día siguiente de la
celebración de las elecciones o los extraordinarios
que en su caso se deriven.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Instituto Nacional Electoral realizara las
adecuaciones reglamentarias necesarias a más tardar a
los 60 días posteriores a la entrada en vigor del pre-
sente decreto.

Tercero. El Instituto Nacional Electoral emitirá, en su
caso, los lineamientos generales correspondientes pa-
ra el cumplimiento de lo previsto en el presente decre-
to, a más tardar a los 90 días posteriores a la entrada
en vigor de éste.

Nota

1 Consultado en: https://centralelectoral.ine.mx/2020/07/30/am-

plia-ine-vigencia-credenciales-usadas-las-elecciones-2021/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada María de los Ángeles Ayala Díaz (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 30 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO ÓSCAR JIMÉNEZ

RAYÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Óscar Jiménez Rayón, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXIV Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta honora-
ble asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En años recientes, las tecnologías de información y co-
municación (TIC) han adquirido un papel de primera
relevancia en diferentes sectores y en la vida cotidiana
de las personas, por ejemplo, en la administración pú-
blica, las empresas, la educación y la salud, entre
otros. De manera particular, respecto a su incorpora-
ción en la esfera educativa, hay una importante evi-
dencia sobre su impacto en los aprendizajes de los
alumnos de los distintos niveles educativos, principal-
mente, en educación básica. 

Existe consenso entre los especialistas sobre los bene-
ficios tangibles que brindan las TIC para mejorar los
procesos educativos, logrando apoyar los procesos de
aprendizaje. De allí la pertinencia de que los niños y
adolescentes crezcan con bases firmes y responsables
en materia del uso de la tecnología.

Desde el siglo pasado, diversos organismos interna-
cionales han establecido la importancia del uso de las
TIC en el ámbito educativo. 

Cuenta de ello dan las Metas de Desarrollo del Mile-
nio declaradas por las Naciones Unidas en el 2000, es-
pecíficamente la Meta 2.A (lograr la educación prima-
ria universal), el Objetivo 8 (fomentar una asociación
mundial para el desarrollo) y la Meta 8.F, que estable-
ce: en cooperación con el sector privado, dar acceso a
los beneficios de las nuevas tecnologías, especialmen-
te de información y comunicaciones. La intención de
estas metas, es reducir la pobreza a través del aprove-
chamiento de las capacidades que ofrecen las TIC pa-

ra mejorar el nivel y calidad educativa que permita la
integración de todos los grupos sociales en el entorno
productivo.1

También, destacan los objetivos de la iniciativa Edu-

cation For All (EFA), que busca aumentar la partici-
pación, la equidad y la calidad de la enseñanza-apren-
dizaje a lo largo de la vida para todos los seres
humanos. También, las TIC se perciben como una he-
rramienta fundamental para lograr tales fines, por su
capacidad de aumentar la tasa actual de progreso en
los países en desarrollo, principalmente cuando coad-
yuvan en la educación a distancia para la formación
docente. Asimismo, el Plan de Acción de la primera
fase de la World Summit on the Information Society

(WSIS) plantea la necesidad de una alfabetización en
materia de TIC de la población mundial, al reconocer
que todas las personas deberían poseer “las habilida-
des necesarias para beneficiarse plenamente de la so-
ciedad de la información” (WSIS, 2003).2

Por su parte, la Organización de las Naciones para la
Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), entre los
principios sobre las TIC refiere que éstas pueden in-
crementar las oportunidades de educación al permitir
superar las barreras geográficas; apoyando sobre todo
la educación a distancia, reformando el proceso de 
enseñanza-aprendizaje, desarrollando en la población
habilidades tecnológicas para permitir el aprendizaje a
lo largo de la vida, todo esto, a través de un uso equi-
librado de medios y de una formación docente fortale-
cida. La razón por la cual se vislumbran en las TIC to-
das estas potencialidades, son sus características
(Cabero, 1998): inmaterialidad, interactividad e inter-
conexión, instantaneidad, elevados parámetros de cali-
dad de imagen y sonido, digitalización, mayor in-
fluencia sobre los procesos que sobre los productos,
penetración en todos los sectores (culturales, económi-
cos, educativos, industriales, y más), innovación, ten-
dencia hacia automatización y diversidad.

Según la misma organización, las tecnologías de la in-
formación y la comunicación pueden complementar,
enriquecer y transformar la educación.3 Esta Organi-
zación comparte los conocimientos respecto a las di-
versas formas en que la tecnología puede facilitar el
acceso universal a la educación, reducir las diferencias
en el aprendizaje, apoyar el desarrollo de los docentes,
mejorar la calidad y la pertinencia del aprendizaje, re-
forzar la integración y perfeccionar la gestión y admi-
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nistración de la educación. En tal virtud, busca ejem-
plos exitosos de aplicación de las TIC a la labor peda-
gógica –ya sea en escuelas primarias de bajos recur-
sos, universidades en países de altos ingresos o centros
de formación profesional– con miras a elaborar políti-
cas y directrices.

Mediante actividades de fomento de la capacidad, ase-
soramiento técnico, publicaciones, investigaciones y
conferencias internacionales como la Conferencia In-
ternacional sobre la Inteligencia Artificial en la Edu-
cación4 o la Semana del Aprendizaje Mediante Dispo-
sitivos Móviles5, la Unesco ayuda a los gobiernos y a
otras partes interesadas a valerse de las tecnologías pa-
ra fomentar el aprendizaje.

La Unesco está emprendiendo un importante esfuerzo
denominado “Aprovechar las TIC para alcanzar las
metas de Educación 2020”. En particular, el proyecto
tiene por objeto:

-Coordinar debates en todo el mundo y propiciar el
intercambio de conocimientos entre los responsa-
bles de la formulación de políticas acerca de la ma-
nera en que sería posible aprovechar en gran escala
las TIC para apoyar la ejecución del ODS 4;

-Ayudar a los Estados Miembros a elaborar políti-
cas, planes generales y estrategias nacionales relati-
vas al uso de las TIC en la educación;

-Concertar iniciativas conjuntas y apoyar proyectos
nacionales emblemáticos sobre el aprovechamiento
de las TIC en pro del ODS 4;

-Fortalecer el aumento de capacidad de los docen-
tes para el uso de las TIC en la educación y empo-
derar a niñas y mujeres mediante actividades con-
juntas con otros proyectos de fideicomiso de la
Unesco;

-Documentar y difundir las prácticas idóneas para
utilizar las TIC en la educación, con especial aten-
ción a las innovaciones en el ámbito digital.6

Es importante recordar que el Objetivo 4 de los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible, se refiere a “Garantizar
una educación inclusiva, equitativa y de calidad y pro-
mover oportunidades de aprendizaje para todos”.7

En este mismo tenor, es preciso destacar los aportes de
especialistas como Isabel Sagenmüller, quien mencio-
na que incorporar herramientas tecnológicas en la edu-
cación aporta beneficios que promueven el conoci-
miento y la interacción, además la eficiencia y la
productividad en el salón de clases entre los profeso-
res y nuestros niños.8 A grandes trazos, según su aná-
lisis, la educación se puede beneficiar de la tecnología
en los siguientes aspectos: Colaboración, optimización
del tiempo, flexibilidad y capacidad de adaptación en
el aprendizaje, mayor comunicación con los alumnos,
reducción de costos, inmediatez para buscar y entregar
información de calidad de manera rápida y eficaz en
tiempo real y exploración ya que las nuevas permiten
que los estudiantes satisfagan su interés de conoci-
mientos por áreas desconocidas para ellos, autopro-
porcionándose nuevos conocimientos.

Por otro lado, Carolina Matamala Riquelme, maestra
en Metodologías de la Investigación en Ciencias So-
ciales y doctora en Sociología y Antropología de la
Universidad Complutense de Madrid, refiere que los
alumnos con alto capital cultural son quienes tienen
mayor capacidad de adquirir nuevos conocimientos y
desarrollar sus destrezas o aptitudes, y en suma, mejo-
rar su educación a través del uso de las TIC.9

En general, hay consenso entre los expertos en que las
ventajas de las TIC en la educación son:

1. Interacción sin barreras geográficas. Los usuarios
se encuentran casi todo el tiempo interactuando en-
tre sí a través de foros o redes sociales. Si se trata de
un curso coordinado por un docente, no es necesa-
rio que estén todos juntos en un salón para poder
interactuar, ya que internet permite crear foros de
discusión y así participen todos los integrantes, aun-
que no estén físicamente cerca.

2. Diversidad de información. Mediante el acceso a
internet cualquier persona puede estar informada
sobre las últimas novedades de prácticamente cual-
quier tema. El conocimiento no se limita a un libro
de texto o un docente dentro del salón, además de
que se pueden contrarrestar fuentes y opiniones y
llegar a distintos puntos de vista sobre un asunto.

3. Aprendizaje a ritmo propio. Con alternativas co-
mo los cursos online o moocs cada usuario puede
estudiar a su propio ritmo y en el horario que le con-
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venga, ahorrando tiempo y dinero ya que no tienen
que trasladarse a una academia.

4. Desarrollo de habilidades. Se trabaja de buscar
información confiable en la red. Internet es un mar
de información donde navegar, pero gran cantidad
de los contenidos no son confiables, por lo que uti-
lizando esta herramienta el alumno adquiere habili-
dades de discernimiento para saber cuánto está
frente a información valiosa y cuando está recibien-
do información descartable. Además, se aprende a
utilizar las máquinas, lo que resulta de gran utilidad
para cualquier persona.

5. Fortalecimiento de la iniciativa. En la educación
online cada alumno es responsable de su proceso de
aprendizaje, por lo que puede resultar una buena
manera de reforzar la iniciativa de cada uno para
continuar estudiando y aprendiendo; ya que, si bien
los buenos cursos conllevan el acompañamiento y
guía del docente, ninguno estará sobre el alumno
para que complete la tarea.

6. Corrección inmediata. El aprendizaje a través de
Internet también brinda un sistema de retroalimen-
tación inmediata cuando el usuario se equivoca en
una respuesta, permitiendo al estudiante conocer
que se está equivocando en el momento que está co-
metiendo el error.10

En síntesis, es posible concluir que las herramientas
tecnológicas pueden favorecer la educación e impulsar
el talento de los alumnos, de allí la trascendencia de
que todos los niños y jóvenes aprendan a usarlas de
manera responsable.

Con todo, si bien existe una literatura importante que
aborda los efectos positivos de la tecnología de infor-
mación en el proceso de enseñanza aprendizaje, sobre
todo, en educación básica, no están bastante documen-
tados los efectos negativos que trae aparejados. En ge-
neral, se señalan los siguientes:

1. Distracciones. Es muy fácil que con el internet
surjan pérdidas de tiempo a cada rato, por lo que ca-
da persona debe autocensurarse en estas cuestiones
y dejar las distracciones de internet para los mo-
mentos de ocio, evitándolas al máximo cuando se
está trabajando o estudiando.

2. Aprendizaje superficial. En la web se encuentra
información en abundancia, pero muchas veces no
es de calidad. Ello puede llevar a aprendizajes in-
completos o, lo que es peor aún, a aprendizajes
erróneos.

2. Proceso educativo poco humano. El proceso de
aprendizaje, al ser a través de una pantalla, puede
volverse impersonal y frío ya que no se estará en
contacto con compañeros y docentes.

3. No es completamente inclusivo. El aprendizaje
online no es accesible a todo el mundo, ya que gran
parte de la población mundial no tiene acceso a es-
ta herramienta. Además, muchas personas se niegan
a aprender a utilizar los ordenadores, tal es el caso
de gran mayoría de los adultos mayores.

4. Puede anular habilidades y capacidad crítica.
Prácticas como la escritura a mano se ven amenaza-
das con la masificación de las máquinas. Diversos
estudios han demostrado que este tipo de escritura
beneficia el desarrollo cognitivo, y el uso perma-
nente de las maquinas provocará que muchas per-
sonas “se olviden” cómo es o la dejen de practicar
por considerarla poco útil o anticuada. También, el
pensamiento crítico puede verse amenazado con In-
ternet, ya que muchos esperarán encontrar en la
web todas las respuestas a los dilemas académicos
que se presentan dejando de un lado la reflexión
personal.

5. Pérdida de memoria a corto plazo. El uso perma-
nente de la tecnología puede traer diversas conse-
cuencias para la salud, entre las que se destaca la
pérdida de memoria a corto plazo, es decir, la res-
ponsable de mantener la información del cerebro.
¿Por qué? Tener almacenada toda la información en
los dispositivos móviles evita que tengamos que
pensar o esforzarnos por recordar.

6. Trastornos asociados a las nuevas tecnologías. La
Organización Mundial de la Salud (OMS) reveló
que una de cada cuatro personas padece trastornos
asociados a las nuevas tecnologías, entre los que se
destacan: síndrome del túnel carpiano, problemas
de audición, de salud mental, sobrepeso, lesiones en
el sistema nervioso, enfermedades visuales e inclu-
so adicción.
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Dados los efectos negativos que puede generar el uso
de las TIC en los alumnos, la presente iniciativa tiene
como objetivo principal fomentar estrategias metodo-
lógicas o modelos pedagógicos en la educación básica
que eviten inconvenientes en los alumnos (distracción,
adicción, pérdida de tiempo, fiabilidad de la informa-
ción, aislamiento, aprendizajes incompletos, ansiedad,
etc.) durante el uso de las tecnologías de la informa-
ción a través del aprendizaje.

Para poner en su justa dimensión la relevancia del te-
ma, basta señalar las siguientes cifras:

-En el ciclo escolar 2019-2020, la matrícula de edu-
cación básica ascendió a 25 millones 253 mil 306
alumnos –cifra que representa 69 por ciento de la
matrícula del Sistema Educativo Nacional– que son
atendidos por 1 millón 225 mil 341 docentes en 230
mil 24 escuelas. Del total de alumnos de este nivel
educativo, 258 mil 121 corresponden a Educación
Inicial; 4 millones 891 mil 2 a Preescolar; 14 millo-
nes 20 mil 204 a Primaria; y 6 millones 536 mil 261
a Secundaria.11

-El porcentaje de escuelas de educación básica que
cuentan con computadoras es de 54 por ciento.

-El porcentaje de escuelas de educación básica que
cuentan con conexión a Internet de 35.9 por ciento.

-Según el Instituto Federal de Telecomunicaciones
(IFT), el internet es la TIC más usada a nivel nacio-
nal, con 66 de cada 100 personas de 6 años o más.
En el sector educativo, la brecha más grande se ob-
serva entre quienes tienen primaria y secundaria, ya
que pasar de primaria al siguiente nivel educativo
incrementa la probabilidad de usar Internet casi 30
puntos porcentuales. En elación al uso de redes so-
ciales, la brecha más grande entre probabilidades se
observa entre quienes tienen primaria y secundaria,
pasar de primaria al siguiente nivel aumenta la pro-
babilidad en poco más de 39 puntos porcentuales.12

Resulta indudable que las nuevas tecnologías posibili-
tan suministrar medios para la mejora de los procesos
de enseñanza y aprendizaje; para la gestión de los en-
tornos educativos en general; pueden facilitar la cola-
boración entre las familias, los centros educativos, el
mundo laboral y también pueden contribuir a superar
las desigualdades sociales; pero su utilización a favor

o en contra de una sociedad más justa dependerá en
gran medida de la educación. 

En este sentido, los impactos previstos en la presente
iniciativa, relacionados con fomentar la educación de
las tecnologías de la información, serían los siguien-
tes: 

-Instrumento para procesar información y fuente
abierta de información.

-Herramienta de diagnóstico, evaluación, rehabili-
tación.

-Medio didáctico: guía el aprendizaje, informa, en-
trena, motiva. 

-Generador de nuevos escenarios formativos donde
se multiplican los entornos y las oportunidades de
aprendizaje.

-Medio lúdico para el desarrollo cognitivo

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece y tutela el derecho
universal a la educación; asimismo, señala que su im-
partición deberá contribuir a desarrollar armónicamen-
te todas las facultades en el crecimiento del ser huma-
no. También, señala que los “planes y programas de
estudio tendrán perspectiva de género y una orienta-
ción integral, por lo que se incluirá el conocimiento de
la tecnología y la innovación”. Ello reviste singular re-
levancia, ante todo, en la circunstancia actual, donde
todos los alumnos se encuentran tomando clases a dis-
tancia a causa de la pandemia del coronavirus Covid-
19.

A decir de los especialistas, dicha situación está gene-
rando un impacto adverso en términos de los aprendi-
zajes de los alumnos, un incremento en los niveles de
deserción y en las oportunidades educativas. 

Ante este panorama, el uso adecuado de las distintas
tecnologías de la información y comunicación deben
ser parte de los planes y programas de estudio para que
se genere una concientización sobre su manejo ade-
cuado y responsable, que contribuyan al desarrollo in-
tegral de los niños y jóvenes de una manera sana y se-
gura.
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En este sentido, la propuesta de la Iniciativa quedaría
como se muestra a continuación:

En atención a lo anteriormente expuesto, someto a la
consideración de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 30 de la
Ley General de Educación

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXV y se
recorren las subsecuentes al artículo 30 de la Ley Ge-
neral del Educación, para quedar como sigue:

Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas
de estudio de la educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán,
entre otros, los siguientes:

I. … XXIV. …

XXV. La enseñanza sobre el uso adecuado de las
tecnologías de la información y comunicación
durante el desarrollo de su formación académi-
ca.

XXVI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 [1]http://www.revista.unam.mx/vol.14/num2/art16/#up

2 https://1library.co/document/y9ge73dq-educacion-con-tic-para-

la-sociedad-del-conocimiento.html

3 https://es.unesco.org/themes/tic-educacion

4 Una conferencia internacional sobre Inteligencia Artificial (IA)

tomó lugar en Beijing (China), del 16 al 18 de mayo de 2019.

Constituyó una plataforma para los Estados Miembros, las organi-

zaciones internacionales, así como la sociedad civil y la industria

de la IA con miras a: debatir sobre las posibilidades de anticipar las

competencias necesarias para vivir en la era de la IA y compartir

las experiencias sobre el desarrollo de estas competencias, algo de

debe permitir que las personas se adapten a una sociedad en la que

la IA tenga su lugar; intercambiar sobre las tendencias más recien-

tes de la IA y la manera en que ayudan a diseñar la educación y el

aprendizaje; evaluar las lecciones sacadas a partir de las nuevas

políticas y estrategias nacionales que permiten la utilización de la

IA como instrumento para alcanzar el ODS 4; y reforzar la coope-

ración y las alianzas internacionales con el objetivo de promover

una utilización equitativa, inclusiva y transparente de la IA en la

educación. https://es.unesco.org/themes/tic-educacion/conferen-

cia-ia-educacion-2019.

5 [1]La Semana del Aprendizaje Móvil (MLW) es el principal

evento de las Naciones Unidas sobre la tecnología de la informa-

ción y las comunicaciones (TIC) en la educación, y ha sido orga-

nizada por la UNESCO y sus asociados durante ocho años conse-

cutivos. https://es.unesco.org/mlw

6 https://es.unesco.org/themes/tic-educacion/weidong

7 https://es.unesco.org/themes/liderar-ods-4-educacion-

2030#:~:text=El%20Objetivo%20de%20Desarrollo%20Sosteni-

ble,todos%E2%80%9D%20de%20aqu%C3%AD%20a%202030.

8 Sagenmüller, Isabel. (2016). Beneficios de la tecnología en edu-

cación, noviembre 4 de 2016, de U-Planner. Sitio web
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ht tps : / /www.u-planner.com/es /b log/benef ic ios-de- la -

tecnolog%C3%ADa-en-educación

9 Matamala Riquelme, Carolina (2016). Uso de las TIC en el ho-

gar: Entre el entretenimiento y el aprendizaje informal, 2016, de la

Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica. Si-

tio 

web https://scielo.conicyt.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S

0718-07052016000400016

10 https://www.universia.net/mx/actualidad/orientacion-academi-

ca/importancia-tic-sector-educacion-1129074.html

11 [1] https://www.planeacion.sep.gob.mx/estadisticaeindicado-

res.aspx

12 Instituto Federal de Telecomunicaciones, “Uso de las TIC y ac-

tividades por Internet en México: impacto de las características so-

ciodemográficas de la población (versión 2019)” . Consultar en

http://www.ift.org.mx/sites/default/files/contenidogeneral/estadis-

ticas/usodeinternetenmexico.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado Óscar Jiménez Rayón (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS FERNANDO GAR-
CÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, diputa-
do a la LXIV Legislatura por el Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en re-
lación con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-

no de esta soberanía iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona una fracción V Ter al artícu-
lo 73 de la Ley General de Salud, con el propósito de
ampliar la infraestructura de atención a la salud men-
tal, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) ubica
a la salud mental como un asunto de interés público,
cuya importancia demanda instrumentar estrategias y
programas de atención integral; de suerte tal que ello
signifique para la población mundial expectativas ma-
yores de independencia, competencia, aceptación de la
capacidad de crecimiento y realización a nivel emo-
cional e intelectual, con el fin de alcanzar así el bien-
estar personal y social.

Sabido es que la salud mental es factor decisivo, gra-
cias al cual las personas superan entre otras cosas; el
estrés que día a día se vive, además de que les ayuda
también a ser más productivos en el trabajo y en lo ge-
neral, a mejorar la relación frente a otros individuos y
la actitud ante circunstancias familiares y sociales. De
ahí la necesidad de dar a esta disciplina tal importan-
cia que permita la recuperación tanto emocional como
física, aparte de la productividad de la población.

Dada precisamente la importancia que reviste el tema
de la salud en lo general y en lo particular la de carác-
ter mental, como un asunto a atender con el propósito
de garantizar una vida saludable y promover el bien-
estar para todos en todas las edades, es que ha sido in-
cluida en uno de los 17 Objetivos del Desarrollo Sos-
tenible, contenidos en la agenda respectiva que ha sido
adoptada en 2015 por los estados miembros de la
ONU.

El tercero de estos objetivos, denominado Salud y
Bienestar precisa que “se requieren esfuerzos concer-
tados en estos y otros frentes para lograr la cobertura
sanitaria universal y la financiación sostenible para la
salud”, así como “abordar la creciente carga de enfer-
medades no transmisibles, incluida la salud mental”.

Respecto a ello y de acuerdo con un comunicado ofi-
cial de mayo de 2020, en éste se refiere un informe de
Naciones Unidas publicado en la misma fecha “sobre
política acerca de la Covid-19 y la salud mental” en el
que se revela que la pandemia “está poniendo de ma-
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nifiesto la necesidad de aumentar urgentemente la in-
versión en servicios de salud mental si el mundo no se
quiere arriesgar a que se produzca un aumento drásti-
co de las enfermedades psíquicas”.

Incluso, el propio director general de la Organización
Mundial de la Salud (OMS), doctor Tedros Adhanom
Ghebreyesus, ha considerado que “los efectos de la
pandemia en la salud mental están siendo sumamente
preocupantes”, al fundamentar que “el aislamiento so-
cial, el miedo al contagio y el fallecimiento de fami-
liares se ven agravados por la angustia que causa la
pérdida de ingresos y, a menudo, de empleos”.

Se expone así que “hay algunos grupos poblacionales
que pueden ser más proclives a sufrir malestar psico-
lógico generado en el contexto de la Covid-19”, al
ejemplificarse el caso “de los profesionales sanitarios
de primera línea, que se enfrentan a una sobrecarga de
trabajo, al riesgo de contagio y la necesidad de tomar
decisiones de vida o muerte”.

El comunicado abunda que “durante la pandemia, en
China, se han notificado tasas elevadas de depresión
(50 por ciento), ansiedad (45 por ciento) e insomnio
(34 por ciento) en el personal sanitario y, en el Cana-
dá, 47 por ciento de los profesionales han referido que
necesitan apoyo psicológico”.

Agrega asimismo que “otro grupo de riesgo son los ni-
ños y los adolescentes” al explicar que “el aislamiento
en el hogar ha aumentado el riesgo de que los niños
presencien a sufran actos de violencia y maltrato” y
acota que “algunos de los niños más vulnerables en la
situación actual son los que presentan discapacidades,
los que viven en condiciones de hacinamiento y los
que trabajan en la calle”.

Refiere que también las mujeres corren riesgo, “sobre
todo las que deben compatibilizar la escolarización de
los niños en el hogar, el teletrabajo y las tareas do-
mésticas”. Así también otros grupos como “las perso-
nas de edad avanzada y las que presentan problemas
de salud mental”. Expone además que “otro motivo de
preocupación es el aumento del consumo de bebidas
alcohólicas”, según indican los expertos en salud men-
tal.

La OMS puntualiza que “el aumento del número de
personas que necesitan atención mental y psicosocial

se ha visto agravado por la interrupción de los servi-
cios de salud física y mental”, dado que “muchos cen-
tros de salud mental se han habilitado para atender a
enfermos de Covid-19”, por cuya causa “los sistemas
asistenciales se han visto afectados por los casos de
Covid-19 entre el personal de salud mental y por el
cierre de los servicios presenciales”.

De cara a este panorama, el director general de la
OMS indica que “resulta muy evidente que uno de los
principales objetivos de la respuesta y la recuperación
de la pandemia de Covid-19 es satisfacer las necesida-
des de salud mental”. Abunda que se “trata de una res-
ponsabilidad colectiva que deben asumir los gobiernos
y la sociedad civil, con el apoyo de todo el sistema de
las Naciones Unidas” cuando advierte al respecto que
“si no nos tomamos en serio el bienestar emocional de
las personas, los costos sociales y económicos para la
sociedad serán prolongados”.

En el comunicado se enuncia asimismo como necesa-
rio “seguir apoyando la aplicación de medidas de ám-
bito comunitario para fortalecer la cohesión social y
mitigar los sentimientos de soledad, en particular en
las personas más vulnerables como los ancianos”.

En relación a ello, Dévora Kestel, directora del Depar-
tamento de Salud Mental y Uso de Sustancias de la
OMS, ha dicho que “la ampliación y la reorganización
de los servicios de salud mental, que resultan tan ne-
cesarias en todo el mundo, abren la oportunidad de re-
construir los sistemas de salud mental con visión de
futuro”, en cuya finalidad “se deben elaborar y finan-
ciar planes nacionales para trasladar la atención de las
instituciones a los servicios comunitarios, ampliar la
cobertura de los servicios de salud mental incluidos en
los seguros de enfermedad y crear la capacidad de re-
cursos humanos necesarias para mejorar la calidad de
la asistencia sociosanitaria en esta esfera fuera de los
centros de salud”.

En su oportunidad, la OMS puso en marcha el Plan de
Acción sobre Salud Mental 2013-2020, el cual “tiene
un enfoque integral y multisectorial, con coordinación
de los servicios de los sectores sanitario y social, y
concede especial atención a la promoción, prevención,
tratamiento, rehabilitación, atención y recuperación”.
La estrategia en comento tiene como eje central “el
principio mundialmente aceptado de que no hay salud
sin salud mental”.

Martes 9 de febrero de 2021 Gaceta Parlamentaria53



El plan fundamenta que “las personas con trastornos
mentales presentan tasas desproporcionadamente ele-
vadas de discapacidad y mortalidad” al ejemplificar
que “las personas con depresión mayor o esquizofre-
nia tienen una probabilidad de muerte prematura 40 a
60 por ciento mayor que la población general, debido
a los problemas de salud física, que a menudo no son
atendidos y al suicidio”. Cita que “a nivel mundial” es-
te padecimiento “es la segunda causa más frecuente de
muerte en los jóvenes”.

Se argumenta también que “los trastornos mentales in-
fluyen a menudo en otras enfermedades tales como el
cáncer, las enfermedades cardiovasculares o la infec-
ción por el VIH/SIDA, y se ven influidos por ellas, por
lo que requieren servicios y medidas de movilización
de recursos comunes” y ejemplifica que “hay pruebas
de que la depresión predispone al infarto de miocardio
y a la diabetes, que a su vez aumentan la probabilidad
de sufrir depresión”. 

Se revela incluso que “muchos factores de riesgo, ta-
les como el bajo nivel socioeconómico, el consumo de
alcohol o el estrés, son comunes a los trastornos men-
tales y a otras enfermedades no transmisibles” y abun-
da que “también hay una considerable coincidencia
entre los trastornos mentales y los trastornos por con-
sumo de sustancias”. Entre otros sustentos, se precisa
además que “por sí sola”, la depresión ha representado
“4.3 por ciento de la carga mundial de morbilidad, y se
encuentra entre las principales causas mundiales de
discapacidad, sobre todo entre las mujeres”.

Entre otros objetivos del plan en referencia, está “pro-
porcionar en el ámbito comunitario servicios de asis-
tencia social y de salud mental completos, integrados
y con capacidad de respuesta” en cuyo contexto se ex-
pone que “la OMS recomienda el desarrollo de servi-
cios integrales de salud mental y de asistencia social
de base comunitaria; la integración de la asistencia y
los tratamientos de salud mental en los hospitales ge-
nerales y la atención primaria; la continuidad asisten-
cial entre diferentes prestadores y niveles del sistema
de salud; la colaboración eficaz entre los prestadores
de atención formales e informales, y el fomento de la
autoasistencia”.

Dentro de las acciones propuestas en la estrategia y
que dada las circunstancias actuales cobran importan-
cia, está la “reorganización de los servicios y amplia-

ción de la cobertura, con una cobertura creciente de in-
tervenciones científicamente contrastadas para dolen-
cias prioritarias y recurriendo a una red de servicios
comunitarios de salud mental interrelacionados” en los
cuales se incluya “además de breves ingresos hospita-
larios, atención ambulatoria en hospitales generales,
atención primaria, centros de salud mental integral,
centros de atención diurna, apoyo a las personas con
trastornos mentales que vivan con su familia y vivien-
das subvencionadas”.

Asimismo, se ha destacado que “la disponibilidad del
número adecuado de profesionales sanitarios compe-
tentes, dedicados y bien formados y su distribución
equitativa son fundamentales para la expansión de los
servicios de salud mental y la consecución de mejores
resultados”.

La depresión, la ansiedad, la epilepsia, la demencia y
la esquizofrenia; son entre otros, padecimientos cuyo
grado de afectación tiende a agravarse y que por tanto
demandan de acciones y políticas públicas de atención
integral en materia preventiva y de tratamiento a la po-
blación afectada.

Especialistas en el estudio del tema han alertado que la
presencia de problemas de salud entre la población tie-
ne sin duda repercusiones negativas en el óptimo des-
arrollo de las personas; y desde luego en el bienestar
conjunto en todos y cada uno de los aspectos de la vi-
da. De ahí la necesidad de actuar a tiempo.

Desde la óptica de la OMS, las acciones clave a ins-
trumentar para incidir en la disponibilidad de los ser-
vicios requeridos para la atención de la salud mental
son: incluir el asunto en los programas de salud públi-
ca, mejorar la organización de los servicios en la ma-
teria, integrar a la misma a la atención primaria, au-
mentar los recursos humanos para la atención
respectiva. Todo ello, a partir de la instrumentación de
una política pública de largo plazo; donde se conside-
ren las inversiones suficientes para la construcción y
financiamiento de la infraestructura que garantice la
cobertura de los servicios a la población.

En razón de los argumentos expuestos que hablan por
sí mismos, dada la seriedad e importancia de las insti-
tuciones que los respaldan, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se modifica la Ley General de
Salud

Artículo Único. Se adiciona la fracción V Ter al artí-
culo 73 de la Ley General de Salud, para quedar como
como sigue:

Artículo 73 …

I. a V Bis. …

V Ter. La contratación de profesionales, así como
la construcción de infraestructura para garanti-
zar la cobertura de servicios hospitalarios, la
asistencia ambulatoria y la atención óptima en
los centros de salud mental integral;

VI. a IX. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-

guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes de consulta

www.consaludmental.org/centro-documentacion/plan-accion-

mental-oms/

www.un.org/sustainabledevelopment/health/

www.salud.gob.mx/unidades/cdi/documents/SaludMental/Mexi-

co.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 4O., 10 Y 11 DE LA LEY

PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MI-
CRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA, A CARGO DE LA DI-
PUTADA GERALDINA ISABEL HERRERA VEGA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Geraldina Isabel Herrera Vega, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 4, fracción II, inciso g); 10, fracción VI; y 11, frac-
ción IV, de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, a partir de los datos arrojados por la En-
cuesta Nacional sobre Productividad y Competitividad
de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas de 2018,
las micro, pequeñas y medianas empresas (Mipyme)
generan 72 por ciento del empleo y 52 del producto in-
terno bruto. De un universo de 4 millones 169 mil 677
Mipyme del sector manufacturero, comercio y servi-
cios privados no financieros, 97.3 corresponde a mi-
croempresas.1 De ahí la importancia de las Mipyme en
la economía mexicana y su capacidad de generar el in-
greso en la mayor parte de los hogares del país.

El efecto de la pandemia por SARS-Cov2 ha generado
el cierre de muchas de esas unidades económicas, esto
ha sido peor ante la falta de estímulos económicos por
parte del gobierno federal, así como la falta de aten-
ción de este sector desde el inicio de la presente admi-
nistración.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) publicó el estudio Perspectivas

de la OCDE en ciencia, tecnología e innovación en

América Latina 2016, donde se refiere a las mega-
tendencias, que podemos entenderlas como podero-
sas fuerzas que inducen cambios socioeconómicos,
ambientales, tecnológicos y políticos que ya hoy in-
fluyen en el desarrollo de economías y sociedades,
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moldeando nuestro futuro, frecuentemente de mane-
ras inesperadas.2 Estas megatendencias multidimen-
sionales, que se refuerzan mutuamente y en ocasio-
nes se oponen, afectarán la dirección y el ritmo del
cambio tecnológico y los descubrimientos científi-
cos, e influirán en todas las actividades futuras de las
sociedades.

Lo anterior hace una clara referencia a que el cambio
vendrá de la mano de la revolución tecnológica, y por
supuesto, también de los avances que se tengan desde
la investigación científica y su aplicación a todos los
ámbitos de la vida. Por ello, es fundamental que las
Mipyme que hoy no cuentan con los estímulos econó-
micos necesarios, vean fortalecida su actividad econó-
mica a través de los insumos que puede aportar la
ciencia en su productividad.

El documento de la OCDE citado hace referencia a
que la ciencia del sector público continuará desempe-
ñando una función esencial en el desarrollo de conoci-
mientos y competencias para su explotación en la eco-
nomía.3 Esa fuente define que el intercambio y la
reutilización de datos de investigación podría generar
más valor por los fondos públicos.

Del estudio de la OCDE podemos deducir que los
montos de inversión pública destinados a investiga-
ción, que en muchas ocasiones son cuestionados por
la aportación real que tienen a la sociedad o a la eco-
nomía más allá de generar publicaciones académi-
cas, bien puede servir para generar un repertorio de
información de acceso abierto que permita su mejor
aprovechamiento por los actores sociales y económi-
cos. En ese sentido, es fundamental que el gobierno
como ente articulador entre diversos sectores sea
quien acerque esa información a quienes pueden ex-
plotarla.

Otro caso de éxito que puede resultar de la relación en-
tre la ciencia y las Mipyme es el desarrollo de un nue-
vo paradigma dentro del modelo dual, haciendo que no
solo sea desarrollado en empresas manufactureras de
gran tamaño. Para poner en contexto podemos retomar
del estudio de la OCDE Educación superior en Méxi-

co: resultados y relevancia para el mercado laboral,4

que define el aprendizaje basado en el trabajo como el
que puede ayudar a los estudiantes a lograr mejores re-
sultados laborales y complementar el aprendizaje que
se tiene en el aula, y es que, a través de esas prácticas

los estudiantes desarrollan competencias profesionales
y técnicas relevantes para el trabajo, así competencias
transversales.

Para conocer de una mejor manera como esa “tropi-
calización” del modelo dual hacia las Mipyme se ha
dado de manera exitosa, podemos revisar el artículo
de diversos autores del periódico Milenio denomina-
do “Las Pyme y la investigación científica”5 que, en
resumen, identifica que hacia las pequeñas unidades
económicas esto significa que por un lado las uni-
versidades aportan investigadores, centros de inves-
tigación y laboratorios, mientras que por el otro, las
empresas no solo consultan y exponen sus necesida-
des sino que abren puertas a analistas, practicantes,
mismos que muchas veces se integran de esa mane-
ra al mundo laboral. Dicha publicación hace referen-
cia al caso europeo donde en los últimos años los
productos que han salido de la alianza estratégica
entre centros de investigación y Pymes han alcanza-
do casi 20 por ciento de la producción total en la
Unión Europea.

Queda claro que es fundamental la incorporación de la
investigación científica en las MiPymes es especial-
mente importante que la ciencia pública se enfoque en
brindar beneficios para ese sector además de generar
valor con la inversión pública que ya se tiene destina-
da en el Presupuesto de Egreso de la Federación.

Si bien es necesario cumplir las obligaciones señala-
das en la Ley para el Desarrollo de la Competitividad
de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, también lo
es que se contemple en su contenido la aplicación de
la investigación científica dentro de MiPymes y que
deje de ser un beneficio exclusivo de las empresas con
gran capacidad económica y tamaño; por ello la fina-
lidad de esta propuesta.

Derivado de lo anterior, se propone reformar los artí-
culos 4, fracción II, inciso g); 10, fracción VI; y 11,
fracción IV, de la Ley para el Desarrollo de la Compe-
titividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
para quedar de la siguiente manera:
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Por lo expuesto propongo la discusión y, en su caso, la
aprobación del siguiente proyecto de

Decreto que reforma los artículos 4, fracción II, in-
ciso g); 10, fracción VI; y 11, fracción IV, de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa

Único. Se reforman los artículos 4, fracción II, inciso
g); 10, fracción VI; y 11, fracción IV, de la Ley para el
Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña
y Mediana Empresa, para quedar como sigue:

Artículo 4. Son objetivos de esta ley

I. …

…

II. Promover

a) a f) …

g) Esquemas para la modernización, innovación,
aplicación de la investigación científica y des-
arrollo tecnológico en las Mipyme;

…

Artículo 10. La planeación y ejecución de las políticas
y acciones de fomento para la competitividad de las
Mipyme debe atender los siguientes criterios:

I. a V. …

VI. Enfocar estrategias y proyectos de moderniza-
ción, innovación, aplicación de la investigación
científica y desarrollo tecnológico para las Mipy-
me;

…

Artículo 11. Para la ejecución de las políticas y accio-
nes contenidas en el artículo anterior, deberán consi-
derarse los siguientes programas:

I. a III. …

IV. Promover una cultura tecnológica en las Mipy-
me; modernización, innovación, aplicación de la
investigación científica y desarrollo tecnológico;

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Inegi presenta re-

sultados de la Encuesta Nacional sobre Productividad y Competi-

tividad de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas” de 2018, 2

de septiembre de 2019. Recuperado de 
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https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2019/especiales/ENAPROCE2018.pdf

2 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.

Perspectivas de la OCDE en ciencia, tecnología e innovación en

América Latina 2016, actualizado al 19 de septiembre de 2018.

Recuperado de https://www.oecd-ilibrary.org/science-and-techno-

logy/perspectivas-de-la-ocde-en-ciencia-tecnologia-e-innovacion-

2 0 1 6 - e x t r a c t o s _ 9 7 8 9 2 6 4 3 0 3 5 4 6 -

es;jsessionid=nuMPTYm4bqbVpGOUO5hodb0n.ip-10-240-5-18

6

3 Ídem.

4 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.

Educación superior en México: resultados y relevancia para el

mercado laboral, 2019. Recuperado de https://www.oecd.org/cen-

trodemexico/medios/educacion_superior_en_mexico.pdf

5 Milenio, “Las Pyme y la investigación científica”, 29 de enero de

2016. Recuperado de https://www.milenio.com/opinion/varios-au-

tores/re-incidente/las-pymes-y-la-investigacion-cientifica

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Geraldina Isabel Herrera Vega (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY DEL INSTITU-
TO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS

TRABAJADORES, A CARGO DEL DIPUTADO CARLOS IVÁN

AYALA BOBADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, Carlos Iván Ayala Bobadilla, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, al tenor de los siguientes

Considerandos

Que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establece en su artículo 4° que, toda fami-
lia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y deco-
rosa.

Que el SARS-Cov2 apareció en China en diciembre
pasado provocando una enfermedad llamada Covid-
19. Es un nuevo virus que se ha extendido a más de
cien países en Asia, Europa, América, África y Medio
Oriente.

Que en México, la Secretaría de Salud Federal anun-
ció el año pasado en el mes de febrero, el primer caso
de SARS-Cov2 (Covid-19) en la Ciudad de México
con antecedente de viaje a Italia.

Que ante la situación de salud pública que se presenta
por el aumento en los niveles de propagación del Co-
vid-19, la Organización Mundial de la Salud emitió un
comunicado en el que reconoció al brote de enferme-
dad por el virus SARS-Cov2 (Covid-19) como una
pandemia, debido a los elevados niveles de propaga-
ción y gravedad.

Que para evitar la propagación masiva del SARS-
Cov2 (Covid-19), la Jefa de Gobierno de la Ciudad de
México anunció en marzo del año pasado, el cierre
obligatorio de establecimientos y recintos que propi-
cian la aglomeración de personas, entre los que se en-
cuentran: cines, teatros, museos, iglesias, deportivos,
entre otros.

Que en el mismo mes de marzo del año 2020, fue pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el Acuer-
do por el que se establecen las medidas preventivas
que se deberán implementar para la mitigación y con-
trol de los riesgos para la salud que implica la enfer-
medad por el SARS-Cov2 (Covid-19).1

Que debido al brote de Covid-19 en la Ciudad de Mé-
xico, distintos sectores de la población de la capital del
país se han visto afectados económicamente.
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Que con la pandemia Covid-19 la venta de vivienda en
las principales ciudades del país se ha visto afectada
por la pérdida de empleos y el impacto económico, lo
que ha obligado a las familias a rentar.

Que la vivienda es un bien necesario y tangible para el
ser humano, y es también un impulsor de crecimiento
económico y del mercado interno del país, hoy en día
se revalora su función como la más social de las in-
fraestructuras y un lugar en donde sentirnos seguros.

Que el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores (Infonavit), cuenta con el progra-
ma social Arrendavit, que tiene como objetivo que los
trabajadores que no cuentan con un crédito, puedan
disponer de una vivienda cómoda o puedan pagar una
renta accesible, mientras tanto avanza el tiempo para
que dicho trabajador pueda comprarla.

Que, en términos generales, el Arrendavit es un servi-
cio que permite rentar una casa en un conjunto habita-
cional participante, utilizando el saldo de la Subcuen-
ta de Vivienda que funja como aval y garantía de pago
mediante descuento de la renta del salario de nómina,
sin perder tu derecho al crédito hipotecario.

Que el programa Arrendavit es una de las opciones
más nuevas que ofrece el Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) para
todos sus derechohabientes, entendiendo las necesida-
des laborales de ciertas personas que por la naturaleza
de su trabajo, estilo de vida o simple decisión perso-
nal; no desean adquirir una vivienda, el Instituto les da
la opción de rentar una casa-habitación o departamen-
to utilizando su crédito del Infonavit.2

Que ante dicha crisis sanitaria, es necesario que el Go-
bierno Mexicano, ponga en marcha un plan emergen-
te que ayude a los mexicanos a soportar las cargas eco-
nómicas debido a la falta de empleo ocasionado por la
contingencia, para lo cual, se propone que las personas
puedan utilizar sus recursos de la subcuenta de vivien-
da del Infonavit para el pago de renta de su vivienda,
o en su defecto, que sea directamente el Instituto quien
pague esa renta, por los siguientes:

Exposición de Motivos

Desde siempre, tener una vivienda es una condición
indispensable para sobrevivir y desarrollarse como ser

humano en términos de seguridad, autonomía e inde-
pendencia. El derecho a la vivienda pretende dar satis-
facción a la necesidad que tiene toda persona de tener
un lugar adecuado para vivir. Es considerado como un
derecho inalienable al individuo. Es concebido tam-
bién como el resguardo del ser humano y de su fami-
lia que actúa como plataforma para su desenvolvi-
miento e influye en su progreso individual y colectivo.

La violación del derecho a la vivienda, amenaza por
ejemplo al derecho a la integridad física y mental, co-
mo cuando se vive ante la imposibilidad de cubrir la
renta de un alquiler; vulnera también el derecho al tra-
bajo; pone en riesgo el derecho a la salud, a la educa-
ción y al libre desarrollo de las personas, los cuales
son imposibles de ejercer en espacios hacinados sin
condiciones mínimas de habitabilidad.

La estrategia mundial de la vivienda, preparada por la
ONU, define vivienda adecuada como “un lugar para
poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad
adecuada, iluminación y ventilación, adecuadas, una
infraestructura básica adecuada y una situación ade-
cuada en relación con el trabajo y los servicios bási-
cos, todo ello a un costo razonable”.

Según consideraciones del Comité de las Naciones
Unidas de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,3 para que una vivienda sea adecuada, debe reunir
como mínimo siete criterios, tales como

• Seguridad de su tenencia;

• Disponibilidad de servicios, materiales, instalaciones
e infraestructura, o bien, que cuente con agua potable,
instalaciones sanitarias adecuadas, energía para la coc-
ción, la calefacción y el alumbrado, y conservación de
alimentos o eliminación de residuos:

• Asequibilidad, en el entendido que permita el dis-
frute otros Derechos Humanos;

• Habitabilidad, que garantice la seguridad física, pro-
porcione espacio suficiente, así como protección con-
tra el frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u
otros riesgos para la salud y peligros estructurales;

• Accesibilidad, o más bien, considere las necesida-
des específicas de los grupos desfavorecidos y mar-
ginados;
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• Ubicación, que ofrezca acceso a oportunidades de
empleo, servicios de salud, escuelas, guarderías y
otros servicios e instalaciones sociales y no esté
ubicada en zonas contaminadas o peligrosas; y, por
último; y

• Adecuación cultural, pues debe respetar la expre-
sión de la identidad cultural.

Si bien es cierto que en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos,4 en el artículo 4o., párra-
fo séptimo, se reconoce el derecho a las familias a dis-
frutar de una vivienda digna y decorosa y remite a ley
secundaria establecer los instrumentos y apoyos nece-
sarios a fin de alcanzar este objetivo, no menos cierto
es que nuestra legislación adolece de diversas incon-
sistencias que impiden calificar el derecho a la vivien-
da en México como un Derecho Humano y mucho me-
nos, se puede afirmar que es un derecho fundamental
para todos los mexicanos.

Según el Reporte anual de vivienda 2019,5 emitido por
el Infonavit, la situación de la vivienda en México es
la siguiente:

La vivienda representa generalmente el componente
más significativo del patrimonio de las familias, por lo
que su adquisición, construcción o remodelación sue-
le requerir de un esfuerzo financiero importante por
parte de los hogares, quienes hacen uso de distintas
fuentes de recursos, como son el ahorro que los hoga-
res hayan acumulado y el crédito hipotecario que les
otorgue el sistema financiero. El crédito hipotecario es

la fuente de financiamiento más importante para la ad-
quisición de vivienda.

Actualmente, la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores, señala que los
trabajadores tienen derecho a elegir su vivienda, ya
sea nueva o usada, para lo cual pueden destinar los
recursos de la subcuenta de vivienda para que se apli-
que al pago del crédito solicitado, conforme a lo si-
guiente:

…

Artículo 41. El trabajador tendrá el derecho de ele-
gir la vivienda nueva o usada, a la que se aplique
el importe del crédito que reciba con cargo al Fon-
do Nacional de la Vivienda, misma que podrá o no
ser parte de conjuntos habitacionales financiados
con recursos de dicho Fondo.

Artículo 42. Los recursos del Instituto se destinarán

I. En línea uno al financiamiento de la construcción
de conjuntos de habitaciones para ser adquiridas
por los trabajadores, mediante créditos que les otor-
gue el Instituto. Estos financiamientos sólo se con-
cederán por concurso, tratándose de programas ha-
bitacionales aprobados por el Instituto y que se
ajusten a las disposiciones aplicables en materia de
construcción.

…

II. Al otorgamiento de créditos a los trabajadores
que sean titulares de depósitos constituidos a su fa-
vor en el Instituto:

a) En línea dos a la adquisición en propiedad de ha-
bitaciones;

b) En línea tres a la construcción de vivienda;

c) En línea cuatro a la reparación, ampliación o me-
joras de habitaciones; y

d) En línea cinco al pago de pasivos adquiridos por
cualquiera de los conceptos anteriores.

…
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III. Al pago de capital e intereses de las subcuentas
de vivienda de los trabajadores en los términos de
ley;

IV. A cubrir los gastos de administración, operación
y vigilancia del Instituto;

V. A la inversión de inmuebles destinados a sus ofi-
cinas, y de muebles estrictamente necesarios para el
cumplimiento de sus fines.

VI. A las demás erogaciones relacionadas con su
objeto.

…

El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores es una institución tripartita en México,
que cuenta con la participación del sector de los traba-
jadores, el sector empresarial y el gobierno.

Los participantes más importantes en el mercado fi-
nanciero para ofrecer crédito hipotecario son los ban-
cos comerciales y los organismos nacionales de vi-
vienda, como el Infonavit o el Fovissste. Claramente,
el Infonavit posee una participación importante en el
mercado hipotecario y sus acciones ejercen una in-
fluencia relevante en el mercado de la vivienda, no
obstante, el origen de crédito del Instituto se encuen-
tra enfocada particularmente en la población de me-
nores ingresos. En contraste, los bancos comerciales
poseen una participación mucho mayor en el crédito
otorgado a hogares con niveles de ingreso medio y
alto.6

Al cierre del segundo trimestre de 2019, el Infonavit
era la institución que acumulaba mayor saldo de la
cartera hipotecaria, con un monto de mil 458.3 miles
de millones de pesos, seguido por el conjunto de los
bancos comerciales con un saldo de 882.1 miles de mi-
llones de pesos. Entre 2014 y 2019, el crecimiento re-
al del saldo de la cartera hipotecaria alcanzó un pro-
medio de 4.5 por ciento anual, lo que destacó un
crecimiento promedio del crédito otorgado por la ban-
ca comercial de 5.3 anual.7

Fuente: Banco de México e Infonavit.

Los recursos de la subcuenta de vivienda, son ahorros
de los trabajadores como resultado de su esfuerzo de
su vida laboral y, por su importancia, cada trabajador
debe participar en la toma de decisiones respecto al
destino de los recursos. Es el medio previsto en los sis-
temas de seguridad social para garantizar un ingreso al
trabajador y su familia ante eventos imprevistos y si-
tuaciones naturales que ocurren en la vida.

Actualmente, la pandemia por coronavirus ha causado
distintos estragos en México y en muchas partes del
mundo. En nuestro país, el Gobierno Mexicano decla-
ró el 30 de marzo una emergencia sanitaria, por lo que
se exhortó a que se interrumpieran las actividades con-
sideradas no esenciales, y esto ha provocado un fuerte
impacto en la economía nacional, pues entre otras
cuestiones mucha gente se ha quedado sin empleo.

La pandemia no solo ha tenido como consecuencia el
confinamiento, sino un duro golpe a la economía de
gran parte de los ciudadanos del país y quienes viven
hoy en día una difícil y complicada situación al buscar
mantener la seguridad laboral de los trabajadores.

Actualmente la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores en sus artículos
41y 42, regulan como una opción de rescate para las
personas que no cuentan con una vivienda, a ocupar
sus recursos de la subcuenta de vivienda para elegir
una vivienda nueva o usada, para construcción repara-
ción, ampliación o mejoras de habitaciones; sin em-
bargo, dentro de estas modalidades no permite a los
trabajadores ocupar sus recursos para el pago de la

renta de vivienda por circunstancias de “suspensión de
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actividades laborales por caso fortuito, fuerza mayor o
alguna contingencia sanitaria declarada por el Conse-
jo de Salubridad General, o en su defecto, que sea el
propio Fondo Nacional de la Vivienda, quien pague di-
rectamente a las arrendadoras”, previo convenios de
colaboración con el objetivo de celebrar alianzas es-
tratégicas en beneficio de los trabajadores.

Hoy, México vive una situación de crisis económica a
causa de la pandemia del COVID-19 que ha dejado a
varios trabajadores indefensos, como, por ejemplo; re-
ciben la mitad de su sueldo, o en su defecto, no reci-
ben retribución alguna debido a que las empresas en
las cuales trabajan permanecen cerradas por la misma
situación por no generara ganancias, y peor aún, que-
dan totalmente desempleados.

Como se puede observar, la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, no
contempla la opción de retiro de recursos cuando deri-
ve de una necesidad de caso fortuito, fuerza mayor o
emergencia para los trabajadores.

Por lo expuesto surge la necesidad de reformar el artí-
culo 42 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores, con el propósito de
incorporar el fundamento legal que permita a los tra-
bajadores utilizar sus recursos de la subcuenta de vi-
vienda para destinarlos al pago de la renta de vi-
vienda por circunstancias de suspensión de
actividades laborales por caso fortuito, fuerza ma-
yor o alguna contingencia sanitaria declarada por
el Consejo de Salubridad General, o en su defecto,
que sea el propio Fondo Nacional de la Vivienda,
quien pague directamente a las arrendadoras y con
ello apoyarlos en su economía por causas ajenas a
ellos.

Para esto, también puede ser viable que el pago de la
renta se descuente vía nómina del trabajador y pueda
fungir como garantía en caso de incumplimiento de
pago ante el arrendatario.

Por todo lo expuesto y, ante esta expectativa, es que
se hace necesario una reforma en materia de vivien-
da partiendo de su concepción como derecho huma-
no de todos los mexicanos, por ello, el propósito de
la presente iniciativa, va enfocada a apoyarlos en si-
tuaciones de emergencia, pero también que estos re-
cursos se encuentren respaldados para un fin social

cuando surja la necesidad, es decir, que los recursos
de la Subcuenta de Vivienda puedan destinarlos al
pago de la renta de vivienda por circunstancias de
suspensión de actividades laborales por caso fortuito,
fuerza mayor o alguna contingencia sanitaria decla-
rada por el Consejo de Salubridad General, o en su
defecto, que sea el propio Fondo Nacional de la Vi-
vienda, quien pague directamente a las arrendadoras,
con la finalidad de generan alianzas cuando surjan
este tipo de necesidades, lo cual sería clave para lo-
grar un incentivo en el ahorro de los trabajadores a
largo plazo y lograr un ingreso mínimo vital mientras
dure la emergencia. Además, orientar nuestros es-
fuerzos para que a partir del reconocimiento como
derecho fundamental se replanteen los instrumentos,
mecanismos y apoyos que garanticen el derecho hu-
mano a una vivienda adecuada.

Por los argumentos expuestos, es dable señalar que, se
requiere reformar el artículo 42 de la Ley del Insti-
tuto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores para quedar como sigue:

Con esta modificación de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, se
dará píe para armonizar diferentes ordenamientos jurí-
dicos y crear alianzas estratégicas en beneficios de los
trabajadores que pierdan su empleo por causas ajenas
a ellos, además de que exista una vinculación entre las
autoridades competentes, como el Fondo Nacional de
la Vivienda y el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, con la intención de man-
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tener el estatus ineludible en beneficio de los trabaja-
dores. 

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se adiciona la fracción VI, y se
recorre la subsecuente, al artículo 42 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para
los Trabajadores

Único. Se adiciona la fracción VI al artículo 42 de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 42. Los recursos del Instituto se destinarán:

I. a V. …

VI. Al pago de la renta de vivienda por circuns-
tancias de suspensión de actividades laborales
por caso fortuito, fuerza mayor o alguna contin-
gencia sanitaria declarada por el Consejo de Sa-
lubridad General, o en su defecto, que sea el pro-
pio Fondo Nacional de la Vivienda, quien pague
directamente a las arrendadoras.

VII. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes deberán ade-
cuar su marco jurídico regulatorio en términos de lo
establecido en el presente decreto dentro de un plazo
máximo de ciento ochenta días a partir de su entrada
en vigor.

Notas

1 Acuerdo por el que se establecen las medidas preventivas por im-

plantar para mitigar y controlar los riesgos para la salud que im-

plica la enfermedad por el SARS-Cov2 (Covid-19).

2 https://micreditoinfonavit.com/tipos-de-credito/arrendavit/

3 ACNUDH, ONU Hábitat. El derecho a una vivienda adecuada,

Ginebra, ONU, 2010.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

5 Reporte anual de vivienda 2019, Infonavit.

6 https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/6a22332f-

f 9 f e - 4 f 1 7 - 8 d 9 3 -

9efc959086b2/ReporteAnualVivienda2019.pdf?MOD=AJPE-

RES&CVID=mW5tCKM 

7 Reporte anual de vivienda 2019, Infonavit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021. 

Diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 170 DE LA LEY FEDERAL

DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA MADELEINE

BONNAFOUX ALCARAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

La que suscribe Madeleine Bonnafoux Alcaraz, dipu-
tada federal integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en esta LXIV Legislatura,
con fundamento en lo establecido en la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma la
fracción IV del artículo 170 de la Ley Federal del
Trabajo, conforme a la siguiente:
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Exposición de Motivos

La Ley Federal del Trabajo en su artículo 330 A defi-
ne al teletrabajo como una forma de organización la-
boral subordinada que consiste en el desempeño de ac-
tividades remuneradas, en lugares distintos al
establecimiento o establecimientos del patrón, por lo
que no se requiere la presencia física de la persona tra-
bajadora bajo la modalidad de teletrabajo, en el centro
de trabajo, utilizando primordialmente las tecnologías
de la información y comunicación, para el contacto y
mando entre la persona trabajadora bajo la modalidad
de teletrabajo y el patrón.

En América Latina, según estimaciones de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), un promedio
de 23 por ciento de la fuerza laboral de cada país es ap-
ta para realizar trabajo a distancia.

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
al cuarto trimestre de 2018 eran poco más de 752 mil
las personas ocupadas relacionadas con las tecnologí-
as de la información y de la comunicación (TIC) en
México1.

En México, la Confederación Patronal de la República
Mexicana (Coparmex) ha estimado que las empresas
que llevan a cabo esta modalidad de teletrabajo o tra-
bajo a domicilio han aumentado su productividad has-
ta en 28 por ciento.

La pandemia de Covid-19 ha llevado a las empresas a
reconfigurar su operación, algunas empresas han im-
plementado el trabajo desde casa. La Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) es una de las organiza-
ciones que ha realizado un análisis de las
potencialidades del teletrabajo o trabajo a domicilio y
ha abordado el impacto del mismo, afirmando que en
algunos casos aumenta la productividad, mejora el es-
tado de ánimo, contribuye a la disminución de la con-
taminación y genera ahorros para las empresas y orga-
nizaciones.

Así pues, con la crisis de salud mundial se deja de ma-
nifiesto que el teletrabajo o trabajo a domicilio es una
opción de sobrevivencia para muchas empresas, y que
más allá de la prevención de los contagios cuenta con
muchas otras ventajas tanto para las empresas como
para los trabajadores y trabajadoras.

Por otro lado, la Ley Federal del Trabajo contempla
hoy en día como opción para que la madre trabajado-
ra continúe con la lactancia materna después de con-
cluir su licencia de maternidad dos descansos extraor-
dinarios por día, de media hora cada uno para
alimentar a su hijo e hija.

La lactancia materna es un derecho de la madre y en
consecuencia un derecho fundamental del niño o niña
recién nacidos pues con ello se garantiza su derecho a
la alimentación; “los lactantes alimentados con leche
materna contraen menos enfermedades y están mejor
nutridos que los que reciben otros alimentos con bibe-
rón. La alimentación exclusiva con leche materna de
todos los bebés durante los seis primeros meses de vi-
da permitiría evitar alrededor de un millón y medio de
muertes infantiles cada año y la salud y el desarrollo
de otros varios millones mejoraría considerablemen-
te”.2

En México, la participación de las mujeres en la eco-
nomía laboral ha incrementado considerablemente,
pasando de 17.6 por ciento en 1972 a 43.2 por ciento
en 2018, es por ello que es fundamental que se imple-
menten las políticas públicas necesarias que permitan
la promoción y protección materno-infantil.

Lactancia materna es un término utilizado en forma
genérica para señalar la alimentación del recién naci-
do y lactante, a través del seno materno. La lactancia
materna forma parte de un evolucionado sistema de
alimentación y crianza, que en el ser humano ha sido
esencial para su supervivencia como especie y su alto
desarrollo alcanzado.3

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) la
lactancia materna es la forma ideal de proporcionar a
los niños pequeños el aporte nutricional, emocional e
inmunológico que necesitan para un crecimiento y
desarrollo saludables. Siempre que dispongan de bue-
na información y del apoyo de su familia y del sistema
de atención de salud, prácticamente todas las mujeres
pueden amamantar.

La OMS recomienda la lactancia materna exclusiva
durante seis meses, la introducción de alimentos apro-
piados para la edad y seguros a partir de entonces, y el
mantenimiento de la lactancia materna hasta los 2 años
o más.
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La lactancia materna es la acción preventiva más efi-
caz para prevenir la mortalidad en la niñez. La lactan-
cia materna es una de las formas más eficaces de ase-
gurar la salud y la supervivencia de los niños.

Si prácticamente todos los niños fueran amamantados,
cada año se salvarían unas 820 mil vidas infantiles.4

A nivel mundial, sólo 40 por ciento de los lactantes
menores de seis meses reciben leche materna como
alimentación exclusiva.

Es fundamental brindar los beneficios de la leche ma-
terna al bebé después del nacimiento, ya que lo prote-
gerá contra enfermedades como la diarrea gripa, infec-
ciones, alergias, estreñimientos, cólicos reflujo,
obesidad, muerte súbita, diabetes, leucemia, entre
otras. Después del nacimiento del bebé la lecha mater-
na proporciona nutrientes ideales para su desarrollo,
mejora el desarrollo intelectual, psicomotor y la agu-
deza visual, además de la confianza, seguridad y pro-
tección que le brinda el vínculo que se establece con la
madre.

Por otro lado, también otorga beneficios para la ma-
dre, le ayuda recuperarse más rápido en relación al pe-
so, le ayuda a recobrar el tamaño normal del útero,
disminuye el riesgo de presentar cáncer de mama y
ovario, así como la osteoporosis.

Aunado a lo anterior, la lactancia significa un ahorro
familia ya que permite al no necesitar gasto extra en
alimentación durante los primero seis meses de vida
del recién nacido, pero sobre todo se beneficia con un
mayor número de individuos sanos, situación que se
refleja positivamente en el sistema educativo y laboral
de un país.

En pocas palabras la lactancia materna es la primera
acción de prevención en salud para los niños al nacer,
tal y como lo señala el investigador Michael C. La-
tham Profesor de nutrición internacional Universidad
de Cornell Ithaca, Nueva York, Estados Unidos en el
estudio “Nutrición humana en el mundo en desarrollo”
de la Colección FAO: Alimentación y nutrición núme-
ro 29 de la Organización de las Naciones Unidas para
la Agricultura y la Alimentación.5

En México el promedio de lactancia materna exclusi-
va durante los primeros 6 meses de vida es de sólo

14.4 por ciento, el más bajo en Latinoamérica, junto
con República Dominicana. Gracias a la leche mater-
na, 1.4 millones de niños en países en desarrollo po-
drían salvar la vida.6

Es de considerar que entre los factores que han incidi-
do para que se presentara una reducción en la práctica
de la lactancia materna se encuentran la urbanización,
la comercialización sin racionalidad de sucedáneos de
leche materna y, muy importante, el aumento de las
actividades de las mujeres en la fuerza productiva del
país.

Según la UNICEF México, sólo 1 de cada 10 mujeres
que trabajan amamantan a sus bebes, el resto les dan
fórmulas artificiales. En este sentido es necesario eli-
minar uno de los principales obstáculos que impiden
que la mujer que trabaja continúe con la práctica de la
lactancia materna cuando las madres se incorporan de
nuevo a la actividad laboral, es por ello que se propo-
ne la presente iniciativa que presenta una opción para
las madres trabajadoras al concederles la opción de
continuar en casa después del periodo que por ley se
les concede como licencia de maternidad, con la fina-
lidad de seguir con la lactancia materna.

El compromiso que tenemos los legisladores y las le-
gisladoras que formamos parte de la legislatura de la
paridad es impulsar iniciativas y políticas públicas que
fomenten la armonización de la vida laboral con la fa-
miliar y en consecuencia cerrar la brecha de género
que existe en nuestro país.

Por lo expuesto, se propone la discusión y, en su caso,
aprobación del siguiente

Decreto que reforma la fracción IV del artículo 170
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforma la fracción IV del artícu-
lo 170 de la Ley Federal del Trabajo para quedar como
sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los si-
guientes derechos:

I. a III. …

IV. En el período de lactancia hasta por el término
máximo de seis meses, tendrán dos reposos ex-
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traordinarios por día, de media hora cada uno, pa-
ra alimentar a sus hijos, en lugar adecuado e hi-
giénico que designe la empresa, o bien, cuando es-
to no sea posible, previo acuerdo con el patrón, se
podrá reducir en una hora su jornada de trabajo
durante el período señalado, y cuando no se re-
quiera la presencia física de la madre trabaja-
dora en el centro de trabajo, se podrá optar por
la modalidad de teletrabajo conforme a lo seña-
lado en el capítulo XII Bis del título sexto de es-
ta ley.

V. a VIII. …

Transitorios

Primero. La presente reforma entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, los goberna-
dores de los estados, así como el jefe de gobierno de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, contarán con un plazo de seis meses pa-
ra adecuar los ordenamientos jurídicos y reglamenta-
rios que correspondan, a efecto de cumplir y armoni-
zarlos con las disposiciones contenidas en el presente
decreto.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-

to/2019/OcupaTIC2019_Nal.pdf

2 http://www.unicef.org/spanish/ffl/04/, La lactancia materna

3 Manual de lactancia materna 

http://web.minsal.cl/sites/default/files/files/manual_lactancia_ma-

terna.pdf

4 Publicaciones sobre la alimentación del lactante y del niño pe-

queño visible en el portal de la OMS http://www.who.int/nutri-

tion/topics/exclusive_breastfeeding/es/

5 http://www.unicef.org/spanish/nutrition/index_24824.html. Lac-

tancia materna

6 https://www.unicef.org/mexico/spanish/noticias_29440.htm

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL, CON OBJETO DE

REGULAR LA TENENCIA RESPONSABLE DE LOS ANIMALES

DOMÉSTICOS Y SU ESTERILIZACIÓN, SUSCRITA POR LOS DI-
PUTADOS CLAUDIA PASTOR BADILLA Y RENÉ JUÁREZ

CISNEROS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe diputada Claudia Pastor Badilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en
previsto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, promuevo la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral de Sanidad Animal, con el objeto de regular la
tenencia responable de los animales domésticos y la
esterilización, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

a) Contexto

México es uno de los países con mayor sobrepobla-
ción de perros y gatos. Según el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), hay 23 millones de
mascotas en nuestro país. Estos animales podrían re-
partirse en los hogares de los 24.4 millones de mexi-
canos, pero no es así. El 70 por ciento de los perros y
gatos se encuentran abandonados.1
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Actualmente no existe un censo de mascotas o anima-
les domésticos, sin embargo, la Asociación Mexicana
de Médicos Veterinarios Especialistas en Pequeñas Es-
pecies (Ammvepe), estima que hay alrededor de 28
millones de estas especies, en su mayoría sin dueño, y
lamentablemente la cifra crece un 20 por ciento
anual.2

Desafortunadamente, la falsa creencia de que los pe-
rros pueden contraer y transmitir la enfermedad Co-
vid-19 ha ocasionado el abandono, maltrato y agresio-
nes a estos animales, de acuerdo con un comunicado
emitido por la Fiscalía General de la República, “de
enero a marzo de este año (2020) las denuncias por
maltrato animal ocuparon el primer lugar de preocu-
pación entre la ciudadanía, siendo 38.35 por ciento los
expedientes en investigación.”3

Los datos anteriores, nos hacen reflexionar sobre la
falta de regulación que existe a nivel federal, para re-
ducir la sobrepoblación de animales de compañía y el
descuido latente al bienestar animal de estas especies. 

De acuerdo con la Guía de animales de compañía pa-
ra dueños responsables, publicada por la Procuraduría
Ambiental y del Ordenamiento Territorial, la relacio?n
humano-animal es compleja y ha evolucionado a tra-
ve?s del tiempo y determinadas culturas. En estudios
de investigación científica, se ha demostrado el inte-
re?s de la sociedad y la preocupacio?n que existe res-
pecto al tema del bienestar animal de todas las espe-
cies sean dome?sticas o silvestres; lo que involucra a
los animales de compan?i?a ma?s populares como el
perro o gato.4

Ahora bien, el bienestar animal está directamente rela-
cionado con la tenencia responsable de animales, por
ahora, debemos señalar que el dueño de un animal de
compañía es responsable de procurarle bienestar, por
lo que una de las medidas que pueden contribuir a ello
es la esterilización. En las líneas posteriores abordare-
mos estos temas. 

b) Bienestar animal

El bienestar animal es una de las ramas de las ciencias
veterinarias que se encuentra en firme desarrollo en
los últimos años. En ella además de la salud física, se
tiene en cuenta la salud mental o psicológica de los
animales sometidos a diversos grados de domestica-

ción o control por parte del hombre. En este universo
animal se incluyen las mascotas (perros, gatos, etc.),
animales de producción (bovinos, cerdos, aves, etc.),
animales de laboratorio de experimentación y ense-
ñanza, zoológicos, circos, etcétera.5

De acuerdo con las normas internacionales de la Orga-
nización Mundial de Sanidad Animal, el bienestar ani-
mal se entiende como “el estado físico y mental de un
animal en relación con las condiciones en las que vive
y muere.”6 Asimismo, desde 1965, dicha Organización
ha establecido cinco libertades universales bajo las
cuales se describen los derechos de los animales terres-
tres, que son responsabilidad del hombre, siendo las si-
guientes: libre de hambre, de sed y de desnutrición; li-
bre de temor y de angustia; libre de molestias físicas y
térmicas; libre de dolor, de lesión y de enfermedad; li-
bre de manifestar un comportamiento natural. 

Sumado a ello, de conformidad con el artículo 4 de la
Ley Federal de Sanidad Animal, el bienestar animal es
un conjunto de actividades encaminadas a proporcio-
nar comodidad, tranquilidad, protección y seguridad a
los animales durante su crianza, mantenimiento, ex-
plotación, transporte y sacrificio. 

Como se observa, el bienestar animal incluye la salud
física y mental, por lo que es responsabilidad del due-
ño procurar el adecuado desarrollo del animal y sus ne-
cesidades específicas tales como alimentación, cariño,
cuidados de higiene, atenciones médicas, entre otras.

c) Vida sintiente

El bienestar animal está relacionado con la vida sin-
tiente de éste, existen estudios que han demostrado la
capacidad de los animales para tener sensaciones, co-
mo el afecto, apego o sufrimiento; por esta razón, me-
recen un trato digno y protección. 

Hablar de sintiencia implica que los animales (huma-
nos y no humanos) son conscientes de sus propios en-
tornos, tienen una dimensión emocional, aprenden de
las experiencias, la sensibilidad que desarrollan les
permite experimentar dolor, hambre, calor, frío; pue-
den elegir sus relaciones, etcétera.7

A nivel internacional, el artículo 13 del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea8 reconoce a los
animales como seres sensibles. 
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En México, se ha considerado a la Constitución Políti-
ca de la Ciudad de México, como vanguardista en el
tema de protección animal, al regular en su artículo 13,
inciso B, el reconocimiento de los animales como se-
res sintientes, fomentado su trato digno, respetuoso,
una tutela responsable, el deber ético y la obligación
jurídica de cualquier persona para respetar su vida e
integridad. 

Asimismo, la Ley de Derechos y Protección para los
Animales en el Estado de Michoacán de Ocampo y la
Ley de protección a los Animales del Distrito Federal,
en sus artículos 2 y 4, respectivamente, reconocen a
los animales como seres sintientes y la obligación que
tienen las autoridades y la población en general, para
procurar su bienestar y trato adecuado. 

Como vemos, los animales experimentan sensaciones
físicas y emocionales que indudablemente influyen en
su estado de bienestar, de ahí el impuso que el recono-
cimiento jurídico como seres sintientes se suma al
bienestar que se les debe procurar durante su periodo
de vida.

d) Tenencia responsable

La tenencia responsable es la condición por la cual el
dueño de un animal “acepta y se compromete a procu-
rarle una adecuada provisión de alimento, habitáculo,
protección, salud y buen trato durante toda la vida,
además de prevenir riesgos como la agresión, lesiones
o enfermedades infecciosas que el perro pueda provo-
car a la comunidad, a otros animales o al medio am-
biente.”9

Tener un animal de compañía requiere de un compro-
miso y responsabilidad que dura muchos años, por
ejemplo los perros viven aproximadamente entre 8 y
20 años;10 en el caso de los gatos la esperanza de vida
puede ser de 3 a 12 años, incluso hasta 20 años. En
ambos animales, la prolongación de su vida depende
de si se encuentran en la calle o en el hogar. 

Una de las responsabilidades más importantes del due-
ño de un animal de compañía, es encargarse de que és-
te no contribuya con sus camadas a la sobrepoblación
existente, que como hemos dicho, en nuestro país es
un problema sumamente complejo. Es por esa razón
que cuando una persona decide tener un animal, ya sea
comprando o adoptando, debe ser consciente de que

formará parte de su vida cotidiana y, en consecuencia,
debe asumir total responsabilidad hacia él. 

De acuerdo con la Facultad de Medicina Veterinaria y
Zootecnia de la Universidad del Estado de México, esa
responsabilidad nos encamina a la atención oportuna
de las necesidades fisiológicas y del entorno del ani-
mal de compañía, previniendo cualquier enfermedad o
situación que pueda afectarle, y en consecuencia, re-
percutir en el ambiente que le rodea.11

Hasta ahora, vemos que la tenencia responsable es la
mejor opción para el bienestar del animal y la salud de
los dueños, porque sin el cuidado adecuado de los pe-
rros y gatos pueden desencadenarse diversas conse-
cuencias como son: la transmisión de enfermedades a
los seres humanos y a otros animales, deterioro y con-
taminación por heces fecales en el medio ambiente,
contaminación auditiva, etcétera. 

A propósito de la contaminación en el medio ambien-
te, destaca “la generada por materia fecal y orina, ya
que es un medio de transmisio?n de enfermedades pa-
ra las personas y para otros animales; al respecto, se
estima que a nivel nacional se producen 696 toneladas
de excremento al di?a, tan so?lo en la Ciudad de Mé-
xico se reporta media tonelada al di?a y 182 toneladas
al an?o.”12

Por lo anterior, resulta indispensable implementar me-
didas que auxilien en la reducción de la sobrepobla-
ción de los animales de compañía, ya que la tenencia
responsable no solamente está relacionada con la salud
y bienestar de los animales de compañía, sino que tam-
bién se vincula con la de las personas.

e) Esterilización

La esterilización es un proceso quiru?rgico sencillo y
ra?pido que incapacita los órganos reproductivos de
un animal. Llevar a cabo este proceso es responsabili-
dad de las personas que adquieren un animal de com-
pañía. Se recomienda realizarlo “entre los cinco y nue-
ve meses de edad, una vez que hayan recibido
preferentemente su cuadro de medicina preventiva
(vacunación y desparasitación). Con ello también se
previenen conductas relacionadas con su instinto de
reproducción, así como patologías en útero de hem-
bras y problemas en testículos, en machos.”13
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Como datos estadísticos, en la Guía de Animales de
Compañía para dueños resposables, se indica que
“una hembra canina o felina no esterilizada que alcan-
za la madurez sexual bajo o?ptimas condiciones y ba-
jo el supuesto que en cada camada el 50 por ciento co-
rresponde a hembras, puede generar una descendencia
de 67 mil perros y 420 mil gatos en seis an?os, muchas
de estas cri?as sera?n abandonadas. Para evitar lo an-
terior, se recomienda la esterilizacio?n quiru?rgica
tanto para hembras como para machos de ambas espe-
cies.”14

Dentro de los beneficios que conlleva la esterilización,
se encuentran: evitar el abandono y matanza masiva de
animales, disminuir la sobrepoblación, reducción de
enfermedades zoonóticas como la rabia, leptospirosis,
brucelosis, entre otras. Además, contribuir a la salud
de los animales, al evitarles cáncer uterino, de glándu-
la mamaria, de testículos, de próstata y otras infeccio-
nes. 

Respecto al tema de la esterilización, debemos señalar
que ha sido complicado crear conciencia en los dueños
de los animales para que dentro de sus acciones, opten
como viable la esterilización temprana de sus masco-
tas, ya que pueden ser influenciados por opiniones fal-
sas, como “el hecho de que antes de esterilizar a los
animales deben de tener al menos una camada, de no
ser asi?, enfermara?n de ca?ncer, que se frustrara? si
no es padre o madre, por lo tanto, jama?s se debe usar
como excusa para decidir reproducirla.”.15

De lo planteado, vemos que la esterilización, sin duda,
contribuye al ejercicio de la tenencia responsable de
animales de compañía, pues a partir de su práctica se
disminuirá la población de estas especies, se evitará en
gran medida el abandono y maltrato. Consecuente-
mente se contribuirá a un mejor control y cuidado de
perros y gatos, con lo cual, podrá garantizarse su bien-
estar de forma más efectiva. 

II. Marco Normativo

El tema de la tenencia responsable de animales va li-
gado con el de bienestar animal y, por ende, con la es-
terilización. A nivel internacional, se tiene la Declara-
ción Universal de los Derechos de los Animales, que
fue adoptada por la Liga Internacional de los Derechos
del Animal y las Ligas Nacionales afiliadas en la Ter-
cera reunión sobre los derechos del animal, celebrada

en Londres del 21 al 23 de septiembre de 1977. Pro-
clamada el 15 de octubre de 1978 por la Liga Interna-
cional, las Ligas Nacionales y las personas físicas que
se asocian a ellas. Aprobada por la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación la Ciencia y la
Cultura (Unesco) y posteriormente por la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU).16

En su artículo 5, establece que: “a) Todo animal perte-
neciente a una especie que viva tradicionalmente en el
entorno del hombre tiene derecho a vivir y crecer al
ritmo y en las condiciones de vida y de libertad que se-
an propias de su especie; b) Toda modificación de di-
cho ritmo o dichas condiciones que fuera impuesta por
el hombre con fines mercantiles es contraria a dicho
derecho”. Y en su artículo 6, señala que: “a) Todo ani-
mal que el hombre haya escogido como compañero
tiene derecho a que la duración de su vida sea confor-
me a su longevidad natural; b) el abandono de un ani-
mal es un acto cruel y degradante.”17

Esta Declaración no tiene carácter vinculante, de he-
cho, se considera que es solo una mera exposición de
principios o información ética o moral sobre el com-
portamiento humano hacia otros seres vivos; sin em-
bargo, no debemos perderla de vista, pues nos auxilia
como referente para el trato digno y respetuoso que
debemos dar a los animales. 

En países de América Latina, se ha legislado en pro de
la tenencia responsable de animales, tal es el caso de
Chile, que cuenta con una ley número 21.020 sobre te-
nencia responsable, que representa un avance en mate-
ria de bienestar humano y animal, en ella se incluye la
obligación de los “criadores de mascotas” a entregar a
los animales esterilizados; por su parte Argentina cuen-
ta con la Ley 13.879, que tiene como objetivo alcanzar
el equilibrio de la población de perros y gatos; y Costa
Rica, que tiene la Ley número 31626-S, relativa a la re-
producción y tenencia responsable de animales de
compañía, que también regula la esterilización. 

En España, se cuenta con la Ley de Protección Animal
que regula la esterilización con carácter obligatorio
para animales de compañía; Holanda tiene la Ley de
Protección Animal y la Ley de Salud y Bienestar Ani-
mal, que prohíbe a los dueños no brindarles los cuida-
dos pertinentes o abusar de los mismos. Este último
país, es de los primeros que ha logrado acabar con el
problema de los perros callejeros. 
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A nivel nacional, la Ley Federal de Sanidad Animal re-
gula, en parte, la tenencia responsable de los de los
dueños de animales domésticos, ya que ordena en su
artículo 21, que los propietarios o poseedores deben
proporcionarles alimento y todas las condiciones ne-
cesarias de acuerdo con su edad y especie.

De igual forma, la Ley de Protección a los Animales de
la Ciudad de México, vigente desde 2002, sanciona con
multas el maltrato animal a quienes incurran en actos u
omisiones que puedan ocasionar dolor o sufrimiento a
un animal. Asimismo, fomenta las campañas de esteri-
lización y el cumplimiento de este procedimiento para
establecimientos dedicados a la reproducción, selec-
ción, crianza o venta de animales de compañía. 

A nivel estatal, los treinta y dos estados cuentan con
una ley o reglamento en la materia de estudio, por
mencionar, se encuentran: Hidalgo, Nuevo León,
Tlaxcala, Tamaulipas, Quintana Roo, entre otros. Sin
embargo, no existen normativas a nivel federal que ar-
monicen la regulación que existe sobre la materia y
que obliguen a una tenencia responsable y la conse-
cuente esterilización de los animales para conducir a
su bienestar. 

III. Justificación y Propósito de la Iniciativa

En México existe una sobrepoblación de caninos y fe-
linos, la cual puede generar problemas de salud y me-
dioambientales. Además, en los últimos años se han
registrado mayores actos de crueldad, que están rela-
cionados con el abandono, la tenencia irresponsable y
el maltrato animal. De hecho, en este año, el abando-
no se incrementó debido a falsas creencias relaciona-
das a que los perros, supuestamente eran transmisores
del virus SARS-COV2, que produce la enfermedad de
Covid-19. 

Si a esto se suma que no existe un registro y control de
las personas que se dedican a la crianza y venta de ani-
males, ni el respectivo registro de las personas que ad-
quieren un animal de compañía, podemos vislumbrar
que el problema al que nos enfrentamos no es minús-
culo; por lo que de no implementar medidas al respec-
to, podría llegar a convertirse en un problema serio de
salud pública.

Debemos tener presente que los animales son sensi-
bles al dolor y bajo ninguna circunstancia podemos

considerarlos objetos, por ello resulta pertinente que
desde la sede legislativa se impulsen las acciones ne-
cesarias para evitarles cualquier tipo de sufrimiento in-
necesario. 

El propietario de un animal de compañía tiene como
responsabilidad procurarle un estado de bienestar
que contribuya en su desarrollo físico y mental. De
ahí la importancia de implementar medidas que favo-
rezcan el bienestar animal, ya que no solo está rela-
cionado con el animal de compañía, sino que traspa-
sa el entorno de la persona, porque la sobrepoblación
animal trae consecuencias en la salud y el medio am-
biente, pues está demostrado que los animales en
abandono son fuentes generadoras de infecciones y
enfermedades tanto en sí mismos, como en las perso-
nas.

Así, el bienestar de los animales domésticos es un
asunto de interés social, por esa razón resulta indis-
pensable que, bajo el principio de trato digno y respe-
tuoso, se adopten medidas que contribuyan a la mate-
rialización eficaz del bienestar, en específico de perros
y gatos.

Bajo esta óptica, el propósito de la presente iniciativa
es establecer como regla obligatoria la esterilización
de animales de compañía, ya que como hemos obser-
vado, la tenencia responsable de los animales está vin-
culado precisamente con su bienestar, lo cual solo se
alcanza con un marco jurídico que permita llevar un
control adecuado desde el gobierno federal, de esta
clase de animales. Con esta medida no solo estamos
pensando en el bienestar y salud del animal, sino que
también nos ocupamos de nuestra salud y calidad de
vida para desarrollarnos en un medio ambiente ade-
cuado. 

IV. Contenido de la Iniciativa

La presente iniciativa propone las siguentes modifica-
ciones en la Ley Federal de Sanidad Animal: adicionar
las definiciones: animal doméstico y esterilización de
animales al artículo 4o., con el propósito de brindar
claridad sobre la materia, contenido y alcances de lo
que se busca regular.

Asimismo, se propone adicionar una fracción XXI al
artículo 6 para incorporar la facultad de la Secretaría
del ramo correspondiente, para llevar un control y re-
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gistro de las personas físicas y morales que se dedi-
quen a la crianza y reproducción de animales domésti-
cos.

Se adicionan los artículos 21 Bis y 21 Ter para esta-
blecer la obligación de brindar un trato digno y respe-
tuoso a estos animales, así como para regular su crian-
za, reproducción y enajenación, precisándose
expresamente la obligación de esterilizar a los anima-
les domésticos, previo a su venta.

Finalmente, se propone reformar la fracción IV, reco-
rriéndose el orden de las fracciones subsecuentes del
artículo 167 de la citada Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, con el objeto de incluir las sanciones correspon-
dientes en caso de incumplimiento.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Ley Federal de Sanidad Animal y en la segunda co-
lumna la propuesta de adición resaltada en negritas:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, con el objeto de regular la tenencia responsa-
ble de los animales domésticos y su esterilización

Artículo Único. Se adicionan los párrafos octavo y
cuadragésimo segundo y se recorren los subsecuentes
del artículo 4; la fracción LXXI y se recorre la subse-
cuente del artículo 6; los artículos 21 Bis; 21 Ter y la
fracción LIII y se recorre la subsecuente del artículo
167, todos de la Ley Federal de Sanidad Animal, para
quedar como sigue: 

Artículo 4. Para los efectos de la ley se entiende por:

Párrafos: Primero a Séptimo …

Animal doméstico: Aquella especie sintiente que se
ha criado y acostumbrado a convivir junto al ser
humano, pasando por un proceso de domestica-
ción, y cuyo ciclo de vida se desarrolla en cautive-
rio.

Párrafos: Noveno a Cuadragésimo primero … 

Esterilización de animales: Procedimiento quirúr-
gico realizado por un Médico Veterinario Zootec-
nista, mediante el cual se extirpa el aparato repro-
ductor de un animal. 

…

Artículo 6. Son atribuciones de la Secretaría:

I. a LXX.

LXXI. Llevar un control y registro de las perso-
nas físicas y morales, lugares y locales donde se
establezcan criaderos para la reproducción o en-
ajenación de animales domésticos, y

LXXII. Las demás que señalen esta Ley, leyes fe-
derales y tratados internacionales de los que sea
parte los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 21 Bis. Toda persona física o moral que se
dedique a la cría, tenencia, cuidado o enajenación

de animales domésticos, está obligado a valerse de
los medios y procedimientos más adecuados, a fin
de que los animales reciban un trato digno y respe-
tuoso, procurando su bienestar, acorde a los ade-
lantos científicos, lo anterior deberá ser proporcio-
nado y verificado por un médico veterinario
zootecnista titulado.

Artículo 21 Ter. Los establecimientos dedicados a la
reproducción, crianza o enajenación de animales
domésticos, deberán cumplir, sin perjuicio de las
demás disposiciones que le sean aplicables, las si-
guientes:

I. Contar con el registro debidamente expedido
por la Secretaría que permita la reproducción,
crianza o enajenación de animales domésticos.

II. Enajenar al animal doméstico, previamente
vacunado, esterilizado, desparasitado y libre de
toda enfermedad, con los certificados correspon-
dientes.

III. En caso de que el animal doméstico haya si-
do enajenado sin esterilizar, deberán dar segui-
miento, a efecto de que el poseedor o propietario
acuda con el especialista a realizar la cirugía, y
recabar constancia o certificado médico de que
se ha realizado el procedimiento quirúrgico.

La esterilización se realizará bajo control veterina-
rio, en los lugares autorizados debidamente para
ello, que garanticen las condiciones de higiene y sa-
lud al animal, empleando procedimientos con efec-
tos fisiológicos mínimos, que anulen la función re-
productiva.

Se exceptúan de lo anterior: 

a) Los animales domésticos, que por motivos de
salud, no sea recomendable la esterilización,
siempre y cuando exista un diagnóstico emitido
por un veterinario que certifique que no es via-
ble la citada intervención quirúrgica; y

b) Los animales domésticos con fines de crianza
o reproducción. En este caso, el propietario o po-
seedor deberá cumplir lo dispuesto en el párrafo
anterior.
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Artículo 167. …

Son infracciones administrativas:

I. a III. … 

LIII. Incumplir lo establecido por los artículos
21 Bis y 21 Ter de esta Ley; y

LIV. Las demás infracciones a lo establecido en
esta Ley o su Reglamento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Disponible en: https://ecoosfera.com/mexico-mascotas-abando-

no-perros-gatos-callejeros/ 

2 Disponible en: https://www.infobae.com/america/mexi-

co/2019/05/08/mexico-el-pais-con-mas-perros-callejeros-en-ame-

rica-latina-aumenta-20-anual/ 

3 Incrementa el abandono de mascotas en México, disponible en:

https://www.24-horas.mx/2020/08/14/incrementa-el-abandono-

de-mascotas-en-mexico/ 

4 Guía de Animales de Compañía para Dueños Responsables, dis-

ponible en: http://www.paot.org.mx/micrositios/sabias_que/BIEN-

ESTAR_ANIMAL/pdf/Guia_Animales.pdf 

5 [1] Guía de bienestar en animales de compañía, disponible en:

http://www.paot.org.mx/micrositios/animales/pdf/Resumen_bien-

estar_animal.pdf 

6 Organización Mundial de Sanidad Animal, “Bienestar animal”,

disponible en: https://www.oie.int/es/bienestar-animal/el-bienes-

tar-animal-de-un-vistazo/

7 Idea tomada de: https://www.tesisenred.net/bitstream/han-

dle/10803/292240/FLD_TES

8 Disponible en: 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CE-

LEX:12012E/TXT&from=ES 

9 Definición obtenida del artículo: “Determinación del estado de

bienestar en perros callejeros de dos centros urbanos de Chile”,

disponible en: https://www.oie.int/fileadmin/Home/eng/Publica-

tions_%26_Documentation/docs/pdf/revue_plurithemati-

que/2019/15052019-00147-ES_Chave

10 Cifras obtenidas del artículo: “Cuánto Suelen Vivir Los Perros

Según La Raza”, disponible en: https://www.redcanina.es/cuanto-

suelen-vivir-los-perros-segun-la-raza/#:~:text=La%20esperan-

za%20de%20vida%20de%20los%20perros%20se%20esti-

ma%20entre,de%20raza%20peque%C3%B1a%20hasta%2020. 

11 Disponible en: https://veterinaria.uaemex.mx/convenios-y-ser-

vicios/programa-de-esterilizaci%C3%B3n-de-perros-y-gatos.html 

12 Guía de Animales de Compañía para Dueños Responsables,

disponible en: 

http://www.paot.org.mx/micrositios/sabias_que/BIENESTAR_A

NIMAL/pdf/Guia_Animales.pdf 

13 Esterilización Temprana De Perros, La Mejor Prevención De

Enfermedades, disponible en: https://www.dgcs.unam.mx/bole-

tin/bdboletin/2020_003.html

14 Guía de Animales de Compañía para Dueños Responsables,

Op. Cit. 

15 [1] Guía de Animales de Compañía para Dueños Responsables,

Op. Cit. 

16 Márquez Manuel, “Un acercamiento internacional sobre el de-

recho de los animales”, disponible en: https://www.paradais-

sphynx.com/legislacion/articulos-doctrinales/declaracion-univer-

sal-derechos-animales.htm#concepcion-proteccionista-de-ladeclar

acion-universal-de-los-derechos-de-los-animales 

17 Consultable en: https://www.fundacion-affinity.org/la-funda-

cion/declaracion-universal-de-los-derechos-del-animal 

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 4O. Y 20 DE LA LEY GE-
NERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES, A

CARGO DEL DIPUTADO JESÚS FERNANDO GARCÍA HER-
NÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, diputa-
do a la LXIV Legislatura por el Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, con fundamento en lo que dis-
pone el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman los artículos 4o. y 20 de la Ley Ge-
neral de Pesca y Acuacultura Sustentables, con el pro-
pósito de definir en el ordenamiento el término mari-
cultura, de suerte tal que la actividad sea incluida en
los programas respectivos y reciba los apoyos públicos
para su desarrollo, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Definida como una rama especializada de la acuacul-
tura, la maricultura es una actividad que se realiza en
estructuras navales ubicadas en secciones cerradas del
mar abierto y lagunas costeras, la cual está orientada al
cultivo de organismos marinos y requiere para su apli-
cación y desarrollo sostenible de todo un conjunto de
metodologías e investigaciones.

La actividad se realiza tanto en lagunas costeras con
profundidades menores a 30 metros, como en aguas
oceánicas que no se vean afectadas por procesos lito-
rales y continentales como las corrientes marinas, ve-
locidad del viento y sedimentos. El auge de la misma
se remonta a la década de 1970, gracias al desarrollo
de sistemas intensivos en el cultivo del salmón y que
al paso de los años fue extendiéndose a otras especies
de peces de alto valor proteico y comercial; como el
pargo, el atún y el dorado.

La especialización de la maricultura estriba en que de-
manda de estudios batimétricos que revelen caracterís-
ticas fisiográficas de los fondos oceánicos y marinos
en cuanto a tamaño, forma y distribución. Requiere de
conocer también las corrientes marinas y altura de las
olas entre otros factores; como condición necesaria pa-
ra la instalación de estructuras y tipo de especies para
el cultivo.

Es una actividad para cuyo desarrollo se requiere de
investigaciones en renglones estratégicos como el de
la genética, la nutrición, el manejo y cuidado de los
productos, los sistemas de gestión y desde luego, par-
te fundamental: el conocimiento de las regiones y sus
habitantes, desde un enfoque que procure beneficios
tanto económicos como de cuidado y protección al
medio ambiente; con un criterio de productividad sus-
tentable para el mayor beneficio de todos los actores
sociales.

La instrumentación de la maricultura requiere de aná-
lisis amplios, donde ocurran investigaciones y estu-
dios de carácter ambiental, para conocer en primer or-
den el impacto en los ecosistemas. Su aplicación parte
asimismo de un conocimiento de la capacidad de ha-
bilitación de las diferentes zonas o secciones en as-
pectos como la instalación de jaulas flotantes, cons-
trucción de arrecifes artificiales y de conocer también
cuáles son las especies de cultivo bentónico.

Desde el ámbito de la administración pública federal
se reconoce a la maricultura como una opción viable
para proporcionar alimento al ser humano, luego de
precisarse que la agricultura y la pesca no suplen ya la
creciente demanda de estos insumos. Respecto a ello,
el Instituto Nacional de Pesca, a través de su director
general, Pablo Arenas Fuentes, ha destacado en su
oportunidad el potencial de la actividad “como opción
viable en todo el mundo para proporcionar alimenta-
ción al ser humano”.

Factores como el aumento en la producción, gracias a
“condiciones naturales que minimizan la situación de
estrés y aparición de enfermedades”, así como evitar
problemas por “disponibilidad de espacio terrestre” y
“disminución de los costos totales de producción y de
instalación” entre las que están “estaciones de bombeo
y emisores para captación y devolución del agua, con-
sumo energético derivado del bombeo para mantener
el flujo de agua”; son ubicados como ventajas a consi-
derar para el desarrollo de la maricultura, de acuerdo
con publicaciones de la Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural.

Como rama especializada de la acuacultura, la mari-
cultura constituye al igual que aquella, un sector pro-
ductivo de rápido crecimiento gracias al cultivo de 580
especies acuáticas que en conjunto aportan 50 por
ciento del pescado que se destina a la alimentación en
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el mundo; representando una dieta de alto valor nutri-
cional, rica en fuente de proteínas, ácidos grasos, mi-
nerales, vitaminas y micronutrientes esenciales; entre
otros beneficios para la salud de los consumidores.

De acuerdo con la Organización de las Naciones Uni-
das de la Alimentación y la Agricultura (FAO, por su
sigla en inglés: Food and Agriculture Organization), el
desarrollo de la acuacultura y desde luego de la mari-
cultura en cuanto a que constituye parte de la misma,
requieren de una estrategia sostenible que parta en
principio de la necesidad de reconocer qué producto-
res deben obtener “una recompensa justa de su activi-
dad” que les garantice “una distribución equitativa de
los beneficios y los costos”, donde se promueva asi-
mismo “la creación de riqueza y empleo” y se gestio-
ne “el medio ambiente en beneficio de las generacio-
nes futuras”. Es de estimarse que estas medidas son
necesarias junto a “un desarrollo ordenado” de las ac-
tividades para asegurar la suficiencia de “alimentos
disponibles para todos”.

Gracias al potencial que ofrece, la maricultura debida-
mente apoyada y conducida con la aplicación de polí-
ticas públicas y marcos jurídicos acordes; representa
una opción de desarrollo viable para que las comuni-
dades costeras accedan al bienestar de todos, generán-
dose así un circulo virtuoso que ofrezca oportunidades
de mayores ingresos económicos y una nutrición de
calidad para todos, que les mejore la calidad de vida a
los habitantes.

En función de que la población humana siga en au-
mento, en esa proporción será creciente también la de-
manda de alimentos; lo cual hace suponer que, en el
caso de la pesca, la producción por los sistemas actua-
les de captura rebasará los niveles de sostenibilidad
natural; motivo por el cual y merced a las condiciones
que reviste, el cultivo de especies acuáticas se alza co-
mo opción real para garantizar al mercado mundial el
abasto en calidad y cantidad de productos pesqueros
bajo escenarios controlados.

El cambio climático con efectos directos en el equili-
brio de los ecosistemas, es otro de los factores que su-
pone riesgos y refiere la necesidad de buscar otras op-
ciones a la productividad pesquera. Ante este hecho, la
maricultura juega un papel determinante como alter-
nativa, dado que la actividad introduce mecanismos
controlados de producción pesquera.

Visiones optimistas sitúan a la maricultura como una
verdadera opción para la sustentabilidad pesquera en
México, toda vez que la mayoría de las pesquerías es-
tán ya en niveles de sobreexplotación por el sobres-
fuerzo pesquero, cuyos rendimientos se han visto aba-
tidos tanto en talla como en cantidad de especies;
amén de que en la práctica las temporadas de captura
se han reducido en tiempo precisamente por esta cau-
sa y los efectos nocivos de la pesca furtiva.

De suerte que se pueda garantizar la sustentabilidad de
la actividad; una de las variables a considerar y tener
presente debe ser en primer término la investigación,
como uno de los elementos de la mayor relevancia; de
manera que se pueda garantizar a la maricultura esce-
narios de planeación donde ocurra la integración y
participación social en favor no sólo de las ganancias
de carácter económico, sino también de la recupera-
ción de los ecosistemas marinos y desarrollo de las co-
munidades.

La maricultura debe ser entendida como una actividad
prometedora y altamente generadora de inversiones y
fuentes de empleo para las zonas costeras del país, de
manera que sea factor determinante para el arraigo de
la población y el desarrollo regional, por cuyos volú-
menes de productividad se esté contribuyendo a una
de las metas principales de la presente gestión pública,
como lo es la soberanía alimentaria.

Es así que el desarrollo de la actividad debe ser visto
con atención por la administración pública, garanti-
zándole medidas de fomento por las que se generen
entre otras acciones; aquellas inversiones necesarias,
en principio, para la investigación y la construcción de
infraestructura productiva; la cual se signifique por
mayores y diversificados rendimientos, más ahora que
el esfuerzo pesquero ha puesto en riesgo de colapso a
gran número de pesquerías por la sobreexplotación a
que están expuestas.

Es de reconocerse el hecho de que la Comisión Nacio-
nal de Acuacultura y Pesca, por voz de su comisiona-
do, Raúl Elenes Ángulo, haya precisado en su mo-
mento que “la acuacultura y la maricultura nacional
recibirán total apoyo del gobierno de México”, cuando
ponderó que “representan una fuente importante de
proteína para el consumo de los mexicanos y una al-
ternativa para avanzar hacia la autosuficiencia alimen-
taria”, al haber destacado la importancia de “dar todas
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las facilidades a los acuicultores para que potenciali-
cen su actividad e incrementen la producción de pes-
cados y mariscos, a fin de fortalecer el mercado inter-
no”.

La presente propuesta plantea así, la necesidad de in-
cluir en la ley de forma expresa la definición del con-
cepto maricultura y preceptuar qué para el desarrollo
de la misma; esta quede sujeta a las previsiones del
Plan Nacional de Desarrollo.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se reforman los artículos 4o. y 20
de la Ley General de Pesca y Acuacultura Susten-
tables

Artículo Único. Se reforma la fracción I y adiciona la
fracción L al artículo 4o. y reforma la fracción XIV, re-
corriéndose las actuales en su orden, al artículo 20 de
la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables,
para quedar como sigue:

Artículo 4o. … 

I. Acuacultura: Es el conjunto de actividades di-
rigidas a la reproducción controlada, preengor-
da y engorda de especies de la fauna y flora rea-
lizadas en instalaciones ubicadas en aguas dulces
o salobres, por medio de técnicas de cría o culti-
vo, que sean susceptibles de explotación comer-
cial, ornamental o recreativa;

II. a XLIX…

L. Maricultura: Es el conjunto de actividades di-
rigidas a la reproducción controlada de especies
de la fauna y flora, realizadas en instalaciones
ubicadas en aguas oceánicas, sean estas lagunas
costeras y/o zonas marinas continentales; por
medio de técnicas de cultivo que sean suscepti-
bles de explotación comercial, ornamental o re-
creativa.

Artículo 20…

I. a XIII. …

XIV. Programas que promuevan la maricultura,
como una actividad productiva y alternativa de
desarrollo;

XV. y XVI. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Fuentes de consulta

https://www.gob.mx/agricultura/es/articulos/maricultura-una-al-

ternativa-en-la-produccion-de-alimentos

https://www.gob.mx/inapesca/prensa/maricultura-opcion-para-el-

futuro-en-la-produccion-de-alimentos

https://www.gob.mx/conapesca/articulos/acuacultura-y-maricultu-

ra-alternativas-para-avanzar-a-autosuficiencia-alimentaria-del-pa-

ís-raul-elenes-192438?idiom=es

http://www.fao.org/aquaculture/es/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DE LA DIPUTADA GERALDINA ISABEL HERRERA VEGA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

La suscrita, Geraldina Isabel Herrera Vega, integrante
del el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
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en la LXIV Legislatura, en ejercicio de la facultad
conferida en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6,
numeral I, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno
de la Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción XXXI, y se
recorre a XXXII la subsecuente, del artículo 73, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Este Congreso ha sido responsable de la creación de
diversas instituciones y organismos con autonomía
constitucional, con la finalidad de blindarlos de cual-
quier intervención política. El perfeccionamiento de
estas instituciones nos ha llevado años y en algunos
casos décadas, pero hoy, la sociedad cree en ellas y
confíe en sus decisiones. Su desempeño se ha ganado
la credibilidad de que sus decisiones se toman basadas
exclusivamente en argumentos técnicos en beneficio
de la igualdad en las contiendas electorales, la demo-
cracia y para construir mercados mucho más eficientes
y competitivos de los que existían en el pasado.

Se equivocan quienes juzgan en forma frívola el tra-
bajo de los organismos constitucionales. Pues fueron
ellos los que los llevaron al poder y en el pasado esos
organismos les facilitaron el acceso a la información
para criticar y juzgar el desempeño de quienes fueron
nuestros gobernantes.

La impaciencia antidemocrática se expresa de distintas
formas, pero siempre acompañada de un lenguaje
agresivo y una postura radicalmente intolerante. Su
elemento primario es la desconfianza total y en el dis-
curso siempre llevará implícito la actitud de rechazo al
suponer que todas las decisiones tuvieron un sesgo
maligno de privilegios y beneficios.

Hoy se acusa que algunos organismos constitucionales
representan una carga presupuestal, pero lo cierto es
que sus necesidades de funcionamiento se resuelven
con menos de 5 por ciento del presupuesto total del
que dispone el gobierno federal.

Sobre este tema, vale la pena señalar que el Instituto
Federal de Telecomunicaciones, por concepto de revi-
sión y cobro de uso de frecuencias de espectro radioe-
léctrico, aprovechamientos y trámites, ingresó a la Te-
sorería de la Federación más de 23 mil millones de
pesos, de enero a septiembre de 2020. Lo que signifi-
ca que generó 14 veces más el monto del presupuesto
recibido el año anterior.

La reforma en materia de telecomunicaciones de 2013,
sin duda ha sido la que más beneficios le ha generado
al pueblo de México. La creación del Instituto Federal
de Telecomunicaciones (IFT) se consolidó como una
figura indispensable para combatir los monopolios y
su independencia constitucional ha sido pieza clave
para regular el sector de las telecomunicaciones con
eficiencia. Más de 540 mil millones de pesos se han
invertido en los últimos 7 años en infraestructura, fa-
voreciendo una mayor competencia, precios más com-
petitivos y servicios de mejor calidad. Su intervención
en la radiodifusión ha sido trascendental para incre-
mentar la oferta de contenidos en la televisión abierta.
Incluso la Unión Internacional de Telecomunicaciones
reconoció en 2020 al Instituto como uno de los mejo-
res reguladores del mundo, superando el desempeño
de países como Estados Unidos y España.
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Por su parte, la creación de la Comisión Federal de
Competencia Económica ha significado ahorros a la
economía familiar, al evitarse el pago de un sobrepre-
cio en la adquisición de productos y servicios. Su in-
tervención, incluso ha beneficiado al gobierno, apli-
cando sanciones a los agentes económicos que se han
coludido en detrimento de las finanzas públicas.

Sólo el año pasado, la Comisión sancionó con más de
600 millones de pesos a diversas empresas vinculadas
con servicios de banco de sangre y pruebas de diag-
nóstico, en perjuicio del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social.1

La Comisión sancionó con más de 113 millones de pe-
sos a cinco empresas que simularon competencia que
proveían de medicamentos y materiales de curación al
sector salud. El daño identificado a las finanzas públi-
cas ascendió a 177 millones de pesos.

Se impuso una multa de más de 400 millones de pesos
a Pemex Transformación Industrial (Pemex TRI) por
incumplir su compromiso de restaurar la competencia
en el mercado de comercialización y distribución de
diésel marino especial y otros petrolíferos.

Se impuso una multa de 11 millones a la Cervecería
Cuauhtémoc-Moctezuma Heineken por el incumpli-
miento de diversas acciones para eliminar efectos an-
ticompetitivos en el mercado de los servicios de distri-
bución, comercialización y venta de cerveza.

Además, imputó una multa histórica de mil 100 millo-
nes de pesos contra cuatro Afores (GNP, Sura, XXI
Banorte y Principal Afore) al comprobarse que se pu-
sieron de acuerdo para reducir los traspasos entre Afo-
res, lo que redujo la competencia entre ellas para ga-
narse la preferencia de los trabajadores.2

Estos son sólo algunos ejemplos en los que ha interve-
nido la Comisión Federal de Competencia Económica.
Es cierto, a muchos nos parece que sus investigaciones
se prolongan demasiado u ocurren cuando es más que
evidente el daño a la economía familiar. Pero habla-
mos de perfeccionamiento de las instituciones, no de
su desaparición. La existencia de este órgano constitu-
cional está sentando precedentes relevantes para que
los agentes económicos de todos los sectores piensen
dos veces antes de cometer una infracción o dañar la
competencia en algún mercado. La intervención de es-

te regulador, si bien puede ser juzgada como tardía, no
deja de ser eficiente y eso debe ser el argumento más
poderoso para suponer que vamos por el camino co-
rrecto y que sólo hace falta hacer algunos ajustes que
potencialicen su eficacia.

Por otra parte, resulta absurdo que el partido en el po-
der y el que le prometió a la ciudadanía transparencia
absoluta en el ejercicio de su desempeño, pretenda eli-
minar a la institución que les garantiza a todos los me-
xicanos acceder a la información pública. Si no fuera
por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la
Información y Protección de Datos Personales (INAI)
los casos periodísticos conocidos como la estafa maes-
tra, Odebrecht o la Casa Blanca nunca habrían sido re-
velados y posiblemente seguiríamos viviendo grandes
atrocidades vinculadas a la corrupción. Sólo imagine-
mos cuantos funcionarios públicos han tenido que pos-
poner actos de corrupción por el miedo a que la infor-
mación sea solicitada y sean exhibidos los desfalcos
que pudieron ser propiciados a la Nación. Incluso con
ese tipo de incentivos, favorecemos un mejor desem-
peño de la administración pública.

El derecho de acceso a la información es un derecho
humano, y la Constitución lo reconoce a ese nivel. Su
trascendencia es innegociable en la vida democrática
de nuestro país y debemos considerarla piedra angular
del empoderamiento de la ciudadanía frente a sus go-
bernantes.

Que este derecho sea tutelado por una oficina del Go-
bierno Federal, sometería a la transparencia al juicio y
decisión de una sola persona y eso sencillamente no lo
podemos permitir, ni si quiera en el discurso.

De manera específica, el presupuesto del INAI repre-
senta menos de 1 por ciento de los recursos de los que
dispone la actual administración, por lo que su des-
aparición u absorción no resolvería en nada la falta de
ingresos públicos. Por el contrario, su cierre atentaría
contra una de las herramientas de control y lamenta-
blemente regresaríamos a los tiempos en donde todo
se ocultaba y lo que salía a la luz pública siempre te-
nía el visto bueno del Ejecutivo federal.

Dicho lo anterior, considero relevante precisar las fa-
cultades de nuestros organismos y órganos autónomos
constitucionales, para sintetizar la importancia su con-
tribución en la democracia, la economía, la transpa-
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rencia, así como en la defensa de los derechos huma-
nos de todas y todos los mexicanos y que estamos ex-
puestos a padecer injusticias o arbitrariedades por las
autoridades.

A partir de lo anterior, es claro que los órganos y or-
ganismos reconocidos en el texto constitucional, tie-
nen responsabilidades altamente especializadas y de
trascendencia nacional, por lo que el Constituyente
Permanente decidió otorgarles la autonomía suficiente
para blindar sus decisiones de cualquier interferencia

por parte de alguna autoridad federal y garantizar así,
objetividad en la emisión de las regulaciones y ante-
poner en todo momento el interés general y el bienes-
tar de la ciudadanía.

El valor más importante de dichos órganos constitu-
cionales es la calidad y profesionalismo de los funcio-
narios públicos. Hombres y mujeres elegidos por su
capacidad, talento, trayectoria y habilidades para to-
mar las mejores decisiones en las materias vinculadas
a su actividad, por lo que una vez más es necesario re-
formar la Constitución para blindar la existencia de es-
tos organismos.

Hemos avanzado en forma significativa en la regula-
ción de diversas actividades económicas y en material
electoral, podemos sentirnos satisfechos de la institu-
ción que hoy en día es responsable de llevar a cabo las
elecciones en nuestro país. Mucho se ha logrado, co-
mo para que una reflexión presidencial aniquile los
años que hemos tardado en consolidar la democracia y
periodo de tiempo en el que hemos logrado fortalecer
el ejercicio de los derechos constitucionales con los
que la sociedad se ha empoderado de manera signifi-
cativa. Tampoco podemos permitir la absorción de los
organismos por parte de las oficinas gubernamentales,
porque corremos el riesgo de regresar al pasado, en
donde las decisiones de regulación se tomaban en fun-
ción de los periodos electorales, de los beneficios par-
tidistas o para silenciar cualquier intento de divulga-
ción de información relacionada con actos de
corrupción.

Debido a todo lo anterior, necesitamos asegurar que la
creación o desaparición de alguno de los órganos
constitucionales a los que me he referido en este pro-
yecto sólo pueda ocurrir cuando tres cuartas partes de
los legisladores de cada Cámara coincidan en que es
innecesaria su existencia y que su misión ya no tiene
razón de ser; en razón de lo anterior propongo la si-
guiente modificación del artículo 73 constitucional.
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Por lo expuesto, se presenta la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción XXXI, y
se recorre a XXXII la subsecuente, del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único. Se reforma la fracción XXXI, y se recorre a la
XXXII la subsecuente, del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad

I. a XXIX-Z. …

XXX. Para expedir la legislación única en materia
procesal civil y familiar, así como sobre extinción
de dominio en los términos del artículo 22 de esta
Constitución;

XXXI. Para crear y suprimir mediante el voto de
las tres cuartas partes de los miembros presentes
en ambas Cámaras, los órganos u organismos
constitucionales que tengan como finalidad la re-
gulación de alguna actividad o sector económico
o aquellos diseñados para garantizar el ejercicio
y protección de un derecho constitucional; así
como los facultados para realizar la medición de
la pobreza y la evaluación de los programas; la
promoción del sano desarrollo del sistema finan-
ciero y la generación de indicadores clave para el
desarrollo social; y

XXXII. Para expedir todas las leyes que sean nece-
sarias, a objeto de hacer efectivas las facultades an-
teriores, y todas las otras concedidas por esta Cons-
titución a los Poderes de la Unión.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://heraldodemexico.com.mx/economia/2020/8/13/cofece-

emite-segunda-multa-millonaria-contra-laboratorios-es-la-mas-al-

ta-en-su-historia-199721.html

2 https://www.eluniversal.com.mx/cartera/se-tambalea-la-multa-

historica-las-afore

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Geraldina Isabel Herrera Vega (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 41 DE LA LEY DEL INSTITU-
TO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS

TRABAJADORES, A CARGO DEL DIPUTADO CARLOS IVÁN

AYALA BOBADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, Carlos Iván Ayala Bobadilla, Diputa-
do Federal de la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de
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Diputados, someten a la consideración de esta honora-
ble asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, al tenor de los siguientes

Considerandos

Fundamento Legal 

Que la legislación nacional es el referente normativo
en materia de vivienda, se desprende de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM) en su artículo 4o. que establece que, “todas
las familias tienen el derecho a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos
y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo”;

Que el artículo 123, en su fracción XII, apartado A de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, establece que toda persona tiene derecho a con-
tar con una habitación cómoda e higiénica; 

Que la Ley Federal del Trabajo, en su artículo 136 es-
tablece que las empresas están obligadas a proporcio-
nar a sus trabajadores habitaciones cómodas e higiéni-
cas y a hacer aportaciones para cubrir ese derecho;

Que el Decreto por el que se otorgan estímulos pa-
ra promover la incorporación a la seguridad social,
que entró en vigor el 1 de julio de 2014, el Gobierno
Federal establece los términos y las condiciones en
que otorgará un subsidio a quienes cumplan los requi-
sitos previstos en este documento, con el objeto de que
accedan a los servicios y prestaciones de las Leyes del
Seguro Social y del Infonavit;

Que el Decreto que adiciona el artículo 43 Ter de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores (Infonavit), publicado en el Dia-
rio Oficial el 19 de marzo de 2014, el Instituto podrá
celebrar convenios con las instituciones de seguridad
social con objeto de definir los procedimientos de
transferencia de las aportaciones acumuladas en la
Subcuenta de Vivienda al pago de los créditos de los
trabajadores debido a cambios en su régimen de segu-
ridad social;

Que la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit), en su artícu-
lo 3°, señala que tiene por objeto administrar los re-
cursos del Fondo Nacional de la Vivienda y generar un

sistema a través del cual, los trabajadores puedan ob-
tener crédito accesible para la vivienda adecuada.

Que la vivienda es un bien necesario y tangible para el
ser humano, y es también un impulsor de crecimiento
económico y del mercado interno del país, hoy en día
se revalora su función como la más social de las in-
fraestructuras y un lugar en donde sentirnos seguros.

Exposición de Motivos

Problemática

Desde siempre, tener una vivienda es una condición
indispensable para sobrevivir y desarrollarse como ser
humano en términos de seguridad, autonomía e inde-
pendencia. El derecho a la vivienda pretende dar satis-
facción a la necesidad que tiene toda persona de tener
un lugar adecuado para vivir. Es considerado como un
derecho inalienable al individuo. Es concebido tam-
bién, como el resguardo del ser humano y de su fami-
lia que actúa como plataforma para su desenvolvi-
miento e influye en su progreso individual y colectivo.

El derecho a la vivienda digna es el que reconoce
nuestro marco constitucional y que desde el ámbito in-
ternacional se configura a partir del derecho a un nivel
de vida adecuado. Por su parte, el artículo 25 de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, consi-
dera algunos elementos que la presente iniciativa bus-
ca para garantizar a cualquier persona mexicana que
radique en el extranjero, tenga el derecho de acceso al
financiamiento de créditos de interés social que, por su
propia naturaleza, deben ser baratos y suficientes.

Artículo 25

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida ade-
cuado que le asegure, así como a su familia, la sa-
lud y el bienestar, y en especial la alimentación, el
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los ser-
vicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho
a los seguros en caso de desempleo, enfermedad,
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de
sus medios de subsistencia por circunstancias inde-
pendientes de su voluntad. La maternidad y la in-
fancia tienen derecho a cuidados y asistencia espe-
ciales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o
fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protec-
ción social.
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En el mundo, todos los días, las personas cruzan fron-
teras internacionales con el propósito de trabajar. La
duración de su estancia en los lugares de destino y el
eventual cambio de residencia permite distinguir, al
menos de forma conceptual, a los trabajadores trans-
fronterizos de los trabajadores migrantes temporales y
a estos y aquellos, de los extranjeros residentes. La
movilidad laboral internacional implica desplazamien-
to, cruce de fronteras con otras naciones y motivacio-
nes de trabajo; comprende todos los movimientos de
personas de un país a otro con el propósito de emple-
arse u ofrecer servicios. 

Sin embargo, las crisis económicas globales que de
manera impredecible se han generado por diversos
motivos, entre ellos los que están asociados a la salud,
la falta de empleo fijo, salarios y nivel adquisitivo ba-
jo, alejan a los mexicanos del acceso a los derechos
mínimos que deben gozar, en este caso, el derecho a la
vivienda y a poder solventar el pago de la misma bajo
las reglas establecidas en la legislación vigente para tal
efecto.

Factores como percibir un mejor salario, oportunidades
de crecimiento o aprender nuevos idiomas han influido
en que cada vez más mexicanos opten por trabajos en
el extranjero. En el crecimiento futuro de la economía
de Estados Unidos, los latinos, especialmente los me-
xicanos, tendrán un papel protagónico, ya que estos
constituyen el grupo de extranjeros más numeroso en
Estados Unidos. Aunque en los últimos años disminu-
yó el ritmo de la migración de mexicanos, de una po-
blación de casi 57 millones de latinos en Estados Uni-
dos, más de 63 por ciento es de origen mexicano; es
decir, más de 36 millones de personas.i

De acuerdo a las cifras emitidas por la propia Secreta-
ría de Relaciones Exteriores, la condición de los mexi-
canos que viven en el extranjero, son las siguientes:

• De los mexicanos en el extranjero, 54% son muje-
res y 46% son hombres.

• La mayoría de los migrantes mexicanos se en-
cuentran en el continente americano (54%), seguido
de Europa (40%), Asia (4%), Oceanía (2%) y
(3.35%) en África.

• Los 10 países con el mayor registro de mexicanos
en el exterior son: Canadá, España, Alemania, Rei-

no Unido, Bolivia, Argentina, Países Bajos, Costa
Rica, Chile y Panamá.

• Los mexicanos en Europa son 103,814 con una
edad promedio de 34 años; 58% son mujeres y 42%
son hombres.

• Los mexicanos residentes en África son, de acuer-
do con los registros, 921, cuya edad promedio es de
33 años. El 54% son mujeres y el 46% son hombres.

• En Asia hay un total de 11,180 mexicanos resi-
dentes, de los cuales 49% son mujeres y el 51% son
hombres, con una edad que oscila en los 35 años.

• Los mexicanos que residen en Oceanía son 4,098,
51% son mujeres y 49% son hombres con una edad
promedio de 33 años.

La migración indocumentada como expresión de una
especificidad de la integración multidimensional entre
México y Estados Unidos tiene causas de índole eco-
nómica, asociadas con diferencias salariales que son
parte importante de la fuerza de trabajo mexicana que
se emplea con salarios comparativamente atractivos en
Estados Unidos, país que a su vez satisface su deman-
da de trabajo en determinadas ramas de la economía.
Por ello, esta masa de trabajadores contribuye a la pro-
ducción de bienes y servicios en un número significa-
tivo de estados en esa nación.

De acuerdo a la Federación para la Reforma de Inmi-
gración Americana (FAIR), que es la entidad conser-
vadora que promueve el control de la inmigración, ad-
vierte que de no existir reformas para detener la
llegada al país de inmigrantes sin estatus legal y mejo-
rar el sistema de ingreso legal de extranjeros, el total
de indocumentados podrían alcanzar los 21 millo-
nes para el año 2025.

No obstante lo anterior, con números del censo y del
Gobierno de Estados Unidos, el centro de estudios
Pew, uno de los más relevantes del país en lo que se re-
fiera a datos, señala que hasta 2017 había en el país
10,5 millones de indocumentados, de los cuales
unos 4.9 millones son mexicanos.ii

Las crisis humanitarias, refugiados e inmigrantes, po-
nen en tela de juicio la universalidad de los derechos
humanos y evidencian la necesidad de sistemas de jus-
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ticia adecuados para lograr la satisfacción de necesi-
dades básicas de la población mexicana, en especial
como lo señala nuestra Carta Magna, el derecho a dis-
frutar de vivienda digna y decorosa. 

Como se puede apreciar, una de las razones de la mi-
gración mexicana a los Estados Unidos se origina
principalmente por la enorme diferencia salarial entre
los dos países y constituye una poderosa fuerza de
atracción para los jóvenes y los trabajadores mexica-
nos. Aunque cada mexicano tiene sus propios objeti-
vos por los cuales migran al país del norte, muchos lo
hacen para tener una mejor calidad de vida en su país
de origen. Sin duda la adquisición de una vivienda es
algo que garantiza estabilidad.iii

Las dificultades de la economía mexicana y la inade-
cuación de políticas para generar un crecimiento eco-
nómico relativamente estable y sostenido, no han per-
mitido la generación de empleos formales, empujando
a un creciente número de personas a la economía in-
formal caracterizada por ingresos bajos e inestables.

Por ello, la presente iniciativa busca que los mexica-
nos que radican en el extranjero puedan adquirir
un crédito hipotecario con el Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Info-
navit) con independencia de haber tenido cualquier
tipo de relación con el Instituto, solo con la condicio-
nante de demostrar su capacidad financiera para
obtener un crédito, mediante constancia de ingre-
sos y, por ende, se encuentra empelado en el ex-
tranjero, y de considerarlo necesario el Instituto,
el solicitante deberá pagar directamente el crédito
al Instituto. 

Argumentación 

El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores de acuerdo al artículo segundo de su Ley
de creación, es un organismo de servicio social con
personalidad jurídica y patrimonio propio, y como tal
su principal función es administrar los recursos del
fondo que aportan los patrones y los trabajadores para
la vivienda.

El Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los
Trabajadores se creó en cumplimiento al derecho
constitucional de que todo mexicano tiene derecho a
una vivienda digna. Ha sido desde su creación el prin-

cipal promotor y apoyo para los mexicanos para la ob-
tención de créditos de vivienda. 

En 1972 se funda el Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda y ese mismo año, el 21 de abril de 1972 se
promulgó la Ley del Instituto. Consistió en reunir en
un fondo nacional las aportaciones patronales del 5%
del salario de cada uno de los trabajadores que tuvie-
ran contratados para darles la oportunidad de obtener
un crédito de vivienda o el derecho a que sus ahorros
les sean devueltos.

Desde entonces el Infonavit ha sido el referente nacio-
nal en la colocación de soluciones financieras con cré-
dito hipotecario, con una participación del 74% del
mercado tradicional, hasta el año 2016.

Los Programas del Instituto se han diversificado y ac-
tualizado para un mercado cambiante, con el objetivo
de atender las necesidades de vivienda, el desarrollo
de mejores soluciones habitacionales y financieras, así
como abatir el rezago habitacional existente.

El Instituto cuenta con una ley que norma su funcio-
namiento. Consta de 71 artículos más otros transito-
rios, cuyas ideas centrales se refieren al derecho de to-
dos los trabajadores mexicanos de tener un crédito por
parte del mismo y las políticas que se siguen para este
fin. A lo largo de los años ha sufrido modificaciones
para garantizar la existencia del instituto.

Situación actual de la vivienda en México

En México, existen proyectos habitacionales emble-
máticos que podrían catalogarse como vivienda ade-
cuada, de acuerdo a las directrices que ha establecido
ONU-Hábitat. Ejemplos concretos pueden encontrarse
en la Ciudad de México, como el multifamiliar Miguel
Alemán que fue construido en 1949, o la Unidad Ha-
bitacional Independencia, edificada en 1960, y el Con-
junto Tlatelolco, terminado en 1964. En todos ellos,
hubo una participación decidida de las instituciones
del Estado, acompañadas por los sectores privado y
social. 

La gran migración a las ciudades experimentada en la
segunda mitad del siglo XX, hizo que la demanda por
vivienda fuera mayor a lo que podía ofrecer un esfuer-
zo liderado únicamente por el sector público. De la ne-
cesidad anterior, es que a principios de los 70 surgen
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instituciones como el Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit), como
una respuesta de los empresarios a las demandas del
sector sindical por contar con una vivienda cerca de
los centros de trabajo. El modelo tripartita sigue vi-
gente hasta nuestros días.

En la década de los 80, las ciudades continuaron su
crecimiento, muchas veces de forma irregular y sin
planeación; la industria de la vivienda era incipiente,
aunque en crecimiento. Únicamente los trabajadores
del sector privado parecían tener garantizado un me-
canismo de financiamiento a la vivienda. Ante esta si-
tuación, se crearon instituciones como el Fideicomiso
Fondo Nacional de Habitaciones Populares (Fonhapo,
establecido en 1985), enfocadas en atender a otra par-
te de la población, que hasta entonces carecía de los
satisfactores de la seguridad social.

Hacia la última década del siglo XX, iniciaron grandes
procesos de privatización y desmantelamiento del Es-
tado. Bajo este paradigma se asumía que las fuerzas
del mercado, por sí mismas, cubrirían las deficiencias
de bienes y servicios que demanda la población, prin-
cipalmente el derecho a la vivienda. Lo anterior supu-
so la adopción de un modelo de desarrollo de vivienda
expansivo, horizontal y de bajo costo. Este modelo de
vivienda, que fue altamente rentable en la primera dé-
cada del siglo XXI, dejó fuera de la producción social
de la vivienda, a comunidades organizadas. Se dejó de
lado a cualquier política pública de gran escala dirigi-
da a las necesidades de poblaciones con mayor margi-
nación social y rezago. Se privilegió un modelo donde
las grandes instituciones de vivienda (Infonavit y el
Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, FO-
VISSSTE) se limitaron al otorgamiento de créditos.iv

Por ello, el mandato de esta administración es recupe-
rar la rectoría del Estado en materia de vivienda. Lo
anterior significa diseñar una política que no responda
a intereses particulares, sino a los del pueblo de Méxi-
co. Con esto, se busca revertir la situación antes des-
crita para atender las necesidades actuales de la pobla-
ción mexicana, entre las cuales se considera un déficit
de 9.4 millones viviendas en el país.

En México existe una baja penetración de crédito para
la vivienda: en 2015, solo 20.8% de las viviendas par-
ticulares adquiridas o construidas por sus dueños fue-

ron financiadas a través del Infonavit, Fovissste, Pe-
mex o del Fondo Nacional de Habitaciones Populares,
mientras que 4.9% había utilizado un crédito de ban-
cos, sociedades financieras de objeto limitado o de ca-
jas de ahorro, significando que siete de cada diez vi-
viendas fueron financiadas con recursos propios.v

En el periodo 2016-2018, la vivienda particular habi-
tada pasó de 32.8 a 34.1 millones, representando un in-
cremento de 3.9%, mientras que las viviendas habita-
das en rezago habitacional incrementaron de 9.2 a 9.4
millones, aumentando 2%. Mientras que el Rezago
Habitacional Ampliado en México representó 27.5%
del total de viviendas particulares habitadas en el país,
con una clara tendencia a la baja desde 2008.vi

La economía ha enfrentado episodios de mayor incer-
tidumbre, en donde se combinaron deslizamientos en
el tipo de cambio, una larga espera en la ratificación
del T-MEC y el fin del ciclo de subidas en las tasas de
interés de largo plazo, que se reflejaron posteriormen-
te en las tasas hipotecarias. En este sentido, la banca
comercial al cierre de 2019 mostró que el monto de fi-
nanciamiento hipotecario se incrementó 3%. El mer-
cado hipotecario colocó 53.6% de casas solas, 24.8%
casas en condominio y 21.6% departamentos.

En 2019 se colocaron 521,961 créditos de los cuales
351,461 fueron hipotecarios y 170,500 para mejora-
mientos. La derrama de Infonavit al cierre de 2019 fue
de $157,046 millones de pesos (mdp); asimismo en
atención a su población objetivo el Instituto creó el
programa “Con 7 mil si” aumentando el monto de cré-
dito a 312 mil pesos, para beneficiar a los derechoha-
bientes con ingresos de hasta 7,191 pesos mensuales
para acceder a una vivienda de mejor calidad y mejor
ubicada.vii

El 60.3 % de los créditos formalizados en 2019 fue pa-
ra trabajadores con ingresos inferiores a $11,273 pe-
sos. Estos trabajadores por su salario y rotación labo-
ral usualmente no son sujetos de crédito en la banca
comercial y su probabilidad de incumplimiento es su-
perior.viii

Actualmente, el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit), cuenta con
varias opciones para lograr obtener una vivienda, pero
sujetos a una relación de carácter laborar; sin embar-
go, la presente propuesta busca que las personas que
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radican en el extranjero tengan acceso a obtener un
crédito sin que medie o no algún tipo de relación con
el Instituto, demostrando su capacidad financiera
para obtener el crédito, mediante constancia de in-
gresos y que se encuentra empelado en el extranje-
ro, y de considerarlo necesario el Infonavit, el soli-
citante deberá depositar directamente al Instituto,
el pago de las aportaciones correspondientes para
ser sujeto al crédito de vivienda, además, de que de
manera directa podrá realizar el pago de su crédito
hipotecario o el de algún familiar directamente al
Instituto. 

La problemática principal es que, actualmente los ins-
trumentos financieros para vivienda están enfocados
principalmente a la adquisición de vivienda y en parti-
cular para la población derechohabiente; sin embargo,
esto excluye a las personas que laboran en el sector
formal con ingresos limitados, las que laboran en el
sector informal, o a quienes acceden a la vivienda a
través de arrendamiento y a quienes construyen su vi-
vienda en un lote familiar.

Actualmente, el Programa Nacional de Vivienda
(PNV) 2019 - 2024 es el precursor en materia de vi-
vienda de acuerdo a los criterios establecidos por la
Organización de las Naciones Unidas (ONU), ya que
fomenta la seguridad de la tenencia, disponibilidad de
servicios e infraestructura, asequibilidad, habitabili-
dad, accesibilidad, ubicación y adecuación cultural. El
objetivo general del PNV es garantizar el ejercicio del
derecho humano a la vivienda adecuada con la partici-
pación de los diferentes actores públicos, privados y
sociales, a través del rediseño del marco institucional
y el desarrollo de esquemas financieros, cuyo enfoque
planeado e integrado al territorio, prioriza la atención
al rezago habitacional y a la población históricamente
discriminada.ix

Actualmente la Ley del Instituto dl Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores, en su artículo 41 se-
ñala:

El trabajador derechohabiente tendrá el derecho de

elegir la vivienda nueva o usada con las caracte-

rísticas de su preferencia, o el suelo que sea desti-

nado para construcción, reparación o ampliación

de vivienda a los que se aplique el importe del cré-

dito que reciba con cargo al Fondo Nacional de la

Vivienda. Previo a ejercer su crédito de vivienda el

trabajador derechohabiente tendrá derecho a reci-

bir información suficiente sobre las condiciones ju-

rídicas y financieras del mismo, así como recibir di-

rectamente y sin intermediarios el crédito

mencionado, siempre y cuando cumpla con los re-

quisitos que al efecto establezca el Consejo de Ad-

ministración mediante reglas de carácter general.

Se entenderá por trabajador derechohabiente a to-

da persona que sea titular de depósitos constituidos

a su favor en el Instituto.

Con esta modificación, se garantiza el ejercicio del de-
recho a la vivienda adecuada a todas las personas que,
con independencia de tener o haber tenido una rela-
ción con el Infonavit, tengan el derecho de acceso pa-
ra adquirir un crédito hipotecario con el Instituto cuan-
do demuestren que radican en el extranjero, se trate de
grupos en mayor condición de discriminación y vulne-
rabilidad; así mismo se busca brindar una solución pa-
ra atender la limitada asequibilidad de una vivienda
adecuada a los mexicanos radicados en el extranjero,
situación que actualmente afecta a diversos segmentos
de la población; particularmente a personas que se en-
cuentran en esa condición de mayor rezago habitacio-
nal.

Por ello, con la presente iniciativa, se busca fomentar
e impulsar a los mexicanos que viven en el exterior,
puedan adquirir una vivienda nueva o usada en Méxi-
co, mediante crédito hipotecario que sea otorgado a
través del Infonavit, con independencia de haber teni-
do cualquier tipo de relación con el Instituto, bajo la
única condicionante de demostrar que cuentan con ca-
pacidad financiera para obtener el crédito, mediante
constancia de ingresos y demostrando que se encuen-
tra empelado en el extranjero, y de considerarlo nece-
sario el Infonavit, el solicitante deberá realizar directa-
mente al Instituto, el pago de las aportaciones
correspondientes para ser sujeto al crédito de vivienda,
así como realizar los pagos del crédito desde su lugar
de residencia y sin intermediario alguno. Con esta pro-
puesta, se alienta a los mexicanos que radican en el en
el exterior a construir su patrimonio familiar, fomen-
tando que funjan como detonadores potenciales de la
inversión inmobiliaria en nuestro país.

Aunado a lo anterior, con la llegada de la emergencia
sanitaria por el coronavirus, muchas personas se han
quedado sin empleo y se encuentran en la disyuntiva
de no haber podido ejercer su derecho de acceso a la
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vivienda ante el Por ello, con esta opción de compra de
vivienda para los mexicanos que residen en el extran-
jero, se busca también una inclusión financiera de
compra, es decir, que los mexicanos que viven en el
extranjero podrá comprar su casa en México, con el
solo hecho de acreditar que reside en el extranjero y
que, para ello, cuenta con capacidad financiera. Esta
iniciativa permitirá que muchas familias puedan tener
su patrimonio en México.

Ante la grave situación económica y sanitaria que vi-
ven los migrantes mexicanos en Estados Unidos debe-
mos ocuparnos por lo que necesitan para enfrentarla,
pues muchos de ellos no tienen acceso a servicios de
salud y mucho menos a una vivienda digna. Por ello
debemos considerar la posibilidad de que los inmi-
grantes e indocumentados que son los más vulnera-
bles, tengan una alternativa de obtener una vivienda en
su retorno al país. 

La presente iniciativa busca que para que los mexica-
nos que radican en el extranjero puedan tener acceso a
este derecho, es necesario cumplir con los presentes
requisitos; además de aquellos que el propio Infonavit
solicite en apego a su normatividad, siendo los si-
guientes:

• Ser mexicano, mayor de 18 años.

• Comprobar capacidad financiera. 

• Empleo formal en el extranjero.

• Tener familiares en México.

• Pago del crédito, y de ser el caso, el pago de apor-
taciones. 

La presente propuesta, obedece a la constante llegada
de indocumentados mexicanos al extranjero, presio-
nando la demanda de compra de viviendas en México.

La Asociación Mexicana de Profesionales Inmobilia-
rios (AMPI), estima que un significante número de
migrantes están regresado a lo que fuera su hábitat an-
tes de partir, y están comprando casas de interés social.
La mayoría de las viviendas son compradas con una
parte de los ingresos ahorrados por los migrantes, pe-
ro también -y preponderantemente- a través de crédi-
tos bancarios y del Infonavit.x

Esta iniciativa permitirá a las personas migrantes radi-
cadas en el extranjero, la compra de una vivienda nue-
va o usada mediante crédito hipotecario, realizando
los pagos del crédito desde el exterior y directamente
al Instituto, sin que para ello existan intermediarios.

Con esto, el Infonavit asume un gran compromiso so-
cial con los mexicanos radicados en el extranjero, cu-
yo propósito es mejorar sus canales de vivienda con la
población que radica en el extranjero.

Es así que, el propio titular en Infonavit ha señalado
que se han encontrado problemáticas y prácticas en el
Instituto que iban en detrimento del beneficio de los
trabajadores, por ello se estableció el Plan Estratégico
y Financiero 2020-2024, para “representar una verda-
dera entidad de seguridad social con resultados finan-
cieros rentables y que pueda ofrecer mecanismos in-
novadores para cumplir su propósito constitucional de
otorgar crédito barato y suficiente para que las y los
trabajadores puedan adquirir vivienda”.xi

Por dichos argumentos, es que surge la necesidad de
reformar el artículo 41 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, con
el propósito de incorporar el fundamento legal que
permita a los mexicanos que se encuentren en el exte-
rior con independencia de haber tenido o no, una rela-
ción con el Infonavit, obtener un crédito hipotecario
para una vivienda nueva o usada con las características
de su preferencia, realizando los pagos de sus créditos
directamente al Instituto y sin intermediarios.

Por todo lo expuesto y, ante esta expectativa, es que se
hace necesario una reforma en materia de vivienda
partiendo de su concepción como derecho humano de
todos los mexicanos, por ello, el propósito de la pre-
sente iniciativa, va enfocada a apoyar a los mexicanos
que radican en el extranjero, pero también esta refor-
ma ésta respaldada para un fin social cuando surja di-
cha necesidad, es decir, que los mexicanos que se en-
cuentren en el exterior y que por diversas
circunstancias no han podido obtener un crédito de vi-
vienda, hoy tengan el acceso a ese crédito hipotecario
para elegir una vivienda nueva o usada, realizando los
pagos de sus créditos directamente al Instituto y sin in-
termediarios desde el extranjero, con la finalidad de
generan alianzas cuando surjan este tipo de necesida-
des. Además, orientar nuestros esfuerzos para que a
partir del reconocimiento como derecho fundamental
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se replanteen los instrumentos, mecanismos y apoyos
que garanticen el derecho humano a una vivienda ade-
cuada.

Por los argumentos expuestos, se reforma el artículo
41 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, para quedar como sigue: 

Con esta modificación a la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, se dará
píe para armonizar diferentes ordenamientos jurídicos
y crear alianzas estratégicas en beneficios de los me-
xicanos que residan en el extranjero, además de que
exista una vinculación entre las autoridades competen-
tes, con la intención de mantener el estatus ineludible
en beneficio de los trabajadores. 

Por lo expuesto y fundado, se somete a esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de De-
creto por el que se adiciona el párrafo segundo, re-
corriéndose los subsecuentes del artículo 41 de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivien-
da para los Trabajadores

Único. Se adiciona el párrafo segundo, recorriéndose
los subsecuentes del artículo 41 de la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores, para quedar como sigue

Artículo 41. El trabajador derechohabiente tendrá el
derecho de elegir la vivienda nueva o usada con las ca-
racterísticas de su preferencia, o el suelo que sea des-
tinado para construcción, reparación o ampliación de
vivienda a los que se aplique el importe del crédito que
reciba con cargo al Fondo Nacional de la Vivienda.
Previo a ejercer su crédito de vivienda el trabajador
derechohabiente tendrá derecho a recibir información
suficiente sobre las condiciones jurídicas y financieras
del mismo, así como recibir directamente y sin inter-
mediarios el crédito mencionado, siempre y cuando
cumpla con los requisitos que al efecto establezca el
Consejo de Administración mediante reglas de carác-
ter general. Se entenderá por trabajador derechoha-
biente a toda persona que sea titular de depósitos cons-
tituidos a su favor en el Instituto.

Asimismo, los mexicanos que se encuentren en el
exterior y que por diversas circunstancias tengan o
no una relación con el Instituto serán sujetos a ob-
tener un crédito hipotecario para elegir una vivien-
da nueva o usada con las características de su pre-
ferencia, acreditando capacidad financiera y
comprobando sus ingresos en el extranjero, podrán
realizar los pagos de sus créditos directamente al
Instituto y sin intermediarios, siempre y cuando
cumpla con los requisitos que al efecto establezca el
Consejo de Administración mediante reglas de ca-
rácter general. Se entenderá por derechohabiente a
toda persona que sea titular de depósitos constitui-
dos a su favor en el Instituto.

…

…

…
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Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Las autoridades competentes deberán adecuar
su marco jurídico regulatorio en términos de lo estable-
cido en el presente Decreto dentro de un plazo máximo
de ciento ochenta días a partir de su entrada en vigor. 

Notas

i https://www.inm.gob.mx/gobmx/word/index.php/opinion-migra-

cion-240200/

ii https://www.latimes.com/espanol/eeuu/articulo/2019-10-

27/cuantos-indocumentados-viven-en-estados-unidos

iii Pew Research Center. Encuesta sobre la Comunidad de la Ofi-

cina Nacional del Censo, reveló que en Estados Unidos

iv https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/532237/Pro-

grama_Nacional_de_Vivienda_2019-2024.pdf

v https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/592535/Edi-

cionEAVM2019_final-com.pdf

vi https://www.gob.mx/shf/articulos/estado-actual-de-la-vivienda-

en-mexico-2019?idiom=es

vii Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-

dores (Infonavit)

viii Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-

dores (Infonavit)

ix https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/592535/Edi-

cionEAVM2019_final-com.pdf

x Asociación Mexicana de Profesionales Inmobiliarios (AMPI)

xi https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/67e528e7-

f13d-4dbf-a68- b29a594351c3/Plan_Estrategico_y_Financie-

ro_2020-2024.pdf?MOD=AJPERES&CVID=n771-.G

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021. 

Diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 289 DEL CÓDIGO CIVIL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA RUTH GARCÍA

GRANDE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

Quien suscribe, Ana Ruth García Grande, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, de la
LXIV Legislatura, de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, a su pleno so-
mete la presente iniciativa, al tenor de la siguiente 

Exposición de contexto y argumentos

Es una incuestionable realidad que todo orden jurídico
se caracteriza por una evolución inacabada, secundaria
-por necesidad-, a la evolución social y las compleji-
dades que ésta vaya presentado, para ofrecer alternati-
vas de cauce para todo aquel fenómeno que amenace
con distorsionar el orden social o romper su equilibrio;
de ahí que en la clasificación de las normas jurídicas,
los tratadistas aluden invariablemente a la característi-
ca del “ámbito temporal de validez” como uno de los
niveles taxativos de toda norma.

…” Al habar del ámbito temporal de validez de una
norma jurídica, nos referimos al espacio de tiempo
comprendido entre límites determinados en que esa
norma subsiste o debe valer legalmente. Así, se tie-
ne que su ámbito temporal de validez será aquél en
que la norma jurídica se considera vigente.”1

En nuestro sistema jurídico mexicano, en las últimas
épocas, las normas del derecho positivo mexicano se
han visto condicionadas, superadas y/o rebasadas por
razón de criterios jurisprudenciales que, como una de
las fuentes formales del derecho, han venido edificán-
dolo, generando nuevos paradigmas sobre todo con la
base del ejercicio del control de constitucionalidad y
de convencionalidad.

De acuerdo con el derecho internacional de los dere-
chos humanos, en la[EDNG1] actualidad, no debe ser
suficiente revisar si una norma contraviene lo dispues-
to en la constitución, hoy los administradores y aplica-
dores de justicia tienen la obligación de ser salvaguar-
das de que se cumplan los instrumentos
internacionales en México.
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Para que se dé el cumplimiento de lo que preceptúa la
Carta internacional de derechos humanos (la integran
la Declaración Universal de los derechos humanos, el
pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales), el control de Convencionalidad es
el modelo que los tribunales nacionales e internacio-
nales deben usar.

A más de los dos niveles de control antes aludidos,
adicionalmente también cobra relevancia lo que se co-
noce como control difuso, que, de acuerdo al autor
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, se puede definir diciendo
que “es el deber que tienen todos los jueces nacionales
en realizar un examen de compatibilidad entre las dis-
posiciones y actos internos que tienen que aplicar aun
caso concreto, con los tratados internacionales y la ju-
risprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos”. Este control se lleva a cabo porque los jue-
ces nacionales tienen la obligación de estar atentos a
que las disposiciones que se apliquen a los casos espe-
cíficos no contradigan los derechos humanos que con-
tienen los tratados internacionales, porque además de
aplicar el control de constitucionalidad deberán aplicar
también el de convencionalidad.2

Hay registro de que el inicio del control difuso fue
marcado por el caso “Almonacid Arellano y Otros Vs
Chile”, que en su sentencia adujo:

“cuando el legislativo falla en su tarea de suprimir y/o
adaptar leyes contrarias a la convención americana, el
judicial permanece vinculado al deber de garantía es-
tablecido en el artículo 1.1 de la misma y, consecuen-
temente, debe de abstenerse de aplicar cualquier nor-
mativa contraria a ella”

Las menciones doctrinarias e históricas previas sirven
de antecedentes para sostener que, la reforma constitu-
cional en materia de derechos humanos del año 2011,
que de suyo actualizó a estas directrices y revolucionó
nuestro sistema jurídico mexicano con la inclusión del
nuevo capítulo de los derechos humanos y sus garan-
tías, cumpliendo paralelamente con una deuda jurídi-
ca, al disponerse de normas jurídicas obligatorias, y,
en base a esas dos vertientes, el poder judicial de nues-
tra nación, a manera de establecer un criterio integra-
dor de estas y un vehículo para su vigencia, estableció
que el principio Pro Homine no implica que se dejen
de aplicar las atribuciones y facultades de los órdenes

del estado para la impartición de la justicia, solo que
hoy deberán hacerlo en observancia a lo que venga a
fortalecer o favorecer más las personas con apoyo en
los instrumentos internacionales, que deberán inter-
pretarse y aplicarse, lo que incluso se resumió en la te-
sis jurisprudencial emitida por la segunda sala, de títu-
lo: Principio pro persona o pro homine. forma en
que los órganos jurisdiccionales nacionales deben
desempeñar sus atribuciones y facultades a partir
de la reforma al artículo 1o. de la Constitución po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio
de 2011,3 que en su parte medular reza: “si en los ins-
trumentos internacionales existe una protección más
benéfica para la persona respecto de la institución ju-
rídica que se analice, ésta se aplique, sin que tal cir-
cunstancia signifique que dejan de observarse los di-
versos principios constitucionales y legales que rigen
su función jurisdiccional –legalidad, igualdad, seguri-
dad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la jus-
ticia, cosa juzgada-, ya que hacerlo provocaría un es-
tado de incertidumbre en los destinatarios de tal
función. 

A luces vistas, amplio mérito tiene el contexto históri-
co y dogmático jurídico que venimos precisando por
todas sus vertientes técnicas, sin embargo, traemos a
énfasis el hecho de que los ejercicios de control aludi-
do devienen evidentemente de un desfase de armoni-
zación entre el inicio de la época de la supremacía
constitucional y convencional que, como es ostensible,
impuso nuevos paradigmas con respecto a los proce-
sos legislativos que luego no resultarían ad hoc por
cuanto a la temporalidad y, por qué no decirlo, a la
complejidad de que están investidos -que involucra el
cariz técnico, político, presupuestal, entre otros, del
propio proceso y sus intervinientes-, de ahí que la te-
leología de la presente iniciativa encuentra su justifi-
cación en este amplio espectro que ofrece la necesidad
de armonización de nuestro universo de normas a es-
tas nuevas formas estructuradas de pensamiento.

Para los fines apuntados, resulta también de utilidad
manifiesta referirnos a lo que se ha conceptualizado
con el derecho “a la libre determinación de la per-
sonalidad”, sobre el cual el maestro Miguel Carbonell
en sus diversas disertaciones, -consultables en su pági-
na personal de youtube y en diversas notas periodísti-
cas- ha dicho: que es un derecho fundamental de crea-
ción jurisprudencial, que no está textualmente impreso

Martes 9 de febrero de 2021 Gaceta Parlamentaria89



en nuestra constitución, que actualmente existe una
doctrina consolidada en nuestra Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en la que este derecho se utiliza, co-
mo en el caso de las causales de divorcio.

Ha sostenido además que este derecho da una pers-
pectiva de constitucionalidad, o no, de las normas a
impugnar; que el libre desarrollo de la personalidad se
deriva del espíritu de la Constitución al ser ésta un do-
cumento normativo de supremacía que tiene un adver-
tible compromiso con principios democráticos. 

Con respecto al alcance de este derecho, Carbonell ha
expresado que está comprendido como una libertad re-
sidual en la esfera de autonomía de todas las personas
que no están protegidas por otros derechos expresa-
mente, es una esfera de autonomía en la que el estado
no puede interferir, en palabras llanas alude a que el
ciudadano puede hacer lo que quiera con su vida siem-
pre y cuando no afecte a terceros o afecte al orden pú-
blico, es decir, el derecho del libre desarrollo de la per-
sonalidad protege intereses indefinidos que no estén
delimitados en la Constitución. 

El ámbito de este derecho, al proteger intereses inde-
finidos, se ha utilizado como argumento de resolucio-
nes y criterios de la Corte para arribar a la determina-
ción conclusiva de que, virtud de éste, una persona
está en libertad de decidir cómo se peina, que come,
como viste, sobre su cuerpo, con quien se casa y cuan-
do, entre otras libertades implícitas en nuestras nor-
mas constitucional y secundarias, explicitando así la
connotación dogmática y técnica que alcanza este
concepto.

Pues bien, en las relatadas circunstancias, es un hecho
que, inclusive, las autoridades jurisdiccionales nacio-
nales y del fuero común, han venido emitiendo resolu-
ciones atendiendo los principios, derechos y métodos
reseñados en este memorial, en múltiples y comproba-
bles ocasiones declarando incluso la inaplicación de
disposiciones específicas que se encuentran en contra-
sentido a disposiciones convencionales, ejemplo más
ilustrativo de ello son los criterios de la Corte que con-
validan los términos de estas resoluciones, a guisa de
ejemplo, como en el caso de que se exija la acredita-
ción de una causal para pedir la conclusión de un vín-
culo matrimonial o sujetar a término o condición el
ejercicio de un derecho subjetivo de cualquier perso-
na, pues han concluido que la característica de legiti-

mación activa es parte del derecho a la libre persona-
lidad del individuo. 

A la luz de los criterios dogmáticos, académicos, fác-
ticos y jurisprudenciales antes expuesto, es dable asu-
mir que los párrafos segundo y tercero del artículo 289
del Código Civil Federal trastocan, por condicionar a
temporalidad, el ejercicio de la libre determinación de
la personalidad, de ahí que consideramos un contra-
sentido su permanencia en la Ley Sustantiva Civil Fe-
deral en vigor, dado lo cual proponemos mediante es-
ta iniciativa su supresión, a saber:

Artículo 289.- En virtud del divorcio, los cónyuges
recobrarán, su entera capacidad de contraer nuevo
matrimonio.

El cónyuge que haya dado causa al divorcio no po-
drá volver a casarse, sino después de dos años, a
contar desde que se decretó el divorcio.

Para que los cónyuges que se divorcien voluntaria-
mente puedan volver a contraer matrimonio, es indis-
pensable que haya transcurrido un año desde que ob-
tuvieron el divorcio.

Como se aprecia a simple lectura del contenido gra-
matical del parágrafo en cuestión, por cuanto hace al
contenido que alude a hipótesis de “temporalidad” pa-
ra el ejercicio del derecho para volver a contraer ma-
trimonio, la disposición contempla imperativos cate-
góricos que contienen un contrasentido al derecho al
libre desarrollo de la personalidad, pues condiciona
éste a plazos de dos y un año, lo que de suyo debe su-
primirse en un ejercicio de armonización a los nuevos
paradigmas imprimiendo al caso concreto una acción
de actualización legislativa, como en muchas otras hi-
pótesis normativas tendrá que ir aconteciendo.

Bajo esta argumentación, se propone reformar el artí-
culo 289 del Código Civil Federal, suprimiendo de su
contenido las hipótesis que condicionan temporalmen-
te el ejercicio de un derecho subjetivo que compete es-
trictamente a la esfera personal de un individuo en
ejercicio de su derecho a la libre determinación de la
personalidad, a saber:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 289 del
Código Civil Federal, en materia de capacidad pa-
ra contraer nuevo matrimonio

Artículo Único. – Se reforma el artículo 289 del Có-
digo Civil Federal para quedar como sigue:

Artículo 289.- En virtud del divorcio, los cónyuges re-
cobrarán su entera capacidad para contraer nuevo ma-
trimonio. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Manuel García Maynez. Introducción al estudio del derecho. Po-

rrúa. Sexta edición.

2 Biblioteca Jurídica virtual. Instituto de Investigaciones Jurídicas

UNAM. Consultable en www.jurídicas.unam.mx

3 Op. Cit.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Ana Ruth García Grande (rúbrica)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 5 BIS A LA LEY FEDERAL DE

PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, A CARGO DE

LA DIPUTADA GERALDINA ISABEL HERRERA VEGA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Geraldina Isabel Herrera Vega,
integrante de la LXIV Legislatura del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, en ejercicio de la
facultad conferida en los artículos 71 fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6, numeral I, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona el artículo 5 Bis a la Ley Federal de Pro-
tección a la Propiedad Industrial, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Iniciaré esta exposición comentándoles que la Ley Fe-
deral de Protección a la Propiedad Industrial no es-
tablece en su articulado disposición alguna sobre el
cuidado y tratamiento de los datos personales de aque-
llos inventores que registran sus innovaciones, marcas
o logotipos. 

Si bien es cierto, en forma supletoria la regulación en
materia de protección de datos personales la vincula a
otros instrumentos jurídicos, consideramos altamente
preocupante, e incluso un riesgo a la seguridad de los
inventores, creadores o diseñadores, el tratamiento que
hoy en día le está dando el Instituto Mexicano de la
Propiedad Intelectual (IMPI) a la información confi-
dencial; que es el responsable del tratamiento de los
datos personales que le sean proporcionados y los pro-
tege de acuerdo con lo dispuesto por la Ley General de
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos
Obligados (LGPDPPSO).

A fin de dar trámite a las solicitudes de registro de
marcas y patentes, el IMPI recaba datos personales del
solicitante y del apoderado legal como Clave Única de
Población, nacionalidad, domicilio, teléfono, correo
electrónico y domicilio para oír y recibir notificacio-
nes, entre otros. Si bien es cierto que dicha informa-
ción se recaba para realizar el trámite solicitado, tam-
bién lo es que el artículo 31 de la Ley General de
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos
Obligados establece que “con independencia del tipo
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de sistema en el que se encuentren los datos persona-
les o el tipo de tratamiento que se efectúe, el respon-
sable deberá establecer y mantener las medidas de se-
guridad de carácter administrativo, físico y técnico
para la protección de los datos personales, que permi-
tan protegerlos contra daño, pérdida, alteración, des-
trucción o su uso, acceso o tratamiento no autorizado,
así como garantizar su confidencialidad, integridad y
disponibilidad”.

Aunado a lo anterior, el artículo 116 de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública
(LGTAIP) define a la “información confidencial”, co-
mo los datos personales que permiten que una persona
sea identificada o identificable y además, estos datos
se refieren a la dirección postal, secreto bancario, fi-
duciario, industrial, comercial, fiscal y bursátil. 

Sin embargo, a pesar de esas disposiciones resulta pre-
ocupante que cualquier persona puede ingresar al bus-
cador del IMPI denominado “Marcanet” y acceder a la
información confidencial de las personas que han re-
gistrado alguna invención, marca o logotipo, como se
indica en el siguiente enlace: 

http://marcanet.impi.gob.mx/marcanet/vistas/com-
mon/datos/bsqDenominacionCompleto.pgi

Al Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
nos preocupa sobre manera, que en esta página se en-
cuentren disponibles datos personales que pueden re-
sultar en la ubicación física de las personas y en la de-
tección de las ganancias que deriven de sus
invenciones.

En ese sentido es indispensable que la legislación en la
materia vele por la seguridad de la ciudadanía, impul-
sando reformas que contribuyan a reducir los riesgos
de seguridad en los bienes e integridad de la sociedad
y eviten poner en una situación de vulnerabilidad a to-
dos aquellos que desean destacar en la ciencia, en la
tecnología o que sólo buscan proteger sus marcas e in-
venciones.

Al respecto, de acuerdo con información del Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad

Pública en 2020 se cometieron 868,917 delitos contra
el patrimonio a nivel nacional, 822 personas fueron
víctimas de un secuestro y se contabilizaron más de 7
mil extorsiones.1 Con estos datos y el incremento de la
violencia en México, es que se considera necesaria la
protección de los datos personales de nuestros inven-
tores.

Ahora bien, en situación de vulnerabilidad se encuen-
tra aquella persona que se acercó al IMPI a registrar su
invención, diseño, patente, el nombre, marca o logo de
su negocio. Pues si con el paso de los meses o los años
genera ingresos considerables a partir de su fama, pu-
blicidad o regalías; un grupo delictivo lo identifica en
internet y accede a la página del IMPI para obtener su
información personal: dirección, teléfono y correo
electrónico. Es más, cuantas bandas no estarán ope-
rando hoy en día recurriendo exclusivamente a dicha
página del gobierno para seleccionar a sus víctimas.

¿Cuál es la necesidad de que se encuentre a la vista de
todos la dirección, teléfono, correo o RFC de quien re-
gistra sus marcas?

Recordemos que el artículo 68 de la LGTAIP estable-
ce que los sujetos obligados tienen la responsabilidad
de hacer un uso adecuado de los datos personales en su
posesión, por lo que la ley es muy precisa al indicar
que el manejo de la información de terceros no deberá
ser excesivo en relación con los propósitos para los
cuales se haya obtenido. Asimismo, el artículo 38 de la
LGPDPPSO establece que se consideran vulneracio-
nes de seguridad, el uso, acceso o tratamiento no auto-
rizado de los datos personales. 

Lo anterior condiciona a los sujetos obligados a adop-
tar las medidas necesarias para garantizar la seguridad
de los datos personales y evitar el acceso no autoriza-
do a éstos; disposiciones que resultan vulneradas por
la falta de mecanismos de seguridad para ingresar y
navegar en el sistema “marcanet” que permite al pú-
blico en general acceder a los datos personales y de
identificación de los registrantes.

Además, existe la Evaluación de impacto en la protec-
ción de datos personales, como el instrumento me-
diante el cual los sujetos obligados que pretendan po-
ner en operación sistemas o plataformas informáticas
que implique el tratamiento de datos personales, valo-
rarán el impacto real, a efecto de identificar y mitigar
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posibles riesgos relacionados con los principios, debe-
res y derechos de los titulares, así como los deberes de
los responsables y encargados, previstos en la norma-
tiva aplicable.

Debido a lo anterior, y advirtiendo la vulnerabilidad a
la que están expuestos los inventores, diseñadores o
creadores se propone la siguiente modificación a la
Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial:

Si tomamos en cuenta que el Índice Global de Innova-
ción 2018 ubica a nuestra nación en el lugar 56 de 126
naciones y que países como Costa Rica, Chile y Espa-
ña están mejor posicionados que nosotros, debemos
reflexionar sobre la pertinencia de dar un golpe de ti-
món y redireccionar la política pública para sensibili-
zar a la población sobre la importancia y beneficios de
registrar patentes, invenciones y marcas ante el IMPI;
situación que no podrá ser posible si no blindamos el
ingenio y la innovación de las mentes más creativas
que tenemos en México ante los alarmantes niveles de
violencia.

Por lo antes expuesto, se presenta el siguiente proyec-
to de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 5 Bis a la
Ley Federal de Protección a la Propiedad Indus-
trial

Único. Se adiciona el artículo 5 Bis a la Ley Federal
de Protección a la Propiedad Industrial, para quedar
como sigue:

Artículo 5 Bis.- El Instituto Mexicano de la Propie-
dad Industrial es responsable de la protección de la
información confidencial de los inventores, diseña-
dores, creadores o personas físicas que se señalen
como tales en la solicitud de patente o de registro y
establecerá en sus bases de datos las medidas de se-
guridad para garantizar la confidencialidad de la
información concerniente a los datos personales a
fin de evitar el acceso o tratamiento no autorizado
de los mismos. 

Sólo cuando exista una orden judicial, resolución o
mandato fundado y motivado de autoridad compe-
tente, la totalidad de la información confidencial
será pública.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Nota

1 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-

blica. CNSP-Delitos2020_dic2020. Incidencia delictiva del fuero

común nacional, 2020. (18/01/2021). Obtenido de:

h t t p s : / / d r i v e . g o o g l e . c o m / f i l e / d / 1 _ v U W H Q P 1 r l 2 -

yPpdWFYgJ5Mhzae5l-Va/view

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Geraldina Isabel Herrera Vega (rúbrica)
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QUE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL USUA-
RIO DIGITAL; Y REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LAS LEYES FEDERALES DE TELECOMUNICA-
CIONES Y RADIODIFUSIÓN, DE PROTECCIÓN DE DATOS

PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES, Y DE

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, A CARGO DEL DIPUTADO

JAVIER ARIEL HIDALGO PONCE, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

El suscrito, diputado Javier Ariel Hidalgo Ponce, inte-
grante de la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y de los artícu-
los 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley Federal de
Protección al Usuario Digital; y que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de las Leyes Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión, Federal de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los
Particulares y Federal de Protección al Consumidor,
de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Durante la última década, millones de mexicanas y
mexicanos se han conectado a internet tal y como lo
revela el Censo 2020 al informar que el porcentaje de
viviendas en México con acceso a este servicio se du-
plicó; pasando de un 21.3% a un 51.2% desde la últi-
ma medición. Lo que se encuentra en sintonía con la
tendencia global de incrementar la conexión digital,
luego de haberse establecido el derecho humano fun-
damental del acceso a internet, por parte de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU), al considerarse
un medio por el cual las personas ejercen su derecho a
la libertad de opinión y expresión.

Así pues, el acceso a internet es fundamental para que
las personas obtengan información cada vez más ase-
quible, permitiéndoles hacer valer sus derechos, ejecu-
tar sus obligaciones y participar en debates públicos
sobre temas de interés general. Por ello, se reconoce
que México fue pionero en actualizar desde 2013 su
marco constitucional, al reconocer el acceso a las tec-
nologías de la información y la comunicación, inclui-
dos la banda ancha y el internet, como derecho. 

En ese sentido, la reforma constitucional en cuestión
fue acompañada con una serie de regulaciones en ma-
teria de competencia económica y protección de datos
personales en posesión de los particulares, además de
radiodifusión y telecomunicación, en aras de construir
un marco regulatorio para un entorno digital y globa-
lizado. Con ello, se considera que las telecomunica-
ciones y la radiodifusión son servicios de interés ge-
neral, por lo que el Estado debe garantizar que sean
prestados en condiciones de competencia, calidad,
pluralidad, cobertura universal, interconexión, conver-
gencia, continuidad y con acceso libre, garantizando el
resto de derechos consagrados en nuestra Constitu-
ción.

Por lo tanto el internet, como un conjunto descentrali-
zado de redes de telecomunicaciones en todo el mun-
do e interconectadas entre sí, y que proporciona los
servicios de comunicación ya mencionados, es consi-
derado como un bien de interés público o común dada
su relevancia, al igual que el espectro radioeléctrico y
orbital. Requiriendo con ello que el Estado, de acuer-
do con su razón de ser y velando por completo para
con el bien común y respetando su naturaleza, ajuste
sus normas jurídicas a la situación real de las circuns-
tancias para preservar y enriquecer los beneficios que
brinda a la sociedad.

En consecuencia, se concluye la legitimidad que tiene
todo marco jurídico que busque regular este tipo de
bienes, así como su uso y explotación, buscando ma-
ximizar el bienestar social, considerando las cada vez
más crecientes herramientas y actividades que se pue-
den desarrollar en el internet. 

Por ejemplo, en la actualidad se programan plata-
formas con diversos propósitos públicos, privados,
de comunicación y económicos, entre los que desta-
can la redes sociales, los servicios de entreteni-
miento y los servicios de comercio electrónico.
Confluyendo en ellos intermediarios y usuarios, co-
mo un símil de alguna actividad social cotidiana, y
que realizan actividades de intercambio como trans-
acciones monetarias y transferencia de contenidos
que merecen propiedad intelectual y publicidad;
mismas que se les reconoce como acreedoras de re-
gulación jurídica por tener la necesidad de garanti-
zar los derechos de todos los participantes e inte-
grantes de una comunidad.
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Por lo tanto, quienes hacen uso del internet, mejor co-
nocidos como usuarios digitales, resultan ser agentes
con derechos reconocidos e irrenunciables de acuerdo
a nuestra Constitución. Lo anterior obligando al Esta-
do mexicano a que vele por los derechos de los usua-
rios digitales, procurando la equidad, certeza y seguri-
dad jurídica en las relaciones entre éstos y las
plataformas y servicios digitales, sean públicas o pri-
vadas, sobre cualquier término y condición que estas
últimas hayan establecido unilateralmente para ofrecer
sus actividades.

Siendo principios básicos que debe considerar la regu-
lación que tome el Estado en las relaciones entre usua-
rios y servicios digitales los siguientes:

I. La protección de la vida, salud y seguridad de los
usuarios contra los riesgos provocados por prácticas
y servicios considerados peligrosos o nocivos;

II. La educación y divulgación sobre el consumo
adecuado de los servicios;

III. La información adecuada y clara sobre los dife-
rentes servicios, así como sobre la contraprestación
y riesgos que representen;

IV. La efectiva prevención y reparación de daños
patrimoniales y morales, individuales o colectivos;

V. El acceso a los órganos administrativos con vis-
tas a la prevención de daños patrimoniales y mora-
les, individuales o colectivos, garantizando la pro-
tección jurídica, económica, administrativa y
técnica a los usuarios;

VI. El otorgamiento de información y de facilidades
a los usuarios para la defensa de sus derechos;

VII. La protección contra la publicidad engañosa y
abusiva, métodos comerciales coercitivos y deslea-
les, así como contra prácticas y cláusulas abusivas
o impuestas en el abastecimiento de servicios.

VIII. La real y efectiva protección al usuario y sus
datos en las transacciones efectuadas a través del
uso de cualquier medio o plataforma;

IX. El respeto a los derechos, intimidad y esfera pri-
vada de los usuarios. 

X. La protección de los derechos de usuarios vulne-
rables, y

XI. Los derechos y libertades consagrados en la
Constitución, tratados y leyes vigentes.

Así pues, con el marco normativo que se establece en
la presente propuesta de reformas y adiciones legales,
se busca actualizar lo relacionado al entorno digital
con miras a proteger los derechos de sus usuarios a fin
de clarificar jurídicamente cómo deben entenderse la
libertad de expresión, la protección de los datos perso-
nales, el impulso a la innovación y emprendimiento;
así como los derechos que tienen los usuarios al hacer
uso de servicios y contenidos digitales. Más aún en un
contexto en el que son pocas las plataformas y servi-
cios digitales quienes concentran la mayor cantidad de
usuarios de internet.

Lo anterior considerando que, en cumplimiento con
las normas de derechos humanos, las plataformas de
internet deben respetar las leyes de los países en los
que operan al establecer sus propias normas sobre la
expresiones y actuaciones permitidas. Subsanando así,
un vacío legal que tiene como resultado el que las em-
presas digitales tomen decisiones que influyan hasta
en quién tiene la capacidad de hablar o comerciar, así
como del contenido que puede compartirse en su pla-
taforma; tal y como sucedió con la suspensión de
cuentas de redes sociales del expresidente de los Esta-
dos Unidos, Donald Trump, a principios del año 2021.

Por ello, en aras de proteger los derechos de los usua-
rios digitales en México, entre los que destacan el de
la libertad de expresión e información, así como el que
tienen las personas de conocer los argumentos y la ló-
gica por las que las empresas digitales toman sus deci-
siones, se deben contemplar mecanismos jurídicos pa-
ra normar la reparación del daño, según su grado de
responsabilidad, por alguna decisión que se considere
atente cualquier derecho. 

Así pues, esta propuesta se encuentra basada bajo el
entendimiento de que en el internet se desarrollan fe-
nómenos característicos de un contrato en común
acuerdo entre dos partes, así sean intermediarios, que
deben respetar los derechos y garantías individuales,
al menos en territorio mexicano, a fin de garantizar la
protección efectiva del ejercicio de los derechos y la
confianza de los usuarios digitales. Lo anterior pro-
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moviendo un uso informado y seguro de las platafor-
mas digitales, buscando corregir el espacio para co-
meter abusos y salvaguardar el bienestar de la pobla-
ción.

Por último, es necesario cuidar que no se infrinja la li-
bertad de expresión, ni tampoco propagar contenido
ilegal como la intimidación, acoso, discriminación o
la explotación sexual infantil, así como de la infode-
mia o propagación de noticias falsas, al momento de
crear un marco jurídico para las plataformas digitales.
Sin duda, es necesario no regular el discurso permiti-
do en internet, pero sí las prácticas de aclaración que
tienen las empresas para la moderación de contenidos,
en beneficio de la experiencia de los usuarios digita-
les. Lo anterior en aras de buscar establecer nuevos
parámetros que garanticen que las empresas tomen
decisiones de manera que se minimice el daño, respe-
tando el derecho fundamental a la libre expresión y
competencia. Lo cual se considera necesario para pro-
teger el internet abierto y neutral, que eviten sofocar
la libertad de expresión, ralentizar la innovación y
crear incentivos equivocados para las plataformas di-
gitales.

Como antecedente, el nuevo tratado comercial para
América del Norte (TMEC) contiene un capítulo para
el entorno digital. Asimismo, el Parlamento Europeo
discute dos proyectos de ley para regular los mercados
y servicios digitales. Además, la Asamblea General de
la ONU, el 16 de diciembre de 2020, emitió una reso-
lución que reafirma la importancia fundamental del
derecho a la privacidad; por lo que esta propuesta, se
enmarca en un contexto global en que se discute la for-
ma de actuar de las grandes plataformas digitales, con
el objetivo de garantizar el bienestar de la población y
sus derechos.

En conclusión, la presente iniciativa no debe interpre-
tarse bajo un objetivo de modelo restrictivo; sino que
busca proteger a las y los mexicanos para que sus de-
rechos como usuarios digitales de manera clara y ex-
plícita en las actividades que se desarrollan a través de
plataformas digitales. Con ello, se da certeza jurídica a
las personas, a fin de garantizar la salvaguarda de sus
derechos, datos, bienes e información. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley Federal de Pro-
tección al Usuario Digital; y reforma y adiciona di-
versas disposiciones de las Leyes Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares y Federal de Protección al Consumi-
dor

Artículo Primero. Se expide la Ley Federal de Pro-
tección al Usuario Digital, para quedar como sigue:

Ley Federal de Protección al Usuario Digital 

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y tie-
ne por objeto promover y proteger los derechos de los
usuarios digitales procurando la equidad, certeza y se-
guridad jurídica en las relaciones con los proveedores
de servicios digitales.

Son sujetos regulados por esta Ley, los proveedores de
servicios digitales con independencia de su lugar de
establecimiento o de residencia, para que contribuyan
a los fines y al ejercicio de los derechos establecidos
en los artículos 1o, 2o, 3o, 4o, 5o, 6o., 7o., 14, 16, 17,
27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 2. A falta de disposición expresa en esta Ley,
se aplicarán en forma supletoria y en lo conducente la
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares, la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obli-
gados, la Ley Federal de Protección al Consumidor, y
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión, en ese orden.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. Agente con poder sustancial: Aquél agente eco-
nómico del sector digital, conforme a lo establecido
en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radio-
difusión;

II. Constitución: Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;
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III. Contenido ilegal: Cualquier información que,
en sí misma o por su referencia a una actividad, in-
cluida la venta de productos o la prestación de ser-
vicios, no se ajuste a la legislación vigente, inde-
pendientemente del objeto o la naturaleza de esa
ley;

IV. Instituto: Instituto Federal de Telecomunicacio-
nes;

V. Moderación del contenido: Actividades realiza-
das por los servicios digitales destinadas a detectar,
identificar y abordar el contenido ilegal o la infor-
mación incompatible con sus términos y condicio-
nes, proporcionada por los usuarios digitales, in-
cluidas las medidas adoptadas que afecten a la
disponibilidad, visibilidad y accesibilidad de ese
contenido ilegal o esa información, como degrada-
ción, inhabilitación del acceso o eliminación del
mismo, o la capacidad de los destinatarios de pro-
porcionar esa información, como la cancelación o
suspensión de la cuenta de un usuario digital;

VI. Profeco: Procuraduría Federal del Consumidor;

VII. Servicio digital: Son aquellos servicios públi-
cos o privados, incluidos de intermediación, que se
proporcionan mediante aplicaciones o contenidos
en formato digital a través de internet u otra red;

VIII. Servicio digitales de intermediación: Significa
uno de los siguientes servicios:

a) De mero conducto: que consiste en la transmi-
sión en una red de comunicación de información
proporcionada por un destinatario del servicio, o la
provisión de acceso a una red de comunicación;

b) De almacenamiento en caché: que consiste en la
transmisión en una red de comunicación de infor-
mación proporcionada por un destinatario del servi-
cio, que implica el almacenamiento automático, in-
termedio y temporal de dicha información, con el
único fin de hacer más eficiente la transmisión ulte-
rior de la información a otros destinatarios que lo
soliciten; y

c) De alojamiento: que consiste en el almacena-
miento de información proporcionada por un desti-
natario del servicio y a petición de éste.

IX. Términos y condiciones: Especificaciones, in-
dependientemente de su nombre o forma, que rigen
la relación contractual entre el proveedor de servi-
cios digitales y los usuarios digitales; y

X. Usuario digital: Persona física o moral que utili-
ce cualquier servicio digital.

Capítulo II 
De la Protección al Usuario Digital

Artículo 4. Son principios básicos en la protección del
usuario digital:

I. Los derechos y libertades consagrados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, tratados suscritos y leyes vigentes;

II. La información adecuada y clara sobre los dife-
rentes servicios digitales, así como sobre la contra-
prestación y riesgos que representen;

III. La efectiva prevención y reparación de daños
patrimoniales y morales, individuales o colectivos;

IV. El otorgamiento de información y de facilidades
a los usuarios digitales para la defensa de sus dere-
chos;

V. El respeto a la intimidad y esfera privada de los
usuarios digitales;

VI. El acceso a los órganos administrativos con vis-
tas a la prevención de daños patrimoniales y mora-
les, individuales o colectivos, garantizando la pro-
tección jurídica, económica, administrativa y
técnica a los usuarios digitales;

VII. La protección contra la publicidad engañosa y
abusiva, métodos comerciales coercitivos y deslea-
les, así como contra prácticas y cláusulas abusivas
o impuestas en la provisión de servicios digitales; y

VIII. La real y efectiva protección al usuario digital
y sus datos en las acciones efectuadas a través del
uso de cualquier servicio digital.

Artículo 5. Los usuarios digitales gozarán de los dere-
chos previstos en esta Ley, en la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, en la Ley Federal de Teleco-
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municaciones y Radiodifusión así como en las demás
disposiciones aplicables en materia de protección a los
datos personales. 

Artículo 6. Son derechos de los usuarios digitales: 

I. La protección de los datos personales en términos
de las leyes aplicables; 

II. La portabilidad de los datos personales e infor-
mación que hayan generado a través de los servi-
cios digitales; 

III. A elegir libremente su proveedor de servicios
digitales; 

IV. A contratar y conocer las condiciones comercia-
les establecidas en los modelos de contrato de ad-
hesión, a través de medios electrónicos, incluyendo
la página electrónica del proveedor de servicios di-
gitales, sin perjuicio de recibirlas por otros medios: 

V. A la libre elección y no discriminación en el ac-
ceso a los servicios digitales; 

VI. A que le provean los servicios de internet con-
forme a los parámetros de calidad contratados o es-
tablecidos por el Instituto; 

VII. A ser notificado por cualquier medio, incluido
el electrónico, de cualquier cambio en las condicio-
nes originalmente contratadas; 

VIII. A exigir el cumplimiento forzoso del contrato
cuando el proveedor del servicio digital modifique
las condiciones originalmente contratadas y en caso
de que no las cumpla a rescindir el mismo; 

IX. A la manifestación de las ideas, al acceso a la in-
formación y a buscar, recibir y difundir información
e ideas en los términos que establece la Constitu-
ción y las leyes aplicables;

Artículo 7. Los derechos mínimos a que se refiere el
artículo anterior, deberán difundirse de manera perma-
nente por el Instituto y los agentes con poder sustan-
cial, en sus respectivos portales de Internet y se entre-
gará a los usuarios digitales al obtener el servicio que
corresponda.

Artículo 8. En los contratos que celebren los presta-
dores de servicios digitales con los usuarios digitales
se deberá observar que se podrán estipular en los con-
tratos cláusulas que permitan modificar las condicio-
nes de los mismos, únicamente cuando de manera ex-
presa se establezca el aviso previo al usuario digital.

En caso de cualquier cambio en las condiciones con-
tractuales, se deberá avisar al usuario digital por cual-
quier medio.

Artículo 9. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán
por no puestas las cláusulas que obliguen al usuario di-
gital a renunciar a lo dispuesto en esta Ley, a la Ley
Federal de Protección al Consumidor, o a ejercer una
acción judicial individual o colectiva o lo sometan a la
competencia de tribunales extranjero.

Capítulo III
De las Autoridades

Artículo 10. Corresponde al Instituto expedir disposi-
ciones administrativas de carácter general, lineamien-
tos y procedimientos de evaluación, así como demás
disposiciones, para el cumplimiento de lo dispuesto en
esta Ley.

Artículo 11. Corresponde al Instituto y a la Profeco
promover, proteger, asesorar, defender, conciliar, y re-
presentar a los usuarios digitales frente a los agentes
con poder sustancial, así como registrar y publicar los
modelos de contratos de adhesión de conformidad con
esta Ley, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión y la Ley Federal de Protección al Consu-
midor. 

Artículo 12. Corresponde al Instituto regular, monito-
rear y vigilar la calidad de los servicios digitales con
los indicadores, parámetros y procedimientos que al
efecto establezca, debiendo informar a la Profeco de
los resultados obtenidos para el ejercicio de sus atri-
buciones. 

Artículo 13. El Instituto y la Profeco intercambiarán
información relacionada con las quejas de los usua-
rios, el comportamiento comercial de los agentes con
poder sustancial, la verificación del cumplimiento de
sus obligaciones, así como las sanciones que impon-
gan a fin de que determinen proceder en el ámbito de
su competencia. 
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Artículo 14. El Instituto y la Profeco se darán vista
mutuamente, cuando los servicios digitales incurran
en violaciones sistemáticas o recurrentes a los dere-
chos de los usuarios digitales, a fin de que en el ámbi-
to de sus atribuciones realicen las acciones necesarias
para su protección y restitución o, en su caso, para que
el Instituto imponga las sanciones por incumplimiento
de obligaciones a los prestadores de servicios digita-
les.

Artículo 15. El Instituto verificará que los usuarios di-
gitales puedan celebrar y cancelar los contratos de ad-
hesión, mediante mecanismos expeditos, incluidos los
medios electrónicos. A través de dichos medios elec-
trónicos se podrá cancelar el contrato a su término.

Capítulo IV
De los Servicios Digitales

Artículo 16. Los servicios digitales deberán observar
los principios de licitud, consentimiento, información,
calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y respon-
sabilidad, previstos en esta Ley, la Constitución y de-
más leyes vigentes.

Artículo 17. Los prestadores de servicios digitales es-
tán obligados a informar y respetar los precios, tarifas,
garantías, penalidades, compensaciones, cantidades,
calidad, medidas, intereses, cargos, términos, plazos,
fechas, modalidades, reservaciones y demás condicio-
nes de la prestación del servicio conforme a las cuales
se hubiera ofrecido, obligado o convenido con el usua-
rio digital o suscriptor y bajo ninguna circunstancia se-
rán negados estos bienes o servicios a persona alguna. 

Artículo 18. Los agentes con poder sustancial deberán
bloquear contenidos, aplicaciones o servicios a peti-
ción expresa de sus respectivos usuarios, sin que el
bloqueo pueda extenderse arbitrariamente a otros con-
tenidos, aplicaciones o servicios distintos de los solici-
tados por el usuario. 

En ningún caso, este bloqueo podrá afectar de manera
arbitraria a otros usuarios digitales. Asimismo, debe-
rán tener disponible para los usuarios que lo soliciten,
un servicio de control parental y publicar de manera
clara las características operativas de este servicio y
las instrucciones para que el usuario pueda operar las
aplicaciones necesarias para el correcto funcionamien-
to del mencionado servicio.

Artículo 19. Los servicios digitales de intermediación
no serán responsables del contenido que en ellos se
transmita.

Artículo 20. Los servicios digitales velarán por la fá-
cil comprensión por parte de sus usuarios de sus polí-
ticas internas, así como de sus términos y condiciones
de uso. 

Artículo 21. Los servicios digitales de intermediación
tendrán conciencia de los límites y alcances del dere-
cho al honor, a la intimidad y a la propia imagen de sus
usuarios. 

Artículo 22. Los agentes con poder sustancial deberán
contar con un Código de Ética, que, bajo un principio
de autorregulación, tendrán por objeto informar a los
usuarios digitales la forma detallada como el propio
prestador de servicio se compromete a respetar y pro-
mover todos y cada uno de los derechos consagrados
en la Constitución, tratados suscritos y leyes vigentes,
en caso de aplicar alguna moderación de contenido.

Los Códigos de Ética serán emitidos libremente por
cada prestador de servicios digitales y no estará sujeto
a convalidación o a la revisión previa o posterior del
Instituto o de otra autoridad, ni a criterios, directrices,
lineamientos o cualquier regulación o acto similar del
mismo Instituto u otra autoridad.

Artículo 23. Los servicios digitales de intermediación
en todo momento tendrán un trato y manejo de infor-
mación personal y sensible sin consentimiento de
acuerdo a la legislación aplicable.

Artículo 24. Los servicios digitales de intermediación
tendrán medidas especiales para el tratamiento de de-
litos informáticos, amenazas, acoso o instigación. 

Artículo 25. Los servicios digitales de intermediación
deberán abstenerse de revelar información sensible o
de carácter confidencial de sus usuarios. 

Artículo 26. Cuando se preste un servicio digital que
consista en la transmisión en una red de comunicación
de información proporcionada por un destinatario del
servicio, o la provisión de acceso a una red de comu-
nicación, el proveedor del servicio no será responsable
de la información transmitida, a condición de que el
proveedor:
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I. No inicia la transmisión;

II. No selecciona el receptor de la transmisión; y

III. No selecciona ni modifica la información con-
tenida en la transmisión.

Los actos de transmisión y de acceso a los que se re-
fiere el párrafo anterior comprenden el almacenamien-
to automático, intermedio y transitorio de la informa-
ción transmitida en la medida en que tenga lugar con
el único fin de realizar la transmisión en la red de co-
municaciones, y siempre que la información no se al-
macene durante un período superior al razonablemen-
te necesario para la transmisión.

El presente artículo no afectará a la posibilidad de que
un tribunal o una autoridad administrativa, de confor-
midad con los ordenamientos jurídicos de los Estados
Unidos Mexicanos, exija al prestador de servicios que
ponga fin o prevenga una infracción.

Artículo 27. Cuando se preste un servicio digital que
consista en la transmisión en una red de comunicación
de información proporcionada por un destinatario del
servicio, el proveedor del servicio no será responsable
del almacenamiento automático, intermedio y tempo-
ral de esa información, realizado con el único fin de
hacer más eficiente la transmisión ulterior de la infor-
mación a otros destinatarios del servicio que lo solici-
ten, a condición de que:

I. El proveedor no modifica la información;

II. El proveedor cumple con las condiciones de ac-
ceso a la información;

III. El proveedor cumple con las reglas relativas a la
actualización de la información, especificadas de
una manera ampliamente reconocida y utilizada por
la industria;

IV. El proveedor no interfiere con el uso legal de la
tecnología, ampliamente reconocida y utilizada por
la industria, para obtener datos sobre el uso de la in-
formación; y

V. El proveedor actúa rápidamente para eliminar o
inhabilitar el acceso a la información que ha alma-
cenado al obtener conocimiento real del hecho de

que la información en la fuente inicial de transmi-
sión se ha eliminado de la red, o el acceso a ella ha
sido inhabilitado , o que un tribunal o una autoridad
administrativa haya ordenado dicha remoción o in-
habilitación por tratarse de un contenido ilegal.

Capítulo V
De las Infracciones, Sanciones 

y Medios de Impugnación.

Artículo 28. Las infracciones a lo dispuesto en esta
Ley y a las disposiciones que deriven de ella, se san-
cionarán por el Instituto de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión.

Artículo 29. Las normas generales, actos u omisiones
del Instituto podrán ser impugnados únicamente me-
diante el juicio de amparo indirecto y no serán objeto
de suspensión. 

Artículo 30. Cuando se trate de resoluciones del Insti-
tuto emanadas de un procedimiento seguido en forma
de juicio sólo podrá impugnarse la que ponga fin al
mismo por violaciones cometidas en la resolución o
durante el procedimiento. Las normas generales aplica-
das durante el procedimiento sólo podrán reclamarse
en el amparo promovido contra la resolución referida. 

En ningún caso se admitirán recursos ordinarios o
constitucionales contra actos intraprocesales.

Artículo 31. Los juicios de amparo indirecto serán
sustanciados por los jueces y tribunales especializados
establecidos por el Consejo de la Judicatura Federal en
materia de competencia, telecomunicaciones y radio-
difusión.

Artículo 32. Corresponderá a los tribunales especiali-
zados del Poder Judicial de la Federación en materia
de competencia, telecomunicaciones y radiodifusión,
conocer de las controversias que se susciten con moti-
vo de la aplicación de esta Ley.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 3, 262 y
265 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:
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I. [...]

II. Agente con poder sustancial: Aquél agente eco-
nómico que tiene poder sustancial en algún merca-
do relevante de los sectores digital, de radiodifu-
sión o telecomunicaciones, conforme a lo
establecido en la Ley Federal de Competencia Eco-
nómica;

III. [...] a LXI. [...]

LXI Bis. Servicio digital: Son aquellos que se
proporcionan mediante aplicaciones o conteni-
dos en formato digital a través de internet u otra
red, en los términos de la Ley Federal de Protec-
ción al Usuario Digital.

LXII.[...] a LXXI.[...]

Artículo 262. El Instituto deberá determinar la exis-
tencia de agentes económicos preponderantes en los
sectores digital, de radiodifusión y de telecomunica-
ciones, e impondrá las medidas necesarias para evitar
que se afecte la competencia y la libre concurrencia y,
con ello, a los usuarios finales, e incluirán en lo apli-
cable, las relacionadas con información, oferta y cali-
dad de servicios, acuerdos en exclusiva, limitaciones
al uso de equipos terminales entre redes, regulación
asimétrica en tarifas e infraestructuras de red, inclu-
yendo la desagregación de sus elementos esenciales y,
en su caso, la separación contable, funcional o estruc-
tural de dichos agentes. 

Para efectos de lo dispuesto en esta Ley, se conside-
rará como agente económico preponderante, en razón
de su participación nacional en la prestación de los
servicios digital, de radiodifusión o telecomunica-
ciones, a cualquiera que cuente, directa o indirecta-
mente, con una participación nacional mayor al cin-
cuenta por ciento, medido este porcentaje ya sea por
el número de usuarios, suscriptores, audiencia, por el
tráfico en sus redes o por la capacidad utilizada de las
mismas, de acuerdo con los datos con que disponga
el Instituto.

Las obligaciones impuestas al agente económico pre-
ponderante se extinguirán en sus efectos por declara-
toria del Instituto una vez que, conforme a la Ley, exis-
tan condiciones de competencia efectiva en el
mercado de que se trate. El Instituto está facultado pa-

ra declarar en cualquier momento agentes económicos
preponderantes en los sectores digitales, de telecomu-
nicaciones y radiodifusión.

Artículo 265. Para la declaración de agente económi-
co como preponderante y la imposición de las medidas
necesarias para evitar que se afecten la competencia y
la libre concurrencia y con ello a los usuarios finales,
tanto en el sector digital, de radiodifusión y de teleco-
municaciones, el Instituto aplicará el siguiente proce-
dimiento:

[...]

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 3, 6, 16,
20, 21, y 63 de la Ley Federal de Protección de Datos
Personales en Posesión de los Particulares, para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

I. [...] 

I Bis. Actividad digital: Cualquier información
concerniente a una persona física identificada o
identificable que genera al hacer uso de internet.

II a IV. [...]

V. Datos personales: Cualquier información, inclui-
da su actividad digital, concerniente a una perso-
na física identificada o identificable

VI. [...] a XIII. [...]

XIV. Responsable: Persona física o moral de carác-
ter privado que decide sobre el tratamiento de datos
personales, ya sea como prestador de servicios o
como intermediario.

XV. [...] 

XV Bis. Servicios digitales: Persona moral de ca-
rácter privado que proporciona, mediante apli-
caciones o contenidos en formato digital a través
de internet u otra red, bienes o servicios, inclui-
dos de intermediación, en términos de la Ley Fe-
deral de Protección al Usuario Digital.
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XVI [...] a XIX. [...]

Artículo 6. Los responsables en el tratamiento de da-
tos personales, deberán observar los principios de lici-
tud, consentimiento, información, calidad, finalidad,
lealtad, proporcionalidad, responsabilidad, limitación
y minimización previstos en la ley. 

Artículo 16. El aviso de privacidad, incluido el de los
servicios digitales, deberá contener, al menos, la si-
guiente información: 

I. [...] a VI. [...] 

Artículo 20. Las vulneraciones de seguridad ocurridas
en cualquier fase del tratamiento que afecten de forma
significativa los derechos patrimoniales o morales de
los titulares, serán informadas de forma inmediata por
el responsable al titular, a fin de que este último pueda
tomar las medidas correspondientes a la defensa de sus
derechos. 

Los responsables deberán informar sobre cual-
quier vulneración de seguridad a las instancias co-
rrespondientes. 

Artículo 21. - El responsable o terceros que interven-
gan en cualquier fase del tratamiento de datos perso-
nales deberán guardar confidencialidad respecto de és-
tos, obligación que subsistirá aun después de finalizar
sus relaciones con el titular o, en su caso, con el res-
ponsable.

El responsable o terceros deberá procesar única-
mente los datos personales mínimamente indispen-
sables para sus fines comerciales y declarados en el
territorio nacional, los cuales deberán ser adecua-
dos, pertinentes y limitados.

Artículo 63. Constituyen infracciones a esta Ley, las
siguientes conductas llevadas a cabo por el responsa-
ble:

I. [...] a XVIII. [...] 

XIX. No informar de manera inmediata al titu-
lar, una vulnerabilidad que afecte de forma sig-
nificativa sus derechos patrimoniales o mora-
les. 

XX. Cualquier incumplimiento del responsable a
las obligaciones establecidas a su cargo en térmi-
nos de lo previsto en la presente ley.

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 2 de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entiende
por:

I. Consumidor: la persona física o moral que ad-
quiere, realiza o disfruta como destinatario final
bienes, productos o servicios. Se entiende también
por consumidor al usuario digital, en términos
de la Ley Federal de Protección al Usuario Di-
gital, así como a la persona física o moral que ad-
quiera, almacene, utilice o consuma bienes o ser-
vicios con objeto de integrarlos en procesos de
producción, transformación, comercialización o
prestación de servicios a terceros, únicamente pa-
ra los casos a que se refieren los artículos 99 y 117
de esta ley.

[...]

II. Proveedor: la persona física o moral en términos
del Código Civil Federal, que habitual o periódica-
mente ofrece, distribuye, vende, arrienda o concede
el uso o disfrute de bienes, productos y servicios,
incluidos los digitales en términos de la Ley Fe-
deral de Protección al Usuario Digital;

III. [...] a IV.[...]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los
treinta días naturales siguientes al de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal deberá reali-
zar la expedición y reforma de los reglamentos corres-
pondientes dentro de los 180 días a la publicación de
la reforma para adecuar las disposiciones reglamenta-
rias al respecto.

Tercero. El Instituto Federal de Telecomunicaciones
deberá adecuar a la Ley Federal de Protección al
Usuario Digital su estatuto orgánico, dentro de los se-
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senta días naturales siguientes a la entrada en vigor del
presente Decreto.

Ciudad de México, Cámara de Diputados, 
a los 9 días del mes de febrero de 2021.

Diputado Javier Ariel Hidalgo Ponce (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, A FIN DE INCREMENTAR EL SALARIO MÍ-
NIMO DEL PERSONAL MÉDICO Y SANITARIO EN URGENCIAS

SANITARIAS, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS BENJAMÍN

ROBLES MONTOYA Y MARIBEL MARTÍNEZ RUIZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

Los suscritos, diputado Benjamín Robles Montoya y
diputada Maribel Martínez Ruiz, integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo a la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los artículos 77, 78 y 102, numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, sometemos a la
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man diversas disposiciones de la Ley de General de
Salud con el fin de incrementar el salario al personal
médico y sanitario tratándose de emergencias sanita-
rias, de conformidad con la siguiente

Exposición de motivos

Sin temor a equivocarnos, podemos afirmar que la
pandemia generada por el virus SARS-CoV2, (Covid-
19), es uno de los mayores retos que nuestro país y el
mundo entero han enfrentado en el aún joven siglo
XXI.

Según las cifras oficiales, a la fecha de la presentación
de esta iniciativa, nuestro país reporta un millón 788
mil contagios y 152,016 muertes por este maligno vi-
rus.

La actuación del gobierno del presidente López Obra-
dor para atender la emergencia sanitaria y sus efectos
económicos ha sido digna de reconocerse.

El 30 de marzo de 2020 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el “acuerdo por el que se declara
como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor,
a la epidemia de enfermedad generada por el virus
SARS-CoV2 (Covid-19)”. Desde entonces, incluso
desde antes, el gobierno definió acciones extraordina-
rias para atender la emergencia sanitaria, se anuncia-
ron una serie de medidas económicas, entre otras ac-
ciones; así también, la Secretaría de Salud realiza
diariamente conferencias de prensa para informar a la
población sobre los avances de la epidemia en el país,
así como la fase en la que nos encontramos.

Hoy en día, ante la emergencia sanitaria a consecuen-
cia del coronavirus, las actividades académicas, labo-
rales, legislativas, ejecutivas, judiciales y sociales, to-
da nuestra vida, en sí, dio un giro estrepitoso, hasta
adecuarse a una realidad que tal vez, no tenga vuelta a
tras. 

Como es bien sabido, el retorno a “la nueva normali-
dad” lo que significa que la actividad laboral, comer-
cial y no esencial como la conocíamos, no vuelva ser
la misma, máxime que a partir de finales de diciembre
se ha iniciado con la intensa campaña de vacunación
en contra del virus SARS-CoV-2 Covid -19, y quienes
han sido los primeros en ser electos para su aplicación,
por mandato presidencial, han sido el sector médico y
sanitario de primera línea que atiende y combate a in-
fectados por el citado coronavirus. 

A la par de lo anterior, las secretarías del gobierno fe-
deral en julio 20202 dieron a conocer los “lineamien-
tos técnicos de seguridad sanitaria en el entorno labo-
ral”, los cuales consisten en la capacitación del
personal sobre mecanismos de contagio y síntomas;
lavado de manos, práctica de etiqueta respiratoria, no
escupir, limpieza de superficies y objetos y el respeto
a la Sana Distancia; contar con dispensadores en gel al
70 por ciento, proveer productos sanitarios y equipo de
protección a los trabajadores. 
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Como legislador, reconozco que resulta indispensable
que nuestro país recobre la actividad laboral y econó-
mica como hasta antes de la declaración de emergen-
cia sanitaria, marzo 2020, pero no a costa de la salud
del personal médico y sanitario que han dado su vida
por la atención hospitalaria de quienes llegan infecta-
dos. En ese sentido resulta importante la presente re-
forma a la Ley General de Salud a fin de que todo el
personal médico y sanitarias, independientemente de
contar con las medidas de higiene y protección que re-
sulta necesario para evitar el contagio del coronavirus
se les reconozca su enorme labor incrementándole su
ingreso salarial hasta por el doble de su percepción
cuando nuestro país enfrente una crisis sanitaria como
la que hoy nos pone la pandemia del coronavirus. 

Es importante tener claro que la emergencia por ries-
go sanitario no ha terminado, por tales razones, las
medidas de seguridad para prevenir el riesgo de conta-
gio no deben dejar de aplicarse en los diferentes en-
tornos de interacción social y menos aún en los espa-
cios en los que la ciudadanía pasa la mayor parte del
tiempo, es decir, los centros de trabajo, ya sean indus-
triales, comerciales o administrativos, son un ejemplo
de esos lugares en donde el riesgo de contagio es alto,
porque la convivencia cotidiana puede generar el rela-
jamiento de las medidas de salubridad. 

Por estas razones, estas medidas deben formar parte de
hoy en adelante y serán de observancia obligatoria pa-
ra el personal que labora dentro del centro de trabajo,
así? como para los usuarios y consumidores de bienes
o servicios que acudan a ellos. Porque también resulta
imperativo que se inscriban dentro de la Ley General
de Salud.

El postulado de los “Lineamientos Técnicos de Segu-
ridad Sanitaria en el Entorno Laboral”, entre otras co-
sas, se refiere:

Normas básicas para personas en establecimientos y
centros de trabajo 

A. Para Usuarios 

1. Sana distancia 

• De acuerdo con la superficie del estableci-
miento, se garantizará en todo momento que se
respeta la sana distancia de 1.5 metros entre ca-

da persona dentro del establecimiento, ya sea
trabajadora y/o cliente. 

• El cliente deberá esperar detrás de la línea que
indica el espacio de espera para pedir los pro-
ductos necesitados y/o para pagar, según lo esti-
pule el establecimiento. 

• En caso de que se forme una fila fuera del es-
tablecimiento en la que los clientes estén espe-
rando para entrar, estos deberán mantener siem-
pre un espacio de 1.5 metros de distancia entre
cada persona. 

• El cliente deberá? evitar tocar productos que
no vaya a comprar para disminuir la probabili-
dad de contagio. 

• En caso de que sea posible, se favorecerá la en-
trega de los productos vendidos por parte de la
persona trabajadora en la entrada de la tienda,
evitando así que el cliente entre al estableci-
miento. 

2. Elementos de Protección Individual (EPI) 

• Solo se permitirá la entrada al establecimiento
si el cliente porta un cubrebocas acomodado co-
rrectamente en el rostro. 

• El cliente deberá limpiarse las manos con dis-
pensadores de alcohol al 70 por ciento o gel des-
infectante base alcohol al 70 por ciento al mo-
mento de entrar al establecimiento. 

• Se habilitará y comunicará a los clientes sobre
los sistemas que promuevan el pago sin contac-
to (tarjetas de crédito, plataformas virtuales, et-
cétera) en la medida de los posible. 

B. Para Trabajadores

1. Elementos de Protección Individual (EPI) 

• Se deberá distribuir entre las personas trabaja-
doras con funciones de atención al público, al
menos el siguiente equipo: 

1. Cubrebocas, de preferencia que sea lavable a
fin de ser empáticos con el medio ambiente (ca-
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pacitar sobre su limpieza y reemplazo); y
2. Protector facial/ googles / lentes de seguridad
con protección lateral, superior e inferior de
ojos. 

• La persona trabajadora deberá portar el equipo
de protección personal correctamente todo el
tiempo. 

• Se deberá evitar el uso de joyería, corbatas,
barba y bigote, toda vez que son reservorios de
virus y demás microorganismos (fómites). 

• Se tendrán medidas sobre no compartir entre
las personas trabajadoras: celular, utensilios de
cocina, equipo de protección individual (EPI),
papelería, plumas, etcétera. 

• La persona trabajadora deberá hacer un lavado
frecuente de manos, respetará la etiqueta respi-
ratoria (estornudar o toser en un pañuelo que se-
rá desechado en bote de basura cerrado, o hacer-
lo en la parte interna del brazo) y mantendrá?
una distancia de 1.5 metros de los clientes o pro-
veedores. 

• El uso de guantes no deberá sustituir el lavado
de manos en ningún momento. Se recomienda
exclusivamente su uso para el manejo de dinero. 

2. Promoción y protección a la salud 

• Se tendrán medidas para que las personas tra-
bajadoras cuiden la distancia social con sus com-
pañeras y compañeros de al menos 1.5 metros. 

• Los pañuelos desechables utilizados para lim-
piar la nariz o protección de boca, así como cu-
brebocas desechables deberán ser colocados en
un recipiente identificado como “residuos sani-
tarios” con bolsa y con tapa, para amarrar y tirar
así en el contenedor final de residuos. 

• Se capacitará a las personas trabajadoras sobre
medidas de protección de la salud (lavado fre-
cuente de manos, etiqueta respiratoria, saludo a
distancia y recuperación efectiva) y sobre las
medidas que se implementarán en el centro de
trabajo como parte de la estrategia de Nueva
Normalidad. 

• Se contará con guía de actuación para los casos
en que una persona trabajadora manifieste sínto-
mas de COVID-19, con la finalidad de proteger-
le, así como al resto de las personas trabajadoras
y su familia, que incluya: medidas básicas para
manejo de sospechosos de contagio, contactos,
confirmados y su reincorporación al trabajo. 

• Se incentivará al personal con sospecha o con-
firmación de COVID-19 a cumplir con el res-
guardo domiciliario correspondiente, que es la
limitación voluntaria y temporal de la movilidad
de una persona, para permanecer en su domici-
lio de residencia o en un sitio distinto al espacio
público para evitar un ulterior contagio de la en-
fermedad en la comunidad. Este resguardo tam-
bién puede ocurrir debido a la condición de vul-
nerabilidad de la persona, o debido al tipo de
actividad que desempeña en el centro de trabajo.
Durante el tiempo que dure este resguardo, la
persona trabajadora deberá recibir su salario. 

• En caso de registrarse un caso positivo entre
personas trabajadoras del establecimiento, se de-
berá? dar aviso inmediato a las autoridades a tra-
vés del sistema Locatel y las herramientas digi-
tales disponibles (SMS con covid-19? al 51515
o visitar el sitio web 

https://test.covid19.cdmx.gob.mx/?). 

• Se promoverá entre la población trabajadora
los principios rectores de la “No Discrimina-
ción” para las personas que hayan tenido CO-
VID-19 o hayan convivido con algún familiar
que lo tenga o haya tenido. 

VI. Control de acceso y egreso a establecimientos 

A. Para usuarios 

• Se contará con jergas saturadas, tapetes saniti-
zantes o alternativas similares con hipoclorito de
sodio con concentraciones de al menos 0.5 por
ciento con productos registrados ante la Agencia
de Protección Ambiental (EPA) certificados pa-
ra eliminar SARS-CoV-2 para los clientes que
entren al establecimiento. No se recomienda el
uso de arcos desinfectantes. 
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• Se repondrá el líquido desinfectante a las jer-
gas o tapetes sanitizantes cada que lo requieran,
en caso de jergas saturadas se asegura que estas,
estén limpias y saturadas de la solución desin-
fectante. Puede colocarse una jerga limpia y se-
ca para eliminar el exceso del líquido de las sue-
las de zapato. 

• Se contará en los accesos con dispensadores de
alcohol al 70 por ciento o gel desinfectante base
alcohol al 70 por ciento. 

• Se establecerán entradas exclusivas y salidas
exclusivas de los establecimientos. En caso de
que se cuente con un solo acceso, este se deberá
de dividir por barreras físicas, a fin de contar
con espacios específicos para el ingreso y salida,
inhibiendo así posibles acercamientos entre
clientes. 

• Se debe resguardar el acceso preferencial a las
personas en situación de vulnerabilidad: perso-
nas mayores de 60 años, mujeres embarazadas o
lactantes, personas en situación de discapacidad
y personas con enfermedades crónicas. 

B. Para trabajadores 

• Se establecerán entradas y salidas exclusivas
del personal, en caso de que se cuente con un so-
lo acceso, este se deberá de dividir por barreras
físicas a fin de contar con espacios específicos
para el ingreso y salida del personal. 

• Los sanitarios deberán contar con lavamanos
en condiciones adecuadas de operación (funcio-
nales y que cuenten con agua y con jabón) y to-
allas de papel desechable, o en su caso, con dis-
pensadores de alcohol al 70 por ciento o gel
desinfectante base alcohol al 70 por ciento. 

VII. Señalética y carteles de información básica 

• Se colocarán infografías oficiales sobre medi-
das sanitarias para la emergencia en múltiples
lugares visibles. 

• Se señalizará el espacio del establecimiento
con marcas en el piso, paredes y/o mobiliario,
que indiquen espacios de espera o el flujo del re-

corrido del local, recordando la distancia míni-
ma de 1.5 metros entre personas, dentro del es-
tablecimiento y fuera de este (previendo casos
en que se formarán filas fuera del establecimien-
to de gente esperando su turno). 

• Se deberá señalizar en el piso los espacios que
deberán respetar los clientes para solicitar los
productos o para pagar. 

VIII. Limpieza de espacios y desinfección de su-
perficies 

A. Capacitación para el manejo de sustancias sani-
tizantes 

• Se contará con protocolos de limpieza y desin-
fección diaria de áreas, superficies y objetos de
contacto y de uso común, que incluya lavar con
agua y jabón, y desinfectar con una solución de
hipoclorito de sodio al 0.5 por cento u otra cer-
tificada para eliminar SARS-CoV-2. 

• Si se usa cloro doméstico para limpiar, se usa-
rá a una concentración inicial de 5 por ciento. Lo
anterior equivale a que, por cada litro de agua, se
debe agregar 4 cucharaditas (10 ml) de cloro. 

• Se retirarán objetos en desuso para facilitar la
limpieza y desinfección de todas las áreas. 

• Se desinfectarán los almacenes y bodegas de
manera regular. 

IX. Sistema de ventilación

A. Medidas temporales para evitar la concentración
en espacios cerrados 

• Se favorecerá la ventilación natural en los lu-
gares que sea posible. 

• Se revisará el funcionamiento de los sistemas
de aire acondicionado y de extracción, en caso
de contar con los mismos, además de dar mante-
nimiento y cambios de filtro para su correcto
funcionamiento. 

X. Escalonamiento de horarios y días laborales 
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A. Implementación de horarios escalonados 

- Las personas trabajadoras tendrán horarios labora-
les escalonados para evitar saturación en caso de
que el comité o persona responsable de la imple-
mentación de las medidas para la Nueva Normali-
dad así lo considere. 

XI. Normas básicas para la vigilancia, supervisión e
identificación de posibles contagios 

A. Comisión de Seguridad e Higiene 

Los establecimientos deben designar un comité o
una persona responsable de la implementación, se-
guimiento y supervisión de las medidas para la
Nueva Normalidad en el marco del Covid-19. 

B. Proceso para la identificación de posibles conta-
gios y confirmados 

• Se identificará a personas trabajadoras que ha-
yan estado en contacto con una persona infecta-
da o con sospecha de infección y se enviarán a
casa.

• Se evitará el retorno de personas trabajadoras
enfermas sin contar con la evaluación médica
pertinente. 

• Se llevará el registro y seguimiento del perso-
nal en resguardo domiciliario voluntario y eva-
luar posibles casos de contagio. 

C. Cierre del establecimiento por casos confirma-
dos con COVID-19, notificación de personas conta-
giadas 

En caso de registrarse un caso positivo entre perso-
nas trabajadoras del establecimiento, se deberá? dar
aviso inmediato a las autoridades a través del siste-
ma Locatel. En estas situaciones, el negocio debe
permanecer cerrado por 14 días posterior a la iden-
tificación del caso. 

D. Rastreos de contactos al interior de la industria 

• Se enviará a casa al personal con síntomas de
la enfermedad. En caso de que presente dificul-
tad para respirar, se deberá remitir al centro de

atención médica más cercano. En caso de ser ne-
cesario, el personal con síntomas podrá ser re-
mitido temporalmente al área de asistencia y ais-
lamiento definida para el control de ingreso y
egreso. Finalmente, se le deberá? dotar de mate-
rial educativo para prevenir contagios en el ho-
gar. 

E. Vigilancia y supervisión 

El personal médico de la empresa y la Comisión
de Seguridad e Higiene son quienes, con base en
sus propias observaciones y las respuestas de los
cuestionarios aplicados diariamente, vigilan la
sintomatología de los colaboradores. Asimismo,
supervisan las labores de limpieza y el cumpli-
miento de las medidas de prevención por parte
de todas las personas que ingresan a las instala-
ciones. 

En caso de presentarse un contagio, la persona se man-
tiene en confinamiento durante un periodo mínimo de
dos semanas. El personal del turno de la persona con-
tagiada debe a su vez permanecer en confinamiento
durante dos semanas para garantizar que no presentan
signos de la enfermedad. 

Se aíslan las áreas donde estuvo la persona, se cierran
por 48 horas y se sanitizan. La empresa debe notificar
a las autoridades correspondientes (Sedesa) y tomar
todas las medidas pertinentes para contener un brote,
así como garantizar que la persona cuente con la aten-
ción médica adecuada y no perciba ninguna sanción o
sea objeto de ninguna represalia por parte de su supe-
rior. Asimismo, debe continuar percibiendo la totali-
dad de su salario sin considerar los días de ausencia. 

En síntesis, la propuesta representa que se garantice
que las actividades laborales, educativos o recreativos
cumplan a cabalidad con los Protocolos de Seguridad
Sanitaria, y el resto de las actividades esenciales y no
esenciales se sujeten a los ordenamientos dictados por
el Consejo de Salubridad General, la Secretaría de
Economía y el Seguro Social del gobierno federal. 

No cabe duda que el mayor reconocimiento es para las
y los trabajadores de la salud que han estado en la pri-
mera línea de batalla contra el virus, ofrendando su vi-
da al servicio de la salud de las y los mexicanos. 
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Las y los médicos, las y los enfermeros, en México y
en todo el mundo, han dado a la humanidad un ejem-
plo de vocación, compromiso y valentía, al exponer su
propia salud y su vida en aras del cumplimiento de su
noble deber. 

En nuestro país, como parte de ese reconocimiento se
han llevado a cabo acciones como el otorgamiento de
los llamados bonos Covid a profesionales de la salud. 

Por otro lado, vale la pena recordar que apenas en oc-
tubre pasado, esta Cámara de Diputados reformó el
Código Penal Federal, la Ley General de Salud y la
Ley Federal para Prevenir y Erradicar la Discrimina-
ción, con el fin de sancionar los actos de agresión y
discriminación que se cometan contra el personal del
sistema nacional de salud. Así también, reformamos el
Reglamento de la Medalla al Mérito Cívico “Eduardo
Neri, Legisladores de 1913”, con la finalidad de otor-
gar la presea de manera excepcional al personal médi-
co que ha prestado sus labores para atender a las per-
sonas que han padecido el virus SARS-COV-2
(Covid-19). 

Bajo esa misma lógica de reconocimiento, pero tam-
bién de apoyo al personal médico y de enfermería que
atiende a personas infectadas por coronavirus, plante-
amos la presente iniciativa con el fin de incrementar su
ingreso salarial hasta por el doble de su percepción
cuando nuestro país enfrente una crisis sanitaria como
la que hoy nos pone la pandemia del coronavirus. 

Cabe aclarar que dicho incremento se otorgaría sin
perjuicio de las prestaciones y estímulos a que tenga
derecho la o el trabajador de la salud conforme a la le-
gislación, los contratos colectivos de trabajo y demás
disposiciones aplicables. 

En el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo ex-
presamos nuestro reconocimiento y gratitud a todas y
todos los médicos y enfermeros que han hecho frente
a este terrible virus, pero también somos conscientes
de que eso no es suficiente. Estas y estos profesionales
de la salud no viven del aplauso y el reconocimiento
público; tenemos que apoyarlos de verdad.

Es, por lo anteriormente expuesto que someto a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto

Único. Se reforman las fracciones XI y XII del artícu-
lo 6o.; la fracción II del artículo 134 y la fracción I del
artículo 136; se adicionan la fracción XXII Bis al artí-
culo 3o.; la fracción XIII al artículo 6o.; un artículo 10
Ter; un segundo párrafo al artículo 11; la fracción I Ter
al apartado B del artículo 13; un artículo 18 Bis; un se-
gundo párrafo al artículo 148 y los párrafos segundo y
tercero al artículo 181; todos de la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:

Artículo 3o.- …

I. a XXII. …

XXII Bis. La verificación del cumplimiento de
sanitización o higiene sanitaria en los centros la-
borales, dependencias públicas, centros comer-
ciales, escuelas, considerando el uso efectivo de
material preventivo como cubrebocas, guantes,
jabones o geles antibacteriales para el aseo cons-
tante de manos, tratándose de epidemias, pande-
mias o crisis sanitaria;

XXIII. a XXVIII. …

Artículo 6o.- …

I. a X. …

XI. Diseñar y ejecutar políticas públicas que propi-
cien la alimentación nutritiva, suficiente y de cali-
dad, que contrarreste eficientemente la desnutri-
ción, el sobrepeso, la obesidad y otros trastornos de
la conducta alimentaria;

XII. Acorde a las demás disposiciones legales
aplicables, promover la creación de programas de
atención integral para la atención de las víctimas
y victimarios de acoso y violencia escolar, en co-
ordinación con las autoridades educativas, y

XIII. Tratándose de emergencias sanitarias, epi-
demias, o cualquier crisis de salud, será la máxi-
ma autoridad en turno. Mantendrá comunica-
ción e información diaria con la población,
representantes populares y municipios. Coordi-
nará en tiempo y forma los controles de sanitiza-
ción o vacunación, elaboración de reglamentos
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de cuidado y prevención que contenga dicha
anomalía sanitaria.

Artículo 10 Ter.- Tratándose de epidemias y/o pan-
demias declaradas por las autoridades sanitarias,
el personal médico, sanitario y todos aquellos que
presten sus servicios en hospitales, centros de sa-
lud, brigadas de vacunación percibirán hasta el do-
ble de su ingreso salarial desde el inicio hasta la
erradicación de la crisis sanitaria.

Artículo 11. …

I. a IV. … 

Se excluirán los convenios cuando se trate de
pandemias, crisis sanitaria o epidemias. En
esos casos, la Secretaría realizará coordinada-
mente con los titulares de los sectores privados
y públicos las medidas higiénicas, sanitizantes
y preventivas que se dicten para el caso especí-
fico; 

Artículo 13. …

A. …

I. a X. …

B. …

I. y I Bis. …

I Ter. La verificación del cumplimiento de saniti-
zación o higiene sanitaria en los centros labora-
les, dependencias públicas, centros comerciales,
escuelas. 

II. a VII. …

C. …

Artículo 18 Bis. Tratándose de epidemias y/o pan-
demias declaradas por las autoridades sanitarias,
el personal médico, sanitario y todos aquellos que
presten sus servicios en hospitales, centros de sa-
lud, brigadas de vacunación percibirán hasta el do-
ble de su ingreso salarial desde el inicio hasta la
erradicación de la crisis sanitaria.

Artículo 134.- La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en sus respectivos ámbi-
tos de competencia, realizarán actividades de vigilan-
cia epidemiológica, de prevención y control de las si-
guientes enfermedades transmisibles:

I. …

II. Influenza epidémica, otras infecciones agudas
del aparato respiratorio, infecciones meningocócci-
cas, enfermedades causadas por estreptococos, así
como el Sars y sus derivaciones;

III. a XIV. …

Artículo 136.- …

I. Inmediatamente, en los casos individuales de en-
fermedades objeto del Reglamento Sanitario Inter-
nacional fiebre amarilla, peste, cólera, así como el
Sars y sus derivaciones;

II. a IV. …

…

Artículo 148.- ...

Aunado a lo anterior, la Secretaría vigilará que
los centros de labores públicos o privados se
cuente con los materiales de higiene y aseo per-
manente, medidas de prevención, alejamiento o
confinamiento que se deba poner el personal en
caso de sospecha o caso comprobado. Asimismo,
dictará los protocolos, las medidas higiénicas, sa-
nitizantes y preventivas que se dicten para el ca-
so específico.

Artículo 181.- …

La Secretaría supervisará que las autoridades sani-
tarias de las entidades federativas realicen las veri-
ficaciones de cumplimiento de sanitización o higie-
ne sanitaria en los centros laborales, dependencias
públicas, centros comerciales, escuelas, consideran-
do el uso efectivo de material preventivo como cu-
brebocas, guantes, jabones o geles antibacteriales
para el aseo constante de manos, tratándose de epi-
demias, pandemias o crisis sanitaria. 
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Aunado a lo anterior, el personal médico, sanitario
y todos aquellos que presten sus servicios en hospi-
tales, centros de salud, brigadas de vacunación per-
cibirán hasta el doble de su ingreso salarial una vez
declarada una emergencia sanitaria como epidemia
y/o pandemias.

Transitorios

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, a nueve de febrero de
dos mil veintiuno.

Diputados: Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez Ruiz

(rúbricas).

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 83 DE LA LEY

NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL Y 187 DE LA LEY NA-
CIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA

ADOLESCENTES, A CARGO DE LA DIPUTADA DULCE MA-
RÍA MÉNDEZ DE LA LUZ DAUZÓN, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón,
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad conferida en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a la consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

La educación en las cárceles es un elemento de justi-
cia social, y una herramienta transformadora para la
reinserción social de personas adolescentes que se en-
cuentran en conflicto con la ley y adultos en prisión
preventiva o que cumplen condenas.

La libertad, después de la vida, es el máximo bien que
posee el ser humano. Cuando una persona se encuen-
tra privada de ella, el Estado debe ocupar ese periodo
de encierro para impulsar un cambio en la conducta de
las personas.

En el caso de la violencia hacia las mujeres, el tiempo
en aislamiento es una valiosa herramienta para reedu-
car y hacer cambios en el comportamiento que permi-
tan la reinserción social en el más amplio sentido del
término, es decir, para que las personas vuelvan a for-
mar parte de la sociedad con una disposición diferente
que elimine los estereotipos de supremacía masculina,
y los patrones machistas que generan violencia hacia
las mujeres y las niñas.

Se trata de abordar y reflexionar, a través de la educa-
ción con perspectiva de género, que ningún tipo ni mo-
dalidad de violencia debe suceder ni es tolerable hacia
las mujeres. Realizar una intervención de esta natura-
leza permitirá que hombres, mujeres y adolescentes
tomen conciencia de que la violencia física, psicológi-
ca, patrimonial, económica, familiar, laboral y docen-
te, institucional, política y feminicida, y que cuales-
quiera de las otras formas análogas de violencia,
lesionan y dañan la dignidad e integridad o libertad de
las mujeres. El objetivo es transmutar el machismo en
el reconocimiento de la dignidad humana de las muje-
res y que cada persona privada de la libertad decida y
prefiera cambiar la violencia por el respeto, la paz y la
tolerancia.

Argumentación

En las cárceles del sistema penitenciario mexicano vi-
ven 205 mil 535i personas (datos de marzo de 2020),
86 por ciento de ellas por delitos del fuero local (176
mil 522 personas) y 14 por ciento del fuero federal (29
mil 13 personas).

Asimismo, datos del Informe Especial de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos sobre los centros
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de tratamiento interno para adolescentes que infringen
la ley penal de la República Mexicana, 2019,ii señalan
que en México existen 45 centros de tratamiento inter-
no que funcionan en las 32 entidades federativas de la
República Mexicana. El número de personas adoles-
centes internas el día de la visita asciende a 1,445, en-
tre los cuales se encuentran 1,237 (86 por ciento) hom-
bres y 208 (14 por ciento) mujeres. De este universo,
431 (30 por ciento) se encuentran sujetos a procedi-
miento y 1,014 (70 por ciento) están cumpliendo una
medida de tratamiento; asimismo, 1,362 (94 por cien-
to) de ellos están internados por delitos del fuero co-
mún y 83 (6 por ciento) por hechos que la ley señala
como delitos del fuero federal.

Por su parte, datos del Censo Nacional de Gobierno,
Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatal
2019iii reportaron que el 95 por ciento de las personas
privadas de la libertad son hombres.

Estos datos son relevantes por el efecto que la educa-
ción con perspectiva de género puede producir en este
universo de personas.

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que “toda persona
tiene derecho a recibir educación”, y eso significa que
todo individuo, aun cuando se encuentre privado de la
libertad, tiene derecho a esta prerrogativa.

La educación es un derecho humano por excelencia
porque conduce a la persona a la plenitud de sus po-
tencialidades; es también un derecho fundamental por-
que es una garantía que forma parte de un compromi-
so constitucional; y es, además, un derecho social,
porque a través de esta función del Estado se cierran
brechas de desigualdad.

La educación en cárceles supone más bien un trabajo de
justicia social, es una herramienta para moderar los ma-
les que genera la privación de la libertad, también pre-
tende mejorar la convivencia de las personas en reclu-
sión y debe promover la adquisición de habilidades para
cuando llegue el momento de la reintegración social.

La privación de libertad debe entonces constituir una
oportunidad para que el Estado, dentro de una política
garantista y reparadora, pueda hacer efectivos los de-
rechos insatisfechos en la etapa previa al ingreso a pri-
sión.iv

Un tema de gran importancia que debe abordarse du-
rante el tiempo de internamiento es la reeducación de la
población sobre el derecho de las mujeres a una vida li-
bre de violencia y la igualdad de oportunidades entre
hombres y mujeres para que a través de cursos especí-
ficos, métodos pedagógicos apropiados y programas
educativos personalizados, cada individuo reflexione,
modifique y adaptev su forma de comportarse con su
pareja, con las mujeres de su familia y de su comuni-
dad, y considere que las conductas violentas hacia las
mujeres no sólo las dañan profundamente a ellas, sino
a la familia entera y a la sociedad en su conjunto.

La toma de conciencia que propicia la educación re-
presenta la base para generar un cambio que conduzca
a conseguir una sociedad más justa e igualitaria.

Durante el internamiento deben combatirse actitudes y
comportamientos de misógina, que la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
define como conductas de odio hacia la mujer y que se
manifiestan en actos violentos y crueles contra ella por
el hecho de ser mujer; o de violencia familiar, que son
actos abusivos dirigidos a dominar, controlar o agredir
a las mujeres dentro o fuera del domicilio.

Por otra parte, una condición estructural que incide en
la familia y que influye en el delito adolescente es la
violencia familiar compuesta por la violencia de géne-
ro y la violencia generacional, es decir, el ejercicio de
la violencia desde los varones hacia las mujeres, y des-
de los adultos hacia los niños y adolescentes del hogar
es un factor importante.vi

La mayoría de los adolescentes que se encuentran en
centros de internamiento han vivido violencia domés-
tica. Detrás de las mujeres maltratadas están los ni-
ños y adolescentes que viven con ellas y los efectos
traumáticos que este hecho tiene en ellos, entre los
que se incluye trastornos físicos, emocionales, cog-
nitivos, conductuales y sociales, es evidente. Una
conducta dañina se aprende y tiende a repetirse.
Generar un cambio de actitud y comportamiento en las
y los adolescentes en conflicto con la ley respecto al
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, es
fundamental, puesto que son personas que se encuen-
tran apenas en la segunda década de sus vidas y pue-
den reaprender y cambiar actitudes que posiblemente
han vivido, por formas saludables de convivencia en
pareja, en familia y en la comunidad. 
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La Ley Nacional de Ejecución Penal establece que los
adultos en reclusión tienen derecho a la educación y
que los contenidos que se impartan serán orientados en
el respeto a la ley, las instituciones y los derechos hu-
manos.

En el caso de los adolescentes que se encuentran en in-
ternamiento como aplicación de una medida extrema
por habérseles comprobado la comisión de hechos se-
ñalados como delitos, ellos y ellas tienen derecho a
cursar el nivel educativo que les corresponda y a reci-
bir instrucción técnica o formación práctica sobre un
oficio, arte o profesión y enseñanza e instrucción en
diversas áreas del conocimiento. Asimismo, de con-
formidad con el artículo 187 de la Ley Nacional del
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes,
ellos y ellas deben tener un Plan Individualizado de
Ejecución, que incluye, entre otros aspectos, orientar-
los en los parámetros de la educación para la paz, la
solución pacífica de conflictos y el aprendizaje de los
derechos humanos. Esto significa que cada persona
adolescente tendrá un proceso personalizado de reedu-
cación por el cual se enseñen métodos alternativos de
convivencia y solución de conflictos.

Es de suma relevancia que la educación que se impar-
te para los adultos y el plan individualizado para los
adolescentes se realice con perspectiva de género
transmitiendo valores de igualdad de género, procu-
rando superar actitudes sexistas, como el machismo y
el androcentrismo.

Por ello se propone reformar la Ley General de Ejecu-
ción Penal y la Ley Nacional del Sistema Integral de
Justicia Penal para Adolescentes para que se ofrezcan
cursos dentro de los centros penitenciarios y de inter-
namiento de adolescentes sobre el derecho de las mu-
jeres a una vida libre de violencia y que la educación
se imparta con perspectiva de género. Sólo la reflexión
constante que se propicia en un proceso de reeduca-
ción puede cambiar esquemas mentales y motivar con-
ductas diferentes que generen cambios estructurales en
la sociedad para erradicar la violencia hacia las muje-
res.

La educación con perspectiva de género debe impar-
tirse no solo a las personas que fueron condenadas por
cometer delitos sexuales o contra la integridad de las
mujeres, sino a toda la población de los penales y cen-
tros de internamiento adolescente.

Ello es así, porque la perspectiva de género se relacio-
na de manera directa con el enfoque de derechos hu-
manos de niñas, niños y adolescentes, pues éste impli-
ca reconocer que las mujeres, niñas y adolescentes no
son objetos de protección, sino personas titulares de
derechos igual que los hombres. El Comité de los De-
rechos del Niño, organismo internacional encargado
de la vigilancia al cumplimiento de la Convención de
los Derechos del Niño recomendó a México en 2015
otorgar la máxima prioridad a la eliminación de las ac-
titudes patriarcales y de los estereotipos de género que
discriminan a niñas y mujeres, incluyendo programas
de educación y de sensibilización, por ello es de gran
utilidad que toda la población penitenciara se benefi-
cie de este enfoque educativo.vii

La ley debe ser una herramienta siempre actualizada y
vanguardista para mejorar las condiciones de vida de
la sociedad. Con la reforma que se propone, se abona
al combate de la violencia normalizada hacia las mu-
jeres y las actitudes machistas desde los centros de in-
ternamiento, reeducando tanto a los agresores de mu-
jeres, como a la población adolescente y adulta en
general en reclusión con el objetivo de erradicar cual-
quier comportamiento que cause daño o sufrimiento
psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o,
incluso, la muerte de una mujer, tanto en el ámbito pri-
vado como en el público.

Finalmente, esta modificación legal también suma pa-
ra avanzar en el logro de la Igualdad de Género y la
Educación de Calidad, que son dos de los Objetivos de
Desarrollo Sostenible 2030, agenda suscrita por el Es-
tado Mexicano para el bienestar de la población a ni-
vel mundial.

En el siguiente cuadro comparativo, se muestran las
modificaciones que propone esta reforma:
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Para el Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano
el compromiso es impulsar políticas públicas y fo-
mentar el desarrollo social desde la visión de la pro-
tección integral de los derechos humanos de las muje-
res con perspectiva de género, para garantizarles una
vida libre de violencia. Por lo anteriormente expuesto,
someto a consideración de esta Soberanía la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 83 de la Ley Nacional de Ejecución Pe-
nal y se adiciona la fracción VI al artículo 187 de la
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia para
Adolescentes.

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo del
artículo 83 de la Ley Nacional de Ejecución Penal pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 83. El derecho a la educación

…

La educación que se imparta en los Centros Peniten-
ciarios será laica, gratuita, con perspectiva de género

y tendrá contenidos de carácter académico, cívico, so-
cial, higiénico, artístico, físico y ético, orientados en el
respeto a la ley, las instituciones, los derechos huma-
nos y el derecho de las mujeres a una vida libre de
violencia. Será, en todo caso, orientada por las técni-
cas de la pedagogía y quedará a cargo de profesores o
maestros especializados. Así mismo las personas pri-
vadas de su libertad que obtengan una certificación
por la autoridad educativa correspondiente podrán re-
alizar las labores de docencia a las que hace referencia
el presente artículo.

…

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción VI al artí-
culo 187 de la Ley Nacional del Sistema Integral de
Justicia para Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 187. Del Plan Individualizado de Ejecu-
ción

Para la ejecución de las medidas de sanción que ame-
riten seguimiento deberá realizarse un Plan Individua-
lizado de Ejecución que deberá:

I. a V. …

VI. Impartirse con perspectiva de género pro-
moviendo el derecho de las mujeres a una vida li-
bre de violencia.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

i Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Rea-

daptación Social (OADPRS), Cuaderno mensual de infor-

mación estadística penitenciaria nacional. Marzo de

2020.

ii Informe Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-

manos sobre los centros de tratamiento interno para adolescentes

que infringen la ley penal de la República Mexicana, 2019, Méxi-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 8 de febrero de 2021.

Diputada Dulce María Méndez de la Luz Dauzón 
(rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPE-
RATIVAS, A CARGO DEL DIPUTADO HIREPAN MAYA MAR-
TÍNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Hirepan Maya Martínez, in-
tegrante de la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, del Gru-
po Parlamentario del Partido Morena, en ejercicio de
la facultad que le confiere el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, pone a consideración de esta soberanía

parlamentaria la siguiente iniciativa que expide la nue-
va Ley General de Sociedades Cooperativas, al tenor
de la siguiente,

Exposición de Motivos

El artículo 25, párrafo octavo, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, estipula que ”la
ley establecerá los mecanismos que faciliten la organi-
zación y la expansión de la actividad económica del
sector social: de los ejidos, organizaciones de trabaja-
dores, cooperativas, comunidades, empresas que per-
tenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabaja-
dores y, en general, de todas las formas de
organización social para la producción, distribución y
consumo de bienes y servicios socialmente necesarios.
”

Las sociedades cooperativas son una modalidad de
empresa social y solidaria, en la que ciudadanos en
pleno uso de sus libertad y derechos constitucionales,
se organizan para un fin común, productivo, de servi-
cios y para el ahorro y préstamo a sus beneficiarios y
población abierta. Además de las cooperativas de aho-
rro y prestamos, que ya tienen normatividad particular,
conocemos las de pescadores, de panaderos, rurales
ganaderas o agrícolas, y las que prestan servicios pro-
fesionales para limpieza en la modalidad conocida co-
mo outsourcing. 

Durante los siglos XVII y XVIII llegaron a América
diversas organizaciones cooperativas de origen reli-
gioso. En la primera mitad del siglo XIX, antes de que
se fundara la cooperativa de Rochdale, ya existían ca-
jas de ahorro y crédito en México y Venezuela. El sig-
no ideológico de gran parte del cooperativismo impor-
tado durante el siglo XIX se adscribe al pensamiento
utópico y a las corrientes socialistas y asociacionistas.1

En particular, el cooperativismo agrícola moderno sur-
gió a principios del siglo XX en Honduras, México,
Argentina, Brasil o Uruguay, impulsado por emigran-
tes europeos. Sin embargo, no se desarrollaría y ex-
tendería significativamente a otros países hasta los
años treinta y, sobre todo, desde la Segunda Guerra
Mundial hasta la década de los sesenta. Es entonces
cuando Estados Unidos apoya con el Programa de la
Alianza para el Progreso varias reformas agrarias en
América Latina mediante las que casi todos los go-
biernos adjudicaron tierras colectivas o individuales,
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lo que generó diferentes formas cooperativas en el ám-
bito rural: unas de explotación comunitaria de la tierra
y otras de servicios. 

La mayoría de estas cooperativas acabaron fracasando
al no arraigar en sus comunidades, pues el proceso de
creación y gestión les había sido totalmente ajeno y
adolecía de carencias formativas importantes. En la
misma época destacan otras iniciativas impulsadas por
la iglesia católica y los sindicatos, muchas de las cua-
les perviven en la actualidad.2

Un aspecto de crucial importancia en la caracteriza-
ción de las cooperativas mexicanas es su naturaleza
mercantil. Desde el siglo pasado la Constitución otor-
gó al Congreso de la Unión la facultad de legislar en
materia de comercio. Con el referido fundamento
constitucional, en 1889 fue expedido el Código de Co-
mercio que reguló a las sociedades mercantiles, entre
ellas las cooperativas. En 1934, el Poder Legislativo
Federal desprendió del Código de Comercio, la Ley
General de Sociedades Mercantiles, la que conservó la
clasificación de las cooperativas como entidades mer-
cantiles regidas por una legislación especial.3

La primera legislación mexicana que se ocupó de re-
gular la vida de las sociedades cooperativas fue el Có-
digo de Comercio que entró en vigor el 1º de enero de
1980,4 ordenamiento que las reguló como una especie
dentro del género de las sociedades mercantiles. El tí-
tulo segundo, del libro segundo del Código de Comer-
cio de 1890 fue derogado por la Ley General de So-
ciedades Mercantiles, publicada en el Diario Oficial
de la federación el 4 de agosto de 1934, cuyo artículo
primero expresó: “Esta ley reconoce las siguientes es-
pecies de sociedades mercantiles… VI. - Sociedades
Cooperativas”. 

La naturaleza mercantil de la sociedad cooperativa no
está reñida con el interés social que puede animarla y
es precisamente el fin de justicia social que caracteri-
za a la sociedad cooperativa, por constituir una forma
de organización social para el trabajo, lo que la distin-
gue de los demás tipos de sociedades mercantiles.5

Por más de cincuenta y seis años rigió en México la
Ley General de Sociedades Cooperativas y su Regla-
mento, aprobadas en 1938,6 durante el gobierno del
presidente Lázaro Cárdenas, y que imponían a las co-
operativas, entre otras circunstancias la obligación de

estar integradas por miembros de la “clase trabajado-
ra”, su incorporación imperativa de las federaciones y
las de éstas a su vez a la Confederación Nacional Co-
operativa. 

El “sufrimiento” que padecían las cooperativas bajo la
legislación cardenista era recompensado de diversas
formas: exenciones fiscales, exclusividad en la captu-
ra y acuacultura de las especies reservadas,7 privile-
gios para el otorgamiento de concesiones guberna-
mentales, fideicomisos públicos para créditos blandos,
etcétera.8

Así, de lo antes expuesto se desprende que durante la
legislación cardenista, intentó estimularse el naci-
miento y operación de sociedades cooperativas bajo
esquemas de privilegio y tratamientos especiales que
con el transcurso de los años fueron desapareciendo de
manera paulatina, para asimilarlas cada vez más al ré-
gimen general del resto de las sociedades mercantiles,
asimilación que tuvo su punto culminante con la pu-
blicación y entrada en vigor de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas del 3 de agosto de1994. 

Como antecedente, el Proyecto de Ley de Fomento
Cooperativo, presentado como iniciativa el 21 de di-
ciembre de 1990; este proyecto de ley establecía, entre
otros supuestos, el reconocimiento de la libertad de ad-
hesión como principio de integración; la no afiliación
a partidos políticos, sectas u organismos religiosos;
adquisición de la personalidad jurídica desde el mo-
mento de la asamblea constitutiva, y especialmente, la
creación de un tribunal de lo contencioso cooperativo
como órgano de solución para las controversias en la
materia. 

Por diversos factores tanto políticos como económi-
cos, el proyecto de ley no prosperó, pero sirvió de ba-
se para la generación de la ley en vigor, tal y como lo
reconocieron los diputados de la siguiente legislatura. 

Para que pudiese ser aprobada la nueva ley de 1994 se
sacrificaron importantes avances del proyecto origi-
nal, de tal forma que, sin que mediara explicación al-
guna se suprimió el reconocimiento del derecho coo-
perativo como parte de la rama social de la ciencia
jurídica; se suprimió también el órgano exclusivo para
dirimir las controversias en la materia, con el argu-
mento de la situación crítica por la que atravesaba el
país.9
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Se requiere en el momento actual reforzar el Movi-
miento Cooperativista Mexicano, para que contribuya
con su acción social en la intervención del Estado en la
tarea de procurar un mejor nivel de vida a obreros, cam-
pesinos, y capas sociales empobrecidas de las ciudades,
constituyendo una alternativa de organización económi-
ca para el trabajo autogestionado. La necesidad de estu-
diar y poner en práctica el Derecho Cooperativo mexi-
cano, surge para reconocer la madurez de un marco
jurídico para las sociedades y actos cooperativos, per-
mitiendo su promoción actual y desarrollo como herra-
mienta de la recuperación económica del país.10

Las empresas cooperativas son creadas, dirigidas, ad-
ministradas y fiscalizadas por la ciudadanía para reali-
zar actividades económicas con el fin de satisfacer sus
necesidades. 

Sus integrantes se organizan e identifican sus necesi-
dades colectivas ya sea para producir bienes y servi-
cios o para consumir los mismos. Aportan su esfuerzo
y su capital para crear una empresa que satisfaga sus
necesidades. Son socios /as y dueños /as colectivos de
esta empresa que han creado. En la empresa coopera-
tiva la ciudadanía es gestora de los servicios que utili-
za, consume los bienes producidos por la empresa de
que es dueña, trabaja en la empresa de la cual es pro-
pietaria. 

El Sector Social de la Economía está integrado por
empresas cooperativas, empresas autogestionarias,
corporaciones propiedad de las personas trabajadoras,
proyectos económicos comunitarios, asociaciones y
mutuales, entre otros.11 El carácter de las empresas de
este sector lo determinan sus fines sociales y no su for-
ma de organización o gestión, ni la naturaleza de su
producción.12

Estas empresas están organizadas con estructuras de-
mocráticas y con procedimientos que promueven la
participación y desarrollo de sus asociados /as. Los ex-
cedentes que generan de su operación anual regresan a
la ciudadanía. Por su carácter no lucrativo y su opera-
ción basada en el desarrollo del ser humano, estas em-
presas contribuyen a democratizar la distribución de
los ingresos y mejorar la calidad de vida de las perso-
nas participantes. Los medios de producción son de
propiedad colectiva y por tanto las cooperativas son
también mecanismos de distribución equitativa de la
riqueza.13

En la empresa cooperativa el poder decisional lo ejer-
cen, en igualdad de condiciones, los seres humanos
que integran la empresa, independientemente del capi-
tal que hayan aportado. Como el factor principal en la
empresa es el trabajo, actividad humana, la distribu-
ción de poder decisional se asigna de manera igualita-
ria entre todas las personas que integran la empresa.
Cada integrante de la matrícula de una cooperativa tie-
ne igual oportunidad de participar en las decisiones de
los asuntos de la empresa.14

Para Frank Moulaert, probablemente el máximo expo-
nente del discurso sobre innovación social en Fran-
cia,15 la clave de la innovación social pasa por enten-
der el papel de la comunidad y los grupos sociales en
el desarrollo, en sentido amplio; donde existe una co-
municación entre las instituciones económicas y las
dinámicas de gobernanza de la sociedad, los modelos
de desarrollo territorial y la planificación del territorio.
Ese criterio es algo que tiene en cuenta a las personas,
pero no aisladas, sino en las comunidades de personas
como el centro de creación, de transformación de sus
realidades, a partir de los contextos en que se desen-
vuelvan.16

Este espacio para la innovación social que representan
las sociedades cooperativas, ha resultado muy fructífe-
ro en la reflexión teórica sobre estas. “Las Innovacio-
nes Sociales como procesos dirigidos a crear valor pa-
ra la sociedad y, también, con la sociedad, mediante la
puesta en marcha de prácticas y modelos que intentan
satisfacer una necesidad o un reto social y que, ade-
más, producen cambios favorables en el sistema, a la
vez que un mayor empoderamiento de la sociedad,
nuevos conocimientos y capacidades y la generación
de alianzas entre diferentes actores. ”17

De algún modo, los proyectos cooperativos son proce-
sos de innovación social. la Comisión Europea publi-
có una Guía de Innovación Social en 2013, donde de-
finía dicho concepto como «innovaciones que son
sociales, tanto en su fin como en su proceso» y que
«no solo son buenas para la sociedad, sino que impul-
san la capacidad de los individuos para actuar. »

Ya la ONU en su Asamblea General del 26 de julio de
2007, en el informe del Secretario General sobre las
cooperativas y el desarrollo social, haciendo énfasis en
su papel en la generación de empleo, afirma que, “las
cooperativas facilitan el progreso económico y social
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de sus miembros mediante iniciativas de auto-ayuda y
la asistencia en la lucha contra la pobreza. Los benefi-
cios y el empleo generados por las cooperativas per-
miten que sus miembros alcancen la seguridad econó-
mica e impiden que millones caigan en la pobreza. Al
ayudar a sostener las oportunidades de ingreso y em-
pleo, especialmente en las zonas remotas donde las
iniciativas del sector público y otras del sector privado
tienden a ser débiles o a no existir, las cooperativas
contribuyen a generar medios de vida sostenibles y a
fomentar el desarrollo general de las comunidades lo-
cales donde funcionan. ”

“Diversos tipos de cooperativas facilitan la genera-
ción de empleo en distintos sectores y segmentos de
la sociedad, -sigue el informe de la ONU-. Las co-
operativas financieras, que prestan servicios finan-
cieros a sus miembros, ayudan a financiar nuevas y
pequeñas empresas y contribuyen así a promover la
creación de empleos. Las cooperativas agrícolas y
de consumidores, entre otras, generan empleo di-
rectamente en la producción, comercialización,
ventas, transporte y distribución e indirectamente
mediante efectos multiplicadores. Las cooperativas
de trabajadores también fomentan el empleo al per-
mitir que los trabajadores calificados organicen y
pongan en marcha negocios. ”

Algo relevante en el informe de la ONU es el empleo
de población vulnerable: “Las cooperativas también
ayudan a generar oportunidades de empleo para muje-
res, los jóvenes, las personas indígenas, las personas
con discapacidades y las personas de edad, que suelen
ser objeto de discriminación y ser excluidas de las
oportunidades de empleo. La experiencia ha demostra-
do que las empresas cooperativas y los programas de
microfinanzas que han sido bien concebidos y son
adecuadamente administrados son particularmente efi-
caces para promover el empleo y empoderamiento de
la mujer. Como organizaciones de autoayuda las coo-
perativas también son pertinentes para proporcionar
medios de vida después de un conflicto. ”

Este mismo informe de la ONU menciona, respecto al
numero de empleos en cooperativas: “Las contribucio-
nes de las cooperativas a la promoción del empleo ple-
no y productivo son múltiples. En primer lugar, las co-
operativas proporcionan empleo directo a sus
empleados. Además, según la AIC, se calcula que, por
conducto de sus empresas de autoayuda y en virtud del

compromiso que contraen con los miembros y sus co-
munidades, generan 100 millones de empleos en todo
el mundo. En el Canadá las cooperativas, incluidas las
de ahorro y crédito, emplean a más de 160. 000 perso-
nas; en Francia, 21. 000 cooperativas proporcionan
empleo a 700. 000 personas; y en Alemania unas 8.
100 cooperativas emplean a 440. 000 personas. En
Kenya 250. 000 personas son empleadas por coopera-
tivas, mientras se calcula que en Eslovaquia las 700
cooperativas pertenecientes a la Unión de Cooperati-
vas emplean a 75. 000 personas. En Colombia el mo-
vimiento cooperativo proporciona empleo a 109. 000
personas y a otros 379. 000 propietarios-trabajadores
en cooperativas de trabajadores. ”

Al cierre del primer semestre de 2019, según cifras
Concamex, el sector de las Sociedades Cooperativas
de Ahorro y Préstamo en México cuenta con más de
150 cooperativas, autorizadas por la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, distribuidas en 2,000 sucur-
sales, y atiende las necesidades de más de 8 millones
de socios. Las cooperativas en México son un motor
económico indispensable para la nación: generan em-
pleo, aportan al desarrollo de las comunidades y faci-
litan el acceso de la población a distintos servicios y
productos financieros que les mejoran la vida.18

En la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los
Hogares INEGI, 2018 el ingreso proveniente de coo-
perativas, sociedades y empresas que funcionan como
sociedades representan el 4. 7% del ingreso corriente
total. 

La ENIGH 2018 estima un ingreso corriente total tri-
mestral de los hogares de 1 723. 7 miles de millones
de pesos. El ingreso corriente total trimestral de las
áreas urbanas equivale a 6. 2 veces el de las áreas ru-
rales, y representan respectivamente, el 86% y el 14%
del ingreso corriente total nacional. La contribución
del ingreso por trabajo es similar en las áreas urbanas
y rurales con 67. 6% y 65. 1%, respectivamente del in-
greso corriente trimestral en cada ámbito, pero no pa-
sa lo mismo con las transferencias, las que representan
el 14. 7% en las áreas urbanas y el 19. 3% en las rura-
les. 

La Ley General de Sociedades Cooperativas vigente en
México fue publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 3 de agosto de 1994. Se compone de noventa
y cuatro artículos y su última reforma fue publicada en
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el mismo instrumento de difusión el diecinueve de ene-
ro de 2018. Esta ley tiene 58 reformas y adiciones, don-
de entre otras cosas se refleja la preocupación del le-
gislador por regular las cooperativas de ahorro y
préstamo, cuando desde 2009 se promulgó la Ley para
Regular las Actividades de las Sociedades Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo. Esto manifiesta una sobre-
rregulación para el caso de la ley general de 1994. 

Con el objeto de modernizar la legislación de socieda-
des cooperativas, armonizar la norma mexicana con
los acuerdos de la Alianza Cooperativa Internacional
para las Américas, de la que México forma parte junto
con Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras,
Nicaragua, Panamá y República Dominicana, aten-
diendo las recomendaciones de expertos internaciona-
les, y colocando esta modalidad de organización social
para el trabajo en el centro de la promoción de una
economía social y solidaria, se expide el siguiente

Decreto por el que se expide la nueva Ley General
de Sociedades Cooperativas

Articulo Único. Se expide la Nueva Ley General de
Sociedades Cooperativas, para quedar como sigue:

Nueva Ley General de Sociedades Cooperativas

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1o. El objetivo de la presente ley es dotar a
las cooperativas y al sector cooperativo en general de
un marco jurídico para su organización, funciona-
miento y regulación. 

La presente ley es reglamentaria del párrafo octavo del
artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en lo concerniente a las sociedades
cooperativas y del sector cooperativo; es de orden pú-
blico, interés social y de observancia general en el te-
rritorio nacional. 

Artículo 2o. El Estado garantizará el libre desenvolvi-
miento y la autonomía de las cooperativas. 

Artículo 3o. La sociedad cooperativa, como parte in-
tegrante del sector social de la economía, es una forma
de organización social autónoma sin fines de lucro, in-
tegrada por personas que se unen voluntariamente

aportando sus recursos y/o trabajo para realizar activi-
dades licitas y satisfacer necesidades y aspiraciones
económicas, sociales y culturales en común, por me-
dio de una empresa de propiedad conjunta democráti-
camente gestionada. 

Las sociedades cooperativas son personas jurídicas
privadas, de interés social. 

Artículo 4o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

I. Acta Constitutiva, al documento social en el que
se establecen las bases constitutivas o estatutos so-
ciales referentes a la constitución, organización y
funcionamiento de la sociedad cooperativa;

II. Actos Cooperativos: a los actos realizados entre
las cooperativas y sus socios o por las cooperativas
entre sí en cumplimiento de su objetivo social y
quedan sometidos al derecho cooperativo;

III. Ahorro, a la captación de recursos a través de
depósitos de dinero proveniente de socias y socios
de las sociedades cooperativas;

IV. Derecho Cooperativo, es el conjunto de normas
especiales, jurisprudencia, doctrina y práctica basa-
das en los principios que determinan y regulan la
actuación de las organizaciones cooperativas y los
sujetos que en ellas participan. 

V. Movimiento cooperativo nacional, al sistema co-
operativo y a todas las organizaciones e institucio-
nes de asistencia técnica del cooperativismo a nivel
nacional. Su máximo representante será el Consejo
Superior del Cooperativismo;

VI. Organismos Cooperativos, a las uniones, fede-
raciones y confederaciones que sean integradas por
las sociedades cooperativas;

VII. Préstamo, a la colocación y entrega de los re-
cursos captados entre socias y socios de las socie-
dades cooperativas de ahorro y préstamo;

VIII. Remanentes, a la diferencia entre el total de
ingresos menos el total de costos y gastos del ejer-
cicio, los cuales se consignarán en el estado de re-
sultados y en el balance general;
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IX. Secretaría, a la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social;

X. Sector Cooperativo, a la estructura económica,
social y jurídica que conforman las sociedades coo-
perativas, sus organismos de representación y de ar-
ticulación económica y social, como parte integran-
te del Movimiento Cooperativo Nacional;

XI. Sistema Cooperativo, a la estructura económica
y social que integran las sociedades y los organis-
mos cooperativos; y

XII. Socia y/o socio, a la persona que de manera vo-
luntaria forma parte de la sociedad y hubiese cu-
bierto su aportación social en los términos de la pre-
sente ley y sus estatutos. 

Artículo 5o. Para su funcionamiento, las sociedades
cooperativas deberán observar los siguientes princi-
pios:

I. Adhesión abierta y voluntaria;

II. Gestión democrática de los socios;

III. Participación económica de los socios;

IV. Autonomía e independencia;

V. Educación, formación e información;

VI. Cooperación entre cooperativas;

VII. Compromiso con la comunidad;

VIII. Compromiso con el medio ambiente, la ecolo-
gía y la sustentabilidad. 

Los principios enunciados tendrán el sentido y los al-
cances universalmente reconocidos, conforme al dere-
cho cooperativo internacional. 

Artículo 6o. Deben reunir los siguientes caracteres:

1. Ilimitación y variabilidad del número de socios;

2. Plazo de duración indefinido;

3. Variabilidad e ilimitación del capital;

4. Independencia religiosa, racial y político partida-
rio;

5. Igualdad de derechos y obligaciones entre los so-
cios;

6. Reconocimiento de un solo voto a cada socio, in-
dependientemente de sus aportaciones;

7. Irrepartibilidad de las reservas sociales. 

Artículo 7o. Las cooperativas se regirán por las dis-
posiciones de esta ley, sus normas reglamentarias y, en
general, por el Derecho Cooperativo. Supletoriamente
se regirán por el Derecho Mercantil en cuanto fuera
compatible con su naturaleza. 

Derecho Cooperativo es el conjunto de normas espe-
ciales, jurisprudencia, doctrina y práctica basadas en
los principios que determinan y regulan la actuación
de las organizaciones cooperativas y los sujetos que en
ellas participan. 

Artículo 8o. Son actos cooperativos los realizados en-
tre las cooperativas y sus socios o por las cooperativas
entre sí en cumplimiento de su objetivo social y que-
dan sometidos al Derecho Cooperativo. 

Artículo 9o. Por razones de interés social o cuando
fuera necesario para el mejor desarrollo de su activi-
dad económica, siempre que no comprometa su auto-
nomía, las cooperativas pueden prestar servicios pro-
pios de su objeto social a no socios, los que no podrán
otorgarse en condiciones más favorables que a los so-
cios. Los excedentes netos que deriven de estas opera-
ciones serán destinados a educación cooperativa o a
una reserva especial o a ambas, conforme prevea el es-
tatuto o decida la asamblea. 

Artículo 10. Conforme con su naturaleza las coopera-
tivas pueden ser de trabajo asociado, de consumidores
o usuarios y mixtas y dedicarse a prestar un servicio
especializado o servicios múltiples. 

Artículo 11. Las cooperativas pueden realizar toda
clase de actividades lícitas en pie de igualdad con los
demás sujetos de derecho privado. También con los
entes estatales en actividades relacionadas con la pres-
tación de servicios públicos. 
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Artículo 12. La denominación social debe incluir el
vocablo “cooperativa” con el agregado de la palabra o
abreviatura que corresponda a su responsabilidad. De-
be indicar la naturaleza de la actividad principal o la
mención “servicios múltiples”, en su caso. 

Queda prohibido el uso de la denominación “coopera-
tiva” a entidades no constituidas conforme a la pre-
sente ley. 

Artículo 13. Las cooperativas pueden asociarse con
personas de otro carácter jurídico a condición de que
sea conveniente para su objeto social y que no desvir-
túen su propósito de servicio ni transfieran beneficios
fiscales que les fueran propios. 

Artículo 14. Las cooperativas no pueden transformar-
se en entidades de otra naturaleza jurídica. Es nula to-
da decisión en contrario y compromete la responsabi-
lidad personal de quienes la adopten. 

Capítulo II
De la Constitución y Registro

Artículo 15. La constitución de la cooperativa será de-
cidida por asamblea en la que se aprobará el acta cons-
titutiva, se suscribirán aportaciones y se elegirán los
miembros del consejo de administración y de la junta
de vigilancia. El número mínimo de fundadores será de
cinco socias o socios, salvo las cooperativas de trabajo
asociado que podrán constituirse con diez socios. Las
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo deberán
constituirse cuando menos con veinticinco socios. 

También pueden constituirse cooperativas en virtud de
la escisión de otra preexistente que dé lugar a la for-
mación de una o varias nuevas cooperativas que toman
a su cargo parte del activo y del pasivo. En estos casos
deben dejarse a salvo los derechos de terceros. 

Artículo 16. La formalización del acto constitutivo se
hará mediante documento público o privado con fir-
mas autenticadas ante notario público, indicando el
monto de las aportaciones suscriptas por los fundado-
res, del cual deberá integrarse al menos en un diez por
ciento. 

Artículo 17. El estatuto debe contener las siguientes
disposiciones, sin perjuicio de las demás establecidas
en esta ley:

1. Denominación y domicilio;

2. Designación precisa del objeto social;

3. Régimen de responsabilidad;

4. Capital mínimo, si se resolviera fijarlo; 

5. Organización y funciones de la asamblea, del
consejo de administración y de la junta de vigilan-
cia;

6. Régimen económico: valor de las aportaciones;
distribución de excedentes y formación de reservas
y fondos permanentes;

7. Régimen disciplinario, causales y procedimiento
para la sanción y exclusión de socios y procedi-
mientos para resolver diferencias o conflictos tran-
sigibles;

8. Condiciones de ingreso y retiro de socios y sus
derechos y obligaciones;

9. Normas sobre integración cooperativa;

10. Procedimiento de reforma de estatuto, disolu-
ción y liquidación. 

Artículo 18. Copia del documento de constitución,
con transcripción del estatuto y certificación del capi-
tal integrado, serán presentadas a la autoridad encar-
gada del Registro Público de Comercio para que -pre-
via verificación del cumplimiento de los requisitos
legales proceda a su inscripción dentro del plazo de se-
senta días luego de lo cual expedirá el certificado co-
rrespondiente y hará la comunicación a la autoridad de
aplicación. Previo a la inscripción el Registro Público
de Comercio podrá exigir un estudio de factibilidad re-
alizado por una organización cooperativa de grado su-
perior. 

Artículo 19. Las cooperativas se considerarán legal-
mente constituidas una vez inscriptas en el Registro
Público de Comercio, con lo cual se satisface el regis-
tro de publicidad. 

Artículo 20. Los actos celebrados y los documentos
suscriptos a nombre de la cooperativa antes de su
constitución legal, salvo los necesarios para obtener su
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inscripción en el Registro Público de Comercio, hacen
solidariamente responsables a quienes los celebraran o
suscribieran. Una vez inscripta la cooperativa dichos
actos podrán ser convalidados si los ratifica la prime-
ra asamblea posterior. 

Artículo 21. La inscripción de reformas estatutarias y
de reglamentos que no sean de mera administración
interna, tramitarán con el mismo procedimiento esta-
blecido para la inscripción de las cooperativas. Entra-
rán en vigor a partir de su inscripción en el Registro
Público de Comercio. 

Capítulo III
Socios

Artículo 22. Pueden ser socios las personas físicas
mayores de edad y las personas jurídicas que requieran
utilizar los servicios de la cooperativa, siempre que re-
únan los requisitos establecidos por el estatuto. El in-
greso es libre, pero podrá ser supeditado a las condi-
ciones derivadas del objeto social, sin
discriminaciones de ninguna clase. 

En todos los casos las cooperativas deben aceptar
igual posibilidad de ingreso y reconocer idénticos de-
rechos y obligaciones a todos los asociados y las aso-
ciadas sin distinción de género. 

Igualmente podrán ser socios las organizaciones coo-
perativas de cualquier grado, las entidades sin ánimo
de lucro, las agencias nacionales e internacionales de
fomento y el Estado, aunque no utilicen sus servicios,
siempre y cuando se asocien para apoyar el desarrollo
empresarial de la cooperativa. 

Los socios que se vinculen a la cooperativa para apo-
yar su desarrollo empresarial podrán tener hasta el
treinta por ciento de los votos de la asamblea y, si el
estatuto lo permite, podrán formar parte del consejo de
administración o de la junta de vigilancia en un por-
centaje no superior a una tercera parte de sus integran-
tes. En ningún caso podrán formar la mayoría para
adoptar decisiones. 

Cuando la naturaleza de la cooperativa lo permita, los
empleados podrán ser socios de ella, pero no podrán
votar cuestiones relativas a su condición en las asam-
bleas ni formar parte de los otros órganos sociales, sin
perjuicio de lo cual gozarán de un tratamiento no infe-

rior al que la legislación otorga a los trabajadores de la
misma actividad. 

Artículo 23. La calidad de socio se adquiere median-
te participación en el acto constitutivo o por resolución
de la asamblea o del consejo de administración a pedi-
do del interesado. 

Artículo 24. La responsabilidad económica de los so-
cios frente a la cooperativa y los terceros será deter-
minada por el estatuto sobre bases de igualdad para to-
dos y podrá ser ilimitada, limitada al valor de sus
aportaciones o suplementaria, para lo cual se fijará el
respectivo monto adicional de compromiso. 

Artículo 25. Son deberes de los socios, sin perjuicio
de los demás que establezcan esta ley y el estatuto:

1. Cumplir sus obligaciones sociales y pecuniarias
de conformidad con la ley, el estatuto y los regla-
mentos;

2. Desempeñar los cargos para los que fueran elegi-
dos;

3. Cumplir las resoluciones de la asamblea y el con-
sejo de administración;

4. Abstenerse de realizar actos o incurrir en omisio-
nes que afecten la estabilidad económica o el pres-
tigio social de la cooperativa. 

El estatuto podrá establecer la obligación de permane-
cer como socio durante un período razonable como así
también el deber de utilizar los servicios de la coope-
rativa. 

Artículo 26. Sin perjuicio de los demás que establez-
can esta ley y el estatuto, los socios tendrán los si-
guientes derechos:

1. Participar con voz y voto en las asambleas sobre
bases de igualdad;

2. Ser elegidos para desempeñar cargos en el con-
sejo de administración, la junta de vigilancia y los
comités auxiliares;

3. Utilizar los servicios sociales en las condiciones
estatutarias;
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4. Solicitar información sobre la marcha de la coo-
perativa al consejo de administración o a la junta de
vigilancia;

5. Formular denuncias por incumplimiento de la
ley, el estatuto o los reglamentos ante la junta de vi-
gilancia. 

Artículo 27. La calidad de socio se extingue por:

1. Fin de la existencia de la persona física o jurídi-
ca;

2. Renuncia presentada ante el consejo de adminis-
tración y aceptada por éste;

3. Pérdida de las condiciones establecidas por el es-
tatuto para ser socio;

4. Exclusión. 

Artículo 28. El socio podrá desvincularse voluntaria-
mente de la cooperativa en cualquier tiempo antes de
que ésta se disuelva. A tal efecto debe presentar por es-
crito su renuncia con sujeción a las disposiciones que
el estatuto establezca al respecto, el cual deberá seña-
lar un plazo para que el consejo de administración se
pronuncie. 

Artículo 29. Los socios podrán ser excluidos o sus-
pendidos en sus derechos por las causas previstas en el
estatuto y reglamentos, previa comunicación de los
motivos y oportunidad de defensa. La decisión debe
ser adoptada por el consejo de administración y podrá
ser apelada ante la asamblea, previa solicitud de re-
consideración. 

El estatuto establecerá el procedimiento para adoptar
la suspensión o exclusión y los efectos con que se con-
ceden los recursos. 

Artículo 30. El estatuto puede limitar el reembolso
anual de aportaciones por renuncia o exclusión a un
monto no superior al 3 por ciento del capital integrado
conforme con el último balance aprobado. Los casos
que no puedan ser atendidos con dicho porcentaje lo
serán en los ejercicios siguientes por orden de anti-
güedad. En todo caso, la devolución no podrá dismi-
nuir el capital por debajo del mínimo que hubiera es-
tablecido el estatuto. 

Si la situación de la cooperativa lo aconsejara, la
asamblea puede resolver la suspensión del reembolso
de capital por un período no superior a tres ejercicios. 

Artículo 31. Las aportaciones pendientes de reembol-
so devengarán un interés equivalente al cincuenta por
ciento de la tasa bancaria corriente o de la tasa oficial
de interés. 

Artículo 32. Ninguna liquidación definitiva en favor
del socio será practicada sin haberse descontado pre-
viamente todas las deudas que tuviera con la coopera-
tiva. 

En caso de retiro por cualquier causa, los socios sólo
tendrán derecho a que les reembolse el valor nominal
de las aportaciones integradas, deducidas las pérdidas
que proporcionalmente les correspondiera soportar y
sin perjuicio del revalúo, si fuere el caso. 

Artículo 33. Los conflictos que se susciten entre las
cooperativas y sus socios serán sometidos al proceso
de mediación y/o de arbitraje que el estatuto determi-
ne. En caso de no preverse, o de fracasar la mediación,
podrán ser llevados ante los juzgados federales. 

Capítulo IV
Régimen Económico

Artículo 34. Los recursos propios de carácter patri-
monial con los cuales pueden contar las cooperativas
para el cumplimiento de su objetivo social son:

1. Las aportaciones de los socios;

2. Las reservas y fondos permanentes;

3. Los auxilios, donaciones o subvenciones de ca-
rácter patrimonial. 

Artículo 35. Las aportaciones son indivisibles y de
igual valor. Serán integradas en dinero o en especie o
trabajo convencionalmente valuados, en la forma y
plazo que establezca el estatuto. 

Artículo 36. Las aportaciones integradas por los so-
cios pueden ser adquiridas por la cooperativa con car-
go a una reserva especial creada para el efecto, siem-
pre que no afecte el patrimonio social y el
financiamiento de la cooperativa. 
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Artículo 37. El monto total del capital constituido por
las aportaciones será variable e ilimitado, sin perjuicio
de poder establecer en el estatuto una cantidad míni-
ma. El capital forma parte del patrimonio social. 

Artículo 38. El estatuto puede establecer un procedi-
miento para que los socios suscriban e integren sus
aportaciones en proporción con el uso real o potencial
de los servicios de la cooperativa, siempre que cada
uno cuente por lo menos con una aportación. 

Artículo 39. Las aportaciones pueden constar en cer-
tificados u otro documento nominativo, representati-
vos de una o más de ellas. 

Los certificados pueden transferirse entre socios, con
acuerdo del consejo de administración, siempre que
cada uno cumpla con las exigencias del estatuto en
materia de aportaciones. Si el cesionario no fuera so-
cio deberá previamente asociarse a la cooperativa. 

Artículo 40. Las cooperativas podrán revaluar sus acti-
vos conforme con la reglamentación que al efecto se dic-
te, la cual determinará el destino del saldo resultante. 

Artículo 41. El estatuto determinará si las aportacio-
nes pueden devengar algún interés, el cual no podrá
ser superior al interés bancario corriente o a la tasa ofi-
cial de interés. 

Artículo 42. Sin perjuicio de la reserva legal las coo-
perativas podrán, con cargo a los excedentes, crear e
incrementar reservas especiales para amparar y conso-
lidar el patrimonio, las que deberán ser expresamente
aprobadas por la asamblea. 

Artículo 43. Con el objeto de proveer recursos con
destinación específica para la prestación de servicios
de carácter asistencial, de bienestar social, educativo o
de investigación, las cooperativas podrán crear e in-
crementar fondos especiales con aportes voluntarios u
obligatorios de los socios o parte de los excedentes
anuales, conforme establezca el estatuto. 

Cuando los recursos de los fondos especiales no estu-
vieran destinados a consumirse, serán considerados
patrimoniales. 

Artículo 44. Las cooperativas podrán recibir de perso-
nas públicas o privadas todo tipo de auxilios, donacio-

nes o subvenciones destinados a incrementar su patri-
monio o a ser consumidos de conformidad con la vo-
luntad del donante. En ambos casos estarán orientados
al cumplimiento del respectivo objeto social. 

Artículo 45. Las reservas, los fondos especiales y los
auxilios, donaciones y subvenciones de carácter patri-
monial constituyen patrimonio cooperativo irreparti-
ble. No podrán distribuirse entre los socios a ningún tí-
tulo ni acrecentarán sus aportaciones individuales. 

Artículo 46. Las cooperativas podrán asumir todas las
formas de pasivo y emitir obligaciones a suscribir por
socios o terceros conforme con las condiciones que es-
tablezca la reglamentación, sin perjuicio de las normas
que regulan la actividad financiera. 

Artículo 47. Las cooperativas llevarán contabilidad en
legal forma y deberán contar con los libros necesarios
a tal fin. 

Artículo 48. El ejercicio económico será anual y se
cerrará en la fecha establecida por el estatuto. 

Artículo 49. A la fecha de cierre del ejercicio el con-
sejo de administración redactará una memoria sobre la
gestión realizada la cual, juntamente con los estados
contables y un balance que demuestre el desempeño
de la cooperativa en el campo social, será sometida a
la asamblea con informes de la junta de vigilancia y
del auditor. 

Artículo 50. El excedente repartible es el que provie-
ne de la diferencia entre el costo y el precio de los ser-
vicios prestados a los socios. 

La asamblea determinará el destino del excedente re-
partible conforme con las siguientes pautas:

1. Diez por ciento, como mínimo, para reserva le-
gal;

2. Diez por ciento, como mínimo, para educación y
capacitación cooperativa;

3. Diez por ciento, como mínimo, para acción asis-
tencial y solidaria en favor de los socios y de las
instituciones o personas vinculadas a la cooperati-
va;

Martes 9 de febrero de 2021 Gaceta Parlamentaria123



4. Las sumas que correspondan para la constitución
de otras reservas especiales y al pago de interés a
las aportaciones, en caso de establecerse;

5. El resto será repartido entre los socios en propor-
ción a las operaciones efectuadas con la cooperati-
va o al trabajo realizado con ella. 

El excedente que no provenga de la diferencia entre
costo y precio de los servicios prestados a los socios
será destinado a una reserva especial. 

Previo al pago del interés a las aportaciones y del re-
torno al uso de los servicios, se destinará el importe
necesario para pagar el interés a las aportaciones rea-
lizadas por los socios de apoyo conforme con la tasa
que haya fijado la asamblea. 

Capítulo V
Dirección

Artículo 51. La asamblea es la autoridad máxima de
la cooperativa y sus decisiones son obligatorias para el
consejo de administración, la junta de vigilancia y to-
dos los socios, presentes o ausentes, siempre que se
hubieran adoptado en conformidad con la ley, el esta-
tuto y los reglamentos. 

Artículo 52. La asamblea se reunirá en sesión ordina-
ria dentro de los tres meses siguientes al cierre del
ejercicio económico para tratar los temas previstos en
la convocatoria, dentro de los cuales deberán incluirse
la memoria, los estados contables y la elección de los
miembros del consejo de administración y de la junta
de vigilancia. 

La asamblea podrá reunirse en sesión extraordinaria
cuando las circunstancias lo requieran y tratar cual-
quier asunto de su competencia incluido en la convo-
catoria. 

Artículo 53. La asamblea ordinaria será convocada
por el consejo de administración o por la junta de vi-
gilancia cuando aquél omitiera hacerlo en el plazo de
ley. La asamblea extraordinaria se reunirá toda vez que
lo disponga el consejo de administración o lo solicite
la junta de vigilancia o un número de socios no infe-
rior al diez por ciento, salvo que el estatuto establecie-
ra uno menor. También puede convocarla la junta de

vigilancia cuando el consejo de administración no res-
pondiera o respondiera negativamente a su pedido o al
de los socios. En último caso podrá hacerlo la respec-
tiva cooperativa de grado superior a la que estuviera
afiliada o la autoridad de aplicación cuando fuera ne-
cesario para regularizar el desenvolvimiento de la co-
operativa. 

Artículo 54. En todos los casos la convocatoria debe
comunicarse adecuadamente a los socios con una anti-
cipación no menor de quince días en la forma prevista
por el estatuto, incluyendo el temario respectivo. Con
la misma anticipación deberá informarse a la respecti-
va cooperativa de grado superior y a la autoridad de
aplicación. 

Dentro de los treinta días de realizada la asamblea de-
be remitirse copia del acta y de los documentos trata-
dos en ella a la cooperativa de grado superior y a la au-
toridad de aplicación. 

Son nulas las deliberaciones sobre temas ajenos al or-
den del día, salvo cuando fueran consecuencia directa
de asunto incluido en él. 

Artículo 55. Cuando el número de socios fuera supe-
rior a cien o éstos residieran en localidades distantes,
la asamblea podrá ser constituida por delegados elegi-
dos conforme con el procedimiento previsto por el es-
tatuto y los reglamentos. 

Artículo 56. La asamblea sesionará válidamente con
la presencia de más de la mitad de los socios o dele-
gados convocados. Si pasada una hora el quorum no se
hubiere integrado, podrá sesionar con cualquier núme-
ro de presentes. 

Artículo 57. Las resoluciones se adoptarán por mayo-
ría absoluta de votos, salvo los asuntos para los cuales
esta ley o el estatuto exigieran un número mayor. Se
requieren dos tercios de los votos para decidir fusión o
incorporación, escisión, disolución y reforma del esta-
tuto. 

Solo podrá votarse por poder en asamblea de socios si
el estatuto lo autoriza, en cuyo caso la representación
debe recaer en otro socio, quien no podrá representar a
más de dos. Esta posibilidad no rige para las asamble-
as de delegados. 
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Artículo 58. Es de competencia exclusiva de la asam-
blea, sin perjuicio de otros asuntos que esta ley o el es-
tatuto le reserven:

1. Aprobar y modificar el estatuto y los reglamentos
que le correspondan;

2. Fijar las políticas generales de la cooperativa y
autorizar el presupuesto general, cuando lo determi-
ne el estatuto;

3. Elegir y remover a los miembros del consejo de
administración y de la junta de vigilancia y a la au-
ditoría;

4. Fijar las compensaciones de los miembros del
consejo de administración y de la junta de vigilan-
cia cuando haya lugar;

5. Resolver sobre la memoria y los estados conta-
bles previo conocimiento de los informes de la jun-
ta de vigilancia y del auditor, en su caso;

6. Decidir sobre la distribución de excedentes;

7. Resolver la emisión de obligaciones de carácter
general;

8. Decidir acción de responsabilidad contra los
miembros del consejo de administración y de la
junta de vigilancia;

9. Decidir sobre la asociación con personas de otro
carácter jurídico, públicas o privadas;

10. Resolver sobre escisión, fusión, incorporación o
disolución de la cooperativa

Artículo 59. Los miembros del consejo de administra-
ción y de la junta de vigilancia podrán participar en las
asambleas, pero no podrán votar en asuntos vincula-
dos con su actuación ni representar a otros socios. 

Los gerentes, asesores y auditores tendrán voz y si fue-
ran socios tendrán las mismas limitaciones previstas
en el párrafo anterior. 

Artículo 60. Las impugnaciones de las decisiones de la
asamblea tramitarán ante la justicia ordinaria y serán
competentes los juzgados en materia administrativa. 

Capítulo VI
Administración

Artículo 61. El consejo de administración es el órga-
no encargado de la administración permanente de la
cooperativa. 

Sus atribuciones serán determinadas en el estatuto, sin
perjuicio de las establecidas por la ley. Se consideran
facultades implícitas de este órgano las que la ley o el
estatuto no reserven expresamente a la asamblea y las
que resulten necesarias para la realización de las acti-
vidades en cumplimiento del objeto social. 

Artículo 62. El consejo de administración se compon-
drá de un número impar de socios, no inferior a tres,
determinado por el estatuto. 

El estatuto establecerá los requisitos y las incompati-
bilidades para el cargo de consejero con igualdad de
condiciones y oportunidades para la postulación de
hombres y mujeres. 

No podrán ser consejeros en el mismo ejercicio ni en
el siguiente los cónyuges y parientes de los miembros
de la junta de vigilancia y gerentes hasta el segundo
grado de consanguinidad o afinidad. 

Artículo 63. Los miembros del consejo de administra-
ción serán elegidos por la asamblea junto con los su-
plentes y durarán en sus funciones por un período que
no podrá ser superior a tres ejercicios anuales. El esta-
tuto establecerá la forma de elección y si son o no re-
elegibles. 

Los suplentes reemplazarán a los titulares en caso de
renuncia, revocación, ausencia o fallecimiento de és-
tos, conforme lo disponga el estatuto, y serán llamados
a ocupar el cargo por el consejo de administración. 

Artículo 64. La asamblea puede revocar en cualquier
tiempo la designación de los miembros del consejo de
administración, siempre que el asunto figure en el or-
den del día o sea consecuencia directa de asunto in-
cluido en él. En este último caso será necesaria la ma-
yoría de los dos tercios. 

Artículo 65. El estatuto establecerá las reglas de fun-
cionamiento del consejo de administración, el cual de-
be reunirse por lo menos una vez en cada mes y ela-
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borar actas que serán suscriptas por todos los asisten-
tes. El quórum para sesionar válidamente será de más
de la mitad de sus miembros. 

Artículo 66. La representación legal de la cooperativa
corresponde al consejo de administración el cual podrá
delegarla en uno o más de sus miembros o en gerentes,
conforme establezca el estatuto. 

Artículo 67. Los miembros del consejo de administra-
ción responden por violación de la ley, el estatuto y los
reglamentos. Sólo pueden eximirse por no haber parti-
cipado en la reunión que adoptó la resolución o me-
diante constancia en acta de su voto en contra. 

Artículo 68. El estatuto o el reglamento podrán esta-
blecer un comité ejecutivo, integrado por algunos
miembros del consejo de administración, para atender
la gestión ordinaria de la cooperativa. Esta institución
no modifica las obligaciones y responsabilidades de
los miembros del consejo de administración. 

Artículo 69. El consejo de administración podrá de-
signar comités de carácter permanente o temporario,
integrados por sus miembros o por asociados, y les de-
terminará sus funciones. En todo caso, deberá inte-
grarse un comité de educación. 

Artículo 70. Por decisión de la asamblea puede ser
compensado el trabajo personal realizado por los
miembros del consejo de administración en el desem-
peño de sus cargos. Dicha compensación podrá reali-
zarse además del pago de los gastos incurridos con el
mismo motivo. 

Artículo 71. El consejo de administración puede de-
signar gerentes, encargados de la función ejecutiva,
quienes pueden ejercer la representación legal si el es-
tatuto lo establece. Estarán subordinados al consejo de
administración, el cual podrá removerlos en cualquier
tiempo con arreglo a la legislación laboral. 

Artículo 72. Los gerentes responden ante la coopera-
tiva por los daños y perjuicios que ocasionaren por in-
cumplimiento de sus obligaciones, negligencia, dolo,
abuso de confianza y por ejercicio de actividades en
competencia. También responden ante los socios y los
terceros por las mismas causas. Podrá exigírseles ga-
rantías por su desempeño. 

El nombramiento de gerentes no modifica la responsa-
bilidad de los miembros del consejo de administra-
ción. 

Artículo 73. Las decisiones del consejo de adminis-
tración podrán ser recurridas por los socios hasta ago-
tar la vía interna y posteriormente podrá ejercerse, si
fuera del caso, acción judicial de impugnación de la
asamblea. 

Capítulo VII
Vigilancia

Artículo 74. La función de vigilancia de la cooperati-
va será desempeñada por la junta de vigilancia, sin
perjuicio de la tarea que corresponde a la auditoría y la
supervisión a cargo de la autoridad de aplicación. 

Tiene a su cargo fiscalizar la actividad de la coopera-
tiva y velar por que el consejo de administración cum-
pla la ley, el estatuto, los reglamentos y las resolucio-
nes de la asamblea. 

Ejercerá sus atribuciones de modo de no entorpecer las
funciones y actividades de los otros órganos. 

Artículo 75. Su función se limita al derecho de observa-
ción precisando en cada caso las disposiciones que con-
sidere transgredidas. Debe dejar constancia de sus obser-
vaciones o requerimientos y, previa solicitud al consejo
de administración puede convocar a asamblea cuando lo
juzgue necesario e informar a la respectiva cooperativa
de grado superior y a la autoridad de aplicación. 

Artículo 76. La junta de vigilancia se compondrá de
un número impar de socios no inferior a tres, confor-
me lo determine el estatuto, con igualdad de condicio-
nes y oportunidades para la postulación de hombres y
mujeres. En cooperativas con menos de 25 socios, el
órgano de vigilancia será unipersonal. 

Artículo 77. Los miembros de la junta de vigilancia
serán elegidos por la asamblea por un período no su-
perior a tres ejercicios. El estatuto establecerá la forma
de elección y si son reelegibles o no. 

Artículo 78. Rigen para la junta de vigilancia las dis-
posiciones sobre revocación, reglas de funcionamien-
to, suplentes, responsabilidad y compensación estable-
cidas para el consejo de administración. 
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Artículo 79. Las cooperativas deben contar con un
servicio permanente de auditoría externa a cargo de
contador público matriculado. Podrán ser eximidas de
esta obligación por la autoridad de aplicación cuando
su situación económica, actividad o ubicación geográ-
fica lo justifiquen. 

La auditoría será designada anualmente por la asam-
blea. 

El servicio de auditoría podrá ser prestado por coope-
rativa u organismo auxiliar especializado, con inter-
vención de profesional matriculado. 

Capítulo VIII
Integración

Artículo 80. Las cooperativas podrán asociarse entre
sí para intercambiar servicios, celebrar contratos de
participación y acuerdos de colaboración, complemen-
tar actividades, cumplir en forma más adecuada el ob-
jeto social y, en fin, para llevar a la práctica el princi-
pio de integración cooperativa. 

Artículo 81. Cuando dos o más cooperativas se fusio-
nan, se disuelven sin liquidarse extinguiéndose su per-
sonalidad jurídica. La nueva cooperativa se constituirá
haciéndose cargo del activo y el pasivo de las disuel-
tas. 

Artículo 82. Habrá incorporación cuando una coope-
rativa absorba a otra u otras, conservando la incorpo-
rante su personalidad jurídica y extinguiéndose la de
las incorporadas. El activo y el pasivo de éstas se
transfieren a la incorporante. 

Artículo 83. Tanto en la fusión como en la incorpora-
ción deben quedar a salvo los derechos de terceros. 

Artículo 84. La fusión e incorporación deben inscri-
birse en el Registro Público de Comercio. 

Artículo 85. Por resolución de sus respectivas asam-
bleas las cooperativas podrán constituir cooperativas
de segundo o superior grado o asociarse a ellas. Estas
se regirán por las disposiciones de la presente ley con
las adecuaciones que resulten de su naturaleza. 

Deben contar con un mínimo de 250 socios. 

Artículo 86. Las cooperativas de segundo o superior
grado se constituyen para prestar servicios a sus socios
y podrán realizar, conforme con las disposiciones de
esta ley y de sus respectivos estatutos, actividades de
carácter técnico, económico, social, cultural y asumir
la representación del movimiento cooperativo. 

Artículo 87. Por delegación de la autoridad de aplica-
ción las cooperativas de grado superior que ejerzan re-
presentación del movimiento cooperativo podrán rea-
lizar actividades de supervisión. 

Asimismo, podrán encargarse de actividades de regis-
tro por delegación de la autoridad encargada del Re-
gistro Público de Comercio. 

Artículo 88. Las cooperativas de grado superior po-
drán establecer en sus estatutos un régimen de repre-
sentación y voto proporcional al número de socios con
que cuenten las cooperativas asociadas o al uso de los
servicios que éstas realicen. En este caso el estatuto
debe fijar un mínimo que asegure la participación de
todas las cooperativas asociadas y un máximo que evi-
te el predomino excluyente de alguna de ellas. 

Capítulo IX
Disolución y Liquidación

Artículo 89. Las cooperativas se disolverán por:

1. Decisión de la asamblea;

2. Reducción del número de socios por debajo del
mínimo legal durante un período superior a seis me-
ses;

3. Fusión o incorporación;

4. Reducción del capital por debajo del mínimo es-
tablecido por el estatuto por un período superior a
seis meses;

5. Declaración en quiebra;

6. Sentencia judicial firme;

7. Por otras causas previstas en otras disposiciones
legales aplicables debido a la actividad de la coope-
rativa. 
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Artículo 90. Disuelta la cooperativa se procederá in-
mediatamente a su liquidación, salvo en los casos de
fusión o incorporación. La cooperativa conservará su
personalidad jurídica a ese solo efecto. Los liquidado-
res deben comunicar la disolución a la autoridad en-
cargada del Registro Público de Comercio y a la auto-
ridad de aplicación. 

Artículo 91. La liquidación estará a cargo del consejo
de administración, salvo disposición en contrario del
estatuto o impedimento o imposibilidad para ejercer el
cargo, caso en el cual la designación de la comisión li-
quidadora corresponderá a la asamblea o a la autoridad
de aplicación, si la asamblea no la hiciera. La junta de
vigilancia controlará el proceso de liquidación. 

Artículo 92. El órgano liquidador ejerce la representa-
ción legal de la cooperativa. Debe realizar el activo y
cancelar el pasivo actuando con la denominación so-
cial y el aditamento “en liquidación”. 

Artículo 93. El remanente que resultare una vez paga-
das las deudas y devuelto el valor nominal de las apor-
taciones integradas se entregará a la cooperativa de
grado superior a la que estuviere asociada o, en su de-
fecto, a otra cooperativa del lugar, con destino a edu-
cación y fomento cooperativo. 

Capítulo X
Disposiciones Especiales para 

Algunas Clases de Cooperativas 

Cooperativas de trabajo asociado

Artículo 94. Son cooperativas de trabajo asociado
aquéllas en que los socios se vinculan para satisfacer
su necesidad de trabajo a través de actividades de pro-
ducción de bienes o de prestación de servicios organi-
zadas directamente por la cooperativa, la cual debe ser
la propietaria o tenedora de los medios de labor, con
autonomía técnica y empresarial, sin actuar como in-
termediaria laboral. El ingreso de socios estará limita-
do a la existencia de cargo o plaza para desempeñar la
labor. 

No sujeción a la legislación laboral

Las relaciones de trabajo y los sistemas de compensa-
ción se regularán conforme lo establezcan los estatutos
o reglamentos especiales aprobados por la asamblea y

no estarán sujetos a la legislación laboral aplicable a
los trabajadores asalariados dependientes. No obstan-
te, deberán observar las normas de seguridad social y
de protección de riesgos del trabajo, garantizando a los
socios un trabajo decente. 

Bancos cooperativos, cooperativas de ahorro y cré-
dito y de seguros

Artículo 95. Las cooperativas que tengan por objeto
la prestación de servicios bancarios, de ahorro y cré-
dito o de seguros, deberán ser especializadas y some-
terse a las disposiciones legales que regulan las acti-
vidades financiera y aseguradora, sin perjuicio de
cumplir con las normas previstas en esta ley y sin
afectar su naturaleza, principios y caracteres coope-
rativos. 

Cooperativas de vivienda

Artículo 96. Las cooperativas que tengan por objeto
construir, mantener o administrar viviendas, conjuntos
habitacionales o de propiedad horizontal, deberán li-
mitar el ingreso de socios al número de soluciones que
ellas generen. 

Clases

Estas cooperativas podrán ser de propietarios indivi-
duales de las unidades de viviendas o de propiedad co-
lectiva. En este último caso la cooperativa será la pro-
pietaria de los inmuebles y los socios tendrán el
derecho de uso de conformidad con el reglamento que
se establezca y solo podrá constituir gravámenes que
tengan por objeto garantizar préstamos para la compra
de los terrenos y la construcción del conjunto habita-
cional con la mayoría calificada de la asamblea que
determine el estatuto. 

Cooperativas escolares y juveniles

Artículo 97. Las cooperativas escolares y juveniles
constituidas por menores de edad se regirán por las
disposiciones que dicte la respectiva autoridad educa-
tiva, con sujeción a los principios de esta ley. 

Cooperativas constituidas en el extranjero

Artículo 98. Las cooperativas constituidas en el ex-
tranjero podrán operar en el territorio nacional si se
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hallan legalmente constituidas en su país de origen y
observan los principios cooperativos incorporados en
esta ley. La inscripción en el Registro Público de Co-
mercio se realizará sobre la base de reciprocidad con
el país de origen. 

Acuerdos de integración regional

Artículo 99. Se reconoce la existencia de cooperativas
binacionales o multinacionales dentro del marco de los
acuerdos de integración económica regional con suje-
ción a reciprocidad de los demás países que sean par-
te del acuerdo y a las normas específicas que al efecto
se establezcan. 

Capítulo XI
Autoridad de Aplicación

Artículo 100. La autoridad de aplicación de la legisla-
ción cooperativa será la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social. 

Artículo 101. Compete a la autoridad de aplicación
ejercer la supervisión de las cooperativas, sin perjuicio
de las demás funciones que le otorga esta ley. 

La supervisión se ejercerá sin perjuicio de la que co-
rresponda a otros organismos oficiales en cuanto a las
actividades específicas de las distintas clases de coo-
perativas, con los que actuará en coordinación. La su-
pervisión que ejerzan otros organismos debe ser reali-
zada con adecuación a la naturaleza propia de las
cooperativas. 

Artículo 102. Son atribuciones inherentes a la super-
visión, sin perjuicio de otras que esta ley reconozca:

1. Requerir documentación y realizar investigacio-
nes en las cooperativas;

2. Asistir a las asambleas;

3. Solicitar al juez competente la suspensión de las
resoluciones de los órganos sociales cuando fueran
contrarias a la ley, el estatuto o los reglamentos;

4. Solicitar al juez competente la intervención de la
cooperativa cuando existieran motivos que impor-
ten riesgo grave para su existencia;

5. Solicitar al juez competente la disolución y liqui-
dación de la cooperativa cuando cometiera infrac-
ciones cuya gravedad aconseje la cesación de su
existencia;

6. Coordinar su labor con otros organismos compe-
tentes por razón de las actividades de las cooperati-
vas;

7. Impedir el uso indebido de la palabra “cooperati-
va” a cuyo efecto podrá aplicar multas de hasta
1000 UMA a los infractores y ordenar la clausura de
locales hasta que cese dicha conducta;

8. En general, velar por el estricto cumplimiento de
las disposiciones legales vigentes, cuidando de no
entorpecer el regular funcionamiento de las coope-
rativas. 

Artículo 103. Las funciones de supervisión podrán
ejercerse mediante delegación a las cooperativas de
grado superior u organismos auxiliares especializados
del movimiento cooperativo. 

Artículo 104. En caso de infracción a esta ley y las de-
más disposiciones vigentes en la materia, la autoridad
de aplicación podrá imponer a las cooperativas o a los
miembros del consejo de administración, de la junta de
vigilancia y gerentes que resultaran responsables, las
siguientes sanciones:

1. Llamado de atención;

2. Apercibimiento;

3. Multa de hasta 2500 UMA. 

Artículo 105. Las sanciones se aplicarán previa ins-
trucción de sumario en el que se asegurará el derecho
de defensa y se graduarán teniendo en cuenta la gra-
vedad de la infracción, los antecedentes del imputado,
su importancia social y económica y, en su caso, los
perjuicios causados. 

Artículo 106. Contra las resoluciones de la autoridad
de aplicación que impongan sanciones podrán interpo-
nerse los recursos de carácter administrativo y judicial
previstos por la legislación vigente. 
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Capítulo XII
Instituto Nacional de Cooperativas

Artículo 107. El Instituto Nacional de Cooperativas
funcionará con sede en la Ciudad de México, y tendrá
a su cargo el diseño y aplicación de la política nacio-
nal en materia de cooperativas. 

Ejercerá las siguientes funciones, sin perjuicio de otras
que le encomiende la ley:

1. Promover el desarrollo del movimiento coopera-
tivo y brindar asistencia técnica a las cooperativas
coordinando su actividad con las cooperativas de
grado superior;

2. Coordinar con otros organismos oficiales compe-
tentes la ejecución de la política nacional en mate-
ria cooperativa;

3. Organizar un servicio estadístico y de informa-
ción sobre cooperativas;

4. Realizar estudios e investigaciones sobre la ma-
teria de su competencia;

5. Administrar su presupuesto y otorgar subsidios y
créditos a las cooperativas;

6. Dictar, dentro de marco de su competencia, las
medidas que fueren necesarias para el cumplimien-
to de sus funciones. 

Artículo 108. El Instituto Nacional de Cooperativas
estará dirigido por un consejo directivo integrado por
un presidente y cuatro representantes del Estado mexi-
cano. 

El presidente será designado por el presidente de la
Nación, los representantes oficiales serán designados
por las Secretarias del Trabajo, Economía, Turismo y
Hacienda, directamente relacionados con el quehacer
de las cooperativas. 

Todo ello conforme con la reglamentación que al efec-
to se dicte, la cual establecerá asimismo la duración de
los cargos y las reglas de funcionamiento y organiza-
ción del cuerpo. 

Capítulo XIII
Del Fomento Cooperativo

Artículo 109. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico deberá, de común acuerdo con el Consejo Supe-
rior del Cooperativismo, con las confederaciones, fe-
deraciones y uniones, constituir fondos de garantía
que apoyarán a las sociedades cooperativas en su ac-
ceso al crédito, mediante el otorgamiento de garantías
que cubran el riesgo de los proyectos de inversión. 

Las sociedades nacionales de crédito podrán efectuar
descuentos a las instituciones de crédito y a las socie-
dades cooperativas de ahorro y préstamo para el otor-
gamiento en favor de las sociedades cooperativas, de
créditos para la formulación y ejecución de proyectos
de inversión, que incluyan los costos de los servicios
de asesoría y asistencia técnica. 

Para la evaluación de la procedencia de los descuen-
tos, las sociedades nacionales de crédito deberán con-
siderar primordialmente la demostración de la factibi-
lidad y rentabilidad de los proyectos de inversión, la
solidez de la organización y la presentación y desarro-
llo de los planes económicos y operacionales de los or-
ganismos cooperativos. 

Artículo 110. Las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, en el ámbito de sus com-
petencias, deberán implementar acciones de apoyo a
las sociedades cooperativas. En particular, realizarán
además de lo establecido en la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, en coordinación con los
organismos cooperativos, las siguientes actividades:

I. La celebración de convenios con los gobiernos
estatales, municipales y de las alcaldías de la Ciu-
dad de México, así como con el sector social y pri-
vado, para establecer los programas y acciones de
fomento que tengan por objeto el desarrollo econó-
mico del sistema cooperativo;

II. Incentivar la incorporación de las sociedades y
sus organismos cooperativos en los programas de
fomento regionales, sectoriales, institucionales y
especiales;

III. La celebración de convenios con los colegios
de fedatarios públicos, con el objeto de apoyar la
constitución de las sociedades cooperativas me-
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diante el establecimiento de cuotas accesibles y
equitativas;

IV. La revisión, simplificación y, en su caso, ade-
cuación de los trámites y procedimientos que inci-
dan en la constitución, organización, funcionamien-
to y fomento de las sociedades cooperativas;

V. Organización de sociedades cooperativas de pro-
ducción y consumo en las organizaciones de traba-
jadores del país, así como programas de capacita-
ción organizacional para la generación de
autoempleo colectivo;

VI. Promoción de sociedades cooperativas en los
sectores de producción primaria, agroindustrial, ali-
mentaria, transformación industrial, bioenergéticos,
servicios de vivienda, salud, cultura, arte y recrea-
ción, tecnologías de la comunicación y la informa-
ción, comunicaciones, transporte y servicios turísti-
cos, entre otros; y

VII. Acciones de difusión y comunicación social
del Movimiento Cooperativo Nacional, así como de
su importancia en el desarrollo económico y social
del país. 

Artículo 111. Con el objeto de atender lo dispuesto
por el párrafo octavo del artículo 25 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, correspon-
de a los gobiernos federal, estatal, municipal y de las
Alcaldías de la Ciudad de México, la elaboración, eje-
cución, y evaluación de políticas públicas orientadas a
promover y fomentar la actividad cooperativa y de los
organismos cooperativos, así como la difusión de los
valores y principios en que se sustenta. 

Para tales efectos, el fomento cooperativo deberá
orientarse conforme a las siguientes bases:

I. Apoyo a la organización, constitución, desarro-
llo e integración de las propias sociedades coope-
rativas y de sus organismos cooperativos, como
medios para la organización social orientados a
una mayor participación de la población en activi-
dades económicas, el impulso del empleo digno y
sustentable, redistribución del ingreso, la equidad
de género y el desarrollo económico y social sus-
tentable del país;

II. Promoción de la economía social y cooperativis-
ta en la producción, distribución, comercialización
y financiamiento de los bienes y servicios que ge-
neran y que sean socialmente necesarios;

III. Desarrollar acciones que propicien mayor parti-
cipación de las empresas del sector social en la eco-
nomía nacional;

IV. Implantación de acciones de control, vigilancia
y prevención de acciones de simulación que se rea-
lizan por medio del uso de sociedades cooperativas
con la finalidad de evadir responsabilidades labora-
les, fiscales, económicas y sociales;

V. Apoyar con los programas operados por la au-
toridad educativa para el establecimiento de un
sistema de educación y capacitación cooperativa,
que genere mecanismos de difusión de la cultura
del cooperativismo, basada en la organización so-
cial, humanista, autogestiva y democrática del tra-
bajo, incluyendo el desarrollo de competencias
técnicas y profesionales, las virtudes éticas y las
habilidades organizacionales de las sociedades co-
operativas. 

Para el efecto, se apoyarán a las escuelas, institutos
y organismos especializados en educación coopera-
tiva y las actividades que en este sentido realicen las
universidades o instituciones de educación superior
en el país;

VI. Impulso a la proveeduría de bienes y servicios
que produzcan las sociedades cooperativas a los di-
ferentes niveles de gobierno, observando las moda-
lidades y tendencias internacionales;

VII. Establecimiento de acciones que propicien que
las empresas que se encuentren en crisis sean ad-
quiridas por parte de sus trabajadores, por medio de
su constitución en sociedades cooperativas;

VIII. Fomento de proyectos de acceso a las tecno-
logías de la información y la comunicación;

IX. Respaldo al financiamiento de proyectos de in-
vestigación científica en materia cooperativa;

X. Impulso para el acceso a estímulos e incentivos
para la integración de las sociedades cooperativas,
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entre otras acciones, a los apoyos fiscales y de sim-
plificación administrativa;

XI. Incorporación del sector cooperativo en la for-
mulación del Plan Nacional de Desarrollo y a las
instancias de participación y de representación so-
cial de las diferentes dependencias y organismos de
la administración pública federal, estatal, municipal
y de las alcaldías de la Ciudad de México;

XII. Prestación de servicios de asesoría y asistencia
técnica, legal y económica para la adecuada opera-
ción de las sociedades y sus organismos cooperati-
vos;

XIII. Concesión o administración de bienes y/o ser-
vicios públicos a favor de las sociedades y sus or-
ganismos cooperativos, por medio de alguna socie-
dad cooperativa de participación estatal;

XIV. Impulso juntamente con las sociedades y sus
organismos cooperativos, de proyectos de desarro-
llo social de las comunidades donde operan;

XV. Estímulo de la participación social en activida-
des de promoción, divulgación y financiamiento de
proyectos cooperativos, de tal manera que se fo-
mente la cultura del trabajo asociado, el consumo
social y del ahorro, mediante sociedades cooperati-
vas de producción, consumo y de ahorro y préstamo;

XVI. Fortalecimiento de la organización y desarro-
llo de los organismos cooperativos que forman par-
te del Movimiento Cooperativista Nacional, como
instancias de articulación del sector de promoción y
acompañamiento de la economía social y coopera-
tivista;

XVII. Fomento de las acciones de coordinación y
colaboración en materia cooperativa con la federa-
ción, los estados, municipios y las Alcaldías de la
Ciudad de México; así como con países y organis-
mos internacionales de carácter público, privado o
social que fortalezcan el cooperativismo mexicano;

XVIII. Impulso a la promulgación de leyes estatales
y locales de fomento cooperativo;

XIX. Todas aquellas que se consideren convenien-
tes a efecto de fomentar el desarrollo de las socie-

dades cooperativas y de sus estructuras de integra-
ción económica y de representación gremial; y

XX. Los demás que establezcan las Leyes. 

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a los treinta
días siguientes al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley General de Sociedades Co-
operativas, publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el día 3 de agosto de 1994. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones legales y
administrativas que se opongan a lo dispuesto por la
presente ley. 

Cuarto. A elección de las personas interesadas, los
asuntos relativos al registro de sociedades cooperati-
vas y demás que estén en trámite, se podrán conti-
nuar hasta su terminación de conformidad con las
disposiciones de la Ley General de Sociedades Coo-
perativas que se abroga, o cancelarse y, en caso pro-
cedente, iniciarse conforme a lo dispuesto en la pre-
sente ley. 

Quinto. El Instituto Nacional de Cooperativas se con-
formará como organismo desconcentrado de la Secreta-
ría de Economía, asumiendo su constitución y opera-
ción en tanto se autorice la suficiencia presupuestaria
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con-
forme a su organización y funciones. 
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Diputado Hirepan Maya Martínez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, EN MATERIA DEL

FONDO FEDERAL ESPECIAL PARA LA OBLIGATORIEDAD Y

GRATUIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR, A CARGO DE

LA DIPUTADA FABIOLA RAQUEL GUADALUPE LOYA HER-
NÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO

CIUDADANO

La suscrita, diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya
Hernández, coordinadora del Grupo Parlamentario de
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Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura, en
ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como lo dispuesto en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, presenta la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 25 y se adiciona un artículo 43 Bis a la Ley de
Coordinación Fiscal, en materia del Fondo Federal Es-
pecial para la Obligatoriedad y Gratuidad de la Educa-
ción Superior, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. El 15 de mayo de 2019 fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) el decreto de la refor-
ma constitucional en materia educativa, en la cual se
establece en la fracción X del artículo tercero consti-
tucional y el artículo transitorio décimo quinto que la
obligatoriedad de la educación superior corresponde al
Estado, y que para dar cumplimiento a ello se deberán
incluir los recursos necesarios en los presupuestos fe-
deral, de entidades federativas y municipios.

El texto del decreto constitucional subraya en la frac-
ción X del artículo 3o. constitucional que: 

Artículo 3. … 

X. La obligatoriedad de la educación superior co-
rresponde al Estado. Las autoridades federal y loca-
les establecerán políticas para fomentar la inclu-
sión, permanencia y continuidad, en términos que la
ley señale. Asimismo, proporcionarán medios de
acceso a este tipo educativo para las personas
que cumplan con los requisitos dispuestos por las
instituciones públicas.

En el décimo quinto transitorio, el decreto reitera
que:

Transitorios …

Décimo Quinto. Para dar cumplimiento al principio
de obligatoriedad de la educación superior, se in-
cluirán los recursos necesarios en los presupuestos
federal, de las entidades federativas y de los muni-
cipios, en términos de las fracciones VIII y X del ar-
tículo 3o. de esta Constitución; adicionalmente, se
establecerá un fondo federal especial que asegu-

re a largo plazo los recursos económicos necesa-
rios para garantizar la obligatoriedad de los ser-
vicios a que se refiere este artículo, así como la
plurianualidad de la infraestructura

II. La reforma por la que se modificaron los artículos
3o., 31 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia educativa, abrió un am-
plio horizonte para la transformación de la educación
en México. En particular, para la educación superior.
No sólo se estableció su obligatoriedad y gratuidad, si-
no que se decidió en ello garantizar la autonomía de
las universidades que gozan de ésta, además de propo-
ner en la mesa un gran debate sobre temas esenciales
como la distribución de competencias, la designación
de facultades claras, así como la creación de mecanis-
mos de coordinación y colaboración.

III. El proyecto de Ley General de Educación Supe-
rior se construyó desde hace más de un año de una ma-
nera singularmente colaborativa y coordinada, pero
sobre todo con la voluntad y consensos necesarios. Así
el 9 de septiembre de 2020, con el apoyo de diversos
grupos parlamentarios y con la firma de diputados y
senadores, se presentó en el Senado la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley General de
Educación Superior.

Con la presentación de la iniciativa se culminó un ar-
duo proceso en el que se trabajó de la mano de espe-
cialistas, autoridades, universidades y legisladores. Se
realizaron más de 15 reuniones conjuntas entre el le-
gislativo y la Secretaría de Educación Pública, 6 de
ellas de carácter bilateral, que derivaron en más de 11
versiones distintas de documentos de trabajo en las
que además participaron, la Subsecretaría de Educa-
ción Superior, la Universidad Nacional Autónoma de
México, FIMPES, ANUIES, así como otras institucio-
nes públicas y privadas, y especialistas en educación
superior.

IV. El pasado 11 de diciembre de 2020, el Senado de
la República aprobó de manera unánime el decreto por
el que se expide la Ley General de Educación Supe-
rior, y se abroga la Ley para la Coordinación de la
Educación Superior, por parte del Senado de la Repú-
blica con 108 votos a favor, ninguno en contra, ni abs-
tenciones en lo general, y con 101 votos en lo particu-
lar sin ninguna abstención o voto en contra.
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V. Desde enero de 2021, la Comisión de Educación de
la Cámara de Diputados, circuló un dictamen para su
análisis que refleja consensos entre los miembros del
órgano legislativo. Dicho documento recupera de ma-
nera íntegra la propuesta original relativa a la creación
del Fondo Especial que mandata el décimo quinto
transitorio de la reforma constitucional en materia
educativa que se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración el pasado 15 de mayo de 2019. 

VI. En el texto desde el artículo 6, fracción VII, apa-
rece la mención al Fondo Federal Especial para la
obligatoriedad y gratuidad de la educación superior. Si
bien, todo el Título Sexto, denominado “Del financia-
miento de la educación superior”, en su Capítulo Úni-
co, en el que se hace mención de la concurrencia en el
financiamiento; aborda las generalidades respecto de
cómo se allegarán recursos para los fines de esta ley,
es en el artículo 64 del dictamen donde se señala lo si-
guiente:

“Artículo 64. En el proyecto y Presupuesto de
Egresos de la Federación del Ejercicio Fiscal que
corresponda se establecerá un fondo federal espe-
cial destinado a asegurar a largo plazo los recur-
sos económicos suficientes para la obligatorie-
dad, de manera gradual, de los servicios de
educación superior, así como la plurianualidad
de su infraestructura, en términos del artículo
3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Los montos asignados a las instituciones públicas
de educación superior, a partir del fondo federal es-
pecial, no podrán ser considerados, en ningún caso,
como sustitutivos, parcial o totalmente, de los mon-
tos correspondientes a los recursos ordinarios. La
asignación de los recursos para el fondo referido
será anual y se orientaran por los criterios de
transparencia, inclusión y equidad para propor-
cionar la prestación del servicio educativo de ti-
po superior en todo el territorio nacional”

VII. Desde el comienzo del proyecto de Ley General
de Educación superior, diversos actores se manifesta-
ron respecto del Fondo que mandata el décimo quinto
transitorio de la reforma constitucional promulgada el
15 de mayo de 2019. En el marco de la discusión del
Presupuesto de Egresos (PEF) 2020, no se identificó
dentro de la estructura programática 2020, la inclusión

del algún Fondo Federal con estos objetivos, por lo
que tampoco se reflejó en el PPEF 2020. Esto trajo co-
mo consecuencia que distintas organizaciones y lide-
razgos, entre ellas la Asociación Nacional de Univer-
sidades e Instituciones de Educación Superior
(ANUIES), alzaran la voz para que se considerara di-
cho fondo en el PEF 2020. La ANUIES presentó una
propuesta en la cual considera que el Fondo debería
ser dotado con 7,678 millones de pesos, adicional-
mente propuso que el honorable Congreso de la Unión
impulsara una reforma al artículo 25 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal. 

VIII. Dentro del PEF 2020 se dotó de 350 millones de
pesos a un Fondo denominado Fondo de Obligatorie-
dad de la Educación Superior a través del programa
U079 Expansión de la Educación Media Superior y
Superior. Sin embargo, el monto sólo representa el 4.5
por ciento de la cifra propuesta por la ANUIES de
7,678 millones de pesos.1

IX. Para el PEF 2021 no se etiquetó presupuesto al
programa U079 Expansión de la Educación Media Su-
perior y Superior, por lo que no existe una partida pre-
supuestaria que pueda cumplir con los objetivos del
Fondo de Obligatoriedad de la Educación Superior, to-
da vez que se suponía a más tardar en diciembre de
2020 se aprobaría como indica el mandato del el Artí-
culo Sexto Transitorio del decreto publicado el 15 de
mayo de 2019 en el Diario Oficial de la Federación
por el que se expidió la reforma a los artículos 3o., 31
y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia educativa, que “El Congreso de
la Unión debe expedir las Leyes Generales en materia
de Educación Superior y de Ciencia, Tecnología e In-
novación a más tardar en el año 2020.”

X. A pesar de esto, es de observarse que aunque en el
PEF 2020 se aprobaron en total 576.7 millones de pe-
sos al programa U079 Expansión de la Educación Me-
dia Superior y Superior, de acuerdo a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, al cuarto trimestre de
2020 destacan tres puntos con relación al ejercicio de
su gasto (ver tabla 1): 

1) El avance del gasto en este programa (monto pa-
gado / monto aprobado) es del 66 por ciento; 

2) El monto modificado es 194.2 millones de pesos
menor al monto aprobado y 
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3) El monto pagado es 3.36 millones menor al mon-
to modificado

Tabla 1. Avance del gasto al cuarto trimestre de 2020 (millones de

pesos)

Fuente: Elaboración propia con datos de la SHCP

XI. La educación se ha convertido así en una prioridad
en el discurso público, así entonces observando los re-
cursos que se le destinan en el caso del PEF 2021, des-
taca el hecho de que la función Educación presenta un
incremento presupuestal del 0.43 por ciento en térmi-
nos reales en el PEF 2021 respecto al PEF 2020, mien-
tras que en su clasificación administrativa, el Ramo
Educación Pública presenta un incremento presupues-
tal del .14 por ciento en términos reales en el PEF
2021 respecto al PEF 2020. 

Sin embargo, destaca la caída real de -12.1 por ciento
del presupuesto en la subfunción Educación para adul-
tos en el PEF 2021 respecto al PEF 2020, así como el
incremento presupuestal real en las subfunciones pos-
grado (5.6 por ciento) y educación media superior (1.9
por ciento).

El Programa Subsidios para organismos descentra-
lizados estatales, del cual se dota de presupuesto fe-
deral a universidades estatales, presenta una re-
ducción del -.32 por ciento en términos reales en el
PEF 2021 respecto al PEF 2020, lo que representa
una pérdida de 298 millones de pesos.

Al contrario, las Universidades Federales presen-
tan incrementos presupuestarios en términos reales
en el PEF 2021 respecto al PEF 2020, a excepción
del Tecnológico Nacional de México. Destaca el in-
cremento presupuestal de 54 por ciento a la Uni-
versidad Abierta y a Distancia de México.

Por Unidades Responsables, destaca la eliminación
del presupuesto a la Coordinación Nacional del
Servicio Profesional Docente, así como caídas pre-
supuestarias en términos reales en el PEF 2021 res-
pecto al PEF 2020 en: Dirección General de Des-
arrollo de la Gestión Educativa (-99.7 por ciento);

Dirección General de Educación Superior para
Profesionales de la Educación (-96 por ciento);
Subsecretaría de Educación Superior (-81 por cien-
to); y Dirección General de Educación Indígena (-
56.55 por ciento).

XII. Si bien es probable que el Dictamen de la Ley
General de Educación Superior se apruebe a la breve-
dad en la Cámara de Diputados y con ello se concluya
el proceso legislativo, es menester indicar que no se
han presentado las condiciones reales en los ordena-
mientos pertinentes que habiliten y regulen el funcio-
namiento de un Fondo Federal con los fines que man-
data el Décimo Quinto Transitorio de la reforma
constitucional del 15 de mayo 2019, por lo que es im-
portante que se establezcan en un primer momento las
pautas claves a seguir en lo relativo a la composición
del Fondo Federal, en tanto este se prevé como una fi-
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gura de financiamiento concurrente, y por ello las mo-
dificaciones pertinentes a la Ley de Coordinación Fis-
cal.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 25 y se
adiciona un artículo 43 Bis a la Ley de Coordina-
ción Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo Único. – Se reforma el artículo 25, adicio-
nándose una fracción IX, y se adiciona un artículo
43Bis a la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 25.- Con independencia de lo establecido en
los capítulos I a IV de esta ley, respecto de la partici-
pación de los estados, municipios y el Distrito Federal
en la recaudación federal participable, se establecen
las aportaciones federales, como recursos que la fede-
ración transfiere a las haciendas públicas de los esta-
dos, Distrito Federal, y en su caso, de los municipios,
condicionando su gasto a la consecución y cumpli-
miento de los objetivos que para cada tipo de aporta-
ción establece esta ley, para los fondos siguientes:

[I-VIII]… 

IX. - El Fondo Federal Especial para la Obliga-
toriedad y Gratuidad de la Educación Superior

Artículo 43 Bis.- El Fondo Federal Especial para la
Obligatoriedad y Gratuidad de la Educación Supe-
rior se dotará presupuestalmente del 0.23 por cien-
to de la Recaudación Federal Participable. 

Dicha asignación se integrara?, distribuirá, admi-
nistrara?, ejercerá y supervisara?, de acuerdo a lo
dispuesto por esta ley en lo relativo a los Fondos de
Aportaciones Federales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Nota

1 Esto se plasmó en el Anexo 36. Ampliaciones al Ramo 11 Edu-

cación Pública del PEF 2020, en el que se especificó que 350 mi-

llones de pesos del programa U079 Expansión de la Educación

Media Superior y Superior ‘se destinarán al Fondo Federal Espe-

cial para garantizar la obligatoriedad de los servicios de Educación

Superior establecido en el artículo décimo quinto transitorio del

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas

disposiciones de los artículos 3o., 31 y 73 de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia educativa, pu-

blicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de

2019’.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 9 de febrero de 2021.

Diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández
(rúbrica)
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